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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 19 de diciembre de 2017 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria mañana miércoles 20 de diciembre, a las 
09:30, a fin de hacer cesar el receso, informarse de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 


Orden del día 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1. por el que se establecen normas relacionadas con el 
funcionamiento de las Cooperativas de Vivienda; 
Carp. n.* 940/2017 - rep. n.* 586/17 y anexo l 


2.) por el que se modifica el régimen jubilatorio pre- 
visto por la Ley n.* 16713, de 3 de setiembre de 1995. 
Carp. n.-* 990/2017 - rep. n.* 587/17 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 
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9) Régimen de funcionamiento de las 
cooperativas de vivienda........comoommmonsmmssmmm».. 14 


—Proyecto de ley por el que se establecen nor- 
mas al respecto. 


+ Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


10), 13) y 15) Régimen jubilatorio previsto por la 
Ley n.* 16713 ....oococnonconoonosncononnonocnncnnonos 37, 176 y 193 


—Proyecto de ley por el que se establecen nor- 
mas para la desafiliación. 


+ Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
12) Proyecto presentado......omommmmomsssmssssess”.. 171 


—El señor senador Bordaberry presenta un 
proyecto de minuta de comunicación rela- 
cionado con la modificación de la edad de 
retiro para jubilarse ante el Banco de Previ- 
sión Social. 


Pasa a la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social. 


16) Levantamiento de la sesióN.......o.coomoomomssmoms»oo 203 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Amorín, Asiaín, 
Ayala, Besozzi, Bianchi, Bordaberry, Camy, Cardoso, 
Carrera, Castillo, De León, Delgado, García, Garín, 
Heber, Lacalle Pou, Larrañaga, Lazo, López Villalba, 
Martínez Huelmo, Michelini, Mieres, Otheguy, 
Pardiñas, Passada, Paternain, Payssé y Pintado; y con 
posterioridad ingresa a sala el señor senador Saravia. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Alonso, 
Aviaga, Carámbula, Moreira, Mujica y Tourné; y se 
retira con posterioridad el señor senador García. 

3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 

SEÑORA PRESIDENTE- Está abierto el acto. 

(Son las 09:34). 

—El Senado ha sido convocado a fin de levantar el re- 
ceso, dar cuenta de los asuntos entrados y considerar los 


asuntos que figuran en el orden del día. 


Se va a votar el levantamiento del receso. 
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(Se vota). 


—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:35). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «La Cáma- 
ra de Representantes remite copia de la versión taquigráfi- 
ca de las palabras pronunciadas por el señor representan- 
te Alfredo Asti, relacionadas con el Foro Regional sobre 
Transparencia y Lucha contra la Corrupción, realizado en 
el marco de la XXXIV Asamblea Ordinaria del Parlamen- 
to Latinoamericano y Caribeño, Parlatino. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A LA 
COMISIÓN ESPECIAL CON FINES LEGISLATIVOS A 
PARTIR DE LOS LLAMADOS PAPELES DE PANAMÁ 
Y JURISDICCIONES SIMILARES, PARA LA PREVEN- 
CIÓN DEL FRAUDE FINANCIERO, LA DEFRAUDA- 
CIÓN Y ELUSIÓN FISCAL, EL LAVADO DE ACTIVOS Y 
LA TRANSPARENCIA GLOBAL. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva infor- 
madas las siguientes solicitudes de venia del Poder Ejecu- 
tivo para destituir de sus cargos: 


* auna funcionaria del Ministerio de Salud Pública; 


+ a un funcionario del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas; 
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* auna funcionaria del Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente. 

—REPÁRTANSE E INCLÚYANSE EN EL ORDEN 
DEL DÍA DE UNA PRÓXIMA SESIÓN. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informado un proyecto de ley por el que se modifica 
el régimen jubilatorio previsto por la Ley n.? 16713, de 3 
de setiembre de 1995. 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión ele- 
va informado un proyecto de ley por el que se modifica 
el régimen de funcionamiento de las cooperativas de vi- 
vienda. 

—HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


El señor senador Luis Alberto Heber, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 172 del Reglamento del 
Senado, solicita se curse una exposición escrita con des- 
tino al señor ministro del Interior, relacionada con robos 
acaecidos en la ciudad de Salto. 

—HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR UNA 
VEZ FINALIZADA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS 
ENTRADOS». 


5) EXPOSICIÓN ESCRITA 

SEÑORA PRESIDENTE.- Corresponde poner a vota- 
ción la remisión de la exposición escrita de la que se diera 
cuenta durante la lectura de los asuntos entrados. 

Se va a votar si se remite al señor ministro del Inte- 
rior la exposición escrita presentada por el señor sena- 
dor Heber. 

(Se vota). 


21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Texto de la exposición escrita). 


Montevideo, 18 de diciembre de 2017 


Señora 

Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De conformidad con el artículo 172 del Reglamento del Senado, 
solicitamos que la siguiente exposición escrita sea enviada al señor 
Ministro del Interior y por su intermedio a las autoridades de esa cartera. 


Nos informan que en la ciudad de Salto se producen al día de hoy - en 
noviembre de 2017 - tres robos por noche, entre las 3 y las 4 de la 
madrugada. 


En una semana de produjeron 15 robos en negocios céntricos, con el 
modus operandi de destrozar puertas blindadas, entrar, robar y salir 
tranquilamente por la misma puerta. Los episodios quedan filmados en las 
múltiples cámaras que los comerciantes colocan con la esperanza de 
poder trabajar para vivir. 


Trabajar para pagar, además, los impuestos que pagan todos aquellos que 
tienen sus papeles en regla, como ordena la ley. 


Lo que no está en orden, entienden, es la seguridad que les debe brindar 
el Estado. Uno de sus cometido esenciales. 
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Los honrados trabajadores y comerciantes de Salto se encuentran en 
medio de un “tsunami” al que desde la lejana capital las autoridades 
denominan con el eufemismo de "sensación térmica". 


¿Quiénes son los responsables de la tranquilidad de una población de 
120.000 habitantes que montan sus comercios con miles de dificultades, y 
con un drenaje continuo de impuestos para que haya una gestión eficiente 
del Ministerio del Interior, y el mismo no los utiliza para garantizar la 
seguridad que necesitan en su trabajo? Falta control, falta presencia, falta 
patrullaje. “Salto está siendo saqueada”, afirman. 


Eso se preguntan y sostienen los salteños en noviembre de 2017. Los 
hemos escuchado y leído con atención. Incluso su preocupación de que 
lleguen los robos violentos con posibles asesinatos, como pasa en otros 
lugares del país. 


Se preguntan si deben tirar la toalla y dejar que las cosas sigan su curso - 
que no es bueno - ante la falta de respuesta y los oídos sordos de las 
autoridades. Llegan a plantearse la posibilidad de recibir subsidios cada 
uno de los comerciantes robados. Sobran reuniones, faltan soluciones, es 
la conclusión a la que arriban. Creen vivir en un reino de impunidad e 
indolencia. 


Los honestos ciudadanos salteños dedicados al comercio tiene la peor de 
las sensaciones: miedo a lo que está pasando y a que la inacción lleve a 
una situación más compleja y difícil aún de la que viven en la actualidad. 
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Queremos poner en conocimiento del señor Ministro del Interior y las 
autoridades de esa Cartera, esta acuciante preocupación de este núcleo 
de compatriotas, para que se diligencien — lo más rápida y eficazmente 
posible — soluciones acordes a la situación manifestada. 


ll las 


Luis Alberto Heber 


Senador 


20 de diciembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 7-C.S. 


6) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El 
señor senador Heber solicita, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 118 de la Constitución de la 


república, se curse un pedido de informes con destino al 


Ministerio de Salud Pública, relacionado con el número de 
fumadores y el uso del cigarrillo electrónico. 
—OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido 
de informes. 


(Se da del siguiente). 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 18 de diciembre de 2017 


Sra. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Sra. Lucía Topolansky 


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de 
la República, solicito a usted tenga a bien cursar al Ministerio de Salud Pública 
el siguiente pedido de informes: 


De conformidad a lo establecido por el artículo 118 de la Constitución de 
la República, solicito se curse el siguiente pedido de informes al Ministerio de 
Salud Pública, dirigido al Sr. Ministro Dr. Jorge Basso, 


1. Antecedentes: 


1. Ya hemos superado una década de lucha contra la epidemia de tabaquismo 
en Uruguay. Hemos incorporado a nuestro cuerpo normativo casi en su 
totalidad las recomendaciones de la OMS recogidas en el Convenio Marco para 
el Control del Tabaco y hemos recibido un amplio reconocimiento internacional 
que nos es muy honroso. 


2. Según la información emanada del MSP, y de Presidencia de la República, 
los resultados han sido muy positivos, no solo en términos de imagen sino 
principalmente en términos prácticos, al haberse logrado, al parecer, reducir el 
número de fumadores en más de un 30%, pasando de un 35% en 2005 a un 
22,2% en la actualidad. La Junta Nacional de Drogas en Presidencia de la 
República, anunció en 2016 que en Uruguay hay 450 mil fumadores menos de 
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los que había en 2005 como resultado de las políticas adoptadas en el país y 
hasta la OMS nos premió por esa reducción del 30%, tan extraordinaria que 
ningún otro país la ha podido alcanzar en tan poco tiempo. 


3. Sin embargo esa reducción impresionante del 30%, anunciada repetida y 
sostenidamente por el Sr. Ministro de Salud Pública y por Presidencia de la 
República, no se corresponde con las cifras divulgadas por el Instituto Nacional 
de Estadísticas, ni con las encuestas de la Junta Nacional de Drogas y tampoco 
con la información que publica la Dirección General Impositiva sobre la 
recaudación del Impuesto Específico Interno a cigarrillos: 


- La Encuesta Continua de Hogares del 2014 indica que en 2006 fumaba un 
24,8 % de la población mayor de 15 años y en 2014 se redujo a un 22,2%. Es 
decir, según el INE, hubo una reducción menor a un 9%, muy lejos del 30% 
anunciado. 


7 La Sexta Encuesta Nacional sobre Consumo de Drogas, publicada en 2016 
por la Junta Nacional de Drogas en Presidencia de la República, indica que la 
prevalencia “en los últimos 12 meses” era de 36,9% en 2006 y bajó a 33% en 
2014 mientras que la prevalencia “en los últimos 30 días” pasó de 34% a 
29,5% en el mismo período. Nuevamente se observa una reducción de 
alrededor de un 10%, que se corresponde con la información del INE pero que 
de ninguna manera se acerca al 30% de reducción en el número de fumadores 
anunciado por el Sr. Ministro de Salud y por las oficinas de Presidencia de la 
República. 


- La información estadística de la DGI, ningún dato puede ser más objetivo 
que este, muestra que mientras en el año 2006 se vendieron 140,192.793 de 
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paquetes de cigarrillos de 20 unidades, en el año 2014 fueron vendidos 
123.190.768. La diferencia a la baja también está en el eje del 10%, lo que 
vuelve a coincidir con las encuestas del INE y las de la JND, pero ciertamente 
pone muy en duda que sea verás la reducción proclamada de más del 30% en 
el número de fumadores o la existencia de 450 mil fumadores menos como 
resultado de las políticas implementadas desde 2005. Por otro lado, a los 
cigarrillos legalmente vendidos computados por la DGI en la recaudación de 
IMESI, deberíamos sumar los que ingresan de contrabando ya que es muy 
probable que en la caída de ventas haya una cuota de fumadores que migraron 
al mercado ¡legal en la medida que fue aumentando la brecha de precios entre 
ambos productos. Otro dato interesante, que refuerza lo anterior, es que la 
venta de “tabaco para armar” entre 2006 y 2014 apenas bajó un 3% según los 
informes de la DGI cuando no existe oferta ¡legal de "tabaco para armar”. 
Tampoco podemos saber si la caída de venta de cigarrillos en el perícdo, de 
alrededor de un 10%, implica que haya 10% menos fumadores o que igual 
número de fumadores consumen un 10% menos de unidades al haberse 
reducido las oportunidades de consumo por la prohibición de fumar en 
espacios cerrados. De cualquier forma un 10% menos en la realidad es una 
buena noticia, aunque esté lejos del 30% en la teoría. 


4. Es imprescindible ser rigurosos en el análisis del impacto real de las políticas 
regulatorias para poder evaluar los resultados con transparencia, corregir lo 
que sea necesario o implementar nuevas regulaciones. Las conclusiones serían 
muy distintas si, luego de 12 años de aplicación drástica de las medidas 
recomendadas por la OMS, la reducción del número de fumadores fuera de 
alrededor de un 10%, como parecería ser, o de más de 30% como se dice que 
es. 
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5. Yo soy un ejemplo concreto, y me consta que represento a muchos, de un 
caso no contemplado en la regulación vigente y, por tanto, afectado 
directamente por posibles conclusiones erróneas originadas en cifras 
equivocadas. Como es público y notorio hace ya muchos años sustituí 
exitosamente el consumo de cigarrillos por el cigarrillo electrónico, como lo han 
hecho millones de personas en el mundo. Sin embargo en Uruguay no existe 
una regulación adecuada para estos productos, que están prohibidos aun 
cuando son sin humo, sustitutivos de los cigarrillos y con el potencial de 
reducir el daño provocado por el humo del tabaco. He leído mucho al respecto 
y me resulta políticamente injustificable mantener la legalidad de los 
cigarrillos, cuyo daño todos conocemos, y prohibir los cigarrillos electrónicos, 
que si bien aun no sabemos cuánto, si sabemos que son mucho menos dañinos 
que los cigarrillos. Entiendo que lo mejor sería que los fumadores abandonaran 
su hábito sin más. Pero si luego de 12 años de aplicación de medidas 
regulatorias ejemplares, la reducción de la venta de cigarrillos es de apenas un 
10%, habría que seguir el curso de acción de otros países líderes 'en esta 
materia y en el marco de una política de reducción de daño, regular 
eficazmente los cigarrillos electrónicos para permitir a los fumadores, en el 
ejercicio de su libertad de elección, el acceso a alternativas menos nocivas. Tal 
vez de esta forma podríamos acelerar el cumplimiento del objetivo de ser un 
país libre de humo de tabaco. 


6. El concepto de “Reducción de daño” no le es ajeno al gobierno que Usted 
integra ya que ha sido la justificación para regular el acceso legal al consumo 
de marihuana. Y lo entiendo. Lo que no me imagino es cuál será la justificación 
de permitir el acceso legal a los consumidores de marihuana y condenar a la 
clandestinidad a los consumidores de cigarrillos electrónicos cuando en ambos 
casos se trataría de aplicar políticas de reducción de daño. Es más, los envases 
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en los que se comercializa la marihuana legal recomiendan al consumidor 
consumirla vaporizada y no quemada. Hay allí, obviamente, un reconocimiento 
implícito de que el humo es más dañino que el vapor. 


IT. Preguntas: 


1. ¿Cuál ha sido la reducción del número de fumadores entre el año 2006 y el 
año 2014 en Uruguay? Agradecemos adjuntar la información estadística que 
respalde la respuesta. 


2. Usted anunció al inicio de este período de gobierno que el objetivo era 
reducir, en el quinquenio, un 20% más el número de fumadores. ¿Cómo 
evalúa el cumplimiento de ese objetivo? 


3. ¿Conoce el Sr. Ministro el caso del Reino Unido y los estudios realizados 
sobre cigarrillo electrónicos? ¿Los han evaluado? 


4. ¿Conoce el Sr. Ministro el caso de Nueva Zelanda y su reciente decisión de 
levantar la prohibición de cigarrillos electrónicos y la política fiscal aplicada 
para estimular el cambio? ¿Lo han evaluado? 


5. ¿Conoce el Sr. Ministro el caso de Canadá respecto a la regulación de los 
cigarrillos electrónicos? ¿Lo han evaluado? 


6. ¿Conoce el Sr. Ministro las recientes decisiones de la FDA de Estados 
Unidos respecto a los productos alternativos a los cigarrillos? ¿Las han 
evaluado? 
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7. ¿Cómo justifica Usted la prohibición, sin regulación, de los cigarrillos 
electrónicos en un país que ha legalizado el consumo regulado de marihuana? 


Saluda a la Señora Presidente 


us > A. UD 


LUIS ALBERTO HE 
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7)  INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de lo siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- A la 
sesión extraordinaria del 19 de diciembre faltó con aviso 
el señor senador Larrañaga. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, miércoles 20 de diciembre de 2017 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 
Por intermedio de la presente, solicito al Cuerpo 


se me conceda licencia al amparo del literal D) del 
artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 14 de setiembre de 


20 de diciembre de 2017 


2004. Por mi investidura como senadora de la repú- 
blica, concurriré a la inauguración de las obras en el 
Hospital Pasteur, a realizarse el jueves 21 de diciembre 
de 2017. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 
Ivonne Passada. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 


la licencia solicitada. 
(Se vota). 
—18 en 21. Afirmativa. 


Queda convocada la señora Zulimar Ferreira, a quien 


ya se ha tomado la promesa de estilo. 


9) RÉGIMEN DE FUNCIONAMIENTO DE LAS 
COOPERATIVAS DE VIVIENDA 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden 
del día con la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término: «Proyecto de ley por el que se establecen 
normas relacionadas con el funcionamiento de las Coope- 
rativas de Vivienda. (Carp. n.* 940/2017 - rep. n.* 586/17 y 


anexo 1)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 940/2017 - rep. n.* 586/17 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Bepresentamtes ae la Denputtibza 


Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 123 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 123. (Aspectos patrimoniales).- Las partes sociales no podrán ser 
inferiores a 2 UR (dos unidades reajustables) y se reajustarán según dicho índice, 
Corresponden a la cooperativa las sumas que ésta perciba de parte de los socios 
como compensación por cuota de administración, cuota de mantenimiento de las 
viviendas y servicios comunes. Se entiende por cuota de administración, aquella 
suma de dinero que mensualmente aportan los socios a efectos de satisfacer los 
gastos que la administración y desarrollo de la cooperativa requieren en sus 
etapas iniciales. Dicho concepto es equivalente al designado como "fondo de 
gestión" que recaudan las cooperativas habitadas. También corresponden a las 
Cooperativas los subsidios de capital y las quitas que hayan sido otorgados por 
los organismos financiadores. Estos rubros no integran las partes sociales del 
cooperativista y por lo tanto, no serán objeto de restitución al egreso ni de reparto 
entre los socios", 


Artículo 2”.- Sustitúyese el artículo 138 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 138. (Retiro).- El retiro voluntario, desde el ingreso a la cooperativa y 
hasta los 10 (diez) años de adjudicada la vivienda, deberá solicitarse, ante el 
Consejo Directivo, con la fundamentación correspondiente. Si el retiro se 
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considera justificado, el socio tendrá derecho a un reintegro equivalente al valor 
de tasación de su parte social, menos los adeudos que correspondiera deducir y 
menos un 10% (diez por ciento) del valor resultante. Si el retiro no se considera 
justificado, el reintegro será equivalente al valor de tasación de su parte social, 
menos los adeudos que correspondiera deducir y menos un 25% (veinticinco por 
ciento). El Consejo Directivo tendrá un plazo de treinta días para pronunciarse 
sobre la solicitud de retiro justificado, vencido el cual se considerará aceptada la 
solicitud. Los retiros posteriores a los diez años de adjudicación de la vivienda, no 
podrán considerarse no justificados. Cuando ocurrieren desinteligencias entre los 
usuarios y la cooperativa, en cuanto a la naturaleza del retiro o a las sumas que 
por tal concepto se adeudan, resolverá el diferendo el Juez competente”. 


Artículo 3*.- Sustitúyese el artículo 139 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008, el cual quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 139. (Partes sociales).- Las partes sociales se integrarán con los 
aportes en trabajo (ayuda mutua o autoconstrucción) o el ahorro previo, según la 
modalidad adoptada, el aporte inicial de 2 UR (dos unidades reajustables), y lo 
abonado por concepto de amortización del préstamo hipotecario. En ningún caso 
se considerará capital lo pagado por concepto de intereses del préstamo 
obtenido". 


Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 142 de la Ley N* 18,407, de 24 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 142. (Aportes).- En caso que la cooperativa mantenga deudas por 
concepto de préstamos para la constitución de sus fines, durante el plazo de su 
amortización los socios aportarán mensualmente, las cuotas correspondientes a 
la amortización de la vivienda actualizadas en la moneda del préstamo, 
debiéndose, en forma preceptiva, capitalizar a cada socio lo abonado por 
concepto de amortización destinado a pago de capital. Los socios aportarán 
igualmente, en forma mensual, una suma adicional destinada a constituir los 
fondos de: administración y demás servicios que suministre la cooperativa a los 
usuarios, de mantenimiento y conservación de las viviendas y los usuarios, de 
mantenimiento y conservación de las viviendas y de educación cooperativa. Esta 
suma adicional no integra la parte social y, en consecuencia, no es reintegrable. 
El atraso reiterado en el pago de estos fondos, será considerado causal suficiente 
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para la exclusión del socio o la promoción de juicio de rescisión del documento de 


Uso y goce, según corresponda". 
Artículo 5”.- Sustitúyese el artículo 144 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008, el cual quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 144, (Reparaciones y exoneración).- Serán de cargo de la 
cooperativa todas aquellas reparaciones que derivan del uso normal de la 
vivienda y no se producen por culpa del usuario. 


Las viviendas de interés social que, según el régimen de la Ley N* 13.728, de 
17 de diciembre de 1988, se otorguen en uso y goce a los socios de cooperativas 


gremiales o locales, no pagarán impuesto alguno que grave la propiedad del 


inmueble", 
Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 7 de 
noviembre de 2017. ' 
j 7 
JOSÉ CARLOS MAHÍA 
| idente 
IRGINIA ORTIZ a” 
Secretaria Ñ 
N | 
N | 
Xx / 
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Antecedentes 


COMISIÓN DE VIVIENDA, TERRITORIO 
Y MEDIO AMBIENTE 


INFORME 


Señoras y señores Representantes: 


La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, 
ha aprobado por unanimidad el proyecto de ley que se pone a consideración del Cuerpo 
sobre Régimen de Funcionamiento de las Cooperativas. Se trata de cinco artículos 
desglosados del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal - Ejercicio 2016, referentes a modificaciones en la Ley N* 18,407, de 24 de 
octubre de 2008. 


Dicha ley, como los señores Representantes tienen 
presente, fue denominada "Ley de Cooperativas: Regulación, Constitución, Organización 
y Funcionamiento". Los artículos en consideración modifican otros tantos artículos de la 
misma, referidos a las cooperativas de vivienda. 


Concretamente, el artículo 173, que pasa a ser 
artículo 1%, sustituye el artículo 123 de la Ley N* 18.724, de 24 de octubre de 2008. En el 
mismo se hace referencia a los aspectos patrimoniales de la cooperativa, precisándose 
como se conforman las partes sociales de cada socio. Cada socio de una cooperativa que 
recién se funda tiene como parte social dos Unidades Reajustables, que aporta al 
momento del ingreso. Si es una cooperativa de ayuda mutua -la mayoria-, hasta que no 
se empieza a construir las partes sociales de los socios no varían nunca, siguen siendo 
esas dos Unidades Reajustables. Pueden pasar ocho, cinco o tres años, y hasta que se 
empieza a construir, las partes sociales no cambian. 


Cuando la cooperativa comienza a construir, es decir, 
obtiene una financiación, las partes sociales se alimentan del trabajo que hacen los 
socios, de tal manera que cuando la obra termina, cada socio tiene como parte social, si 
se cumplió ciclo, el quince por ciento del valor de la vivienda. Esto es lo que sucede 
generalmente. En el momento en que los socios ingresan a la vivienda y comienzan a 
amortizar el préstamo, comienzan nuevamente a capitalizarse, a generar partes sociales 
con el pago del préstamo que se otorgó por el 85% restante. Es decir que durante 
veinticinco años los socios van a ir capitalizando partes sociales. 


Con la modificación propuesta se aclara que los 
subsidios de capital y las quitas que se puedan generar, no forman parte del capital de los 
socios. Si el Ministerio -es el caso de las cooperativas construidas en la década de los 
noventa- otorgaba un subsidio al capital de 374 UR por vivienda y era considerado 
subsidio del capital, ese monto no forma parte del capital de los socios. Quiere decir que 
cuando el socio se retira no lo puede contabilizar como tal. Por eso dice que los subsidios 
de capital y las quitas que hayan sido otorgados por los organismos financiadores 
"también corresponden a la cooperativa" en el sentido de que quedan en la cooperativa y 
no en el capital social de cada uno de los socios. Estos rubros no integran las partes 
sociales del cooperativista y por lo tanto no serán objeto de restitución al egreso de un 
socio. 
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Por el artículo 174, que pasa a ser artículo 2%, se sustituye el artículo 138 de la Ley 
N* 18.407, de 24 de octubre de 2008, clarificando las causales por las cuales un socio se 
puede retirar de la cooperativa, se establece como se calcula la parte social del socio, se 
fija un plazo para que la Comisión Directiva se expida y que en casos de desavenencia 
entre las partes, la resolución del caso la resuelve el Juez competente. 


El artículo 175, que pasa a ser artículo 3%, sustituye el artículo 139 de la Ley 
N* 18.407, de 24 de octubre de 2008. La modificación aquí, consiste en que se elimina el 
concepto de "aportes extraordinarios" como componente de las partes sociales. Es una 
modificación compartible por cuanto resultaba una expresión muy amplia y podía generar 
diferencias notorias entre los socios. La redacción propuesta define con precisión como se 
integra la parte social de cada socio. 


El artículo 176, que pasa a ser artículo 4”, sustituye el artículo 142 de la Ley 
N* 18.407, de 24 de octubre de 2008. La modificación que se propone consiste en 
especificar que el socio de una cooperativa de vivienda tiene la obligación de pagar 
mensualmente la cuota parte del préstamo que le corresponda, en la moneda en que esté 
nominado dicho préstamo más una suma destinada a constituir los fondos de 
administración y demás servicios que suministre la cooperativa, mantenimiento y 
conservación de las viviendas y educación cooperativa. Queda aclarado que ésta suma 
adicional no integra la parte social del socio, como tampoco la integran los pagos de 
intereses de capital realizados. 


Finalmente, el artículo 177, que pasa a ser artículo 5%, modifica el articulo 144 de la 
Ley N* 18,407, de 24 de octubre de 2008. Se trata de un fondo que cada cooperativa 
constituye para el mantenimiento y reparación de las viviendas, eliminándose el plazo de 
cinco años que la ley vigente establece, haciendo que ese fondo permanezca sin limite de 
tiempo, por la sencilla razón de que las viviendas requieren reparaciones a lo largo de 
toda su vida útil y no sólo durante cinco años. Se reafirma, asimismo, un viejo concepto 
que viene de la Ley Nacional de Vivienda, Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, en 
el sentido de que las cooperativas de vivienda no pagarán impuesto alguno que grave la 
propiedad inmueble. 


La Comisión contó con el asesoramiento del Director Nacional de la DINAVI, 
arquitecto Salvador Schelotto y su equipo, quienes manifestaron que las modificaciones 
propuestas fueron discutidas y acordadas con las organizaciones de cooperativas de 
vivienda. 

Esta Asesora comparte las modificaciones planteadas, que en general clarifican 
aspectos patrimoniales tanto de las cooperativas como de los socios y que apuntan a 
evitar posibles situaciones de especulación con una vivienda que es de interés social y a 
dar un trato justo y transparente a todas las partes. 


Por todo lo expuesto, esta Comisión aconseja al Plenario la aprobación del presente 
proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2017 


EDGARDO RODRÍGUEZ 
MIEMBRO INFORMANTE 
JOSÉ ANDRÉS AROCENA 
CARLOS CACHÓN 
DANIEL PEÑA FERNÁNDEZ 

DARÍO PÉREZ BRITO 
SUSANA PEREYRA 
EDUARDO JOSÉ RUBIO 
JOSÉ YURRAMENDI 
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ARTÍCULOS DEL PODER EJECUTIVO — RENDICIÓN DE CUENTAS 2016 


Artículo 173.- Sustitúyese el artículo 123 de la Ley N* 18,407, de 24 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 123. (Aspectos patrimoniales).- Las partes sociales no podrán ser 
inferiores a 2 UR (dos Unidades Reajustables) y se reajustarán según dicho 
Índice Corresponden a la cooperativa las sumas que ésta perciba de parte de los 
socios como compensación por cuota de administración, cuota de mantenimiento 
de las viviendas y servicios comunes. Se entiende por cuota de administración, 
aquella suma de dinero que mensualmente aportan los socios a efectos de 
satisfacer los gastos que la administración y desarrollo de la cooperativa requieren 
en sus etapas iniciales. Dicho concepto es equivalente al designado como "fondo 
de gestión" que recaudan las cooperativas habitadas. También corresponden a 
las Cooperativas los subsidios de capital y las quitas que hayan sido otorgados 
por los organismos financiadores. Estos rubros no integran las partes sociales del 
cooperativista y por lo tanto, no serán objeto de restitución al egreso ni de reparto 
entre los socios.” 


Artículo 174.- Sustitúyese el artículo 138 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 138. (Retiro).- El retiro voluntario, desde el ingreso a la cooperativa y 
hasta los 10 (diez) años de adjudicada la vivienda, deberá solicitarse, ante el 
Consejo Directivo, con la fundamentación correspondiente. Si el retiro se 
considera justificado, el socio tendrá derecho a un reintegro equivalente al valor 
de tasación de su parte social, menos los adeudos que correspondiera deducir y 
menos un 10% (diez por ciento) del valor resultante. Si el retiro no se considera 
justificado, el reintegro será equivalente al valor de tasación de su parte social, 
menos los adeudos que correspondiera deducir y menos un 25% (veinticinco por 
ciento). El Consejo Directivo tendrá un plazo de 30 (treinta) días para 
pronunciarse sobre la solicitud de retiro justificado, vencido el cual se considerará 
aceptada la solicitud. Los retiros posteriores a los 10 (diez) años de adjudicación 
de la vivienda, no podrán considerarse no justificados. Cuando ocurrieren 
desinteligencias entre los usuarios y la cooperativa, en cuanto a la naturaleza del 
retiro o a las sumas que por tal concepto se adeudan, resolverá el diferendo el 
Juez competente". 


Artículo 175.- Sustitúyese el artículo 139 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008, el cual quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 139. (Partes sociales).- Las partes sociales se integrarán con los 
aportes en trabajo (ayuda mutua o autoconstrucción) o el ahorro previo, según la 
modalidad adoptada, el aporte inicial de 2 UR (dos Unidades Reajustables), y lo 
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abonado por concepto de amortización del préstamo hipotecario. En ningún caso 
se considerará capital lo pagado por concepto de intereses del préstamo 
obtenido." 


Artículo 176.- Sustitúyese el artículo 142 de la Ley N* 18,407, de 24 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 142. (Aportes).- En caso que la Cooperativa mantenga deudas por 
concepto de préstamos para la constitución de sus fines, durante el plazo de su 
amortización los socios aportarán mensualmente, las cuotas correspondientes a la 
amortización de la vivienda actualizadas en la moneda del préstamo, debiéndose, 
en forma preceptiva, capitalizar a cada socio lo abonado por concepto de 
amortización destinado a pago de capital. Los socios aportarán igualmente, en 
forma mensual, una suma adicional destinada a constituir los fondos de: 
administración y demás servicios que suministre la cooperativa a los usuarios, de 
mantenimiento y conservación de las viviendas y de educación cooperativa. Esta 
suma adicional no integra la parte social y, en consecuencia, no es reintegrable. 
El atraso reiterado en el pago de estos fondos, será considerado causal suficiente 
para la exclusión del socio o la promoción de juicio de rescisión del documento de 
uso y goce, según corresponda". 


Artículo 177.- Sustitúyese el artículo 144 de la Ley N* 18.407, de 23 de octubre de 
2008, el cual quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 144. (Reparaciones y exoneración).- Serán de cargo de la 
cooperativa todas aquellas reparaciones que derivan del uso normal de la 
vivienda y no se producen por culpa del usuario. Las viviendas de interés social 
que, según el régimen de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, se 
otorguen en uso y goce a los socios de cooperativas gremiales o locales, no 
pagarán impuesto alguno que grave la propiedad del inmueble." 
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N* 79 


INCISO 14 
Artículo SUSTITUTIVO 


ARTÍCULO 173.- "Sustitúyese el artículo 123 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008 en la redacción dada por el artículo 1? de la Ley N* 19.181 de 29 de dicembre de 
2013, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 123 (Aspectos patrimoniales).- Las partes sociales no podrán ser inferiores a 
2 UR (dos Unidades Reajustables) y se reajustarán según dicho indice. Corresponden a la 
cooperativa las sumas que ésta perciba de parte de los socios como compensación por 
cuota de administración, cuota de mantenimiento de las viviendas y servicios comunes. 
Se entiende por cuota de administración, aquella suma de dinero que mensualmente 
aportan los socios a efectos de satisfacer los gastos que la administración y desarrollo de 
la cooperativa requieren en sus etapas iniciales. Dicho concepto es equivalente al 
designado como "fondo de gestión” que recaudan las cooperativas habitadas. También 
corresponden a las Cooperativas los subsidios de capital y las quitas que hayan sido 
otorgados por los organismos financiadores. Estos rubros no integran las partes sociales 
del cooperativista y por lo tanto, no serán objeto de restitución al egreso ni de reparto 
entre los socios." 


Presentado por: GERMAN CARDOSO, CONRADO RODRIGUEZ 
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N2 69 
SECCIÓN IV — Administración Central 


INCISO 14 — Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 


Artículo SUSTITUTIVO 


Artículo 174.- Sustitúyese el artículo 138 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 138 (Retiro).- El retiro voluntario, desde el ingreso a la cooperativa y 
hasta los 10 (diez) años de adjudicada la vivienda, deberá solicitarse, ante el. Consejo 
Directivo, por escrito y firmado por el socio interesado, con la fundamentación 
correspondiente, Si el retiro se considera justificado, el socio tendrá derecho a un 
reintegro equivalente al valor de tasación de su parte social, menos los adeudos que 
correspondiera deducir y menos un 10% (diez por ciento) del valor resultante. Si el 
retiro no se considera justificado, el reintegro será equivalente al valor de tasación de 
su parte social, menos los adeudos que correspondiera deducir y menos un 25% 
(veinticinco por ciento). El Consejo Directivo tendrá un plazo de 30 (treinta) días para 
pronunciarse sobre la solicitud de retiro justificado, vencido el cual se considerará 
aceptada la solicitud. En caso de que no se acepte la solicitud de retiro como 
justificada, el socio podrá apelar la decisión de acuerdo al procedimiento de 
apelación previsto en el estatuto social respecto de las decisiones del Consejo 
Directivo. Los retiros posteriores a los 10 (diez) años de adjudicación de la vivienda, 
no podrán considerarse no justificados. Cuando ocurrieren desinteligencias entre los 
usuarios y la cooperativa, en cuanto a la naturaleza del retiro o a las sumas que por 
tal concepto se adeudan, resolverá el diferendo el Juez competente." 


Presentado por: Germán Cardoso y Conrado Rodríguez. 
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N* 80 


INCISO 14 
Artículo SUSTITUTIVO 


ARTÍCULO 175.- Sustitúyese el artículo 139 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008, en la redacción dada por el artículo 1? de la Ley N” 19.181 de 29 de diciembre 
de 2013, el cual quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 139 (Partes sociales).- Las partes sociales se integrarán con los 
aportes en trabajo (ayuda mutua o autoconstrucción) o el ahorro previo, según la 
modalidad adoptada, el aporte inicial de 2 UR (dos Unidades Reajustables), y lo 
abonado por concepto de amortización del préstamo hipotecario. En ningún caso 
se considerará capital lo pagado por concepto de intereses dei préstamo 
obtenido." 


Presentado por: CONRADO RODRÍGUEZ, GERMÁN CARDOSO 
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N? 81 


INCISO 14 
Artículo SUSTITUTIVO 


ARTÍCULO 176.- Sustitúyese el artículo 142 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 
2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 142 (Aportes).- En caso que la Cooperativa mantenga deudas por 
concepto de préstamos para la constitución de sus fines, durante el plazo de su 
amortización los socios aportarán mensualmente, las cuotas correspondientes a la 
amortización de la vivienda actualizadas en la moneda del préstamo debiéndose, 
en forma preceptiva, capitalizar a cada socio lo abonado por concepto de 
amortización destinado a pago de capital. Los socios aportarán igualmente, en 
forma mensual, una suma adicional destinada a constituir los fondos de 
administración y demás servicios que suministre la cooperativa a los usuarios, de 
mantenimiento y conservación de las viviendas y de educación cooperativa. Esta 
suma adicional no integra la parte social y, en consecuencia, no es reintegrable, 
El atraso en 3 pagos consecutivos o 6 pagos discontinuos correspondientes 
a estos fondos será considerado causal suficiente para la exclusión del socio o la 
promoción de juicio de rescisión del documento de uso y goce, según 
corresponda." 


Presentado por: GERMAN CARDOSO, CONRADO RODRIGUEZ 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 13.728 
de 17 de diciembre de 1968 


PLAN NACIONAL DE VIVIENDAS 


Artículo 17.- Todas las viviendas, que se construyan en el país deberán cumplir 
con el mínimo habitacional definido en el artículo siguiente. Sólo quedan exceptuadas y 
tan solo en cuanto a las exigencias contenidas en el literal A) de dicha norma, las 
viviendas que se construyan por el sistema del Núcleo Básico Evolutivo a que refiere el 
artículo 26 de esta ley, así como los programas que atiendan situaciones de emergencia 
o económico-sociales especiales, por resolución fundada del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Los Gobiernos Departamentales podrán conceder a los particulares permisos 
que les habiliten para construir viviendas de acuerdo con la excepción establecida en el 
inciso anterior y en el marco de la filosofía evolutiva que la inspira, debiendo asumir el 
seguimiento y control de dichos permisos, a fin de evitar infracciones o desviaciones 
que la desnaturalicen, dictando a ese fin las normas reglamentarias que vieren 
convenientes, conforme a los artículos 61 y 115 de esta ley. 


Fuente: Ley N” 16.237, de 2 de enero de 1992, articulo 1”. 


Artículo 18.- Definese como mínimo habitacional el que resulta de cumplir las 
siguientes condiciones 


A) La superficie habitable de una vivienda no será inferior en ningún caso a 32 m?. 
Este mínimo será aplicable a las viviendas que tengan un dormitorio. Por cada 
dormitorio adicional se incrementará el mínimo en 12 m?. En todos los casos en 
que se autorice, construya o financie la vivienda para uso de una familia 
determinada, se exigirá como mínimo, el número de dormitorios necesario 
definido en el artículo 14 de esta ley. 


B) Toda vivienda tendrá además, como mínimo, un cuarto de baño y el o los 
ambientes adecuados a las funciones de cocina, comedor y estar diario. 


C) Los techos deberán asegurar la impermeabilidad y la aislación térmica mínima 
que fijará la reglamentación. 


D) Los muros exteriores deberán impedir la entrada de humedad, asegurar la 
aislación térmica mínima que fije la reglamentación, y presentar superficies 
interiores resistentes, sin fisuras y susceptibles de mantenimiento higiénico. 

E) Los pisos deberán ser suficientemente duros para soportar el uso sin 
desagregarse y admitir el lavado o el lustre. 


F) Los dormitorios y ambientes de estar, comedor o cocina, tendrán vanos de 
iluminación cerrados con materiales transparentes o traslúcidos, adecuados para 
mantener una iluminación natural suficiente. 


G) Todos los ambientes tendrán condiciones de ventilación natural o sistemas de 
ventilación artificial que garanticen las condiciones higiénicas del aire y la 
eliminación de olores. 


H) Toda vivienda dispondrá de agua potable distribuida por cañerias hasta el cuarto 
de baño y la cocina. El cuarto de baño estará equipado como mínimo, con un 
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lavatorio o pileta para el aseo personal, una ducha o bañera y un WC o letrina 
con descarga de agua instalada. La cocina tendrá por lo menos una pileta con 
canilla. Cuando la vivienda esté ubicada en un centro poblado y exista red 
pública de agua potable a distancia razonable, la instalación mencionada estará 
obligatoria y exclusivamente conectada a la red pública. Cuando no se cumplan 
las condiciones anteriores podrán admitirse pozos o aljibes cerrados siempre 
que la potabilidad del agua sea comprobada y que sea bombeada y distribuida 
por cañerías y almacenada en depósitos cerrados, de acuerdo a las 
especificaciones que se dicten. 


1) Toda vivienda dispondrá de un sistema de desagúes para la evacuación de las 


aguas servidas. Cuando la vivienda esté ubicada en un centro poblado y exista 
red pública de alcantarillado en el frente del predio, la instalación de la vivienda 
se conectará obligatoriamente a la red. Cuando no se cumplan las condiciones 
anteriores, se autorizarán otros sistemas. La reglamentación, al establecer las 
condiciones que deben cumplir esos sistemas, tomará precauciones contra el 
riesgo de contaminación de aguas que puedan ser usadas para el consumo 
humano, así como contra cualquier otro riesgo de trasmisión de enfermedades 
o de creación de condiciones de insalubridad ambiental. 


J) Toda vivienda ubicada en un centro poblado, si existe red pública de energía 


eléctrica a distancia razonable, contará con una instalación de iluminación 
eléctrica conectada a la red pública y dotada, como mínimo, de una luz por 
ambiente. 


K) La reglamentación podrá determinar las dimensiones mínimas para los distintos 


tipos de locales 


L) Las especificaciones del presente artículo son mínimos que las reglamentaciones 


pueden elevar en razón de condiciones locales o del campo de acción de un 
organismo especial. Sin embargo, los límites que se adopten no deberán 
proscribir u obstaculizar los tipos de vivienda de interés social que más adelante 
se definen. 


.- Entiéndese por vivienda económica, en relación a una familia, 


aquella vivienda que satisfaga para ella el mínimo habitacional y cumpla las siguientes 
condiciones: 


A) 


B) 


Que su área habitable sea menor de cuarenta metros cuadrados en el caso de 
que la familia necesite un solo dormitorio, o de esa superficie, más quince metros 
cuadrados adicionales por cada dormitorio más que necesite de acuerdo a los 
criterios de esta ley. 


Que su valor de construcción no supere los límites máximos establecidos por la 
reglamentación. Para fijar estos límites la Dirección Nacional de Vivienda tomará 
en cuenta los costos reajustados normales del metro cuadrado, correspondientes 
al mínimo habitacional definido en el artículo 18, incrementado en un margen 
prudencial no superior al 40% (cuarenta por ciento). 


Artículo 25 - Entiéndese por Vivienda Media, en relación a una familia, aquella 


que superando uno o más de los limites establecidos para la Vivienda Económica 
cumpla las siguientes condiciones: 
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A) Que su área habitable sea menor de cincuenta metros cuadrados en el caso de 
necesitar un dormitorio, más diecinueve metros cuadrados por cada dormitorio 
necesario adicional; 


B) Que su valor de construcción no supere los limites máximos establecidos por la 
reglamentación, que no excederán en más del 100% (cien por ciento) los limites 
establecidos en el artículo 22 para la Vivienda Económica. 


- Entiéndese por Vivienda de Interés Social cualquier vivienda 
definida como Económica o Media, según los artículos anteriores de esta ley, así como 
aquélla designada como Núcleo Básico Evolutivo, entendiéndose por tal la vivienda 
mínima destinada a los sectores más carenciados de la población, capaz de brindar a 
sus destinatarios una solución habitacional inicial que debe cumplir con las siguientes 
condiciones: 


A) Que su superficie no sea inferior a treinta metros cuadrados; 


B) Que esté construida en un predio cuya superficie no sea inferior a cien metros 
cuadrados; 


C) Que permita como mínimo la ampliación de doce metros cuadrados, con un 
dormitorio adicional; 

D) Que para el caso de estar constituida por un ambiente y cuarto de baño, admita 
una subdivisión posterior de aquél en dos; 


E) Que su valor de construcción no supere los límites máximos establecidos por la 
reglamentación Dichos Núcleos Básicos se destinarán exclusivamente a atender 
situaciones de carencias habitacionales graves que requieran proveer en forma 
urgente una solución habitacional inicial. 


Fuente: Ley N* 16.237, de 2 de enero de 1992, artículo 1*. 


Artículo 27.- Entiéndese por Vivienda Confortable en relación a una familia, 
aquella que separando uno o más de los límites establecidos para la Vivienda Media 
cumpla con las siguientes condiciones: 


A) Que su área habitable sea menor de sesenta y cinco metros cuadrados, en el 
caso de necesitar un dormitorio, más veinticinco metros cuadrados por cada 
dormitorio necesario adicional; 


B) Que su valor de construcción no supere los limites máximos establecidos por la 
reglamentación, que no excederán en más del 300% (trescientos por ciento) los 
límites máximos establecidos en el artículo 22 para la Vivienda Económica. 


20 de diciembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 29-C.S. 


Ley N* 18.407 
de 24 de octubre de 2008 


Articulo 123.- (Aspectos patrimoniales).- Las partes sociales no podrán ser 
inferiores a 2 UR (dos unidades reajustables) y se reajustarán según dicho Índice. 


Corresponden a la cooperativa las sumas que esta perciba de parte de los socios 
como compensación por cuota de administración, cuota de mantenimiento de las 
viviendas y servicios comunes. 


Se entiende por cuota de administración aquella suma de dinero que 
mensualmente aportan los socios a efectos de satisfacer los gastos que la 
administración y desarrollo de la cooperativa requieren en sus etapas iniciales. Dicho 
concepto es equivalente al designado como 'fondo de gestión' que recaudan las 
cooperativas habitadas. 


Dichos rubros no integran las partes sociales del cooperativista y, por lo tanto, 
no serán objeto de restitución al egreso ni de reparto entre los socios. 


Fuente: Ley N* 19,181, de 29 de diciembre de 2013, artículo 1”. 


. (Retiro).- El retiro voluntario, desde el ingreso a la cooperativa y 
hasta los diez años de adjudicada la vivienda, deberá solicitarse, ante el Consejo 
Directivo, con la fundamentación correspondiente. 


Si el retiro se considera justificado, el socio tendrá derecho a un reintegro 
equivalente al valor de tasación de su parte social, menos los adeudos que 
correspondiera deducir y menos un 10% (diez por ciento) del valor resultante. 


Si el retiro no se considera justificado la deducción establecida podrá alcanzar 
entre el 25% (veinticinco por ciento) y el 50% (cincuenta por ciento) del valor resultante, 
según lo establezca la reglamentación, sin perjuicio del descuento de los adeudos del 
socio. 


Los retiros posteriores a los diez años de adjudicación de la vivienda, se regirán 
por el estatuto o el reglamento y los reintegros de las partes sociales a restituir, no serán 
abatidos en menos de un 10% (diez por ciento) de la parte social. 


Cuando ocurrieren desinteligencias entre los usuarios y la cooperativa, en cuanto 
a la naturaleza del retiro o a las sumas que por tal concepto se adeudan, resolverá el 
diferendo el Juez competente. 


Artículo 139.- (Partes sociales).- Las partes sociales se integrarán con los aportes 
en trabajo (ayuda mutua o autoconstrucción) o el ahorro previo, según la modalidad 
adoptada, el aporte inicial, aportes extraordinarios y lo abonado por concepto de 
amortización del préstamo hipotecario. En ningún caso se considerará capital lo pagado 
por concepto de intereses del préstamo obtenido 


Fuente: Ley N* 19.181, de 29 de diciembre de 2013, articulo 1?. 


Artículo 142. (Aportes).- Los socios aportarán, mensualmente, las cuotas 
correspondientes a la amortización de la vivienda, cuyo monto se reajustará en unidades 
reajustables y el estatuto o el reglamento podrán resolver la consideración de la 
integración o no, a la parte social de cada socio, de los intereses del préstamo 
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hipotecario, debiéndose, en forma preceptiva, capitalizar lo abonado por concepto de 
amortización, destinado a pago de capital. 


Los socios aportarán igualmente, en forma mensual, una suma adicional 
destinada a cubrir los gastos de administración, de mantenimiento y demás servicios 
que suministre la cooperativa a los usuarios. Esta suma adicional no integra la parte 
social y, en consecuencia, no es reintegrable. El atraso reiterado en el pago de esta 
suma adicional, será considerado causal suficiente para la exclusión del socio o la 
promoción de juicio de rescisión del documento de uso y goce, según corresponda 


Artículo 144. (Reparaciones y exoneración).- Serán de cargo de la cooperativa 
todas aquellas reparaciones que derivan del uso normal de la vivienda y no se producen 
por culpa del usuario, en los cinco primeros años luego de la adjudicación y 
posteriormente, si tuviese los fondos creados a tal efecto, por sus órganos sociales. 


Las viviendas de interés social que, según el régimen de la Ley N* 13,728, de 17 
de diciembre de 1968, se otorguen en uso y goce a los socios de cooperativas gremiales 
o locales, no pagarán impuesto alguno que grave la propiedad del inmueble. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 
SEÑOR GARÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARÍN.- Señora presidenta: el tema que 
vamos a considerar refiere a las cooperativas de vivien- 
da y quien habla estaría alcanzado por lo que dispone el 
artículo 97 del Reglamento del Senado, que prohíbe a los 
senadores intervenir en asuntos que refieran a su interés 
individual. 


En virtud de esa disposición y teniendo en cuenta 
lo que establece el parágrafo segundo del mencionado 
artículo, solicito al Cuerpo la autorización correspondien- 
te para poder participar del debate. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud 
del señor senador Garín. 


(Se vota). 
18 en 22. Afirmativa. 
SEÑOR CASTILLO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: en mi caso, 
también soy socio de una cooperativa de vivienda por ayu- 
da mutua por lo que, al estar en una situación similar a la 
del señor senador Garín, solicito autorización al Cuerpo 
para participar en la discusión de este asunto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud 
del señor senador Castillo. 


(Se vota). 
—22 en 23. Afirmativa. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: como re- 
cordarán los señores senadores, el informe de este proyec- 
to de ley ya fue realizado por quien habla en una sesión 
pasada. Después de un cuarto intermedio para ver si el 
asunto se trataba o no en esa oportunidad —finalmente se 
decidió tratarlo—, ya sobre el final de su consideración el 
Partido Nacional solicitó que volviera a comisión. Así lo 
hicimos, y en el día de ayer las señoras senadoras Ayala y 
Aviaga, el señor senador Carrera y quien habla, estuvimos 
reunidos en la comisión y recibimos a los representantes 
de Fucvam —a su presidente, a su secretario general y a 
dos integrantes de su dirección—, quienes plantearon que 
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no solo están de acuerdo con el proyecto de ley, sino que 
lo consideran absolutamente imprescindible para que las 
cooperativas tengan herramientas más perfectas a la hora 
de implementar modificaciones que atañen a los socios 
cooperativos usuarios. 


Analizamos cada uno de los cinco artículos del proyec- 
to de ley, y los votamos por unanimidad en la comisión, 
por lo que, en la medida en que el Senado no ha cambiado 
su composición, y teniendo en cuenta que ya se presentó 
el informe correspondiente, considero que estaríamos en 
condiciones de votarlo. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: quisiera 
hacer una consulta. No sé si se analizó la posible incons- 
titucionalidad de la modificación al artículo 139 de la ley 
18407, por quitar del patrimonio del cooperativista los 
aportes extraordinarios. Me gustaría saber si se analizó 
hacerlo hacia el futuro y no hacia atrás. Creo que eso ha- 
bría que aclararlo. 


SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Los representantes de Fucvam 
se refirieron globalmente al proyecto de ley. Obviamente, 
no estamos hablando de una autoridad entendida en temas 
constitucionales. 


Hemos realizado algunas consultas y se nos expresó 
que en aquellos casos en que el capital ya se incorporó, no 
se puede volver atrás; pero en el futuro no se podrán incor- 
porar los aportes extraordinarios. Reitero: no se puede vol- 
ver atrás en lo que ya está hecho, salvo que la cooperativa 
así lo determine por las mayorías correspondientes. Los 
aportes extraordinarios se han transformado en una bolsa 
de conflictos, porque no solo estamos hablando de dinero, 
sino también de horas de trabajo, que unos u otros pueden 
imputarse. Finalmente se termina en la Justicia, siendo un 
juez el que verifica —con dificultades de todo tipo— si esos 
aportes se hicieron. 


Insisto: en lo que refiere a los aportes que ya se in- 
corporaron, ya está, no se puede volver atrás; respecto de 
los que no se incorporaron, ahora la ley está prohibiendo 
hacerlo. 


SEÑORA PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 
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(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 
En discusión particular. 


SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra para una mo- 
ción de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción para que se 
suprima la lectura y se vote en bloque, desglosando los 
artículos que los señores senadores entiendan que se de- 
ben votar por separado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY-- Solicitamos el desglose del 
artículo 3.. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Hay una moción para 
suprimir la lectura y votar en bloque, desglosando el 
artículo 3. 

Se va a votar. 

(Se vota). 


—24 en 25. Afirmativa. 


En consideración los artículos 1.* al 5.*, exceptuando el 
artículo 3.*, que fue desglosado. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota). 

—24 en 25. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

-23 en 25. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 
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SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDA BERRY -.- Señora presidenta: votamos 
en contra del artículo 3.*, que modifica el artículo 139 de la 
Ley n.” 18407, por dos órdenes de motivos. 


En primer lugar, porque creemos que si el cooperati- 
vista hizo un aporte extraordinario, obviamente se le tiene 
que reconocer eso en su patrimonio. No entendemos por 
qué se le quitan del patrimonio los aportes extraordinarios 
que hace. 


En segundo término, la redacción del artículo no deja 
claro si se aplica hacia atrás o solamente hacia adelante. La 
irretroactividad de las leyes está establecida en el Código 
Civil, en el Título Preliminar - De las Leyes, y obviamen- 
te es una ley. La jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia establece que, al ser ley, puede ser derogada o no 
tenida en cuenta por otra ley. Por como está redactado este 
artículo —si no se aclara que es para los aportes extraordi- 
narios a partir de la vigencia de la ley y que lo hecho, ya 
está—, se va a transformar en fuente de más conflictos. Por 
ende, en las cooperativas se va a plantear la discusión de 
si el aporte extraordinario realizado integra o no la cuota 
social y, a mi entender —algunos dirán que sí y otros que 
no—, se llegará a la Suprema Corte de Justicia, la que la- 
mentablemente declarará la inconstitucionalidad de este 
artículo. 


Por estos motivos no hemos votado el artículo 3.*. 
Gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: hemos vo- 
tado con mucha convicción este proyecto de ley, porque 
soluciona conflictos, y la ley es un todo. A quien aspire 
que se le aplique el artículo 139 tal como ahora está vigen- 
te y no con la modificación, debería aplicársele también el 
artículo 138, que establece que la cooperativa puede reali- 
zar una deducción de entre el 25 % y el 50 % del capital a 
quien se retire. Seguramente, a la persona que hizo algún 
aporte extraordinario le va a convenir mucho más perder 
eso —que está lleno de complicaciones y litigios—, porque 
con la nueva redacción tiene la certeza de que la coopera- 
tiva —naturalmente, por mayoría— no va a poder descontar 
a piacere, sino solo un 25 %. 


Creemos que todo el mundo va a querer que se aplique 
la nueva normativa, porque es más clara, concreta y be- 
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neficiosa para el que egresa de la cooperativa, puesto que 
tendrá la seguridad de que se le va a pagar, y de que la qui- 
ta es del 25 % y no de entre un 25 % y un 50 %. Esto, na- 
turalmente, evita problemas y querellas judiciales eternas 
acerca de si los aportes extraordinarios fueron reales o no. 


Por todo eso hemos votado este artículo. 


SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ASIAÍN.- Señora presidenta: del análisis de 
este proyecto de ley en la Comisión de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente participó la titular 
de la banca, senadora Aviaga, y no quien habla, pero veo 
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que fue aprobado por unanimidad y que, a su vez, cuenta 
con informes favorables de los asesores de la senadora, 
sobre todo, en la parte de arquitectura. Por tanto, en mi 
calidad de suplente hago esta referencia y doy mi voto afir- 
mativo a este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


10) RÉGIMEN JUBILATORIO PREVISTO POR LA 
LEY N.* 16713 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se modifica el régimen jubi- 
latorio previsto por la Ley n.” 16713, de 3 de setiembre de 
1995. (Carp. n.* 990/2017 - rep. n.* 587/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 990/2017 - rep. n.* 587/17 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara 


Ctrarnita e la Teralión 
Oriental del. Puguay, on sesión de 


IA ARA 


Artículo 1”. (Desafiliación del régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio).- 
Las personas que contaban con cincuenta o más años de edad al 1” de abril de 2016 y 
que, a la fecha de vigencia de la presente ley, hubieren quedado obligatoriamente 
comprendidas en el régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio (literales B) y C) 
del artículo 7* de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995) podrán, en las 
condiciones que se establecen a continuación, desafiliarse de dicho régimen con carácter 
retroactivo a la fecha de su incorporación al mismo y quedar comprendidas en el régimen 
le transición previsto por el Título VI de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
siempre que no se encontraren en goce de alguna jubilación servida por el régimen de 
ahorro individual obligatorio a la fecha de vigencia de la presente ley, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 17 y concordantes. 


Artículo 2”, (Características de la desafiliación).- La desafiliación a que refiere el 
artículo anterior podrá realizarse por una sola vez, tendrá carácter irrevocable y se 
formalizará ante el Bánco de Previsión Social, 


Artículo 3”. (Asesoramiento obligatorio del Banco de Previsión Social).- Para ejercitar 
el derecho a que refiere el artículo 1”, el interesado deberá contar preceptivamente con el 
previo asesoramiento por parte del Banco de Previsión Social, siendo obligación de este 
3rganismo brindarlo. 


A tales efectos, y dentro del plazo que determine la reglamentación, las 
Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional deberán remitir al Banco de Previsión 
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Social (BPS) la información del fondo acumulado por el afiliado de que se trate, la que 
incluirá, cuando menos, el detalle de todos los movimientos de la cuenta de ahorro 
individual, indicándose tipo de movimiento, fecha e importe de los mismos en unidades 
reajustables, sin perjuicio de otros datos cuyo suministro podrá disponer la 
reglamentación. 


El asesoramiento a brindar por el BPS deberá contener, conforme a lo que 
establezca la reglamentación, un análisis de la trayectoria laboral del afiliado y una 
proyección estimativa de las eventuales prestaciones a que éste podría acceder según la 
decisión que adoptare, 


Artículo 4.” (Reserva del derecho).- La presentación de la solicitud ante el Banco de 
Previsión Social para que éste brinde el asesoramiento a que refiere el artículo anterior, 
sólo podrá efectuarse en la oportunidad prevista en el artículo siguiente y constituirá, al 
mismo tiempo, el único medio hábil para hacer reserva del derecho a efectuar la 
desafiliación correspondiente. 


Artículo 5”. (Solicitud de asesoramiento).- A los efectos de ampararse a lo previsto 
en el artículo 1* de la presente ley, la solicitud del asesoramiento preceptuado en el 
artículo 3? sólo podrá efectuarse dentro del término de un año a contar desde: 


A) La fecha de vigencia de la presente ley para las personas que tenían 56 años 
o más al 1* de abril de 2016. 


B) Una vez transcurrido un año desde la fecha de vigencia de la presente ley 
para las personas que tenían entre 53 y 55 años de edad al 1” de abril de 
2016. 


C) Una vez transcurridos dos años desde la fecha de vigencia de la presente ley 
para las personas que tenían entre 50 y 52 años de edad al 1” de abril de 
2016. 


A los efectos de la aplicación de los literales anteriores, en los casos de personas 
que integraren actividades bonificadas en su cómputo de servicios, y cumplan los 
requisitos de años de servicios mínimos requeridos para el cómputo especial, se 
considerará la edad real más la correspondiente bonificación. 
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Las personas que fueren declaradas incapacitadas absoluta y permanentemente 
para todo trabajo -de acuerdo a lo previsto por el artículo 19 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, en la redacción dada por el artículo 4* de la Ley N” 18.395, de 24 de 
octubre de 2008-, podrán recibir el asesoramiento preceptuado en el artículo 3” de la 
presente ley también a partir del momento de dicha declaración de incapacitación. 


Artículo 6”. (Plazo para brindar el asesoramiento).- El Banco de Previsión Social 
deberá brindar el asesoramiento a que refiere el artículo 3* dentro del término máximo de 
Jn año a contar de la fecha de presentación de la solicitud respectiva. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a extender dicho plazo hasta por un año más para 
colectivos de afiliados determinados en función de su edad, ante circunstancias 
excepcionales y por resolución fundada. 


Artículo 7”. (Oportunidad de la desafiliación).- La desafiliación a que refiere el 
artículo 1? sólo podrá.-realizarse dentro de los noventa días a contar desde el día siguiente 
a aquel en que se brindare al interesado el asesoramiento previsto en el artículo 3”, 


De no formalizarse la desafiliación en ese plazo, o de no comparecer el interesado a 
recibir el referido asesoramiento, en los términos y condiciones que establezca el Banco 
de Previsión Social, quedará sin efecto el trámite. 


La reglamentación a dictarse por el Poder Ejecutivo podrá habilitar la presentación, 
por única vez, de una nueva solicitud en las condiciones establecidas en los artículos 4” a 
5”, para poder hacer uso del derecho previsto en el artículo 1*. 


Artículo 8”. (Consentimiento informado).- Siempre que se formalizare la desafiliación 
prevista en el artículo 1?, deberá constar expresamente el consentimiento informado del 
interesado, en los términos que establezca la reglamentación. 


Artículo 9”. (Fideicomiso).- Encomiéndase al Banco de Previsión Social (BPS) en 
carácter de fideicomitente, a celebrar un contrato de fideicomiso de administración 
("Fideicomiso de la Seguridad Social"). El fiduciario será seleccionado de acuerdo con lo 
previsto numeral 1) del literal C) del artículo 33 del Texto Ordenado de la Contabilidad y 
Administración Financiera del Estado (TOCAF). El mismo se constituirá con la totalidad de 
los fondos acumulados correspondientes a las personas que opten por desafiliarse del 
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régimen de jubilación por ahorro obligatorio, conforme a lo previsto en el artículo 1*. El 
beneficiario de dicho fideicomiso será el BPS. 


Artículo 10. (Activos del Fideicomiso).- Los activos financieros del fideicomiso solo 
podrán estar conformados por: 


A) Valores emitidos por el Estado uruguayo e instrumentos de regulación 
monetaria emitidos por el Banco Central del Uruguay. 


B) Depósitos a la vista y a plazo fijo en instituciones de intermediación financiera 
instaladas en el país, autorizadas a captar depósitos, en moneda nacional y/o 
extranjera. 


C) Valores de renta fija emitidos por organismos internacionales de crédito o por 
gobiernos extranjeros de muy alta calificación crediticia. 


El Poder Ejecutivo reglamentará las condiciones de administración y colocación de 
los recursos. 


Artículo 11. (Tratamiento tributario del fideicomiso).- El Fideicomiso de la Seguridad 
Social estará exonerado de toda obligación tributaria que recaiga sobre su constitución, su 
actividad, sus operaciones, su patrimonio y sus rentas. 


Artículo 12. (Transferencia del ahorro individual acumulado y cancelación de 
adeudos).- La deuda generada con el Banco de Previsión Social (BPS) por los aportes 
transferidos a la Administradora de Fondos de Ahorro Previsional, en virtud de la afiliación 
dejada sin efecto por quienes hagan opción por lo previsto en el artículo 1”, se cancelará 
automáticamente y en un todo con los fondos que habrá de transferir la Administradora de 
Fondos de Ahorro Previsional al Fideicomiso de la Seguridad Social por cuenta y orden 
del BPS, y que serán el total acumulado en la cuenta de ahorro individual del afiliado, 
incluyendo su retorno acumulado, sin perjuicio de la salvedad efectuada en el artículo 14, 
Las Administradoras transferirán al fideicomiso el décimo día hábil de cada mes el saldo 
acumulado de las solicitudes de desafiliación realizadas por el BPS durante el mes 
anterior. Dichas transferencias podrán realizarse únicamente en los activos financieros 
referidos en el artículo 10, 


El Poder Ejecutivo reglamentará los términos y condiciones para la ejecución de las 


42-C.S. CÁMARA DE SENADORES 20 de diciembre de 2017 


referidas transferencias. 


El carácter retroactivo de la desafiliación prevista en el artículo 1? no aparejará, en 
ningún caso, reintegros de especie alguna al interesado por concepto de comisiones 
o de primas que se hubieren descontado o abonado durante su permanencia en el 
régimen de jubilación por ahorro individual. 


La desafiliación prevista en la presente ley importará la cesión de pleno derecho al 
BPS, por parte de la persona afiliada, de todo saldo que resultare a favor de ésta una vez 
efectuada la compensación a que refiere el inciso primero de este artículo, así como la 
remisión del eventual saldo a favor de dicho organismo que resultare de tal 
compensación. 


Artículo 13. (Transferencia de fondos del fideicomiso al Banco de PrevisiónSocial).- 
A partir del sexto año de constituido el fideicomiso, el mismo realizará transferencias 
anuales pagaderas semestralmente al Banco de Previsión Social durante un plazo de 20 
años. La transferencia de cada año será igual al monto que resulte de dividir el total de 
activos del fideicomiso acumulados al cierre del año anterior, entre la cantidad de años 
remanentes hasta el cumplimiento del plazo de 20 años. El Poder Ejecutivo reglamentará 
los términos y condiciones de las referidas transferencias. 


Artículo 14. (Reintegro de aportes).- Quienes efectuaren la desafiliación prevista en 
al artículo 1*, deberán abonar al Banco de Previsión Social (BPS), sin multas ni recargos, 
los aportes personales no realizados correspondientes a las asignaciones computables 
del tercer nivel previsto por el literal C) del artículo 7? de la Ley N” 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, de conformidad con la normativa aplicable. Los adeudos se 
convertirán a unidades reajustables de acuerdo a la cotización de cada mes en que debió 
efectuarse el aporte del mes de cargo correspondiente. A tales efectos, el BPS realizará 
este cálculo y lo informará preceptivamente al interesado en la oportunidad prevista en el 
artículo 3”, sujeto a la reliquidación que pudiera corresponder de acuerdo al monto de la 
deuda al momento de la versión de los fondos al Fideicomiso de la Seguridad Social. El 
monto resultante será pagadero en hasta setenta y dos cuotas mensuales calculadas en 
unidades reajustables, pudiendo ser descontado en dichas condiciones de la prestación 
de jubilación. 


A los efectos de la liquidación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, los 
referidos aportes jubilatorios personales correspondientes a periodos posteriores al 1” de 
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julio de 2007, se considerarán devengados al momento de formalizar ante el Banco de 
Previsión Social la desafiliación a que refiere el artículo 1”. 


Las alícuotas aplicables para la deducción de dichos aportes jubilatorios (artículo 38 del 
Título 7 del Texto Ordenado de 1996), serán las marginales máximas correspondientes a la 
totalidad de las deducciones de cada contribuyente en cada uno de los ejercicios de 
generación, excluidos los referidos aportes. El monto así determinado se fraccionará er, 
tres partes iguales y cada una se imputará en el ejercicio de la opción y en los dos 
siguientes. 


Artículo 15. (Efectos de la desafiliación en casos de jubilación en una de las 
actividades).- En los casos en que el afiliado se encuentre en goce de una jubilación 
servida por el Banco de Previsión Social, habiendo permanecido en «actividad en otra u 
otras actividades amparadas por dicho organismo en régimen mixto, el ejercicio del 
derecho previsto en el artículo 1? implicará la reliquidación de la jubilación en curso de 
pago conforme a lo establecido por el régimen de transición al que se incorpora, con 
vigencia a la fecha de la desafiliación y no generándose, en ningún caso, haberes 
retroactivos por periodos anteriores a esa fecha. 


Artículo 16. (Asignación inicial de jubilación).- Quienes en virtud del artículo 1? de la 
presente ley opten por desafiliarse y quedar comprendidos por el régimen de transición 
previsto por el Título VI de la Ley N” 16.713, de 3 de setiembre de 1995, recibirán una 
asignación inicial de jubilación que será la resultante de aplicar dicho régimen, 
multiplicada por el coeficiente de ajuste 0,9, 


Artículo 17. (Renuncia a la jubilación servida por el régimen mixto).- Quienes, por 
aplicación del inciso primero del artículo 2* y de los literales B) y C) del artículo 7* de la 
Ley N” 16.713, de 3 de setiembre de 1995 hubieren sido obligatoriamente incorporados al 
régimen de ahorro individual obligatorio, y estuvieren percibiendo una prestación servida 
por éste, podrán renunciar a la misma, y pasar a percibir una jubilación servida por el 
régimen de transición previsto en el Titulo VI de la Ley N” 16,713. Dicha renuncia y 
cambio de régimen serán irevocables, y se formalizarán ante el Banco de Previsión 
Social. 


Artículo 18. (Plazos y condiciones para efectuar la renuncia). - A los efectos de 
ampararse a lo previsto en el artículo anterior, la solicitud del asesoramiento preceptuado 
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en el artículo 3” se realizará en los plazos y condiciones previstos en los artículos 4*, 5* 
literal A), 6?, 7* y 8” de la presente ley. 


A solicitud del Banco de Previsión Social, las empresas aseguradoras informarán a 
cuánto asciende el monto de la renta previsional del jubilado consultante, en los plazos y 
condiciones que establezca la reglamentación. 


Artículo 19. (Forma de cálculo y asignaciones computables de la jubilación).- El 
cálculo de la jubilación a percibir por quienes se acogieren a lo previsto por el artículo 17 
de la presente ley, se efectuará en los mismos términos y condiciones establecidas en el 
artículo 16 de la presente ley, 


Se deberán abonar al Banco de Previsión Social los aportes personales no 
realizados correspondientes a las asignaciones computables del tercer nivel previsto por 
el literal C) del artículo 7? de la Ley N* 16.713, en los términos y condiciones previstos por 
el artículo 14 de la presente ley. 


Artículo 20. (Rescisión del contrato con la empresa aseguradora).- La renuncia se 
efectivizará mediante la firma de la rescisión del contrato de renta vitalicia celebrado con 
la empresa aseguradora, donde constará que no se efectuarán ni reclamarán re 
liquidaciones por el período abonado bajo el régimen de ahorro individual, sin perjuicio de 
lo previsto en el artículo 8”. 


La rescisión del contrato operará de pleno derecho por la sola manifestación de 
voluntad del asegurado en oportunidad de formalizar la renuncia prevista en el artículo 17 
de la presente ley y no dará lugar a indemnización de especie alguna. 


Artículo 21. (Compensación y transferencia del capital acumulado).- La deuda con el 
Banco de Previsión Social (BPS) por los aportes transferidos a la Administradora de 
Fondos de Ahorro Previsional en virtud de la afiliación obligatoria vigente durante el 
periodo de actividad, se compensará automáticamente y en un todo con los fondos que 
habrá de remitir la empresa aseguradora, y que será el total transferido por la 
Administradora de Fondos de Ahorro Previsional, descontados los montos ya abonados 
por concepto de renta previsional, 
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La empresa aseguradora transferirá al Fideicomiso de la Seguridad Social el décimo 
día hábil de cada mes el saldo acumulado de las solicitudes de desafiliación realizadas 
por el BPS durante el mes anterior. 


Dichas transferencias podrán realizarse únicamente en los activos financieros 
referidos en el artículo 10. 


El Poder Ejecutivo reglamentará los términos y condiciones para la ejecución de las 
referidas transferencias. 


Artículo 22. (Alcance de la Ley N” 19.162, de 1* de noviembre de 2013, a efectos del 
Impuesto a-la Renta de las Personas Físicas).- En las situaciones previstas en el artículo 
1” de la Ley N” 19.162, de 1* de noviembre de 2013, a los efectos de la liquidación del 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas (IRPF), los aportes jubilatorios personales 
correspondientes por las jubilaciones computables del tercer nivel establecido por el 
literal C) del artículo 7? de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, correspondientes 
a períodos posteriores al 1” de julio de 2007, se considerarán devengados al momento de 
formalizar ante el Banco de Previsión Social la opción a que refieren dichos artículos. En 
los casos de quienes hubieren efectuado tal opción con posterioridad al 1% de enero de 
2017, las alícuotas aplicables para la deducción de dichos aportes jubilatorios (artículo 38 
del Título VII del Texto Ordenado de 1996), serán marginales máximas correspondientes 
a la totalidad de las deducciones de cada contribuyente en cada uno de los ejercicios de 
generación, excluidos los referidos aportes. El monto así determinado se fraccionará en 
tres partes iguales y cada una se imputará en el ejercicio de la opción y en los dos 
siguientes. 


ículo 23.- Sustitúyese el artículo 102 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 102. (Comisiones de las Administradoras de Fondos de Ahorro 
Previsional).- Las Administradoras tendrán derecho a una retribución de parte de 
sus afiliados, mediante el cobro de comisiones que serán debitadas de las 
respectivas cuentas de ahorro individual. Las comisiones serán el único ingreso 
de la Administradora a cargo de los afiliados. 


El importe de las comisiones será establecido libremente por cada 
Administradora y su aplicación será uniforme para todos sus afiliados, sin perjuicio 
de lo previsto en el inciso siguiente. 
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En ningún caso la comisión a cobrar por una Administradora podrá superar en 
un 50% la comisión menor del sistema del trimestre anterior. Existirá un periodo 
de transición de veinticuatro meses para cumplir con lo contenido en el enunciado 
anterior. 


Facúltase al Banco Central del Uruguay a determinar en forma trimestral el 
porcentaje máximo a cobrar por encima de la comisión mínima de mercado, de 
modo de converger gradualmente al máximo de 50% previsto en el inciso anterior. 
Para esto, el Banco Central del Uruguay publicará, en un plazo máximo de 
noventa días a partir de la vigencia de la ley, un cronograma estableciendo los 
porcentajes a aplicar durante el período de transición y su gradualidad. 


Finalizado el periodo de transición la comisión máxima permitida será publicada 
por dicha institución de manera mensual. 


Asimismo, se deberá informar el porcentaje de la comisión calculado sobre el 
monto del aporte mensual depositado en la cuenta de ahorro individual". 


Artículo 24. (Financiamiento).- Los gastos que la aplicación de la presente ley 
generare al Banco de Previsión Social, serán atendidos por Rentas Generales, si fuere 
necesario. 


Artículo 25. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de 
la presente ley en un plazo de noventa días siguientes a la fecha de su promulgación. 


Artículo 26. (Vigencia).- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes 
siguiente al del cumplimiento de los noventa días de su promulgación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 15 de 
diciembre de 2017. 


/ 


| - 
Y | 


S MAHÍA 
residente 


OS 
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retaria 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 
MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 
MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 
Montevideo, 13 D1C 2017 
Señora Presidente de la 


Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, a fin 
de remitirle proyecto de ley sustitutivo del enviado a través del 
Mensaje de fecha 24 de julio de 2017 (CM/506). 


El fundamento del presente radica en que las modificaciones 
propuestas al proyecto originariamente remitido con el Mensaje 
citado, han sido consensuadas en la discusión parlamentaria y no 
enervan la exposición de motivos que oportunamente acompañara al 


proyecto de ley original. 


Atento a lo establecido en el artículo 86 de la Constitución de la 
República y a los efectos de dar cumplimiento a dicha norma 
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constitucional, se remite nuevo proyecto de ley que contempla ¡las 
modificaciones referidas. 


El Poder Ejecutivo, saluda a ese Cuerpo con su mayor 
consideración, 
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PROYECTO DE LEY 

Artículo 1? (Desafiliación del régimen de jubilación por ahorro individual 
obligatorio).- Las personas que contaban con cincuenta o más años de edad al 
1% de abril de 2016 y que, a la fecha de vigencia de la presente ley, hubieren 
quedado obligatoriamente comprendidas en el régimen de jubilación por ahorro 
individual obligatorio (literales B y C del artículo 7* de la Ley N* 16.713 de 3 de 
setiembre de 1995) podrán, en las condiciones que se establecen a continuación, 
desafiliarse de dicho régimen con carácter retroactivo a la fecha de su 
incorporación al mismo y quedar comprendidas en el régimen de transición 
previsto por el Título Vi de la Ley N* 16.713 de 3 de setiembre de 1995, siempre 
que no se encontraren en goce de alguna jubilación servida por el régimen de 
ahorro individual obligatorio a la fecha de vigencia de la presente ley, sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 17 y concordantes. 

Artículo 2? (Características de la desafiliación).- La desafiliación a que refiere 
el artículo anterior podrá realizarse por una sola vez, tendrá carácter irrevocable y 


se formalizará ante el Banco de Previsión Social. 


Artículo 3” (Asesoramiento obligatorio del Banco de Previsión Social).- Para 
ejercitar el derecho a que refiere el artículo 1?, el interesado deberá contar 
preceptivamente con el previo asesoramiento por parte del Banco de Previsión 
Social, siendo obligación de este organismo brindarlo. 

A tales efectos, y dentro del plazo que determine la reglamentación, las 
Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional deberán remitir al Banco de 


Previsión Social la información del fondo acumulado por el afiliado de que se 
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trate, la que incluirá, cuando menos, el detalle de todos los movimientos de la 
cuenta de ahorro individual, indicándose tipo de movimiento, fecha e importe de 
los mismos en Unidades Reajustables, sin perjuicio de otros datos cuyo suministro 


podrá disponer la reglamentación. 


El asesoramiento a brindar por el Banco de Previsión Social deberá contener, 
conforme a lo que establezca la reglamentación, un análisis de la trayectoria 
laboral del afiliado y una proyección estimativa de las eventuales prestaciones a 


que éste podría acceder según la decisión que adoptare. 


Artículo 4? (Reserva del derecho).- La presentación de la solicitud ante el Banco 
de Previsión Social para que éste brinde el asesoramiento a que refiere el artículo 
anterior, sólo podrá efectuarse en la oportunidad prevista en el artículo siguiente y 
constituirá, al mismo tiempo, el único medio hábil para hacer reserva del derecho 


a efectuar la desafiliación correspondiente. 


Artículo 5% (Solicitud de asesoramiento).- A los efectos de ampararse a lo 
previsto en el artículo 1? de la presente ley, la solicitud del asesoramiento 
preceptuado en el artículo 3* sólo podrá efectuarse dentro del término de 1 año a 


contar desde: 


a) la fecha de vigencia de la presente ley para las personas que tenían 56 años 


o más al 1* de abril de 2016; 


b) una vez transcurrido un año desde la fecha de vigencia de la presente ley 
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para las personas que tenían entre 53 y 55 años de edad al 1”. de abril de 2016; 


c) Una vez transcurridos dos años desde la fecha de vigencia de la presente ley 


para las personas que tenían entre 50 y 52 años de edad al 1* de abril de 2016. 


A los efectos de la aplicación de los literales anteriores, en los casos de personas 
integraren actividades bonificadas en su cómputo de servicios, y cumplan los 
requisitos de años de servicios mínimos requeridos para el cómputo especial, se 


considerará la edad real más la correspondiente bonificación. 


Las personas que fueren declaradas incapacitadas absoluta y permanentemente 
para todo trabajo - de acuerdo a lo previsto por el artículo 19 de la Ley N* 16.713 
de 3 de setiembre de 1995, en la redacción dada por el artículo 4% de la Ley N? 
18.395 de 24 de octubre de 2008 -, podrán recibir el asesoramiento preceptuado 
en el artículo 32 de la presente ley también a partir del momento de dicha 
declaración de incapacitación. 

Artículo 6” (Plazo para brindar el asesoramiento).- El Banco de Previsión 
Social deberá brindar el asesoramiento a que refiere el artículo 3” dentro del 


término máximo de un año a contar de la fecha de presentación de la solicitud 
respectiva. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a extender dicho plazo hasta por un año más para 
colectivos de afiliados determinados en función de su edad, ante circunstancias 


excepcionales y por resolución fundada. 
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Artículo 7” (Oportunidad de la desafiliación).- La desafiliación a que refiere el 
artículo 1* sólo podrá realizarse dentro de los 90 (noventa) días a contar desde el 
día siguiente a aquel en que se brindare al interesado el asesoramiento previsto 


en el artículo 3”. 


De no formalizarse la desafiliación en ese plazo, o de no comparecer el 
interesado a recibir el referido asesoramiento, en los términos y condiciones que 


establezca el Banco de Previsión Social, quedará sin efecto el trámite. 


La reglamentación a dictarse por el Poder Ejecutivo podrá habilitar la 
presentación, por única vez, de una nueva solicitud en las condiciones 
establecidas en los artículos 4% a 5%, para poder hacer uso del derecho previsto en 


el artículo 1*. 


Artículo 8? (Consentimiento informado).- Siempre que se formalizare la 
desafiliación prevista en el artículo 1”, deberá constar expresamente el 
consentimiento informado del interesado, en los términos que establezca la 


reglamentación. 


Artículo 9” (Fideicomiso).- Encomiéndase al Banco de Previsión Social en 
carácter de fideicomitente, a celebrar un contrato de fideicomiso de administración 
("Fideicomiso de la Seguridad Social”) con un fiduciario de naturaleza pública 
autorizado por el Banco Central del Uruguay. El mismo se constituirá con la 
totalidad de los fondos acumulados correspondientes a las personas que opten 


por desafiliarse del régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio, 
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conforme a lo previsto en el artículo 1”. El beneficiario de dicho fideicomiso será el 


Banco de Previsión Social. 


Artículo 10 (Activos del Fideicomiso).- Los activos financieros del fideicomiso 


solo podrán estar conformados por: 


a) Valores emitidos por el Estado uruguayo e instrumentos de regulación 


monetaria emitidos por el Banco Central del Uruguay. 


b) Depósitos a la vista y a plazo fijo en instituciones de intermediación 
financiera instaladas en el país, autorizadas a captar depósitos, en moneda. 


nacional y/o extranjera. 


c) Valores de renta fija emitidos por organismos internacionales de crédito o 
por gobiernos extranjeros de muy alta calificación crediticia. 

El Poder Ejecutivo reglamentará las condiciones de administración y 
colocación de los recursos. 
Artículo 11 (Tratamiento tributario del fideicomiso).- El Fideicomiso de la 
Seguridad Social estará exonerado de toda obligación tributaria que recaiga sobre 
su constitución, su actividad, sus operaciones, su patrimonio y sus rentas. 
Artículo 12 (Transferencia del ahorro individual acumulado y cancelación de 
adeudos).- La deuda generada con el Banco de Previsión Social por los aportes 
transferidos a la Administradora de Fondos de Ahorro Previsional, en viriud de la 


afiliación dejada sin efecto por quienes hagan opción por lo previsto en el artículo 
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49, se cancelará automáticamente y en un todo con los fondos que habrá de 
transferir la Administradora de Fondos de Ahorro Previsional al Fideicomiso de la 
Seguridad Social por cuenta y orden del Banco de Previsión Social, y que serán el 
total acumulado en la cuenta de ahorro individual del afiliado, incluyendo su retorno 
acumulado, sin perjuicio de la salvedad efectuada en el artículo 14. 

Las Administradoras transferirán al fideicomiso el décimo día hábil de cada mes el 
saldo acumulado de las solicitudes de desafiliación realizadas por el Banco de 
Previsión Social durante el mes anterior. Dichas transferencias podrán realizarse 
únicamente en los activos financieros referidos en el artículo 10. 

El Poder Ejecutivo reglamentará los términos y condiciones para la ejecución de las 
referidas transferencias. 

El carácter retroactivo de la desafiliación prevista en el artículo 1% no aparejará, en 
ningún caso, reintegros de especie alguna al interesado por concepto de 
comisiones o de primas que se hubieren descontado o abonado durante su 
permanencia en el régimen de jubilación por ahorro individual. 

La desafiliación prevista en la presente ley importará la cesión de pleno derecho al 
Banco de Previsión Social, por parte de la persona afiliada, de todo saldo que 
resultare a favor de ésta una vez efectuada la compensación a que refiere el inciso 
primero de este artículo, así como la remisión del eventual saldo a favor de dicho 
organismo que resultare de tal compensación. 

Artículo 13 (Transferencia de fondos del fideicomiso al BPS).- A partir del sexto 


año de constituido el fideicomiso, el mismo realizará transferencias anuales 
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pagaderas semestralmente al Banco de Previsión Social durante un plazo de 20 
años. La transferencia de cada año será ¡igual al monto que resulte de dividir el total 
de activos del fideicomiso acumulados al cierre del año anterior, entre la cantidad 
de años remanentes hasta el cumplimiento del plazo de 20 años. 

El Poder Ejecutivo reglamentará los términos y condiciones de las referidas 
transferencias. 

Artículo 14 (Reintegro de aportes).- Quienes efectuaren la desafiliación prevista 
en el artículo 1%, deberán abonar al Banco de Previsión Social, sin multas ni 
recargos, los aportes personales no realizados correspondientes a las asignaciones 
computables del tercer nivel previsto por el literal C) del artículo 7? de la Ley N* 
16.713 de 3 de setiembre de 1995, de conformidad con la normativa aplicable. Los 
adeudos se convertirán a Unidades Reajustables de acuerdo a la cotización de 
cada mes en que debió efectuarse el aporte del mes de cargo correspondiente. A 
tales efectos, el Banco de Previsión Social realizará este cálculo y lo informará 
preceptivamente a! interesado en la oportunidad prevista en el artículo 3*, sujeto a 
la reliquidación que pudiera corresponder de acuerde al monto de la deuda al 
momento de la versión de los fondos al Fideicomiso de la Seguridad Social. El 
monto resultante será pagadero en hasta 72 (setenta y dos) cuotas mensuales 
calculadas en Unidades Reajustables, pudiendo ser descontado en dichas 
condiciones de la prestación de jubilación. 

A los efectos de la liquidación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, los 


aportes jubilatorios personales a que refiere el inciso primero del presente artículo, 
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correspondientes a períodos posteriores al 1” de julio de 2007, se considerarán 
devengados al momento de formalizar ante el Banco de Previsión Social la 
desafiliación a que refiere el artículo 1? no resultándoles aplicable lo dispuesto por 
el inciso tercero del artículo 38 del Título 7 del Texto Ordenado de 1996. Agregado 
por el artículo 169 de la ley No. 19.438, de 14 de octubre de 2016. 

Artículo 15 (Efectos de la desafiliación en casos de jubilación en una de las 
actividades).- En los casos en que el afiliado se encuentre en goce de una 
jubilación servida por el Banco de Previsión Social, habiendo permanecido en 
actividad en otra u otras actividades amparadas por dicho organismo en régimen 
mixto, el ejercicio del derecho previsto en el artículo 1” implicará la reliquidación de 
la jubilación en curso de pago conforme a lo establecido por el régimen de 
transición al que se incorpora, con vigencia a la fecha de la desafiliación y no 
generándose, en ningún caso, haberes retroactivos por períodos anteriores a esa 
fecha. 

Artículo 16 (Asignación inicial de jubilación).- Quienes en virtud del artículo 1* 
de la presente ley opten por desafiliarse y quedar comprendidos por el régimen de 
transición previsto por el Título VI de la Ley N* 16.713 de 3 de setiembre de 1995, 
recibirán una asignación inicial de jubilación que será la resultante de aplicar dicho 
régimen, multiplicada por el coeficiente de ajuste 0,9. 

Artículo 17 (Renuncia a la jubilación servida por el régimen mixto). - Quienes, 
por aplicación del inciso primero del artículo 2* y de los literales B y C del artículo 7” 


de la Ley N” 16.713 de 3 de setiembre de 1995 hubieren sido obligatoriamente 
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incorporados al régimen de ahorro individual obligatorio, y estuvieren percibiendo 
una prestación servida por éste, podrán renunciar a la misma, y pasar a percibir 
una jubilación servida por el régimen de transición previsto en el Titulo VI de la ley 
16.713. Dicha renuncia y cambio de régimen serán irrevocables, y se formalizarán 
ante el Banco de Previsión Social. 

Artículo 18 (Plazos y condiciones para efectuar la renuncia). - A los efectos de 
ampararse a lo previsto en el artículo anterior, la solicitud del asesoramiento 
preceptuado en el artículo 3” se realizará en los plazos y condiciones previstos en 
los artículos 4”, 5? literal a), 6%, 7* y 8* de la presente Ley. 

A solicitud del Banco de Previsión Social, las empresas aseguradoras informarán a 
cuánto asciende el monto de la renta previsional del jubilado consultante, en los 
plazos y condiciones que establezca la reglamentación. 

Artículo 19 (Forma de cálculo y asignaciones computables de la jubilación).- 
El cálculo de la jubilación a percibir por quienes se acogieren a lo previsto por el 
artículo 17" de la presente Ley, se efectuará en los mismos términos y condiciones 
establecidas en el artículo 16* de la presente Ley. 

Se deberán abonar al Banco de Previsión Social los aportes personales no 
realizados correspondientes a las asignaciones computables del tercer nivel 
previsto por el literal C) del artículo 7” de la Ley N” 16.713, en los términos y 
condiciones previstos por el artículo 14% de la presente Ley. 

Artículo 20 (Rescisión del contrato con la empresa aseguradora).- La renuncia 


se efectivizará mediante la firma de la rescisión del contrato de renta vitalicia 
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celebrado con la empresa aseguradora, donde constará que no se efectuarán ni 
reclamarán re liquidaciones por el periodo abonado bajo el régimen de ahorro 
individual, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 8*. 

La rescisión del contrato operará de pleno derecho por la sola manifestación de 
voluntad del asegurado en oportunidad de formalizar la renuncia prevista en el 
artículo 17 de la presente ley y no dará lugar a indemnización de especie alguna. 
Artículo 21 (Compensación y transferencia del capital acumulado).- La deuda 
con el Banco de Previsión Social por los aportes transferidos a la Administradora de 
Fondos de Ahorro Previsional en virtud de la afiliación obligatoria vigente durante el 
periodo de actividad, se compensará automáticamente y en un todo con los fondos 
que habrá de remitir la empresa aseguradora, y que será el total transferido por la 
Administradora de Fondos de Ahorro Previsional, descontados los montos ya 
abonados por concepto de renta previsional. 

La empresa aseguradora transferirá al Fideicomiso de la Seguridad Social el 
décimo día hábil de cada mes el saldo acumulado de las solicitudes de 
desafiliación realizadas por el Banco de Previsión Social durante el mes anterior. 
Dichas transferencias podrán realizarse únicamente en los activos financieros 
referidos en el artículo 10*. 

El Poder Ejecutivo reglamentará los términos y condiciones para la ejecución de las 
referidas transferencias. 

Artículo 22 (Interpretación Ley N* 19.162).- Interpretase que el efecto retroactivo 


previsto en los artículos 1? y 2? de la Ley N* 19.162, de 1? de noviembre de 2013, 
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refiere exclusivamente a los aportes personales de seguridad social a los únicos 
efectos del cálculo del sueldo básico de jubilación, Asimismo, a los efectos de la 
liquidación del IRPF los aportes jubilatorios personales correspondientes a 
períodos posteriores al 1* de julio de 2007, se considerarán devengados al 
momento de formalizar ante el Banco de Previsión Social la opción a que refieren 
dichos artículos. 

Artículo 23 (Comisiones de las Administradoras de Fondos de Ahorro 
Previsional).- Sustitúyase la redacción del artículo 102? de la Ley N* 16.713 de 3 
de setiembre de 1995 por la siguiente: 

“Las Administradoras tendrán derecho a una retribución de parte de sus afiliados, 
mediante el cobro de comisiones que serán debitadas de las respectivas cuentas 
de ahorro individual. Las comisiones serán el único ingreso de la Administradora a 
cargo de los afiliados. 

El importe de las comisiones será establecido libremente por cada Administradora y 
su aplicación será uniforme para todos sus afiliados, sin perjuicio de lo previsto en 
el inciso siguiente. 

En ningún caso la comisión a cobrar por una Administradora podrá superar el 50% 
de la comisión menor del sistema del trimestre anterior. Existirá un periodo de 
transición de veinticuatro meses para cumplir con lo contenido en el enunciado 
anterior. 

Facultase al Banco Central del Uruguay a determinar en forma trimestral el 


porcentaje máximo a cobrar por encima de la comisión mínima de mercado de 
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modo de converger gradualmente al máximo de 50% previsto en el inciso anterior. 
Para esto, el Banco Central del Uruguay publicará, en un plazo máximo de noventa 
días a partir de la vigencia de la ley, un cronograma estableciendo los porcentajes a 
aplicar durante el período de transición y su gradualidad. 

Finalizado el periodo de transición la comisión máxima permitida será publicada por 
dicha institución de manera mensual. 

Artículo 24 (Financiamiento).- Los gastos que la aplicación de la presente ley 
generare al Banco de Previsión Social, serán atendidos por Rentas Generales, si 
fuere necesario. 

Artículo 25 (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones 
de la presente ley en un plazo de noventa días siguientes a la fecha de su 
promulgación. 

Artículo 26 (Vigencia).- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes 


siguiente al del cumplimiento de los noventa días de su promulgación. 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 19.162, de 1? de noviembre de 2013 


RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL JUBILATORIO 


MODIFICACIÓN 


Artículo 1%. (Revocación de la opción por el régimen mixto).- Todas las 
personas que contaran con cuarenta o más años de edad al 1* de abril de 1996 
y que, sin encontrarse obligatoriamente comprendidas en el régimen previsional 
mixto (Títulos | a IV de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995) optaron por 
el mismo en forma voluntaria, podrán, en las condiciones que establece la 
presente ley, dejar sin efecto dicha opción, con carácter retroactivo a la fecha en 
que la realizaron, siempre que no se encontraren en goce de alguna jubilación 
servida al amparo del régimen previsional mixto. 


Artículo 2". (Revocación de la opción prevista en el artículo 8% de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995).- Siempre que no se hallaren en goce de 
alguna jubilación servida al amparo del régimen previsional mixto, todas las 
personas podrán dejar sin efecto, con carácter retroactivo a la fecha en que la 
hubieren realizado, la opción prevista en el artículo 8% de la Ley N* 15.713, de 3 
de setiembre de 1995, en las condiciones que establece la presente ley. 


Artículo 3". (Características de las revocaciones).- Las revocaciones a que 
refieren los artículos anteriores podrán realizarse por una sola vez, tendrán 
carácter irrevocable y se formalizarán ante el Banco de Previsión Social. 


Artículo 4*. (Asesoramiento obligatorio del Banco de Previsión Social). Para 
efectuar cualquiera de las revocaciones previstas por los artículos 1? y 2* de la 
presente ley, el interesado deberá contar preceptivamente con el previo 
asesoramiento por parte del Banco de Previsión Social, siendo obligación de este 
organismo brindarlo. 


A tales efectos, las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional deberán 
remitir a dicho Instituto, dentro del plazo que la reglamentación determine, la 
información del fondo acumulado por el afiliado de que se trate, la que incluirá, 
cuando menos, el detalle de todos los movimientos de la cuenta de ahorro 
individual, indicándose tipo de movimiento, fecha e importe de los mismos en 
Unidades Reajustables, sin perjuicio de otros datos cuyo suministro podrá 
disponer la reglamentación. 


El asesoramiento a brindar por el Banco de Previsión Social deberá contener, 
conforme a lo que establezca la reglamentación, un análisis de la trayectoria 
laboral del afiliado y una proyección estimativa de las eventuales prestaciones a 
que este podría acceder según la decisión que adoptare. 
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Artículo 5”. (Reserva del derecho).- La presentación de la solicitud ante el 
Banco de Previsión Social para que este brinde el asesoramiento a que refiere 
el artículo anterior, solo podrá efectuarse en las oportunidades previstas en los 
dos artículos siguientes y constituirá, al mismo tiempo, el único medio hábil para 
hacer reserva del derecho a efectuar las revocaciones correspondientes. 


Artículo 6”. (Solicitud de asesoramiento para ampararse al artículo 1*).- A los 
efectos de ampararse a lo previsto en el artículo 1*, la solicitud del asesoramiento 
preceptuado en el artículo 4% solo podrá efectuarse dentro del término de dos 
años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley. 


Artículo 7”. (Solicitud de asesoramiento para ampararse al artículo 2*).- A los 
efectos de ampararse a lo previsto en el artículo 2”, la solicitud del asesoramiento 
preceptuado en el artículo 4% solo podrá efectuarse: 


1) desde el momento en que el interesado contare con, por lo menos, 


cuarenta años de edad y hasta que cumpliere los cincuenta años de edad: 
o 


2) dentro del término de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia 
de la presente ley, en el caso de quienes superaren los cuarenta y ocho 
años de edad a dicha fecha. 


Artículo 8”. (Plazo para brindar el asesoramiento).- El Banco de Previsión 
Social deberá brindar el asesoramiento a que refiere el artículo 4% de la presente 
ley dentro del término máximo de un año a contar de la fecha de presentación 
de la solicitud respectiva. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a extender dicho plazo hasta por un año más 
para colectivos de afiliados determinados en función de su edad, ante 
circunstancias excepcionales y por resolución fundada. 


Artículo 9”. (Oportunidad de las revocaciones).- Las revocaciones a que 
refieren los artículos 1? y 2% de la presente ley solo podrán realizarse dentro de 
los 90 (noventa) días siguientes a aquel en que se brindare al interesado el 
asesoramiento previsto en el artículo 4* de la misma. 


De no formularse las mismas en ese plazo, o de no comparecer el interesado 
a recibir el referido asesoramiento, en los términos y condiciones que establezca 
el Banco de Previsión Social, quedará sin efecto el trámite. 


La reglamentación a dictarse por el Poder Ejecutivo podrá habilitar la 
presentación, por única vez, de una nueva solicitud en las condiciones 
establecidas en los artículos 5” a 7” de la presente ley, para poder hacer uso de 
los derechos previstos en los artículos 1? y 2* de la misma. 


Artículo 10. (Asesoramiento de las AFAPs).- En oportunidad de recibir 
opciones relacionadas con el régimen de ahorro individual, las Administradoras 
de Fondos de Ahorro Previsional deberán proporcionar al afiliado amplia 
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información sobre los regímenes de jubilación instaurados por la Ley N* 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995. 


A tales efectos, el Banco de Previsión Social deberá proporcionar material 
gráfico explicativo, el que contendrá, además, análisis de casos concretos sobre 
los aspectos más destacables de dichos regímenes. 


Este material deberá ser entregado por las Administradoras a los interesados, 
con carácter previo e independiente a la instrumentación de la opción que estos 
realicen. 


El Banco Central del Uruguay controlará el cumplimiento por parte de las 
Administradoras de lo previsto en el presente artículo, pudiendo aplicarles, en 
caso de incumplimiento, las sanciones a que refiere el artículo 136 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


Artículo 11. (Consentimiento informado).- Siempre que se formalizaren las 
revocaciones previstas en los artículos 1? y 2” de la presente ley, así como la 
opción establecida por el artículo 8? de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, deberá constar expresamente el consentimiento informado del interesado, 
en los términos que establezca la reglamentación. 


Artículo 12. (Compensación y transferencia del saldo acumulado).- La deuda 
con el Banco de Previsión Social por los aportes transferidos a la Administradora 
de Fondos de Ahorro Previsional en virtud de las opciones dejadas sin efecto 
según lo previsto por los artículos 1? y 2* de la presente ley, se compensará 
automáticamente y en un todo con los fondos que habrá de transferir la 
Administradora al referido Instituto, y que serán: 


1) en el caso del ejercicio del derecho a que refiere el artículo 1* de la 
presente ley, el total acumulado en la cuenta de ahorro individual del 
afiliado; 


2 


mr 


en el caso del ejercicio del derecho a que refiere el artículo 2* de la 
presente ley, la porción acumulada en dicha cuenta, con su 
correspondiente rentabilidad incluida, generada por las aportaciones cuya 
versión a la Administradora, no estando impuesta por ley, hubiere 
obedecido exclusivamente a la opción del afiliado, salvo los depósitos 
voluntarios o convenidos (artículos 48 y 49 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995) con sus respectivas rentabilidades. 


Las referidas sumas deberán ser transferidas al Banco de Previsión Social, en 
la forma que determine la reglamentación, en un plazo de cinco días hábiles de 
efectuada la solicitud por dicho Instituto. 


El carácter retroactivo de las revocaciones previstas en los artículos 1* y 2* de 
la presente ley no aparejará, en ningún caso, reintegros de especie alguna al 
interesado por concepto de comisiones o de primas que se hubieren descontado 


20 de diciembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 65-C.S. 


o abonado durante su permanencia en el régimen de jubilación por ahorro 
individual. 


Las revocaciones antedichas importarán la cesión de pleno derecho al Banco 
de Previsión Social, por parte del afiliado, de todo saldo que resultare a favor de 
este una vez efectuada la compensación a que refiere el inciso primero de este 
artículo, así como la remisión del eventual saldo a favor de dicho Instituto que 
resultare de tal compensación. 


Artículo 13. (Reintegro de aportes).- Quienes efectuaren la revocación 
establecida en el artículo 1? de la presente ley, deberán abonar al Banco de 
Previsión Social, sin multas ni recargos, los aportes personales no realizados 
correspondientes a las asignaciones computables del tercer nivel previsto por el 
literal C) del artículo 7% de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, de 
conformidad con la normativa aplicable. Los adeudos se convertirán a Unidades 
Reajustables de acuerdo a la cotización de cada mes en que debió efectuarse el 
aporte del mes de cargo correspondiente. 


A tales efectos, el Banco de Previsión Social realizará este cálculo y lo 
informará preceptivamente al interesado en la oportunidad prevista en el 
artículo 4? de la presente ley, sujeto a la reliquidación que pudiera corresponder 
de acuerdo al monto de la deuda al momento de la versión de los fondos al Banco 
de Previsión Social. 


El monto resultante será pagadero en hasta 72 (setenta y dos) cuotas 
mensuales calculadas en Unidades Reajustables. 


Artículo 14. (Cálculo del sueldo básico jubilatorio).-A los efectos del cálculo 
del sueldo básico jubilatorio, el Banco de Previsión Social considerará: 


1) en el caso de quienes se ampararen a lo previsto en el artículo 1? de la 
presente ley, la totalidad de las asignaciones computables, conforme a lo 
establecido por los Títulos V y VI de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre 
de 1995; 


2) en el caso de quienes se ampararen a lo previsto en el artículo 2” de la 
presente ley, las asignaciones computables hasta el tope establecido por 
el inciso cuarto del artículo 27 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995 y normas concordantes, no siendo de aplicación, en estos casos, lo 
previsto en el artículo 28 de la referida ley. 


Artículo 15. (Afiliados con servicios bonificados).-A los efectos del cálculo de 
la expectativa de vida a que refieren los artículos 5* y 55 de la Ley N* 16.713, de 
3 de setiembre de 1995, en el caso de afiliados con derecho a computar servicios 
bonificados, se considerará la edad real más la correspondiente bonificación. 


Artículo 16. (Asignación y cambio de Administradora. Modificaciones). 
Modifícanse los artículos 108, 109 y 110 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre 
de 1995, los que quedarán redactados de la siguiente manera: 
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"ARTÍCULO 108.- (Asignación de Administradora).- En los casos de 
afiliados que no realizaren la elección de Administradora, la asignación de la 
misma será efectuada por el Banco de Previsión Social de acuerdo a los 
siguientes criterios: 


1)  en»caso de que más de una Administradora registrare la comisión de 
administración más baja del régimen, los afiliados serán distribuidos por 
partes iguales entre ellas; 


2) si solo una Administradora cumpliere esa condición, los afiliados 
serán distribuidos, por partes iguales, entre esa y la que registrare la 
segunda comisión por administración más baja del régimen, salvo lo 
previsto en el numeral 4) de este artículo; 


3)  sidos o más Administradoras registraren la segunda comisión por 
administración más baja del régimen, el 50% (cincuenta por ciento) de 
los afiliados que les corresponderían conforme al numeral anterior se 
distribuirá por partes iguales entre ellas; 


4)  sila diferencia entre las dos comisiones de administración más bajas 
del régimen superare el 20% (veinte por ciento) del valor de la menor de 
las mismas, los afiliados serán asignados en su totalidad a la 
Administradora que registrare la menor comisión de administración. 
Dicho margen de diferencia será de 70% (setenta por ciento) durante el 
primer año de vigencia de la presente ley, de 50% (cincuenta por ciento) 
durante el segundo, y a partir del tercero se reducirá a razón de diez 
puntos porcentuales por año, hasta alcanzar el 20% (veinte por ciento) 
referido. 


Las comisiones de administración a considerar para efectuar las 
comparaciones previstas en el presente artículo serán las vigentes en el 
último mes de cargo anterior a la incorporación de los afiliados”. 


"ARTÍCULO 109. (Derecho de traspaso a otra Administradora).- Todo 
afiliado que cumpla las normas del artículo siguiente tiene derecho a cambiar 
de Administradora, para lo cual deberá comparecer personalmente a 
manifestar su voluntad en ese sentido ante la Administradora a la cual desea 
incorporarse. El cambio tendrá efecto a partir del segundo mes siguiente al 
de la solicitud y estará sujeto a lo que dispongan las normas reglamentarias". 


"ARTÍCULO 110. (Condiciones para el traspaso).- El derecho al traspaso 
por parte del afiliado se limitará a dos veces por año calendario y se podrá 
realizar siempre que se registraren, al menos, seis meses de aportes en la 
entidad que se abandona. En caso de que el afiliado hubiere sido asignado 
de oficio, según lo establecido en el artículo 108 de la presente ley, tendrá 
derecho al traspaso también antes de transcurridos esos seis meses cuando, 
con posterioridad a su afiliación, la Administradora hubiere incrementado la 
comisión de administración". 
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Artículo 17. (Reingreso a la actividad de jubilados por ahorro 
individual).- Aquellos afiliados que se encontraren percibiendo una jubilación 
común o por edad avanzada (articulos 18 y 20 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995) por el régimen de ahorro individual obligatorio, y reingresaren 
a trabajar en actividades amparadas por el Banco de Previsión Social, quedarán 
eximidos de efectuar aportes personales a aquel régimen. Los aportes 
jubilatorios por la nueva actividad se realizarán, exclusivamente, al régimen de 
solidaridad intergeneracional administrado por el Banco de Previsión Social. 


El desempeño de dicha actividad de reingreso será compatible con las 
prestaciones jubilatorias por ahorro individual referidas en el inciso anterior. 


Artículo 18. (Reingreso a la actividad de afiliados amparados al artículo 52 de 
la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995).- El reingreso a actividades 
amparadas por el Banco de Previsión Social por parte de afiliados que, habiendo 
quedado comprendidos en el artículo 52 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre 
de 1995, hubieren ejercitado la opción allí prevista, determinará la reapertura de 
la cuenta de ahorro individual en la respectiva Administradora de Fondos de 
Ahorro Previsional, cuando corresponda, en los plazos, forma y condiciones que 
determine la reglamentación. 


En estos casos, el afiliado podrá acreditar en su cuenta de ahorro individual, 
en calidad de depósito voluntario, la suma oportunamente recibida o transferida 
a una empresa aseguradora. 


Artículo 19. (Subfondos del Fondo de Ahorro Previsional).- El Fondo de 
Ahorro Previsional a que refiere el artículo 95 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, estará compuesto de dos subfondos, denominados 
Subfondo de Acumulación y Subfondo de Retiro. 


Los aportes destinados a dicho Fondo de Ahorro Previsional se verterán 
exclusivamente en el Subfondo de Acumulación hasta que el afiliado cumpla 
cincuenta y cinco años de edad, momento a partir del cual el saldo acumulado 
en su cuenta de ahorro individual será transferido al Subfondo de Retiro de la 
siguiente manera: 


1) 1/5 (un quinto) del saldo de la cuenta de ahorro individual, al cumplir 
los cincuenta y cinco años de edad; 


2) 1/4 (un cuarto) del saldo existente en el Subfondo de Acumulación, al 
cumplir los cincuenta y seis años de edad; 


3) 1/3 (un tercio) del saldo existente en el Subfondo de Acumulación, al 
cumplir los cincuenta y siete años de edad; 


4) 1/2 (un medio) del saldo existente en el Subfondo de Acumulación, al 
cumplir los cincuenta y ocho años de edad; 
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5) la totalidad del saldo restante en el Subfondo de Acumulación, al 
cumplir los cincuenta y nueve años de edad. 


A partir del momento en que, conforme al inciso anterior, corresponda 
incorporar al afiliado al Subfondo de Retiro, los respectivos recursos previstos en 
los literales A) a F) del artículo 45 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, se volcarán en dicho Subfondo. 


Las sumas vertidas en el Subfondo de Retiro no podrán retornar ni transferirse 
al Subfondo de Acumulación. 


En caso de traspaso a otra Administradora, se respetará, en la entidad de 
destino, la distribución que tenía el saldo de la cuenta de ahorro individual en 
cada subfondo de la Administradora que se abandona, sin perjuicio de la 
aplicación de las demás previsiones del presente artículo. 


En el caso de quienes superaren los cincuenta y cinco años de edad a la fecha 
de entrada en vigencia de la presente ley, la transferencia al Subfondo de Retiro 
establecida en el inciso segundo tendrá lugar en dicha fecha, en la cuota parte 
que les correspondiere conforme a los distintos numerales de ese inciso, 
rigiéndoles también, a partir de entonces, las restantes previsiones de este 
artículo. 


Artículo 20. (Información sobre los subfondos).-Las Administradoras 
deberán: 


1) incorporar, entre la información al público a que refiere el artículo 99 de la 
Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, el valor y la composición de la 
cartera de inversiones de cada uno de los subfondos que integran el 
Fondo de Ahorro Previsional; 


2) incluir entre los datos a brindar conforme al artículo 100 de dicha ley, la 
identificación del o de los subfondos a que el afiliado hubiese estado 
incorporado en el período informado, la rentabilidad de los mismos y la 
rentabilidad promedio del régimen correspondiente a cada uno de dichos 
subfondos; 


3) identificar contablemente para cada uno de los subfondos, la registración 
de los movimientos a que refiere el inciso primero del artículo 101 de la 
Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


Artículo 21. (Tasas de rentabilidad de los subfondos).- Modificase el 
artículo 116 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, en la redacción 
dada por el artículo 1% de la Ley N* 18.673, de 23 de julio de 2010, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 116. (Tasas de Rentabilidad de los Subfondos).- La tasa de 
rentabilidad nominal anual de los Subfondos de Acumulación y de Retiro se 
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calcula anualizando en forma compuesta la variación durante los últimos 
treinta y seis meses del valor de la Unidad Reajustable, acumulada a la tasa 
de rentabilidad real de cada subfondo. 


La tasa de rentabilidad real mensual de los Subfondos de Acumulación y 
de Retiro es el porcentaje de variación mensual experimentado por los 
mismos, medido en Unidades Reajustables, excluyendo los ingresos por 
aportes y traspasos entre Administradoras, así como los traspasos desde y 
hacia los Subfondos de Fluctuación de Rentabilidad, las deducciones 
mencionadas en el artículo 114 de la presente ley y los traspasos del 
Subfondo de Acumulación al de Retiro. 


La tasa de rentabilidad real anual de los Subfondos de Acumulación y de 
Retiro se calcula anualizando en forma compuesta la acumulación de las 
tasas de rentabilidad reales mensuales de los últimos treinta y seis meses. 


El cálculo de estas tasas y de todos los índices que de ellas se deriven 
se realizará mensualmente”. 


Artículo 22. (Rentabilidades del régimen. Modificación).-Modifícase el 
artículo 117 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 117. (Rentabilidades del régimen).- Las tasas de rentabilidad 
nominal y real promedio del régimen se calcularán separadamente para cada 
subfondo. Las mismas se determinarán calculando el promedio ponderado 
de las tasas de rentabilidad de cada subfondo, según el mecanismo que fijen 
las normas reglamentarias. 


Las Administradoras serán responsables de que las tasas de rentabilidad 
real de los respectivos subfondos, no sean inferiores a las tasas de 
rentabilidad real mínima anual del régimen de cada subfondo, las que se 
determinarán en forma mensual. 


La tasa de rentabilidad real mínima anual promedio del régimen se 
determinará para cada uno de los subfondos siendo, en ambos casos, la 
menor entre el 2% (dos por ciento) anual y la tasa de rentabilidad real 
promedio del régimen de cada subfondo, menos dos puntos porcentuales. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en el caso de que un 
Subfondo de Retiro cuente con menos de treinta y seis meses de 
funcionamiento, las Administradoras serán responsables de que la 
rentabilidad real anualizada del mismo para el período equivalente a los 
meses de funcionamiento del Subfondo, no sea inferior a: la menor entre el 
2% (dos por ciento) anual y la tasa de rentabilidad real promedio del régimen 
de cada subfondo menos cuatro puntos porcentuales para el período 
equivalente a los meses de funcionamiento del subfondo 
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Los requisitos de rentabilidad mínima no serán de aplicación a las 
Administradoras que cuenten con menos de doce meses de funcionamiento". 


Artículo 23. (Subfondos del Fondo de Fluctuación de Rentabilidad).- El 
Fondo de Fluctuación a que refiere el artículo 118 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, estará compuesto de dos subfondos, uno de ellos como parte 
del Subfondo de Acumulación y el otro como parte del Subfondo de Retiro. 


Dichos Subfondos de Fluctuación de Rentabilidad se integrarán según lo 
dispuesto en el artículo 119 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, en 
la redacción dada por el artículo 58 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, 
Sin perjuicio de que el traspaso de saldos desde el Subfondo de Acumulación al 
de Retiro, en aplicación de lo dispuesto en la presente ley, conllevará un traspaso 
del Subfondo de Fluctuación correspondiente al Subfondo de Acumulación hacia 
el correspondiente al Subfondo de Retiro por la cuotaparte correspondiente a la 
participación de los importes traspasados sobre el total del Subfondo de 
Acumulación. 


Artículo 24. (Ajuste de referencias).- Las referencias de los artículos 119 y 
120 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, al Fondo de Fluctuación de 
Rentabilidad, el primero en la redacción dada por el artículo 58 de la Ley 
N* 17,243, de 29 de junio de 2000, deberán entenderse hechas a los respectivos 
Subfondos de Fluctuación integrantes de los Subfondos de Acumulación y de 
Retiro. Así como las referencias al Fondo de Ahorro Previsional deberán 
entenderse hechas a los respectivos Subfondos de Acumulación y de Retiro. 


Las referencias al Fondo de Ahorro Previsional efectuadas por el 
inciso segundo del artículo 121 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
en la redacción dada por el artículo 54 de la Ley N* 17,243, de 29 de junio de 
2000, y en el inciso segundo, con todos sus literales, del artículo 123 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, en la redacción dada por el artículo 2? de 
la Ley N* 18.673 de 23 de julio de 2010, deberán entenderse hechas al Subfondo 
de Acumulación. 


Las referencias del artículo 122 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, al Fondo de Ahorro Previsional y al Fondo de Fluctuación de Rentabilidad, 
deberán entenderse hechas a los respectivos Subfondos, y las relativas a la 
rentabilidad mínima del régimen, deberán entenderse efectuadas a la de cada 
Subfondo. 


Las referencias a las inversiones previstas en el artículo 123 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, y modificativas, contenidas en las Leyes 
N* 17.437, de 20 de diciembre de 2001, N* 17,738, de 7 de enero de 2004 y 
N* 18.396, de 24 de octubre de 2008, y sus respectivas modificativas, deberán 
entenderse efectuadas a las inversiones correspondientes al Subfondo de 
Acumulación creado por la presente ley. 


Artículo 25. (Inversiones de las AFAPs. Modificación).- Modifícase el 
inciso cuarto del artículo 123 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, en 


20 de diciembre de 2017 


CÁMARA DE SENADORES 


la redacción dada por el artículo 2% de la Ley N* 18.673, de 23 de julio de 2010, 
el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"La suma de las inversiones mencionadas en el conjunto de los literales A) 
a F) del inciso segundo del presente artículo que estén denominadas en 
moneda extranjera, no podrá exceder del 35% (treinta y cinco por ciento) del 
activo del Subfondo de Acumulación", 


Artículo 26. (Inversiones de las AFAPs. Subfondo de Retiro).-Agréganse, 
entre el penúltimo y el último inciso del artículo 123 de la Ley N* 16,713, de 3 de 
setiembre de 1995, en la redacción dada por el artículo 2” de la Ley N* 18.673, 
de 23 de julio de 2010, los siguientes: 


"Las Administradoras podrán invertir los recursos del Subfondo de Retiro 


en: 


G) Valores emitidos por el Estado uruguayo e instrumentos de regulación 


H 


mer 


y) 


K 


— 


monetaria emitidos por el Banco Central del Uruguay, hasta el 90% 
(noventa por ciento) del activo del Subfondo de Retiro y con un plazo 
residual de hasta cinco años. 


Depósitos a plazo en moneda nacional o extranjera que se realicen en 
las instituciones de intermediación financiera instaladas en el país, 
autorizadas a captar depósitos, hasta el 30% (treinta por ciento) del 
activo del Subfondo de Retiro, y con un plazo residual de hasta cinco 
años. 


Valores de renta fija emitidos por organismos internacionales de crédito 
o por gobiernos extranjeros de muy alta calificación crediticia, con las 
limitaciones y condiciones que establezca la Superintendencia de 
Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay, hasta un 20% 
(veinte por ciento) del activo del Subfondo de Retiro y con un plazo 
residual de hasta cinco años. 


Instrumentos financieros emitidos por instituciones uruguayas que 
tengan por objeto la cobertura de riesgos financieros del Subfondo de 
Retiro, con las limitaciones y condiciones que establezca la 
Superintendencia de Servicios Financieros del Banco Central del 
Uruguay, hasta un 10% (diez por ciento) del activo de dicho Subfondo. 


Colocaciones en préstamos personales a afiliados y beneficiarios del 
sistema de seguridad social, hasta dos años de plazo y tasa de interés 
no inferior a la evolución del Indice Medio de Salarios en los últimos 
doce meses, más cinco puntos porcentuales. El máximo del préstamo 
en estas condiciones no podrá superar los seis salarios de actividad o 
pasividad. Tales préstamos serán concedidos a través de instituciones 
públicas que la Administradora seleccione a tal efecto quienes deberán 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los 
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prestatarios. El importe a prestar no excederá el 5% (cinco por ciento) 
del activo del Subfondo de Retiro. 


La suma de las inversiones mencionadas en el conjunto de los literales G), 
H), 1), 4) y K) que están denominadas en moneda extranjera, no podrá 
exceder del 15% (quince por ciento) del activo del Subfondo de Retiro". 


Artículo 27. (Disponibilidad transitoria. Modificación).-Modificase el inciso cuarto 
del artículo 125 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


"La suma de las disponibilidades transitorias y de las inversiones 
permanentes mencionadas en los literales C) y E) del inciso segundo del 
artículo 123 de la presente ley, tratándose del Subfondo de Acumulación, y 
en los literales H) y J) del penúltimo inciso de dicho artículo, en el caso del 
Subfondo de Retiro, no podrá exceder, en una sola institución financiera, el 
15% (quince por ciento) del valor total del correspondiente Subfondo". 


Artículo 28. (Financiamiento).- Los gastos que la aplicación de la presente ley 
generare al Banco de Previsión Social, serán atendidos por Rentas Generales, 
si fuere necesario. 


Artículo 29. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo  reglamentará las 
disposiciones de la presente ley en un plazo de noventa días siguientes a la 
fecha de su promulgación. 


Artículo 30. (Vigencia).- La presente ley entrará en vigencia el primer día del 
mes siguiente al del cumplimiento de los noventa días de su promulgación, salvo 
para la instrumentación de los Subfondos del Fondo de Ahorro Previsional los 
que entrarán en vigencia el primer día del mes siguiente del cumplimiento de los 
doscientos setenta días de su promulgación. 
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Ley N* 16713, de 3 de setiembre de 1995 


LEY DE SEGURIDAD SOCIAL 


TÍTULO | - DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 
CAPÍTULO | - BASES DEL SISTEMA 


Artículo 1”.- (Ámbito objetivo de aplicación y principio de universalidad).- 
El sistema previsional que se crea por la presente ley se basa en el principio de 
universalidad y comprende en forma inmediata y obligatoria a todas las actividades 
amparadas por el Banco de Previsión Social. 


El Poder Ejecutivo, en aplicación de dicho principio y antes del 1? de enero de 
1997, deberá proyectar y remitir al Poder Legislativo los regímenes aplicables a los 
demás servicios estatales y personas públicas no estatales de seguridad social, de 
forma tal que, atendiendo a sus formas de financiamiento, especificidades y 
naturaleza de las actividades comprendidas en los mismos, se adecuen al régimen 
establecido por la presente ley. 


El Poder Ejecutivo designará una Comisión que, en consulta con las 
instituciones mencionadas en el inciso anterior, elabore los proyectos respectivos. 


Artículo 2”.- (Ámbito subjetivo de aplicación).- El nuevo sistema previsional 
comprende obligatoriamente a todas las personas que sean menores de cuarenta 
años de edad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en ningún caso 
afectará derecho alguno de quienes gozan hoy de pasividad, han configurado 
causal jubilatoria o la configuren hasta el 31 de diciembre de 1996. 


Quedan obligatoriamente comprendidas las personas que, con posterioridad a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley, cualquiera sea su edad, ingresen 
al mercado de trabajo en el desempeño de actividades amparadas por el Banco de 
Previsión Social. 


Artículo 3”.- (Contingencias cubiertas).- El sistema previsional al que refiere 
la presente ley, cubre los riesgos de invalidez, vejez y sobrevivencia. 


CAPÍTULO Il - DEFINICIONES 


Artículo 4*.- (Régimen mixto). El sistema previsional que se crea, se basa en 
un régimen mixto que recibe las contribuciones y otorga las prestaciones en forma 


74-C.S. CÁMARA DE SENADORES 20 de diciembre de 2017 


combinada, una parte por el régimen de jubilación por solidaridad intergeneracional 
y otra por el régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio. 


Artículo 5”.- (Régimen de jubilación por solidaridad intergeneracional).- A 
los efectos de la presente ley, se entiende por régimen de jubilación por solidaridad 
intergeneracional, aquel que establece prestaciones definidas y por el cual los 
trabajadores activos, con sus aportaciones, financian las prestaciones de los 
pasivos juntamente con los aportes patronales, los tributos afectados y la asistencia 
financiera estatal. 


Artículo 6*.- (Régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio).- Se 
entiende por régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio, aquel en el que 
la aportación definida de cada afiliado se va acumulando en una cuenta personal 
con las rentabilidades que ésta genere, a lo largo de la vida laboral del trabajador. 


A partir del cese de toda la actividad y siempre que se configure causal de 
acuerdo con los artículos 18 y 20 de la presente ley, se tendrá derecho a percibir 
una prestación mensual determinada por el monto acumulado de los aportes, sus 
rentabilidades y, de acuerdo a tablas generales de la expectativa de vida al 
momento de la configuración de la causal, del cese o de la solicitud de la prestación, 
según cuál fuera posterior, Para quienes configuren causal por incapacidad total de 
acuerdo con el artículo 19 de la presente ley, la prestación mensual se determinará 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 59 de la presente ley. 


En el caso de incapacidad parcial, los requisitos y demás condiciones del subsidio 
correspondiente se regularán por lo previsto en el artículo 59 de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo, a partir de los 
sesenta y cinco años de edad, los afiliados tendrán derecho a percibir las 
prestaciones correspondientes al régimen de jubilación por ahorro individual 
obligatorio, aun cuando no hubieren configurado causal jubilatoria conforme al 
artículo 18 de la presente ni cesado en la actividad, quedando eximidos de efectuar 
aportes personales a este régimen. 


Redacción dada Inciso 4%) por Ley N* 17.445 de 31/12/2001 artículo 3. 


TÍTULO Il - DE LA INCORPORACIÓN A LOS REGIMENES 
CAPÍTULO ÚNICO - DE LOS NIVELES DE COBERTURA 


Artículo 7”.- (Delimitación de los niveles).- A los fines de la aplicación de cada 
régimen, se determinan los siguientes niveles de ingresos individuales de 
percepción mensual siempre que constituyan asignaciones computables. 


A) Primer nivel. (Régimen de jubilación por solidaridad intergeneracional). 
Este régimen comprende a todos los afiliados por sus asignaciones 
computables o tramo de las mismas hasta $ 5.000 (cinco mil pesos 
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uruguayos), dando origen a prestaciones que se financian mediante 
aportación patronal, personal y estatal. 


B) Segundo nivel. (Régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio).- 
Este régimen comprende el tramo de asignaciones computables superiores 
a $ 5.000 (cinco mil pesos uruguayos) y hasta $ 15.000 (quince mil pesos 
uruguayos), dando origen a prestaciones que se financian exclusivamente 
con aportación personal. 


Su administración estará a cargo de entidades propiedad de instituciones 
públicas, incluido el Banco de Previsión Social o de personas u 
organizaciones de naturaleza privada (artículo 92 de la presente ley). 


C) Tercer nivel (Ahorro voluntario).- Por el tramo de asignaciones 
computables que excedan de $ 15.000 (quince mil pesos uruguayos), el 
trabajador podrá aportar o no a cualesquiera de las entidades 
administradoras referidas en el inciso anterior. 


Artículo 8”.- (Derecho de opción y situaciones especiales).- Los afiliados 
activos del Banco de Previsión Social cuyas asignaciones computables se 
encuentren comprendidas en el primer nivel referido en el artículo anterior, podrán 
optar por quedar incluidos en el régimen de jubilación por ahorro individual 
obligatorio por sus aportaciones personales correspondientes al 50% (cincuenta 
por ciento), de sus asignaciones computables. Por el restante 50% (cincuenta por 
ciento), dichos afiliados aportarán al régimen de jubilación por solidaridad 
intergeneracional. 


Quienes, habiendo realizado la opción antedicha, lleguen a percibir 
mensualmente asignaciones computables entre $ 5.000 (cinco mil pesos 
uruguayos) y $ 7.500 (siete mil quinientos pesos) aportarán al régimen de jubilación 
por ahorro individual obligatorio, solamente por el 50% (cincuenta por ciento) de 
sus asignaciones computables comprendidas en el tramo de hasta $ 5.000 (cinco 
mil pesos uruguayos); por sus restantes asignaciones computables aportarán al 
régimen de jubilación por solidaridad intergeneracional, 


Los afiliados que al inicio de su incorporación a los regímenes, perciban 
asignaciones computables que superando los $ 5.000 (cinco mil pesos uruguayos) 
no excedan los $ 7.500 (siete mil quinientos pesos uruguayos) aportarán al 
régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio únicamente por el 50% 
(cincuenta por ciento), de sus asignaciones computables comprendidas en el tramo 
de hasta $ 5.000 (cinco mil pesos uruguayos). Por las demás asignaciones 
computables aportarán al régimen de jubilación por solidaridad intergeneracional. 


Artículo 9*.- (Instrumentación de la opción).- Las distintas formas de ejercicio 
del derecho de opción previstas por la presente ley, así como las correspondientes 
comunicaciones al Banco de Previsión Social y otras que sean pertinentes, serán 
reguladas por la reglamentación. 
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Artículo 10.- Cobertura general por el régimen de solidaridad 
intergeneracional).- Independientemente del monto de los ingresos que perciba el 
trabajador y de los niveles delimitados por la presente ley, todos los afiliados al 
sistema previsional que cumplan los presupuestos establecidos para adquirir el 
derecho, serán beneficiarios de las prestaciones del régimen de jubilación por 
solidaridad intergeneracional a cargo del Banco de Previsión Social. 


Artículo 11.- (Asignaciones computables).- A los efectos de lo previsto en el 
artículo 7* de la presente ley, se entiende por asignaciones computables aquellos 
ingresos individuales que, provenientes de actividades comprendidas por el Banco 
de Previsión Social, constituyen materia gravada por las contribuciones especiales 
de seguridad social. 


El sueldo anual complementario no se tomará en cuenta a los efectos de la 
delimitación de los niveles prevista en el mencionado artículo, sin perjuicio de 
constituir asignación computable y materna gravada por las contribuciones 
especiales de seguridad social. 


Artículo 12.- (Referencia a valores constantes).- Las referencias monetarias 
mencionadas en la presente ley, están expresadas en valores constantes 
correspondientes al mes de mayo de 1995 y se ajustarán por el procedimiento y en 
las oportunidades establecidas en el artículo 67 de la Constitución de la República. 


TÍTULO ll! - DEL PRIMER NIVEL 
CAPÍTULO | - DEL RÉGIMEN DE JUBILACIÓN POR 
SOLIDARIDAD INTERGENERACIONAL 


Artículo 13.- (Alcance del régimen).- El régimen de jubilación por solidaridad 
intergeneracional alcanza obligatoriamente a todos los afiliados activos del Banco 
de Previsión Social, por las asignaciones computables hasta $ 5.000 (cinco mil 
pesos uruguayos) mensuales. 


Artículo 14.- (Recursos del régimen de jubilación por solidaridad 
intergeneracional).- El régimen de jubilación por solidaridad intergeneracional a 
cargo del Banco de Previsión Social, tendrá los siguientes recursos: 


A) Los aportes patronales jubilatorios sobre el total de asignaciones computables 
hasta $ 15.000 (quince mil pesos uruguayos) mensuales. 
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B) Los aportes personales jubilatorios sobre asignaciones computables hasta 
$ 5.000 (cinco mil pesos uruguayos) mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 8* de la presente ley. 


C) Los tributos que se afecten especificamente a este régimen. 


Si fuere necesario, el Gobierno Central asistirá financieramente al Banco de 
Previsión Social, conforme a lo dispuesto por el artículo 67 de la Constitución de la 
República. 


CAPÍTULO ll - DELAS PRESTACIONES POR VEJEZ, 
INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA 


Artículo 15.- (Clasificación de las prestaciones).- Las prestaciones por vejez, 
invalidez y sobrevivencia, a cargo del Banco de Previsión Social, son las 
jubilaciones, el subsidio transitorio por incapacidad parcial, las pensiones, el 
subsidio para expensas funerarias y la pensión a la vejez e invalidez. 


CAPÍTULO lll - DE LAS CLASES DE JUBILACIÓN Y CAUSALES 


Artículo 16.- (Clasificación de las jubilaciones).- Según la causal que la 
determine, la jubilación puede ser: 


A) Jubilación común 
B) Jubilación por incapacidad total 
C) Jubilación por edad avanzada 


Derógase la causal anticipada establecida en el literal c) del artículo 35 del 
llamado Acto Institucional N* 9, de 23 de octubre de 1979, sin perjuicio de la 
bonificación que corresponda a los cargos docentes de institutos de enseñanza 
públicos o privados habilitados. 


Artículo 17.- Declárase que se mantienen en vigencia los aspectos salariales 
a que hacen referencia las normas legales o reglamentarias en relación a la 
verificación de veinticinco o más años de servicios docentes efectivos. 
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Sin perjuicio de lo antes establecido, el procedimiento previsto en el artículo 2% 
de la Ley N * 11.021, de 5 de enero de 1948, sus modificativas y concordantes, 
para docentes de enseñanza primaria y los procedimientos similares previstos para 
otros cargos docentes, sólo serán aplicables a partir de que se configure la causal 
jubilatoria de acuerdo a lo establecido en la presente ley. 


Artículo 18.- (Jubilación común).- Para configurar causal de jubilación común, 
se exigirán los siguientes requisitos: 


1) Al cumplir sesenta años de edad. 


2) Un mínimo de treinta años de servicios, con cotización efectiva para los 
períodos cumplidos en carácter de trabajador no dependiente o con 
registración en la historia laboral para los periodos cumplidos en carácter de 
trabajador dependiente. 


Esta causal se configurará aun cuando los mínimos de edad requeridos se 
alcancen con posterioridad a la fecha de cese en la actividad. 


Redacción dada por: Ley N* 18.395 de 24/10/2008 articulo 1. 


Artículo 19.- (Jubilación por incapacidad total).- La causal de jubilación por 
incapacidad total se configura por la ocurrencia de cualesquiera de los siguientes 
presupuestos: 


A) La incapacidad absoluta y permanente para todo trabajo, sobrevenida en 
actividad o en período de inactividad compensada, cualquiera sea la causa 
que la haya originado y siempre que se acredite no menos de dos años de 
servicios reconocidos de acuerdo al artículo 77 de la presente ley. 


Para los trabajadores que tengan hasta veinticinco años de edad sólo se 
exigirá un período mínimo de servicios de seis meses. 


B) La incapacidad absoluta y permanente para todo trabajo, a causa o en 
ocasión del trabajo, cualquiera sea el tiempo de servicios. 


C) La incapacidad laboral absoluta y permanente para todo trabajo, 
sobrevenida después del cese en la actividad o del vencimiento del período 
de inactividad compensada, cualquiera sea la causa que hubiera originado 
la incapacidad, cuando se computen diez años de servicios reconocidos 
de acuerdo al artículo 77 de la presente ley, como mínimo, siempre que el 
afiliado haya mantenido residencia en el país desde la fecha de su cese y 
no fuera beneficiario de otra jubilación o retiro, salvo la prestación que 
provenga del régimen de jubilación por ahorro individual definido en la 
presente ley. 
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Quienes habiéndose incapacitado en forma absoluta y permanente para todo 
trabajo, no configuren la causal de jubilación por incapacidad total, por no reunir los 
requisitos antes establecidos, podrán acceder a la prestación asistencial no 
contributiva por invalidez, en las condiciones previstas por el artículo 43 de la 
presente ley. 


Redacción dada por: Ley N* 18.395 de 24/10/2008 artículo 4. 


Artículo 20.- (Jubilación por edad avanzada).- La causal de jubilación por edad 
avanzada se configura al reunir los siguientes requisitos mínimos de edad y de 
servicios reconocidos conforme al artículo 77 de la presente ley, se esté o no en 
actividad a la fecha de configuración de tal causal: 


A) Setenta años de edad y quince años de servicios, o 

B) sesenta y nueve años de edad y diecisiete años de servicios, o 
C) sesenta y ocho años de edad y diecinueve años de servicios, o 
D) sesenta y siete años de edad y veintiún años de servicios, o 

E) sesenta y seis años de edad y veintitrés años de servicios, o 
F) sesenta y cinco años de edad y veinticinco años de servicios. 


Las modalidades de configuración de la causal previstas en los precedentes 
literales D), E) y F) entrarán en vigencia a partir del 1? de enero de 2010. 


La jubilación por edad avanzada es incompatible con cualquier otra jubilación, 
retiro o subsidio transitorio por incapacidad parcial, salvo la prestación que 
provenga del régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio. 


Redacción dada por: Ley N* 18.395 de 24/10/2008 artículo 6. 


Artículo 21.- (Servicios bonificados y causales de jubilación común y por 
edad avanzada).- La bonificación de servicios sólo regirá para las causales de 
jubilación común y por edad avanzada. En estos casos, cuando se computen 
servicios bonificados, se adicionará a la edad real y a los años de trabajo 
registrados, la bonificación que corresponda de conformidad con lo establecido por 
los artículos 36 y 37 de la presente ley. 


CAPÍTULO IV - DEL SUBSIDIO TRANSITORIO POR INCAPACIDAD PARCIAL 


Artículo 22.- (Subsidio transitorio por incapacidad parcial).- El derecho a 
percibir el subsidio transitorio por incapacidad parcial, se configura en el caso de la 
incapacidad absoluta y permanente para el empleo o profesión habitual, 
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sobrevenida en actividad o en periodos de inactividad compensada, cualquiera sea 
la causa que la haya originado, siempre que se acredite: 


A) No menos de dos años de servicios reconocidos de acuerdo al artículo 77 de 
la presente ley. 


Para los trabajadores que tengan hasta veinticinco años de edad sólo se exigirá 
un período mínimo de servicios de seis meses. 


B) Que se trate de la actividad principal, entendiéndose por tal la que proporciona 
el ingreso necesario para el sustento. 


C) Que se haya verificado el cese del cobro de las retribuciones de actividad en 
la que se produjo la causal del subsidio transitorio y durante el periodo de 
percepción del mismo. 


Si la incapacidad se hubiese originado a causa o en ocasión del trabajo, no regirá 
el período mínimo de servicios referido. 


Esta prestación se servirá, de acuerdo al grado de capacidad remanente y a la 
edad del afiliado, por un plazo máximo de tres años contados desde la fecha de la 
incapacidad o desde el vencimiento de la cobertura de las prestaciones por 
enfermedad y estará gravada de ¡igual forma que los demás períodos de inactividad 
compensada. Si dentro del plazo antes indicado la incapacidad deviene absoluta y 
permanente para todo trabajo, se configurará jubilación por incapacidad total. 


Los beneficiarios de este subsidio quedan comprendidos en lo dispuesto por el 
literal A) del artículo 327 de la Ley N* 16,320, de 1? de noviembre de 1992. 


Redacción dada por: Ley N* 18.395 de 24/10/2008 artículo 5. 
Literal C) redacción dada anteriormente por: Ley N* 17.859 de 20/12/2004 artículo 1. 


Artículo 23.- (Condiciones para el mantenimiento del subsidio por 
incapacidad parcial).- Cuando se determine la existencia de una incapacidad 
absoluta y permanente para el empleo o profesión habitual, se establecerá el 
momento en que deberá realizarse el examen definitivo, así como si el afiliado debe 
someterse a exámenes médicos periódicos, practicados por servicios del Banco de 
Previsión Social o por los que éste indique. 


El beneficiario deberá necesariamente presentarse a dichos exámenes y la 
ausencia no justificada a los mismos, aparejará la inmediata suspensión de la 
prestación. 


Esta dejará también de servirse, si al practicarse los exámenes periódicos 
dispuestos, se constatare el cese de la incapacidad. 


Artículo 24.- (Incapacidad parcial y edad mínima de jubilación).- Si la 
incapacidad absoluta y permanente para el empleo o profesión habitual subsistiera 
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al cumplir el beneficiario la edad minima requerida para la configuración de la causal 
común, aquélla se considerará como absoluta y permanente para todo trabajo, 
salvo que el beneficiario opte expresamente por reintegrarse a la actividad. 


CAPÍTULO V - DE LAS PENSIONES DE SOBREVIVENCIA 


Artículo 25.- (Beneficiarios).- Son beneficiarios con derecho a pensión: 
A) Las personas viudas. 


B) Los hijos solteros mayores de dieciocho años de edad absolutamente 
incapacitado para todo trabajo y los hijos solteros menores de veintiún años 
de edad excepto cuando se trate de mayores de dieciocho años de edad que 
dispongan de medios de vida propios y suficientes para su congrua y decente 
sustentación. 


C) Los padres absolutamente incapacitados para todo trabajo. 
D) Las personas divorciadas. 


Las referencias a padres e hijos comprenden el parentesco legítimo, 
natural o por adopción. 


El derecho a pensión de los hijos, se configurará en el caso de que su 
padre o madre no tengan derecho a pensión, o cuando éstos, en el goce del 
beneficio, fallezcan o pierdan el derecho por cualquiera de los impedimentos 
establecidos legalmente. 


E) Las concubinas y los concubinos, entendiéndose por tales las personas 
que, hasta el momento de configuración de la causal, hubieran mantenido 
con el causante una convivencia ininterrumpida de al menos cinco años en 
unión concubinaria de carácter exclusivo, singular, estable y permanente, 
cualquiera sea su sexo, identidad, orientación u 


opción sexual y que no resultare alcanzada por los impedimentos dirimentes 
establecidos en los numerales 1?, 2*, 4” y 5? del artículo 91 del Código Civil. 


Literal B) redacción dada por: Ley N* 16.759 de 04/07/1996 artículo 3. 
Literal E) agregado/s por: Ley N* 18.246 de 27/12/2007 artículo 14. 


Artículo 26.- (Condiciones del derecho y términos de la prestación).- En el 
caso del viudo, concubino, los padres absolutamente incapacitados para todo 
trabajo y las personas divorciadas, deberán acreditar conforme a la reglamentación 
que se dicte, la dependencia económica del causante o la carencia de ingresos 
suficiente. 


Tratándose de las viudas y de las concubinas, tendrán derecho al beneficio siempre 
que sus ingresos mensuales no superen la suma de $ 15.000 (quince mil pesos 
uruguayos). 
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En el caso de los beneficiarios señalados en el literal D) del artículo anterior, 
deberán justificar que gozaban de pensión alimenticia servida por su ex cónyuge, 
decretada u homologada judicialmente. En estos casos, el monto de la pensión o 
la cuota parte, si concurriere con otros beneficiarios, no podrá exceder el de la 
pensión alimenticia. 


Los hijos adoptivos y los padres adoptantes, en todo caso deberán probar que 
han integrado, de hecho, un hogar común con el causante, conviviendo en su 
morada y constituyendo con el mismo una unidad moral y económica similar a la 
de la familia, siempre que esta situación fuese notoria y preexistente en cinco años 
por lo menos, a la fecha de configurar la causal pensionaria, aun cuando el 
cumplimiento de las formalidades legales de adopción fuese más reciente. 


Cuando la causal pensionaria se opere antes que el adoptado haya cumplido los 
diez años de edad, se exigirá que el beneficiario haya convivido con el causante la 
mitad de su edad a dicha fecha. 


El goce de esta pensión es incompatible con el de la causada por vínculo de 
consanguinidad, pudiendo optar el interesado por una u otra. 


Tratándose de beneficiarias viudas y de beneficiarias concubinas, que tengan 
cuarenta o más años de edad a la fecha de fallecimiento del causante, o que 
cumplan esa edad gozando del beneficio de la pensión, la misma se servirá durante 
toda su vida. Los restantes beneficiarios mencionados en los literales A), D) y E) 
del artículo 25 de la presente ley que cumplan con los requisitos establecidos en 
este inciso, gozarán igualmente de la pensión durante toda su vida, salvo que se 
configuren respecto de los mismos las causales de término de la prestación que se 
establecen en este artículo. 


En el caso que los beneficiarios mencionados en los literales A), D) y E) del 
artículo 25 de la presente ley tengan entre treinta y treinta y nueve años de edad a 
la fecha del fallecimiento del causante, la pensión se servirá por el término de cinco 
años y por el término de dos años cuando los mencionados beneficiarios sean 
menores de treinta años de edad a dicha fecha. Los periodos de prestación de la 
pensión a que hace referencia el inciso anterior no serán de aplicación en los casos 
en que: 


A) El beneficiario estuviese total y absolutamente incapacitado para todo 
trabajo. 


B) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos solteros menores de 
veintiún años de edad, en cuyo caso la pensión se servirá hasta que estos 
últimos alcancen dicha edad, excepto cuando se trate de mayores de 
dieciocho años de edad que dispongan de medios de vida propios y 
suficientes para su congrua y decente sustentación. 


C) Integren el núcleo familiar hijos solteros mayores de dieciocho años de 
edad absolutamente incapacitados para todo trabajo. 


El derecho a pensión se pierde: 
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A) Por contraer matrimonio en el caso del viudo, concubino y personas 
divorciadas. 


B) Por el cumplimiento de veintiún años de edad en los casos de hijos 
solteros. 


C) Por hallarse el beneficiario al momento del fallecimiento del causante en 
algunas de las situaciones de desheredación o indignidad previstas en los 
artículos 842, 899, 900 y 901 del Código Civil. 


D) Por recuperar su capacidad antes de los cuarenta y cinco años de edad 
los beneficiarios mencionados en los literales B) y C) del artículo 25 de la 
presente ley. 


E) Por mejorar la fortuna de los beneficiarios. 


Redacción dada por: Ley N% 18.246 de 27/12/2007 artículo 15. 
Inciso 9%) literales b) y c) redacción dada anteriormente por: Ley N* 16.759 de 
04/07/1996 artículo 4. 


CAPÍTULO VI - DE LA DETERMINACIÓN DEL MONTO Y DEMÁS 
CONDICIONES DE LAS PRESTACIONES 


Artículo 27.- (Sueldo básico jubilatorio).- El sueldo básico jubilatorio será el 
promedio mensual de las asignaciones computables actualizadas de los diez 
últimos años de servicios registrados en la historia laboral, limitado al promedio 
mensual de los veinte años de mejores asignaciones computables actualizadas, 
incrementado en un 5% (cinco por ciento). 


Si fuera más favorable para el trabajador el sueldo básico jubilatorio será el 
promedio de los veinte años de mejores asignaciones computables actualizadas, 
por servicios registrados en la historia laboral. 


Tratándose de jubilación por incapacidad total y de jubilación por edad avanzada, 
si el tiempo de servicios computados no alcanza al período o períodos de cálculo 
indicados en los incisos anteriores de este artículo, se tomará el promedio 
actualizado correspondiente al período o períodos efectivamente registrados. 


Para el cálculo del sueldo básico jubilatorio, en todos los casos, sólo se tomarán 
en cuenta asignaciones computables mensuales actualizadas hasta el monto de $ 
5.000 (cinco mil pesos uruguayos). 


La actualización se hará hasta el mes inmediato anterior al inicio del servicio de 
la pasividad, de acuerdo al Índice Medio de Salarios, elaborado conforme al artículo 
39 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968. 
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Artículo 28.- (Sueldo básico jubilatorio de los afiliados comprendidos por 
el artículo 8?).- A los efectos del cálculo del sueldo básico jubilatorio de los afiliados 
que hubieren ejercido la opción prevista por los incisos primero y segundo o se 
encontraren comprendidos en el inciso tercero del artículo 8? de la presente ley, se 
multiplicará por 1,5 (uno con cinco) las asignaciones computables mensuales por 
las que se efectuó aportes personales al régimen de jubilación por solidaridad 
intergeneracional, El menor monto entre el importe mensual resultante o la suma 
de $ 5.000 (cinco mil pesos uruguayos) se tomará como asignación computable de 
cada mes para la determinación del sueldo básico jubilatorio, aplicándose en lo 
demás el procedimiento establecido en el artículo anterior. 


Artículo 29.- (Asignación de jubilación).- La asignación de jubilación será: 


A) Para la jubilación común, el resultado de aplicar sobre el sueldo básico 
jubilatorio respectivo, los porcentajes que se establecen a continuación: 


1) El 45% (cuarenta y cinco por ciento) cuando se computen como 
mínimo — treinta años de servicios reconocidos de acuerdo al artículo 
77 de la presente ley. 


2) Se adicionará: 


A) Un 1% (uno por ciento) del sueldo básico jubilatorio por cada 
año de servicios que exceda de treinta hasta los treinta y cinco 
años de servicios. 


B) Un 0,5% (medio por ciento) del referido sueldo básico, por 
cada año de servicios que exceda de treinta y cinco al momento 
de configurarse la causal, con un tope del 2,5% (dos y medio 
por ciento). 


C) A partir de los sesenta años de edad, por cada año de edad 
que se difiera el retiro después de haberse completado treinta 
y cinco años de servicios, un 3% (tres por ciento) del sueldo 
básico jubilatorio por año con un máximo de 30% (treinta por 
ciento); de no contarse a dicha edad con treinta y cinco años 
de servicios, se adicionará un 2% (dos por ciento) del sueldo 
básico jubilatorio por cada año de edad Que supere los 
sesenta, hasta llegar a los setenta años de edad o hasta 
completar treinta y cinco años de servicios, si esto ocurriere 
antes. 


3) Tratándose de actividades bonificadas, de acuerdo a lo previsto en 
el artículo 36 de la presente ley, los porcentajes previstos en el 
numeral 2) del literal A) del presente artículo, se aplicarán sobre la 
edad y el tiempo de servicios bonificados. 


B) Para jubilación por incapacidad total, el 65% (sesenta y cinco por ciento) 
del sueldo básico jubilatorio. 
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C) Para la jubilación por edad avanzada, el 50% (cincuenta por ciento) del 
sueldo básico jubilatorio al configurarse la causal, más el 1% (uno por ciento) 
del mismo por cada año que exceda de los respectivos mínimos de servicios 
que exige el artículo 20 de la presente ley, con un máximo del 14% (catorce 
por ciento). 


Literal A) redacción dada por: Ley N* 18.395 de 24/10/2008 artículo 2. 
Literal C) redacción dada por: Ley N* 18.395 de 24/10/2008 artículo 7. 


Artículo 30.- (Monto del subsidio transitorio por incapacidad parcial).- El 
monto mensual del subsidio transitorio por incapacidad parcial será equivalente al 
65% (sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico jubilatorio, calculado de acuerdo 
al artículo 27 de la presente ley. 


Artículo 31.- (Sueldo básico de pensión).- El sueldo básico de pensión será 
equivalente a la jubilación que le hubiere correspondido al causante a la fecha de 
su fallecimiento, con un mínimo equivalente a la asignación de la jubilación por 
incapacidad total. 


Si el causante estuviere ya jubilado o percibiendo el subsidio transitorio por 
incapacidad parcial, el sueldo básico de pensión será la última asignación de 
pasividad o de subsidio. 


Artículo 32.- (Asignación de pensión).- La asignación de pensión será: 


A) Si se trata de personas viudas o divorciadas o concubinas o concubinos, 
el 75% (setenta y cinco por ciento) del básico de pensión cuando exista 
núcleo familiar, o concurrencia con hijos no integrantes del mismo o padres 
del causante. 


B) Si se trata exclusivamente de la viuda o concubina o del viudo o 
concubino, o hijos del causante, el 665% (sesenta y seis por ciento) del básico 
de pensión. 


C) Si se trata de hijos en concurrencia con los padres del causante, el 66% 
(sesenta y seis por ciento) del básico de pensión. 


D) Si se trata exclusivamente de las divorciadas o divorciados, o padres del 
causante, el 50% (cincuenta por ciento) del básico de pensión. 


E) Si se trata de la viuda o viudo en concurrencia con la divorciada o 
divorciado y/o concubina o concubino, o de la divorciada o divorciado en 
concurrencia con la concubina o concubino, sin núcleo familiar, el 66% 
(sesenta y seis por ciento) del sueldo básico de pensión. Si alguna o algunas 
de esas categorías tuviere o tuvieren núcleo familiar, el 9% (nueve por 
ciento) de diferencia se asignará o distribuirá, en su caso, entre esas partes. 


Literales A), B) y E) redacción dada por: Ley N* 18.246 de 27/12/2007 artículo 16. 
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Artículo 33.- (Distribución de la asignación de pensión).- En caso de 
concurrencia de beneficiarios, la distribución de la asignación de pensión se 
efectuará con arregio a las siguientes normas: 


A) A la viuda o viudo, concubina o concubino, divorciada o divorciado, con 
núcleo familiar, en concurrencia con otros beneficiarios, le corresponderá 
el 70% (setenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran con núcleo familiar la viuda o viudo y/o concubina o 
concubino y/o divorciada o divorciado, la distribución de dicho porcentaje se 
hará por partes iguales a cada categoría. En el caso de que alguna o algunas 
de las categorías integre o integren núcleo familiar, su cuota parte será 
superior en un 14% (catorce por ciento) a la del resto de los beneficiarios. 


El remanente de la asignación de pensión se distribuirá en partes iguales 
entre los restantes coparticipes de pensión. 


B) A la viuda o viudo, concubina o concubino, divorciada o divorciado, sin 
núcleo familiar, en concurrencia con otros beneficiarios, le corresponderá el 
60% (sesenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran la viuda o viudo y/o concubina o concubino y/o divorciada 
o divorciado, la distribución de dicho porcentaje se hará por partes iguales a 
cada categoría. 


El remanente se distribuirá en partes iguales entre los restantes coparticipes 
de pensión. 


C) En los demás casos, la asignación de pensión se distribuirá en partes 
iguales. 


En caso de las divorciadas o divorciados en concurrencia con otros 
beneficiarios, el remanente que pudiera surgir de la aplicación del inciso 
tercero del artículo 26 de la presente ley, se distribuirá en la proporción que 
corresponda a los restantes beneficiarios. 


Literales A) y B) redacción dada por: Ley N% 18.246 de 27/12/2007 artículo 17. 


Artículo 34.- (Reliquidación entre coparticipes de pensión).- Cuando un 
beneficiario falleciere o perdiere su derecho a percibir la pensión, se procederá a 
reliquidar la asignación de pensión si correspondiera, así como a su distribución, 
de acuerdo con lo establecido en los artículos anteriores. 


Artículo 35.- (Liquidación individual).- En cualquier caso de concurrencia de 
beneficiarios de pensión se liquidará por separado la parte proporcional que 
corresponda a cada uno de ellos, sin perjuicio de lo establecido en el inciso final del 
artículo 25 de la presente ley. 
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CAPÍTULO VII - CLASIFICACIÓN DE LOS SERVICIOS 


Artículo 36.- (Clasificación de los servicios).- Los servicios se clasifican en 
ordinarios y bonificados. 


Servicios ordinarios son aquellos que corresponden al tiempo de trabajo 
registrado en la historia laboral. 


Servicios bonificados son aquellos para cuyo cómputo se adiciona tiempo 
suplementario ficto a la edad real y al período de trabajo registrado en la historia 
laboral. 


Artículo 37.- (Servicios bonificados). El Poder Ejecutivo, mediante 
reglamentación, determinará los servicios que serán bonificados, ajustándose a los 
siguientes criterios: 


A) Serán bonificados en la proporción de hasta dos años por cada uno, los 
servicios prestados en actividades cuyo desempeño imponga inevitablemente un 
riesgo de vida cierto o afecte la integridad física o mental del afiliado, cuando 
este riesgo resulte a la vez actual, grave y permanente, según índices 
estadísticos de mortalidad o morbilidad. 


B) Serán bonificados en menor proporción: 


1) Los servicios prestados en actividades que presenten niveles de inferior 
riesgo. 


2) Los servicios prestados en actividades que, por su naturaleza y 
características, impongan indistintamente al trabajador un alto grado de 
esfuerzo de su sistema neuromotor, habilidad artesanal, precisión sensorial 
o exigencia psíquica, que haga imposible un rendimiento normal y regular 
más allá de cierta edad, cuando este carácter sea determinado mediante 
pericias técnicas y estudios estadísticos ocupacionales. 


3) Los servicios prestados en actividades docentes en institutos de 
enseñanza, públicos o privados habilitados. 


Artículo 38.- (Reconocimiento de servicios bonificados). Los servicios 
bonificados serán reconocidos como tales, cuando el afiliado tenga en ellos una 
actuación mínima de diez años. 


La bonificación de servicios será revisada por el Poder Ejecutivo al menos cada 
cinco años, realizándose todas las investigaciones, estudios o pericias que 
permitan determinar que se da adecuado cumplimiento a las condiciones exigidas 
en el artículo anterior. 
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Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer edades mínimas, a partir de las cuales 
se aplicará la bonificación de servicios, en los casos de actividades que así lo 
justifiquen. 


Artículo 39.- (Contribución especial por servicios bonificados). Los 
empleadores que ocupen trabajadores en actividades bonificadas deberán abonar 
una contribución especial a su cargo, la que será determinada por el Poder 
Ejecutivo, en base a la bonificación prevista para la actividad, propendiendo a la 
equivalencia entre ingresos por aportaciones y egresos por prestaciones en el largo 
plazo. 


La referida contribución especial no podrá superar el 100% (cien por ciento) de 
la suma de las tasas de los aportes personales y patronales. 


La contribución especial no será aplicable a las instituciones mencionadas por el 
artículo 69 de la Constitución de la República. 


La contribución especial, correspondiente a las asignaciones computables 
comprendidas en el tramo entre $ 5.000 (cinco mil pesos uruguayos) y $ 15.000 
(quince mil pesos uruguayos), deberá verterse en la cuenta de ahorro jubilatorio del 
trabajador. 


CAPÍTULO VIII - REGULACIÓN DE LAS PRESTACIONES 


Artículo 40.- (Mínimo de jubilación y subsidio transitorio). El monto mínimo 
de la asignación de jubilación común, cuando el beneficiario tenga sesenta años de 
edad, será de $ 550 (quinientos cincuenta pesos uruguayos) mensuales, el que se 
incrementará en un 12% (doce por ciento) anual por cada año de edad 
subsiguiente, con un máximo del 120% (ciento veinte por ciento). 


El monto mínimo de la asignación de jubilación por incapacidad total, de la 
jubilación por edad avanzada y del subsidio transitorio por incapacidad parcial será 
de $ 950 (novecientos cincuenta pesos uruguayos) mensuales. 


Para los afiliados comprendidos en el artículo 8%, la asignación de jubilación 
mínima será el 75% (setenta y cinco por ciento) de los mínimos previstos en los 
incisos anteriores, según corresponda. 


En el caso de percibirse más de una pasividad o subsidio transitorio por 
incapacidad parcial, a cargo del Banco de Previsión Social, los mínimos 
mencionados en los incisos anteriores se aplicarán a la suma de todas las 
pasividades o subsidios. 


Los minimos establecidos en este artículo se aplicarán a quienes ingresen al 
goce de las prestaciones a partir del 1? de enero del año 2003, rigiendo hasta esa 
fecha lo dispuesto en el artículo 75 de la presente ley. 
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Artículo 41.- (Máximo de jubilación y subsidio). La asignación de jubilación 
común, por incapacidad total y por edad avanzada y la del subsidio transitorio por 
incapacidad parcial otorgadas de acuerdo al régimen de jubilación por solidaridad 
intergeneracional, no podrá exceder de $ 4.125 (cuatro mil ciento veinticinco pesos 
uruguayos), sin perjuicio de la prestación que pueda corresponder de acuerdo al 
régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio. 


Artículo 42.- (Monto del subsidio para expensas funerarias). El monto del 
subsidio para expensas funerarias, a que refiere el artículo 46 del llamado Acto 
Institucional N* 9, de 23 de octubre de 1979, será de $ 2.300 (dos mil trescientos 
pesos uruguayos). 


CAPÍTULO IX - DE LA PRESTACIÓN ASISTENCIAL NO CONTRIBUTIVA 


Artículo 43.- (Prestación asistencial no contributiva por vejez o invalidez). 
Será beneficiario de la pensión a la vejez e invalidez, todo habitante de la República 
que carezca de recursos para subvenir a sus necesidades vitales y tenga setenta 
años de edad o, en cualquier edad, esté incapacitado en forma absoluta para todo 
trabajo remunerado. 


Quienes tengan ingresos de cualquier naturaleza u origen inferiores al monto de 
esta prestación o beneficio, recibirán únicamente la diferencia entre ambos 
importes. 


Los extranjeros o ciudadanos legales, para poder acceder al beneficio, deberán 
tener, por lo menos, quince años de residencia continuada en el país. 


TÍTULO IV - DEL SEGUNDO NIVEL 


CAPÍTULO | - DEL REGIMEN DE JUBILACIÓN POR 
AHORRO INDIVIDUAL OBLIGATORIO 


Artículo 44.- (Alcance del régimen). El régimen de jubilación por ahorro 
individual obligatorio alcanza a los afiliados activos del Banco de Previsión Social 
en las siguientes situaciones: 


Aj) Por el tramo de las asignaciones computables superiores a $ 5.000 (cinco 
mil pesos uruguayos) y hasta $ 15.000 (quince mil pesos uruguayos) 
mensuales. 


B) Por las asignaciones computables o tramo de las mismas, hasta los $ 
5.000 (cinco mil pesos uruguayos) mensuales, siempre que hubieren 
realizado la opción prevista en el artículo 8? de la presente ley. 
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C) En los casos previstos en el inciso tercero del artículo 8% de la presente 
ley. 


Artículo 45.- (Recursos del régimen de jubilación por ahorro individual 
obligatorio). Las cuentas de ahorro individual a cargo de las entidades 
administradoras, tendrán los siguientes recursos: 


A) Los aportes personales jubilatorios de los trabajadores dependientes y 
no dependientes, sobre las asignaciones computables superiores a $ 5.000 
(cinco mil pesos uruguayos) hasta $ 15.000 (quince mil pesos uruguayos) 
mensuales. 


B) Los aportes personales jubilatorios de quienes hayan hecho la opción de 
acuerdo al artículo 8* de la presente ley y de quienes estén comprendidos 
en el inciso tercero del citado artículo. 


C) La contribución patronal especial por servicios bonificados prevista en el 
artículo 39 de la presente ley. 


D) Los depósitos voluntarios que realice el afiliado 


E) Los depósitos convenidos que realice cualquier persona física o jurídica 
a nombre del afiliado. 


F) Las sanciones pecuniarias por infracciones tributarias sobre los aportes 
destinados a este régimen (artículo 93 del Código Tributario). 


G) La rentabilidad mensual del fondo de ahorro previsional que corresponda 
a la participación de la cuenta de ahorro individual en el total del mismo, al 
comienzo del mes de referencia, sin perjuicio de las transferencias desde y 
hacia el Fondo de Fluctuación de Rentabilidad y desde la Reserva Especial. 


Artículo 46.- (Recaudación de los aportes obligatorios). Los aportes 
mencionados en los literales A), B) y C) del artículo anterior son contribuciones 
especiales de seguridad social y serán recaudados, en forma nominada, por el 
Banco de Previsión Social, sujetos a los mismos procedimientos y oportunidades 
que los demás tributos que recauda. 


La recaudación de las sanciones pecuniarias establecidas en el literal F) del 
artículo 45 de la presente ley se distribuirá en las cuentas de ahorro individual, en 
lo pertinente. 


Dentro del plazo que establecerá la reglamentación, con un máximo de hasta 
quince días hábiles después de vencido el mes de recaudación, el Banco de 
Previsión Social deberá hacer el cierre y la versión de los aportes obligatorios a 
cada entidad administradora y deberá remitir a la misma la relación de los afiliados 
comprendidos, los sueldos de aportación y los importes individuales depositados. 
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Artículo 47.- (Acreditación de los aportes). Los aportes y los montos por 
sanciones pecuniarias correspondientes a infracciones tributarias, transferidos por 
el Banco de Previsión Social con destino a cada entidad administradora, según lo 
establecido en el artículo anterior, serán acreditados en las respectivas cuentas de 
ahorro individual dentro del plazo de cuarenta y ocho horas. 


Artículo 48.- (Depósitos voluntarios). El afiliado, cualquiera sea su nivel de 
ingresos, podrá efectuar, directamente en la entidad administradora, depósitos 
voluntarios con el fin de incrementar el ahorro acumulado en su cuenta personal. 


Artículo 49.- (Depósitos convenidos). Los depósitos convenidos consisten en 
importes de carácter único o periódico, que cualquier persona física o jurídica 
convenga con el afiliado depositar en la respectiva cuenta de ahorro personal, Estos 
depósitos tendrán la misma finalidad que la descripta en el artículo anterior y podrán 
ingresarse a la Administradora en forma similar. 


Los depósitos convenidos deberán realizarse mediante contrato por escrito, que 
será remitido a la entidad administradora en la que se encuentra incorporado el 
afiliado, con una anticipación de treinta días a la fecha en que deba efectuarse el 
único o primer depósito. 


Facúltase al Poder Ejecutivo, a los fines de su consideración tributaria, a 
determinar topes máximos al monto o porcentaje de estos depósitos. 


CAPÍTULO ll - DELAS PRESTACIONES POR VEJEZ, 
INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA 


Artículo 50.- (Clasificación de las prestaciones). Las prestaciones por vejez, 
invalidez y sobrevivencia, con cargo a las cuentas de ahorro individual, son las 
jubilaciones, el subsidio transitorio por incapacidad parcial y las pensiones de 
sobrevivencia. 


CAPÍTULO lll - DE LAS CONDICIONES DE ACCESO A LAS PRESTACIONES 


Artículo 51.- (Condiciones del derecho jubilatorio). El acceso a las 
prestaciones de jubilación del régimen de ahorro individual obligatorio, se regirá por 
los mismos requisitos aplicables al régimen de jubilación por solidaridad 
intergeneracional, de acuerdo a lo establecido en los artículos 18, 19 y 20 de la 
presente ley. 


Artículo 52.- (Derecho del afiliado incapacitado sin causal). En el caso que 
el afiliado se haya incapacitado en forma absoluta y permanente para todo trabajo 
y no tenga derecho a las prestaciones a que hace referencia el artículo 19 de la 
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presente ley, la entidad administradora procederá, a opción del afiliado, a 
reintegrarle los fondos acumulados en la cuenta de ahorro individual o a transferir 
los mismos a una empresa aseguradora, a efectos de la constitución de un capital 
para la obtención de una prestación mensual. 


Artículo 53.- (Condiciones del derecho pensionario). Las pensiones de 
sobrevivencia del régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio se regirán 
por lo dispuesto en los artículos 25, 26, 32, 33, 34 y 35 de la presente ley. 


El sueldo básico de pensión será el equivalente a la prestación mensual que 
estuviere percibiendo, por este régimen, el afiliado jubilado o la que le hubiese 
correspondido al afiliado activo a la fecha de su fallecimiento, con un mínimo 
equivalente a la jubilación por incapacidad total conforme al artículo 59 de la 
presente ley. 


CAPÍTULO IV - DEL FINANCIAMIENTO, DETERMINACION Y DEMÁS 
CONDICIONES DE LAS PRESTACIONES 


Artículo 54.- (Financiamiento de la jubilación común, de la jubilación por 
edad avanzada y de las pensiones de sobrevivencia que de ellas se derivan). 
Las prestaciones de jubilación común, de la jubilación por edad avanzada y de las 
pensiones de sobrevivencia que de ellas se derivan se financiarán con el saldo 
acumulado en la cuenta de ahorro individual que tenga el afiliado en la entidad 
administradora, al momento del cese en todas las actividades comprendidas por el 
Banco de Previsión Social, con causal jubilatoria configurada o permaneciendo en 
actividad siempre que tenga un mínimo de sesenta y cinco años de edad (artículo 
6*, "in fine", de la presente ley) o desde la fecha de la solicitud si fuera posterior. 


Artículo 55.- (Determinación de la jubilación común y de la jubilación por 
edad avanzada). La asignación inicial de la jubilación común y de la jubilación por 
edad avanzada se determinará en base al saldo acumulado en la cuenta de ahorro 
individual, a la fecha de traspaso de los fondos desde la entidad administradora a 
la empresa aseguradora, a la expectativa de vida del afiliado fijada en la forma 
establecida por el artículo 6 de la presente ley y a la tasa de interés respectiva. 


Artículo 56.- (Pago de las prestaciones). Las prestaciones mencionadas en el 
artículo anterior serán abonadas por una empresa aseguradora, ajustándose a las 
siguientes condiciones: 


A) El contrato en el que se estipule el pago mensual de dicha prestación será 
realizado por el afiliado con una empresa aseguradora, a su elección, 
conforme a los procedimientos que establezcan las normas reglamentanas. 
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La entidad administradora, una vez notificada por el afiliado, quedará 
obligada a traspasar a la empresa aseguradora los fondos de la cuenta de 
ahorro individual. 


B) A partir de la celebración de dicho contrato, la empresa aseguradora será 
la única responsable y obligada al pago de la prestación correspondiente al 
beneficiario hasta su fallecimiento y a partir de éste, al pago de las 
eventuales pensiones de sobrevivencia. 


Artículo 57.- (Financiamiento de la jubilación por incapacidad total, 
subsidio transitorio por incapacidad parcial y pensión de sobrevivencia por 
fallecimiento en actividad). Las prestaciones de jubilación por incapacidad total, 
subsidio transitorio por incapacidad parcial y pensión de sobrevivencia por 
fallecimiento en actividad o en goce de las prestaciones mencionadas, serán 
financiadas por cada entidad administradora, mediante la contratación, con una 
empresa aseguradora, de un seguro colectivo de invalidez y fallecimiento. 


El seguro colectivo contratado no exime a la entidad administradora de las 
responsabilidades y obligaciones emergentes de la cobertura de los riesgos 
mencionados en el inciso primero de este artículo. 


El Banco Central del Uruguay fijará las pautas mínimas a que deberá ajustarse 
dicho contrato de seguro. 


Artículo 58.- (Afectación del capital acumulado).- A los efectos del seguro 
contratado para la cobertura de los riesgos mencionados en el artículo anterior, el 
capital acumulado en la cuenta de ahorro del afiliado en la entidad administradora, 
a la fecha en que se produzca la incapacidad total, el fallecimiento en actividad o el 
fallecimiento en el goce del subsidio transitorio por incapacidad parcial será vertido 
en la empresa aseguradora imputándose como pago parcial de la prima del seguro 
colectivo mencionado en el artículo anterior. 


El capital acumulado en la cuenta de ahorro del afiliado en la entidad 
administradora a ser vertido a la empresa aseguradora y referido en el inciso 
anterior, no comprenderá los ahorros voluntarios y depósitos convenidos y sus 
rentabilidades, salvo lo dispuesto en el inciso cuarto del presente, y en el caso en 
que dichos ahorros hayan servido de base para la determinación de la prestación 
correspondiente. 


En los casos de jubilación por incapacidad total, la administradora procederá a 
opción del afiliado, a reintegrarle el capital acumulado en la cuenta de ahorro 
individual por concepto de ahorros voluntarios y depósitos convenidos o a transferir 
los mismos a una empresa aseguradora, a efectos de la constitución de un capital 
para la obtención de una prestación mensual. 


94-C.S. CÁMARA DE SENADORES 20 de diciembre de 2017 


Si en la determinación de la asignación de pensión de sobrevivencia generada 
en el caso de fallecimiento del afiliado en actividad o en situación de desocupación 
no tiene incidencia el capital acumulado por concepto de ahorros voluntarios y 
depósitos convenidos, el mismo formará parte del haber hereditario. Lo mismo 
ocurrirá en los casos en que, aun pudiendo incidir en la fijación de una asignación 
pensionaria, habiendo beneficiarios de pensión no tengan derecho a la misma o no 
se reclame el beneficio dentro de los dos años del fallecimiento del causante. 


Los ahorros voluntarios y depósitos convenidos no estarán sujetos al pago de la 
prima del seguro colectivo de invalidez y fallecimiento. 


Redacción dada por: Ley N* 17.445 de 31/12/2001 artículo 2. 


Artículo 59.- (Determinación de la jubilación por incapacidad total y del 
subsidio transitorio por incapacidad parcial). La empresa aseguradora pagará 
una jubilación por incapacidad total o un subsidio transitorio por incapacidad parcial, 
igual al 45% (cuarenta y cinco por ciento) del promedio mensual de las asignaciones 
computables actualizadas de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 
27 de la presente ley, sobre las que se aportó al Fondo Previsional en los últimos 
diez años de actividad o periodo efectivo menor de aportación. 


Artículo 60.- (Regulación de las prestaciones). las prestaciones 
mencionadas en el presente capítulo se ajustarán por el procedimiento y en las 
oportunidades establecidas en el artículo 67 de la Constitución de la República. 


TÍTULO V - DEL RÉGIMEN APLICABLE A LOS AFILIADOS 
CON CAUSAL JUBILATORIA 
CAPÍTULO ÚNICO 


Artículo 61.- (Regulación). Los afiliados activos del Banco de Previsión Social 
que, al 31 de diciembre de 1996, tengan configurada causal jubilatoria por 
actividades comprendidas en dicho organismo, se regirán por el régimen vigente a 
la fecha de promulgación de la presente ley, salvo lo dispuesto en el artículo 63 
(Aplicación del régimen más beneficioso). 


Los docentes de los institutos de enseñanza pública y privados habilitados que 
computen no menos de veinticinco años de actividad docente efectiva al 31 de 
diciembre de 1996, se regirán por el régimen vigente para esa actividad a la fecha 
de promulgación de la presente ley, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 63 
(Aplicación del régimen más beneficioso). 


Las disposiciones de la presente ley no se aplicarán a las prestaciones en 
curso de pago a la fecha de su vigencia. 
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Artículo 62.- (Opción por el nuevo régimen). Los afiliados comprendidos en 
los incisos primero y segundo del artículo anterior, podrán optar, ante el Banco de 
Previsión Social, por el régimen establecido en los Títulos | a IV, dentro del plazo 
de ciento ochenta días siguientes al de la vigencia de la presente ley. 


Artículo 63.- (Aplicación del régimen más beneficioso). Al efectuarse por el 
Banco de Previsión Social la liquidación de la pasividad correspondiente a los 
afiliados comprendidos en el artículo 61 de la presente ley y que no hubieren 
realizado la opción del artículo anterior, se aplicará de oficio el régimen más 
conveniente al afiliado. A tal efecto se considerará: 


A) En forma integral el Régimen General de Pasividades vigente a la fecha 
de sanción de la presente ley. 


B) El referido Régimen General de Pasividades con excepción del sueldo 
básico de jubilación, mínimo y máximo de jubilación, que serán los que 
resulten de la aplicación de los artículos 71, 75 y 76 de la presente ley, 
respectivamente, tomándose las fechas en ellos indicadas o referidas con 
respecto al cese en la actividad. 


C) Para aquellos afiliados activos que a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley y hasta el 31 de diciembre del año 2002 se amparen a la 
jubilación con sesenta y cinco o más años de edad, el régimen de transición 
establecido en los artículos 66, 69, 71, 72, 73, 74 del Título VI de la presente 
ley y las asignaciones de jubilación mínimas y máximas fijadas para el año 
2003 en los artículos 75 y 76 de la presente ley, sin perjuicio de lo establecido 
en el inciso tercero de este último artículo. 


A los efectos de la determinación del sueldo básico jubilatorio de los afiliados 
comprendidos en este literal, no se tomarán en cuenta las fechas de configuración 
de causal establecidas en el artículo 71 de la presente ley. 


TÍTULO VI - DEL RÉGIMEN DE TRANSICION 
CAPÍTULO 1 


Artículo 64.- (Ámbito de aplicación). Los afiliados al Banco de Previsión Social 
que, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, cuenten con cuarenta o 
más años de edad cumplidos, y no configuren causal jubilatoria al 31 de diciembre 
de 1996, por actividades comprendidas en dicho organismo, se regirán por las 
disposiciones de este Título, salvo que realicen la opción prevista en el artículo 
siguiente 
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Artículo 65.- (Opción). Los afiliados comprendidos en el artículo anterior podrán 
optar por el régimen establecido en los Títulos | a IV, dentro del plazo de ciento 
ochenta días siguientes a la vigencia de la presente ley. 


CAPÍTULO ll - DELAS PRESTACIONES 


Artículo 66.- (Prestaciones). Las prestaciones serán las indicadas en los 
artículos 15 y 16 de la presente ley. 


Artículo 67.- (Causal de jubilación común). Para configurar causal de 
jubilación común se requiere un mínimo de treinta años de servicios reconocidos 
en las condiciones establecidas en el artículo 77 de la presente ley y el 
cumplimiento de una edad mínima, de acuerdo al siguiente detalle: 


1) Para el hombre, el cumplimiento de sesenta años de edad. 

2) Para la mujer, el cumplimiento de una edad mínima de: 
a) Cincuenta y seis años a partir del 1% de enero de 1997, 
b) Cincuenta y siete años a partir del 1? de enero de 1998. 
c) Cincuenta y ocho años a partir del 1? de enero de 2000. 


d) Cincuenta y nueve años a partir del 1% de enero de 2001, 


A partir del 1% de enero del año 2003 la edad mínima de jubilación de la mujer, 
por la causal común, será de sesenta años. 


Inciso 1%) redacción dada por: Ley N* 18.395 de 24/10/2008 artículo 3. 


Artículo 68. - (Causal de jubilación por edad avanzada). Para configurar 
causal de jubilación por edad avanzada se requiere: 


A) Un mínimo de servicios reconocidos en las condiciones establecidas en 
el artículo 77 de la presente ley de: 


a) Once años de servicios a partir del 1? de enero de 1997. 

b) Doce años de servicios a partir del 1? de enero de 1998. 

c) Trece años de servicios a partir del 1? de enero del 2000, 
d) Catorce años de servicios a partir del 1? de enero del 2001. 


A partir del 1% de enero del año 2003 se requerirá un mínimo de quince años de 
servicios. 
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B) El cumplimiento de una edad mínima, de acuerdo al siguiente detalle: 
1) Para el hombre, el cumplimiento de setenta años de edad. 
2) Para la mujer, el cumplimiento de una edad mínima de: 
a) Sesenta y seis años a partir del 1? de enero de 1997. 
b) Sesenta y siete años a partir del 1% de enero de 1998. 
c) Sesenta y ocho años a partir del 1? de enero del 2000. 
d) Sesenta y nueve años a partir del 1% de enero del 2001. 


A partir del 1 de enero del año 2003, se requerirá, para la mujer un mínimo de 
70 años de edad para configurar la causal de edad avanzada. 


Artículo 69.- (Jubilación por incapacidad total). La causal jubilatoria por 
incapacidad total se regirá por lo dispuesto en el artículo 19 de la presente ley, salvo 
en lo que hace a los periodos mínimos indicados en los literales A) y C) del mismo, 
los que se entenderán referidos a años de servicios reconocidos en las condiciones 
establecidas en el artículo 77 de la presente ley. 


Artículo 70.- (Subsidio transitorio por incapacidad parcial). El subsidio transitorio 
por incapacidad parcial se regirá por las disposiciones establecidas en los artículos 
22, 23 y 24 de la presente ley. Para el caso de la mujer, a efectos de la aplicación 
del artículo 24 de la presente ley, se tomarán en cuenta las fechas y edades 
mínimas previstas en el artículo 67 de la presente ley. 


Artículo 71.- (Sueldo básico jubilatorio). El sueldo básico jubilatorio se 
determinará: 


A) Para quienes configuren causal a partir del 1? de enero del año 1997, por el 
promedio mensual de las asignaciones computables actualizadas de los diez 
últimos años de servicios reconocidos en las condiciones establecidas en el 
artículo 77 de la presente ley. 


B) Para quienes configuren causal en los años siguientes y hasta que se 
disponga de un periodo de veinte años registrados en la historia laboral, por el 
promedio mensual de las asignaciones computables actualizadas de los diez 
últimos años de servicios, siempre que tal promedio no exceda en un 5% (cinco 
por ciento) el promedio mensual de las asignaciones computables actualizadas 
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del período registrado, si éste fuere menor de veinte y mayor de diez años. Si 
excediere se aplicará este último promedio con el referido incremento. 


Si fuera más favorable para el trabajador, el sueldo básico de jubilación será el 
promedio mensual de las asignaciones computables del periodo registrado en la 
historia laboral, si éste fuere menor de veinte y mayor de diez años. 


C) Cuando se disponga de un período de veinte años registrados en la historia 
laboral, se aplicará lo dispuesto en los tres primeros incisos del artículo 27 de la 
presente ley. 


D) Tratándose de jubilación por incapacidad total y de jubilación por edad 
avanzada, si el tiempo de servicios computados no alcanza al período o periodos 
de cálculo indicados en los apartados anteriores de este artículo, se tomará el 
promedio de asignaciones computables actualizadas correspondiente al periodo 
o períodos de servicios reconocidos en las condiciones establecidas en el 
artículo 77 de la presente ley, o periodos efectivamente registrados. 


La actualización se hará en la forma indicada en el artículo 27 de la presente ley. 


Artículo 72.- (Asignación de jubilación común). La asignación de jubilación 
común será la que resulte de la aplicación del artículo 29 de la presente ley. 


Artículo 73.- (Asignación de jubilación por edad avanzada). La asignación de 
jubilación por edad avanzada se regirá por lo dispuesto en el artículo 29 de la 
presente ley, no pudiendo superar la que resultaría de lo dispuesto en el literal e) 
del artículo 53 del llamado Acto Institucional N* 9, de 23 de octubre de 1979, en la 
redacción dada por el artículo 62 de la Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre de 
1983. 


Artículo 74.- (Asignación de jubilación por incapacidad total y subsidio 
transitorio por incapacidad parcial). La asignación de jubilación por incapacidad 
total y el monto mensual del subsidio transitorio por incapacidad parcial serán 
equivalentes al 65% (sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico establecido de 
acuerdo al artículo 71 de la presente ley. 


Artículo 75.- (Monto mínimo de jubilación). El monto mínimo de la asignación 
de jubilación común, para quienes ingresen en el goce de la pasividad a partir del 
1% de enero de 1997 será de $ 550 (quinientos cincuenta pesos uruguayos). 


El referido monto mínimo será incrementado en un 4% (cuatro por ciento) anual 
a partir del 1? de enero del año 1999, por cada año de edad que exceda los sesenta 
al ingresar al goce de la pasividad. 
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Dicho porcentaje será del 8% (ocho por ciento) a partir del 1? de enero del año 
2001 y 12% (doce por ciento) a partir del 1? de enero del año 2003, con un mínimo 
del 120% (ciento veinte por ciento). 


El monto mínimo de la asignación mensual de jubilación por incapacidad total, 
de la jubilación por edad avanzada y del subsidio transitorio por incapacidad parcial, 
será de $ 550 (quinientos cincuenta pesos uruguayos) a partir del 1? de enero de 
1997, $ 680 (seiscientos ochenta pesos uruguayos) a partir del 1? de enero de 1999, 
$ 810 (ochocientos diez pesos uruguayos) a partir del 1% de enero del año 2001 y 
$ 950 (novecientos cincuenta pesos uruguayos) a partir del 1? de enero del año 
2003. 


Cuando se acumule más de una pasividad o subsidio, servidos por el Banco de 
Previsión Social, el mínimo resultante, de acuerdo a los incisos anteriores de este 
artículo, será igualmente aplicable a la suma de todas las pasividades o subsidios 
que perciba el titular o beneficiario. 


Artículo 76.- (Máximo de jubilación y subsidio transitorio por incapacidad 
parcial). La asignación máxima de jubilación común, por incapacidad total y por 
edad avanzada y la del subsidio transitorio por incapacidad parcial para quienes 
ingresen al goce de la pasividad o subsidio a partir del 1* de enero de 1997, será 
de $ 4.300 (cuatro mil trescientos pesos uruguayos), el que se elevará en $ 300 
(trescientos pesos uruguayos) por año para quienes lo hagan en los seis años 
siguientes. 


Para quienes ingresen al goce de la pasividad o subsidio a partir del 1? de enero 
del año 2003 el monto máximo de la prestación será de $ 6.100 (seis mil cien pesos 
uruguayos). 


Cuando se acumule más de una pasividad o subsidio, servidos por el Banco de 
Previsión Social, o en los casos de las asignaciones de pasividad que, a la fecha 
de sanción de la presente ley, tengan un monto máximo establecido en quince 
veces el importe del Salario Mínimo Nacional mensual el máximo será el vigente al 
1% de mayo de 1995, el que se ajustará de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12 
de la presente ley. 


Artículo 77.- (Reconocimiento de servicios). Los servicios de los afiliados al 
Banco de Previsión Social, prestados con anterioridad a la implementación de la 
historia laboral, se reconocerán por el mencionado organismo cuando sean 
acreditados ante el mismo mediante prueba documental tanto en los años de 
actividad, como en el monto computable y en el caso de los no dependientes las 
aportaciones correspondientes. 


La reglamentación podrá admitir otros medios de prueba, a los efectos de 
acreditar servicios anteriores a la fecha de entrada en vigencia de la historia laboral, 
solamente cuando se trate de una única pasividad. 
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Los trabajadores dependientes no deberán probar la aportación ni serán 
responsables por la misma. 


Los afiliados activos deberán efectuar, en los plazos, forma, condiciones y 
requisitos que la reglamentación a dictar establezca, una declaración detallada de 
todos sus servicios anteriores. 


Vencidos los plazos establecidos por dicha reglamentación no se admitirá la 
denuncia de servicios anteriores. 


Los servicios posteriores a la implementación efectiva de la historia laboral, sólo 
se reconocerán en tanto estén registrados en la misma. 


Artículo 78.- (Pensión a la vejez e invalidez). Las modificaciones al beneficio 
de la pensión a la vejez e invalidez previsto por el artículo 43 de la presente ley, 
serán de aplicación a partir del 1? de enero de 1997, 


Artículo 79.- (Régimen pensionario). Las modificaciones establecidas en el 
Título Il al régimen de pensiones entrarán en vigencia a partir de los diez días 
siguientes al de la fecha de publicación de la presente ley. 


El régimen pensionario aplicable, en cada caso, será el vigente a la fecha de 
configuración de la respectiva causal de pensión. 


TÍTULO VII - DEL BANCO DE PREVISIÓN SOCIAL Y 
DEL REGISTRO DE HISTORIA LABORAL 
CAPÍTULO | - DEL BANCO DE PREVISION SOCIAL 


Artículo 80.-(Cometidos. Modificación). Sustitúyense los numerales 4) y 6) del 
artículo 4? de la Ley N* 15.800, de 17 de enero de 1986, por los siguientes: 


"4) Proponer al Poder Ejecutivo, la fijación del monto de las prestaciones a su 
cargo y ajustar en forma provisoria o definitiva, según el caso, las asignaciones 
de jubilación y pensión a su cargo, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 67 
de la Constitución de la República". 


"6) Llevar el registro de historias laborales y los demás registros y cuentas de 
sus afiliados activos, pasivos y contribuyentes, de acuerdo a las leyes y 
reglamentaciones pertinentes”. 


Este artículo dio nueva redacción a: Ley N* 15.800 de 17/01/1986 artículo 49 
Numerales 49) y 6). 
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Artículo 81.- (Cometidos. Incorporación). Agrégcase al artículo 4* de la Ley 
N* 15.800, de 17 de enero de 1986, el siguiente numeral: 


"15) 


Constituir y organizar, con independencia del patrimonio del ente y en 


régimen de derecho privado, actuando solo o en forma conjunta con instituciones 
financieras del Estado, una entidad administradora de fondos de ahorro 
previsional". 


Este artículo agregó a: Ley N* 15.800 de 17/01/1986 artículo 4 numeral 15). 


Artículo 82.- (Cometidos. Sustitución). Sustitúyese el artículo 9? de la Ley N? 
15.800, de 17 de enero de 1986, en la redacción dada por el artículo 548 de la 


N* Ley 


16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el siguiente: 


"ARTICULO 9* (Competencias del Directorio del Banco de Previsión Social). 


Las 


competencias del Directorio del Banco de Previsión Social serán las 


siguientes: 


1) 


2) 


3) 


4) 


5) 


Efectuar el planeamiento estratégico de la institución y el control general de 
la gestión y dirigir el servicio a su cargo con las más amplias facultades de 
administración y disposición. 


Atribuir, mediante la modalidad de desconcentración, las materias propias 
de su competencia, incluidas las correspondientes a Activos y Pasivos 
entre otras, a los diversos órganos que conformen la estructura del Banco, 
sin perjuicio de su derecho de avocación sobre los asuntos que, a su juicio, 
así lo justifiquen. 


Dicha atribución, podrá ser ejercida en las oportunidades y condiciones 
que se determinen por el propio Directorio. 


Designar y cesar al Gerente General y a los titulares de los órganos 
desconcentrados que existieren, debiendo contar para ello con cuatro votos 
conformes. 


El Directorio del Banco de Previsión Social a través de su Presidente o de 
la Gerencia General en su caso ejercerá sobre los órganos 
desconcentrados que existieren, la coordinación de los respectivos 
servicios y la superintendencia directiva, correctiva y funcional de las 
competencias no desconcentradas. 


Aprobar o rechazar las prestaciones a cargo del Organismo. 
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6) Destituir a sus funcionarios por ineptitud, omisión o delito, por resolución 
fundada y previo sumario administrativo. Para la destitución se requerirán 
cuatro votos conformes. 


7) Dictar, cumplir y hacer cumplir las reglamentaciones internas necesarias 
para el funcionamiento del servicio. 


8) Aprobar el Reglamento General y el Estatuto del Funcionario del Banco de 
acuerdo al artículo 63 de la Constitución de la República. 


9) Proyectar su presupuesto de sueldos, gastos e inversiones, conforme con 
lo dispuesto por el artículo 221 de la Constitución de la República. 


10) Designar al personal del Banco de Previsión Social, y aprobar los ascensos 
según lo establezcan las normas del Estatuto del Funcionario. 


11) Elevar y publicar el balance anual y divulgar la memoria de gestión. 


12) Recibir inmuebles en pago de sus créditos en cuyo caso el valor que se les 
asigne no podrá ser superior a la tasación que practique la Dirección 
Nacional del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del Estado. 


Tales inmuebles podrán transferirlos, mediante acuerdo, al Banco 
Hipotecario del Uruguay o a los Gobiernos Departamentales. 


El Banco de Previsión Social podrá asimismo recibir en pago de sus 
créditos bienes muebles, los que serán aceptados por el valor que les 
asigne un cuerpo de tres tasadores, uno designado por el Directorio del 
Ente, otro por el deudor proponente y el tercero por los dos anteriores de 
común acuerdo. En caso de que el deudor no designe su tasador, o que no 
exista acuerdo para nominar el tercer perito, el Directorio del Banco, queda 
facultado para aceptar la tasación que formule el perito por él designado. 


13) Integrar Comisiones Asesoras Honorarias cuyas competencias serán 
fijadas por la reglamentación respectiva. 


14) Designar al Secretario General con cargo de particular confianza. 


15) Delegar, por resolución fundada, en la Gerencia General y en los titulares 
de los órganos desconcentrados que existieren, las atribuciones que estime 
convenientes. 


Este artículo dio nueva redacción a: Ley N* 15.800 de 17/01/1986 artículo 9. 
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Artículo 83.- (Titularidad de funciones). La titularidad de las funciones de 
Gerente General, órganos desconcentrados que existieren y Asesoría Tributaria y 
Recaudación será provista de conformidad con lo previsto por el numeral 3) del 
artículo 9 de la Ley N* 15.800, de 17 de enero de 1986, en la redacción dada por el 
artículo 82 de la presente ley, debiendo recaer en personas de reconocida solvencia 
y acreditados méritos en administración, previa evaluación de su idoneidad técnica. 


Artículo 84.- (Emisión de cheques). En los cheques emitidos por el Banco de 
Previsión Social, destinados al pago de jubilaciones, pensiones y otros beneficios, 
podrá sustituirse la firma autógrafa por signos o contraseñas impuestos o impresos 
mecánica o electrónicamente. 


Artículo 85.- Los funcionarios del Banco de Previsión Social, cualquiera sea su 
jerarquía, no podrán realizar, al margen de su relación funcional, gestiones de 
ningún tipo, directas o indirectas, que tengan por finalidad diligenciar con o sin 
ánimo de lucro, pasividades de terceras personas afiliadas a dicha institución, así 
como trámites administrativos con idéntico propósito so pena de configurar falta 
administrativa grave pasible de destitución, previo sumario administrativo. 


Las personas físicas o jurídicas que con fines de lucro realicen gestiones 
vinculadas al otorgamiento de pasividades, serán sancionadas por el Banco de 
Previsión Social por cada infracción, con multas que se determinarán entre un 
mínimo de UR 10 (diez unidades reajustables) y un máximo de UR 100 (cien 
unidades reajustables) sin perjuicio de las acciones penales que puedan 
corresponder. 


El Banco de Previsión Social reglamentará lo dispuesto en este artículo dentro de 
los noventa días siguientes a la promulgación de la presente ley. 


CAPÍTULO ll - DEL REGISTRO DE HISTORIA LABORAL 


Artículo 86.- (Historia laboral). El Banco de Previsión Social está obligado a 
mantener al día los registros de historia laboral de sus afiliados activos (artículo 7 
de la Ley N* 16.190, de 20 de junio de 1991). 


Dichos registros serán realizados de acuerdo a las siguientes normas: 


A) Se registrará, como mínimo, tiempo de servicios, asignaciones 
computables y aportes pertinentes por cada empresa, declarados por el 
sujeto pasivo (artículo 87 de la presente ley) o el interesado (artículo 88 de 
la presente ley), en su caso, así como lo que resulte de las actuaciones 
inspectivas efectuadas por la institución. 


B) En el caso de trabajadores no dependientes sólo se registrarán aquellos 
servicios y asignaciones computables por los que se haya cotizado. 
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Facúltase al Poder Ejecutivo a determinar la fecha a partir de la cual entrará a 
regir la historia laboral, pudiendo establecerse una fecha anterior a la de la presente 
ley, de acuerdo a la información de que disponga o pueda disponer el Banco de 
Previsión Social. 


Artículo 87.- (Formación del registro de historia laboral). Todos los sujetos 
pasivos de contribuciones especiales de seguridad social están obligados a 
presentar una declaración, en los plazos y forma que indique la reglamentación, 
con la información necesaria a efectos de la formación del registro de historia 
laboral. 


Dicha declaración, deberá presentarse se hayan o no efectuado los aportes 
correspondientes. 


En caso que el sujeto pasivo no haya efectuado los correspondientes aportes y 
presente esta declaración, se reducirá a la mitad la multa por mora que corresponda 
según lo dispuesto en el artículo 94 del decreto-ley N* 14.306, de 29 de noviembre 
de 1974. 


La falta de cumplimiento de esta obligación será sancionada por el Banco de 
Previsión Social por cada afiliado comprendido en la infracción, según la siguiente 
escala: 


A) Multa de UR 0,10 (diez centésimos de unidad reajustable) a UR 1 (una 
unidad reajustable), si el pago o presentación de la declaración jurada de no 
pago se verifica dentro del mes del respectivo vencimiento. 


B) Multa de UR 0,25 (veinticinco centésimos de unidad reajustable) a UR 
2,50 (dos con cincuenta centésimos unidades reajustables), si el pago o la 
declaración jurada de no pago se cumple más allá del plazo referido en el 
inciso anterior. 


C) Multa de UR 1 (una unidad reajustable) a UR 10 (diez unidades 

reajustables) si la declaración se efectúa de oficio por el Banco de Previsión 
Social. 

Inciso 3%) redacción dada por: Ley N* 16.869 de 25/09/1997 artículo 3. 

Inciso 4%) redacción dada por: Ley N* 18.834 de 04/11/2011 artículo 281. 


Artículo 88.- (Derecho de iniciativa del trabajador). En caso de incumplimiento 
de la obligación prevista en el artículo anterior, los trabajadores, individual o 
colectivamente, podrán suplir a su empleador en el cumplimiento de dicha 
obligación. 


El Banco de Previsión Social deberá comprobar la veracidad de la información 
suministrada. 
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Artículo 89.- (Información al trabajador). La información a remitir al trabajador 
por el Banco de Previsión Social de acuerdo al artículo 7* de la Ley N” 16,190, de 
20 de junio de 1991, será la que surja del registro de historia laboral, la que será 
notificada en debida forma, sin perjuicio del derecho del trabajador de solicitar, en 
cualquier momento, dicha información. 


El Banco de Previsión Social, previa solicitud de sus afiliados activos, podrá 
transferir electrónicamente la información sobre su historia laboral a instituciones 
de intermediación financiera o de crédito. 


El Banco de Previsión Social podrá emplazar públicamente a los trabajadores 
para que comparezcan a notificarse en un plazo no menor a noventa días a partir 
de la convocatoria y vencido dicho término se considerará cumplida la notificación 
a todos los efectos legales. 


Inciso 3%) agregado/s por: Ley N* 17.556 de 18/09/2002 artículo 167. 


Artículo 90.- (Observación de la información). El afiliado dispondrá de un 
plazo de 180 días para observar la información, a partir de que la misma le haya 
sido notificada conforme lo dispuesto en el artículo anterior. 


La no observación de dicha información por parte del afiliado en el plazo 
indicado, determinará su aceptación de la información registrada. 


La resolución que recaiga sobre la observación constituye un acto administrativo 
recurrible con lo dispuesto por el artículo 4 y siguientes de la Ley N* 15.869, de 22 
de junio de 1987. 


Inciso 19%) redacción dada por: Ley N* 17.556 de 18/09/2002 artículo 168. 


Artículo 91.- (Protección al trabajador). El despido de un trabajador, producido 
como consecuencia de haber este observado la información referida en el artículo 
89 de la presente Ley, dará lugar a una única indemnización especial igual al triple 
de la correspondiente a la indemnización tarifada por despido común y a la 
imposición de sanciones administrativas de conformidad con lo dispuesto en el 
inciso tercero de este artículo. 


El despido acaecido dentro de los ciento ochenta días de efectuada la 
observación se presumirá, salvo prueba en contrario verificado por el motivo 
referido en el inciso anterior. 


Los Magistrados que impongan la indemnización especial prevista por el inciso 
primero, comunicarán al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la sentencia 
correspondiente basada en autoridad de cosa juzgada, a efectos de que la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social proceda a aplicar al 
empleador sanciones pecuniarias cuyo monto no será menor de UR 50 (cincuenta 
unidades reajustables), ni mayor de UR 500 (quinientas unidades reajustables). 
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En caso de que no exista controversia judicial, la Inspección General del Trabajo 
y de la Seguridad Social, tendrá competencia para sancionar a los empleadores 
infractores con multas que se fijarán en los montos establecidos en el inciso 
anterior. 


TÍTULO VIII - DE LA ADMINISTRACIÓN Y CONTROL DE LOS 
FONDOS DE AHORRO PREVISIONAL 


CAPÍTULO | - DE LAS ADMINISTRADORAS DE 
FONDOS DE AHORRO PREVISIONAL 


Artículo 92.- (Entidades receptoras de los ahorros). Los aportes destinados 
al régimen de jubilación por ahorro individual serán administrados por personas 
jurídicas de derecho privado, organizadas mediante la modalidad de sociedades 
anónimas, cuyas acciones serán nominativas, denominadas 


Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional (AFAP), en adelante también 
Administradoras, las que estarán sujetas a los requisitos, normas y controles 
previstos en la presente Ley. 


El Banco de Previsión Social, el Banco de la República Oriental del Uruguay, el 
Banco Hipotecario del Uruguay y el Banco de Seguros del Estado, actuando 
conjunta o separadamente podrán formar Administradoras, de las cuales serán 
propietarios. 


A los efectos de este artículo también quedan habilitadas a formar 
Administradoras las instituciones de intermediación financiera privadas 
mencionadas por el artículo 1? del Decreto-Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 
1982, concordantes y modificativos. 


Artículo 93.- (Autorización). Corresponde al Poder Ejecutivo con informe previo 
del Banco Central del Uruguay, autorizar la actividad de las Administradoras de 
Fondos de Ahorro Previsional en función de la solvencia y capacidad técnica de los 
solicitantes, así como de oportunidad por la realidad del mercado. 


Artículo 94.- (Requisitos para iniciar actividades). El Poder Ejecutivo fijará la 
fecha a partir de la cual las Administradoras autorizadas a funcionar podrán 
comenzar a realizar publicidad y a captar afiliados, de acuerdo a las previsiones de 
la presente Ley. 
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Una de dichas Administradoras deberá, obligatoriamente, constituirse por el 
Banco de Previsión Social, solo o juntamente con otra u otras de las entidades 
mencionadas en el inciso segundo del artículo 92 de la presente Ley. 


Ninguna Administradora de propiedad del sector privado podrá comenzar a 
funcionar, realizar publicidad o captar afiliados antes que se encuentre en 
funcionamiento operativo por lo menos una Administradora de Fondos de Ahorro 
Previsional, perteneciente al sector público. 


Artículo 95.- (Objeto). Las Administradoras tendrán como objeto exclusivo, la 
administración de un único Fondo de Ahorro Previsional, debiendo llevar su propia 
contabilidad completamente separada de la del respectivo Fondo. 


Artículo 96.- (Denominación). La denominación social de las Administradoras 
deberá incluir la frase "Administradora de Fondos de Ahorro Previsional" o la sigla 
"AFAP” quedando prohibido incluir menciones que pudieran inducir a equívocos 
respecto de la responsabilidad patrimonial o administrativa de la entidad. 


Artículo 97.- (Capital y patrimonio mínimo).- El capital mínimo necesario para 
la constitución de una Administradora será de 60,000 UR (sesenta mil unidades 
reajustables) de las previstas en el artículo 38 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968, el que deberá encontrarse suscrito e integrado en efectivo en 
el momento de su autorización. 


Todo capital inicial superior al mínimo deberá integrarse en las condiciones 
indicadas en la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, no pudiendo exceder el 
plazo máximo de dos años contado desde la fecha de la resolución que autorice la 
existencia de la sociedad. 


Cuando la Administradora haya iniciado la formación del Fondo de Ahorro 
Previsional, el patrimonio mínimo, excluida la reserva especial, no podrá ser inferior 
al importe mencionado en el inciso primero de este artículo o al 2% (dos por ciento) 
del valor del Fondo si éste fuere mayor, hasta alcanzar la suma de 150.000 UR 
(ciento cincuenta mil unidades reajustables), para quedar fijado en esta cantidad. 
En este caso, el faltante deberá integrarse dentro de los treinta días siguientes al 
fin de cada mes. 


Si el patrimonio mínimo se redujere por cualquier otra causa por debajo del 
mínimo exigido, deberá ser reintegrado totalmente dentro del plazo de tres meses 
contado desde el momento en que se verificó tal reducción, sin necesidad de 
intimación o notificación previa por parte de la autoridad de control. En caso 
contrario, el Poder Ejecutivo, con la opinión previa del Banco Central del Uruguay, 
procederá a revocar la autorización para funcionar y dispondrá la liquidación de la 
Administradora. 


Redacción dada por: Ley N% 17.243 de 29/06/2000 artículo 53. 
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Artículo 98.- (Publicidad). Las Administradoras sólo podrán realizar publicidad a 
partir de la fecha de la resolución que autorice su funcionamiento, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 94 de la presente Ley. La publicidad deberá ser veraz y 
no inducir a equívocos o confusiones. 


Artículo 99.- (Información al público). Las Administradoras deberán mantener 
en sus oficinas, en un lugar claramente visible para el público, como mínimo, la 
siguiente información escrita y actualizada: 


1) Antecedentes de la institución, indicando el nombre y apellido de sus 
directores, administradores, gerentes y síndicos. 


2) Balance general del último ejercicio, estados de resultados y de distribución 
de utilidades, si lo hubiere. 


3) Valor del Fondo de Ahorro Previsional, del Fondo de Fluctuación de 
Rentabilidad y de la Reserva Especial. 


4) Régimen e importe de las comisiones vigentes. 


5) Composición de la cartera de inversiones del Fondo de Ahorro Previsional y 
nombre de las entidades depositarias de los títulos y de los depósitos, así como 
de las empresas aseguradoras, en donde hubiera contratado el seguro de los 
riesgos de invalidez y de fallecimiento en actividad. 


Esta información deberá ser actualizada mensualmente, dentro de los primeros 

diez días de cada mes, o en ocasión de cualquier acontecimiento que pueda 
alterar en forma significativa el contenido de la información a disposición del 
público. 


Artículo 100.- (Información al afiliado). La Administradora deberá enviar 
periódicamente, al menos cada seis meses, al domicilio de cada uno de sus 
afiliados, la siguiente información mínima referente a la composición del saldo de 
su cuenta de ahorro individual: 


1) Saldo de la cuenta respectiva en unidades reajustables al inicio del período. 
2) Tipo de movimiento, fecha e importe en unidades reajustables. 


Cuando el movimiento se refiera a los débitos se deberá discriminar en su 
importe el costo de la comisión, la prima del seguro por invalidez y fallecimiento 
y otros conceptos autorizados. A tal efecto las normas reglamentarias 
establecerán los procedimientos para tal discriminación. 


3) Saldo de la respectiva cuenta en unidades reajustables, al final del período. 
4) Valor de la unidad reajustable al momento de cada movimiento, 
5) Rentabilidad del Fondo de Ahorro Previsional. 
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6) Rentabilidad promedio del régimen y comisión promedio del régimen. 


Esta comunicación podrá librarse como mínimo una vez al año, a los afiliados 
que no registren movimientos por aportes en su cuenta durante el último período 
que deba ser informado. 


La reglamentación podrá disponer el aumento de la frecuencia de la información 
al afiliado. 


El afiliado que lo solicite expresamente ante la Administradora respectiva, podrá 
obtener información de su cuenta personal en cualquier momento. 


Artículo 101.- (Contabilidad separada). La Administradora deberá llevar 
contabilidad separada del Fondo de Ahorro Previsional, en donde se registrarán 
todos los movimientos relativos a los ingresos y a los egresos. 


El Banco Central del Uruguay diseñará el plan de cuentas único a utilizar por las 
Administradoras y estas deberán ceñirse a esas normas en todas sus 
informaciones contables. 


Artículo 102.- (Comisiones). Las Administradoras tendrán derecho a una 
retribución de parte de sus afiliados, mediante el cobro de comisiones que serán 
debitadas de las respectivas cuentas de ahorro individual. Las comisiones serán el 
único ingreso de la Administradora, a cargo de los afiliados. 


El importe de las comisiones será establecido libremente por cada 
Administradora y su aplicación será uniforme para todos sus afiliados. 


Artículo 103.- (Régimen de comisiones). El régimen de comisiones que cada 
Administradora fije se ajustará a los siguientes lineamientos: 


1) Sólo podrán estar sujetos al cobro de comisiones: la acreditación de los 
aportes obligatorios y la acreditación de los depósitos voluntarios y 
convenidos. 


2) La comisión por acreditación de los aportes obligatorios y de los depósitos 
voluntarios o convenidos sólo podrá establecerse como un porcentaje del 
aporte que le dio origen. 


Numeral 2) redacción dada por: Ley N* 18.356 de 19/09/2008 artículo 1. 


Artículo 104.- (Bonificación de las comisiones). Las Administradoras que así 
lo estimen conveniente podrán introducir esquemas de bonificación a las 
comisiones establecidas en el artículo anterior, los que no deberán contener 
discriminaciones para los afiliados que se encuentren comprendidos en una misma 
categoría. La definición de estas categorías de afiliados sólo podrá ser efectuada 
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en atención a la cantidad de meses que registren aportes en la correspondiente 
Administradora. Las normas reglamentarias establecerán el procedimiento para la 
determinación de las respectivas categorías. 


El importe de la bonificación deberá establecerse como una quita sobre el 
esquema de comisiones vigente, debiendo ser aplicado en forma simultánea al 
cobro de las respectivas comisiones. El importe bonificado quedará acreditado en 
la respectiva cuenta de ahorro individual del afiliado. 


Artículo 105.- (Inhabilitaciones). Para los cargos de directores, 
administradores, gerentes y síndicos de una Administradora regirán las 
inhabilitaciones mencionadas en el artículo 23 del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982, en la redacción dada por el artículo 2 de la Ley N* 16.327, de 
11 de noviembre de 1992. 


CAPÍTULO ll - DE LA AFILIACIÓN 


Artículo 106.- (Elección de la Administradora). Todo afiliado que se incorpore 
al régimen de ahorro deberá elegir libremente una Administradora. La opción se 
realizará directamente ante la misma, la cual hará llegar al Banco de Previsión 
Social una copia de la solicitud de incorporación en un plazo de cinco días hábiles. 
El mismo procedimiento corresponderá cuando el afillado cambie de 
Administradora. 


La libertad de elección de Administradora no podrá ser afectada por ningún 
mecanismo ni acuerdo, quedando prohibido condicionar el otorgamiento de 
beneficios o premios, a la afiliación o cambio del trabajador a una determinada 
Administradora. 


El afiliado deberá incorporarse a una única Administradora aunque el mismo 
prestare servicios para varios empleadores o realizare simultáneamente tareas 
como trabajador dependiente y no dependiente. 


Artículo 107.- (Obligación de incorporación de afiliados) Las 
Administradoras deberán aceptar la incorporación de todo afiliado efectuada 
conforme a las normas de la presente Ley y no podrán realizar discriminación 
alguna entre los mismos, salvo las expresamente contempladas en la presente Ley. 


Artículo 108.- (Asignación de Administradora).- En los casos de afiliados que 
no realizaren la elección de Administradora, la asignación de la misma será 
efectuada por el Banco de Previsión Social de acuerdo a los siguientes criterios: 


1) en caso de que más de una Administradora registrare la comisión de 
administración más baja del régimen, los afiliados serán distribuidos por partes 
iguales entre ellas; 
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2) si solo una Administradora cumpliere esa condición, los afiliados serán 
distribuidos, por partes iguales, entre esa y la que registrare la segunda comisión 
por administración más baja del régimen, salvo lo previsto en el numeral 4) de 
este artículo; 


3) si dos o más Administradoras registraren la segunda comisión por 
administración más baja del régimen, el 50% (cincuenta por ciento) de los 
afiliados que les corresponderían conforme al numeral anterior se distribuirá por 
partes iguales entre ellas; 


4) si la diferencia entre las dos comisiones de administración más bajas del 
régimen superare el 20% (veinte por ciento) del valor de la menor de las mismas, 
los afiliados serán asignados en su totalidad a la Administradora que registrare 
la menor comisión de administración. Dicho margen de diferencia será de 70% 
(setenta por ciento) durante el primer año de vigencia de la presente ley, de 50% 
(cincuenta por ciento) durante el segundo, y a partir del tercero se reducirá a 
razón de diez puntos porcentuales por año, hasta alcanzar el 20% (veinte por 
ciento) referido. 


Las comisiones de administración a considerar para efectuar las comparaciones 
previstas en el presente artículo serán las vigentes en el último mes de cargo 
anterior a la incorporación de los afiliados. 


Redacción dada por: Ley N% 19.162 de 01/11/2013 artículo 16. 


Artículo 109.- (Derecho de traspaso a otra Administradora).- Todo afiliado 
que cumpla las normas del artículo siguiente tiene derecho a cambiar de 
administradora, para lo cual deberá comparecer personalmente a manifestar su 
voluntad en ese sentido ante la Administradora a la cual desea incorporarse. El 
cambio tendrá efecto a partir del segundo mes siguiente al de la solicitud y estará 
sujeto a lo que dispongan las normas reglamentarias. 


Redacción dada por: Ley N% 19.162 de 01/11/2013 artículo 16. 


Artículo 110.- (Condiciones para el traspaso).- El derecho al traspaso por 
parte del afiliado se limitará a dos veces por año calendario y se podrá realizar 
siempre que se registraren, al menos, seis meses de aportes en la entidad que se 
abandona. En caso de que el afiliado hubiere sido asignado de oficio, según lo 
establecido en el artículo 108 de la presente ley, tendrá derecho al traspaso también 
antes de transcurridos esos seis meses cuando, con posterioridad a su afiliación, 
la Administradora hubiere incrementado la comisión de administración. 


Redacción dada por: Ley N% 19.162 de 01/11/2013 artículo 16. 
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CAPÍTULO lll - DEL FONDO DE AHORRO PREVISIONAL 


Artículo 111.- (Naturaleza del Fondo de Ahorro Previsional). El Fondo de 
Ahorro Previsional definido en la presente Ley es un patrimonio independiente y 
distinto del patrimonio de la Administradora. El mismo estará constituido por las 
disponibilidades transitorias y las inversiones realizadas y estará destinado 
únicamente a financiar las prestaciones indicadas en el artículo 50 de la presente 
Ley. 

La propiedad del Fondo de Ahorro Previsional será de los afiliados al mismo y 
estará sujeta a las limitaciones y destinos establecidos en la presente Ley. 


Artículo 112.- (Inembargabilidad del patrimonio). Los bienes y derechos que 
componen el patrimonio de los Fondos de Ahorro Previsional serán inembargables. 


En caso de que la Administradora entre en liquidación judicial, el Fondo de 
Ahorro Previsional será administrado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 139 
de la presente ley. 


Artículo 113.- (Recursos del Fondo de Ahorro Previsional). El Fondo de 
Ahorro Previsional de cada Administradora se integrará con los siguientes recursos: 


A) Los importes destinados al régimen de ahorro según los literales A) al F) 
del articulo 45 de la presente ley. 


B) Los fondos acumulados por los afiliados que hayan ejercido la opción de 
traspaso desde otra Administradora. 


C) La rentabilidad correspondiente a las inversiones efectuadas de acuerdo 
con las disposiciones del artículo 123 de la presente ley. 


D) Las transferencias de fondos provenientes de la Reserva Especial, en las 
condiciones fijadas en el artículo 122 de la presente Ley. 


E) Las transferencias del Estado realizadas en las condiciones establecidas 
en el artículo 122 de la presente Ley. 


Artículo 114.- (Deducciones del Fondo de Ahorro Previsional). El Fondo de 
Ahorro Previsional de cada Administradora admitirá las siguientes deducciones: 


A) Las sumas correspondientes al pago de las comisiones de los afiliados a 
la Administradora. 


B) El pago de la prima del seguro de invalidez y fallecimiento a una empresa 
aseguradora autorizada a girar en el ramo de seguros de vida, en adelante 
empresa aseguradora, de acuerdo al artículo 57 de la presente Ley, 
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C) La transferencia de fondos a las empresas aseguradoras para el pago de 
las prestaciones mencionadas en el artículo 54 de la presente ley. 


D) La transferencia de los fondos correspondientes a los afiliados que hayan 
ejercido la opción de traspaso hacia otra Administradora. 


E) La comisión de custodia establecida en el artículo 126 de la presente ley. 


Artículo 115.- (Participación en la copropiedad del Fondo de Ahorro 
Previsional). La participación de cada uno de los afiliados en la copropiedad del 
Fondo de Ahorro Previsional, se determinará mensualmente como el cociente entre 
el saldo de su cuenta de ahorro individual y el valor total del mencionado Fondo. 
Dicha participación es inembargable. 


Artículo 116.- (Tasas de Rentabilidad de los Subfondos).- La tasa de 
rentabilidad nominal anual de los Subfondos de Acumulación y de Retiro se calcula 
anualizando en forma compuesta la variación durante los últimos treinta y seis 
meses del valor de la Unidad Reajustable, acumulada a la tasa de rentabilidad real 
de cada subfondo. 


La tasa de rentabilidad real mensual de los Subfondos de Acumulación y de 
Retiro es el porcentaje de variación mensual experimentado por los mismos, 
medido en Unidades Reajustables, excluyendo los ingresos por aportes y traspasos 
entre Administradoras, así como los traspasos desde y hacia los Subfondos de 
Fluctuación de Rentabilidad, las deducciones mencionadas en el artículo 114 de la 
presente ley y los traspasos del Subfondo de Acumulación al de Retiro. 


La tasa de rentabilidad real anual de los Subfondos de Acumulación y de Retiro 
se calcula anualizando en forma compuesta la acumulación de las tasas de 
rentabilidad reales mensuales de los últimos treinta y seis meses. 


El cálculo de estas tasas y de todos los índices que de ellas se deriven se 
realizará mensualmente. 


Redacción dada por: Ley N* 19.162 de 01/11/2013 artículo 21. 


Artículo 117.- (Rentabilidades del régimen).- Las tasas de rentabilidad 
nominal y real promedio del régimen se calcularán separadamente para cada 
subfondo. Las mismas se determinarán calculando el promedio ponderado de las 
tasas de rentabilidad de cada subfondo, según el mecanismo que fijen las normas 
reglamentarias. 


Las Administradoras serán responsables de que las tasas de rentabilidad real 
de los respectivos subfondos, no sean inferiores a las tasas de rentabilidad real 
mínima anual del régimen de cada subfondo, las que se determinarán en forma 
mensual. 
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La tasa de rentabilidad real mínima anual promedio del régimen se determinará 
para cada uno de los subfondos siendo, en ambos casos, la menor entre el 2% (dos 
por ciento) anual y la tasa de rentabilidad real promedio del régimen de cada 
subfondo, menos dos puntos porcentuales. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en el caso de que un 
Subfondo de Retiro cuente con menos de treinta y seis meses de funcionamiento, 
las Administradoras serán responsables de que la rentabilidad real anualizada del 
mismo para el período equivalente a los meses de funcionamiento del Subfondo, 
no sea inferior a: la menor entre el 2% (dos por ciento) anual y la tasa de rentabilidad 
real promedio del régimen de cada subfondo menos cuatro puntos porcentuales 
para el período equivalente a los meses de funcionamiento del subfondo. 


Los requisitos de rentabilidad minima no serán de aplicación a las 
Administradoras que cuenten con menos de doce meses de funcionamiento. 


Redacción dada por: Ley N% 19.162 de 01/11/2013 artículo 22. 


Artículo 118.- (Fondo de Fluctuación de Rentabilidad) En cada 
Administradora, como parte del Fondo de Ahorro Previsional, habrá un Fondo de 
Fluctuación de Rentabilidad con el objeto de garantizar la tasa de rentabilidad real 
mínima a que refiere el artículo anterior. 


Artículo 119.- (Integración del Fondo de Fluctuación de Rentabilidad).- El 
Fondo de Fluctuación de Rentabilidad se integrará en forma mensual y siempre que 
la rentabilidad del Fondo de Ahorro Previsional fuese positiva. El mismo se integrará 
con el producido de todo exceso de la tasa de rentabilidad promedio del régimen, 
incrementada en el máximo entre dos puntos porcentuales y el 50% (cincuenta por 
ciento) de la rentabilidad promedio del régimen. El Fondo de Fluctuación de 
Rentabilidad estará expresado en cuotas. 


Redacción dada por: Ley N* 17.243 de 29/06/2000 artículo 58. 


Artículo 120.- (Aplicación del Fondo de Fluctuación de Rentabilidad). El Fondo 
de Fluctuación de Rentabilidad tendrá los siguientes destinos: 


A) Cubrir la diferencia entre la tasa de rentabilidad real mínima del régimen, 
definida en el artículo 117 de la presente ley, y la tasa de rentabilidad del 
Fondo de Ahorro Previsional, en caso de que esta fuera menor. 


B) Acreditar obligatoriamente en las cuentas de ahorro individual de los 
afiliados, los fondos acumulados que superen por más de un año el 5% 
(cinco por ciento) del valor del Fondo de Ahorro Previsional. 


C) Incrementar, en la oportunidad que la Administradora así lo estime 
conveniente, la rentabilidad incorporada en las cuentas de ahorro individual 
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en un mes determinado, siempre que se verifiquen las siguientes 
condiciones: 


1) Luego de la afectación del Fondo de Fluctuación de Rentabilidad, 
el saldo de éste represente como mínimo el 3% (tres por ciento) del 
importe del Fondo de Ahorro Previsional. 


2) No se podrá, en un mes dado, disminuir más del 10% (diez por 
ciento) del correspondiente Fondo de Fluctuación de Rentabilidad. 


D) Imputar al Fondo de Ahorro Previsional el saldo total del Fondo de 
Fluctuación de Rentabilidad, a la fecha de liquidación o disolución de la 
Administradora. 


Artículo 121.- (Reserva Especial).- Las Administradoras deberán integrar y 
mantener en todo momento una reserva entre un mínimo equivalente a un 0,5% 
(cero con cinco por ciento) del Fondo de Ahorro Previsional respectivo y un 
máximo equivalente a un 2% (dos por ciento) del mismo, que se denominará 
Reserva Especial. El Banco Central del Uruguay regulará el porcentaje referido, 
para cada periodo que determine, en función de criterios técnicos fundamentados 
de cobertura de riesgo, sin perjuicio de las normas y medidas de carácter particular 
que pueda adoptar, atendiendo a esos mismos criterios. 


La referida reserva en ningún caso podrá ser inferior al 20% (veinte por ciento) 
del capital mínimo fijado en el artículo 97 de la presente ley, deberá ser invertida en 
cuotas del Fondo de Ahorro Previsional y tendrá por objeto responder a los 
requisitos de tasa de rentabilidad real mínima a que refiere el artículo siguiente. 


Los bienes y derechos que la componen serán inembargables. 


Todo déficit de la Reserva Especial, no originado en el proceso de aplicación 
establecido en el artículo siguiente, se regirá por las normas y plazos de integración, 
penalidades y reclamos que a tal efecto fijen las normas reglamentarias. 


Redacción dada por: Ley N* 17.243 de 29/06/2000 artículo 54. 


Artículo 122.- (Garantías de la rentabilidad mínima). Cuando la tasa de 
rentabilidad del Fondo de Ahorro Previsional fuere, en un mes dado, inferior a la 
tasa de rentabilidad real mínima del régimen y esta diferencia no pudiere ser 
cubierta con el respectivo Fondo de Fluctuación de Rentabilidad, la Administradora 
deberá aplicar los recursos de la Reserva Especial a tal efecto. Si no lo hiciera, el 
Banco Central del Uruguay la intimará a hacerlo en un plazo de diez días, a partir 
de la notificación respectiva. 


Si aplicados totalmente los recursos de la Reserva Especial, no se pudiere 
completar la deficiencia de rentabilidad del Fondo de Ahorro Previsional, el Estado 
completará la diferencia, la que deberá ser reintegrada dentro del plazo que en cada 
caso fije el Poder Ejecutivo. 
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La Administradora que no hubiere cubierto la rentabilidad mínima del régimen o 
recompuesto la Reserva Especial dentro de los quince días siguientes al de su 
afectación, se disolverá de pleno derecho, debiendo liquidarse según lo establecen 
los artículos 138 y 139 de la presente Ley. 


CAPÍTULO IV - DE LAS INVERSIONES 


Artículo 123.- (Inversiones permitidas).- El Fondo de Ahorro Previsional se 
invertirá de acuerdo con criterios de seguridad, rentabilidad, diversificación y 
compatibilidad de plazos, de acuerdo con sus finalidades y respetando los limites 
fijados por la presente ley y las normas reglamentarias. 


Las Administradoras podrán invertir los recursos del Fondo de Ahorro 
Previsional en: 


A) Valores emitidos por el Estado uruguayo e instrumentos de regulación 
monetaria emitidos por el Banco Central del Uruguay, hasta el 75% (setenta 
y cinco por ciento) del activo del Fondo de Ahorro Previsional, 


B) Valores emitidos por empresas públicas o privadas uruguayas; 
certificados de participación, títulos de deuda o títulos mixtos de fideicomisos 
financieros uruguayos, y cuotapartes de fondos de inversión uruguayos. En 
todos los casos se requerirá que coticen en algún mercado formal y que 
cuenten con autorización de la Superintendencia de Servicios Financieros 
del Banco Central del Uruguay. El máximo de inversión admitido al amparo 
del presente literal será de 50% (cincuenta por ciento) del activo del Fondo 
de Ahorro Previsional. 


C) Depósitos a plazo en moneda nacional o extranjera que se realicen en 
las instituciones de intermediación financiera instaladas en el país, 
autorizadas a captar depósitos, hasta el 30% (treinta por ciento) del activo 
del Fondo de Ahorro Previsional. 


D) Valores de renta fija emitidos por organismos internacionales de crédito 
o por gobiernos extranjeros de muy alta calificación crediticia, con las 
limitaciones y condiciones que establezca la Superintendencia de Servicios 
Financieros del Banco Central del Uruguay, hasta un 15% (quince por ciento) 
del activo del Fondo de Ahorro Previsional. 


E) Instrumentos financieros emitidos por instituciones uruguayas que 
tengan por objeto la cobertura de riesgos financieros del Fondo de Ahorro 
Previsional, con las limitaciones y condiciones que establezca la 
Superintendencia de Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay, 
hasta un 10% (diez por ciento) del activo del Fondo de Ahorro Previsional. 


F) Colocaciones en préstamos personales a afiliados y beneficiarios del 
sistema de seguridad social, hasta dos años de plazo y tasa de interés no 
inferior a la evolución del Indice Medio de Salarios en los últimos doce 
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meses, más cinco puntos porcentuales. El máximo del préstamo en estas 
condiciones no podrá superar los seis salarios de actividad o pasividad. 
Tales préstamos serán concedidos a través de instituciones públicas o 
privadas que la Administradora seleccione a tal efecto, quienes deberán 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los prestatarios. 
El importe a prestar no excederá del 15% (quince por ciento) del activo del 
Fondo de Ahorro Previsional. 


Las inversiones mencionadas en el literal A) podrán alcanzar el 90% (noventa 
por ciento) en el año 2010, 85% (ochenta y cinco por ciento) a partir del 1? de enero 
de 2011, y luego se reducirán 2,5 puntos porcentuales a partir del 1” de enero de 
cada año, hasta alcanzar el tope establecido. 


La suma de las inversiones mencionadas en el conjunto de los literales A) a F) 
del inciso segundo del presente artículo que estén denominadas en moneda 
extranjera, no podrá exceder del 35% (treinta y cinco por ciento) del activo del 
Subfondo de Acumulación. 


Las Administradoras podrán invertir los recursos del Subfondo de Retiro en: 


G) Valores emitidos por el Estado uruguayo e instrumentos de regulación 
monetaria emitidos por el Banco Central del Uruguay, hasta el 90% 
(noventa por ciento) del activo del Subfondo de Retiro y con un plazo 
residual de hasta cinco años. 


H) Depósitos a plazo en moneda nacional o extranjera que se realicen en 
las instituciones de intermediación financiera Instaladas en el país, 
autorizadas a captar depósitos, hasta el 30% (treinta por ciento) del activo 
del Subfondo de Retiro, y con un plazo residual de hasta cinco años. 


1) Valores de renta fija emitidos por organismos internacionales de crédito o 
por gobiernos extranjeros de muy alta calificación crediticia, con las 
limitaciones y condiciones que establezca la Superintendencia de 
Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay, hasta un 20% 
(veinte por ciento) del activo del Subfondo de Retiro y con un plazo 
residual de hasta cinco años. 


J) Instrumentos financieros emitidos por instituciones uruguayas que tengan 
por objeto la cobertura de riesgos financieros del Subfondo de Retiro, con 
las limitaciones y condiciones que establezca la Superintendencia de 
Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay, hasta un 10% (diez 
por ciento) del activo de dicho Subfondo. 


K) Colocaciones en préstamos personales a afiliados y beneficiarios del 
sistema de seguridad social, hasta dos años de plazo y tasa de interés no 
inferior a la evolución del Índice Medio de Salarios en los últimos doce 
meses, más cinco puntos porcentuales. El máximo del préstamo en estas 
condiciones no podrá superar los seis salarios de actividad o pasividad. 
Tales préstamos serán concedidos a través de instituciones públicas que 
la Administradora seleccione a tal efecto quienes deberán garantizar el 
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cumplimiento de las obligaciones asumidas por los prestatarios. El importe 
a prestar no excederá el 5% (cinco por ciento) del activo del Subfondo de 
Retiro. 


La suma de las inversiones mencionadas en el conjunto de los literales G), H), 
1), J) y K) que están denominadas en moneda extranjera, no podrá exceder del 
15% (quince por ciento) del activo del Subfondo de Retiro. 


El control de cumplimiento será realizado por la Superintendencia de Servicios 
Financieros del Banco Central del Uruguay quien podrá establecer limites 
adicionales o criterios de diversificación al interior de cada uno de los literales con 
el fin establecido en el inciso primero de este artículo. 


Redacción dada por: Ley N* 18.673 de 23/07/2010 artículo 2. 

Inciso 4%) redacción dada por: Ley N* 19.162 de 01/11/2013 artículo 25. 

Incisos 5%) y 69) agregados por: Ley N* 19.162 de 01/11/2013 artículo 26. 

Inciso 49), segunda parte redacción dada anteriormente por: Ley N* 19.149 de 
24/10/2013 artículo 376. 

Literal b) redacción dada anteriormente por: Ley N* 17.243 de 29/06/2000 artículo 
57. 

Literal d) redacción dada anteriormente por: Ley N* 18.574 de 14/09/2009 artículo 
18, Ley N* 17.202 de 24/09/1999 artículo 6. 

Literal e) redacción dada anteriormente por: Ley N* 17.243 de 29/06/2000 Artículo 
56. 

Literales g) y h) redacción dada anteriormente por: Ley N% 18.127 de 12/05/2007 
artículo 3. 


Articulo 124.- (Prohibiciones).- El Fondo de Ahorro Previsional no podrá ser 
invertido en los siguientes valores: 


A) Valores emitidos por otras Administradoras que se creen de acuerdo con 
la presente ley. 


B) Valores emitidos por empresas aseguradoras. 


C) Valores emitidos por sociedades constituidas en el extranjero con 
excepción de las empresas de intermediación financiera autorizadas a girar 
en el país y las instituciones mencionadas en el literal D) del artículo 123 de 
la presente ley. 


D) Valores emitidos por las sociedades financieras de inversión. 


E) Valores emitidos por empresas vinculadas a la respectiva Administradora, 
ya sea directamente o por su integración a un conjunto económico. 


En ningún caso las Administradoras podrán realizar operaciones de caución ni 
operaciones financieras que requieran la constitución de prendas u otro tipo de 
garantías sobre el activo del Fondo Previsional, excepto cuando se trate de las 
operaciones a que refiere el literal E) y en el penúltimo inciso del artículo 123 al que 
hace referencia el artículo precedente. En estos casos, la Superintendencia de 
Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay podrá autorizar su constitución 
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cuando la naturaleza de las operaciones y los usos de plaza así lo exijan, así como 
imponer las condiciones y limitaciones que en cada caso juzgue oportuna. 


Las prohibiciones indicadas en el presente artículo serán controladas por la 
Superintendencia de Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay. 


Redacción dada por: Ley N* 19.149 de 24/10/2013 artículo 377. 


Artículo 125.- (Disponibilidad transitoria). El activo del Fondo de Ahorro 
Previsional, en cuanto no sea inmediatamente aplicado según lo establecido por el 
artículo 123 de la presente ley, será depositado en entidades de intermediación 
financiera, en cuentas identificadas como integrantes del mencionado Fondo. 


De dichas cuentas sólo podrán efectuarse retiros destinados a la realización de 
inversiones para el Fondo de Ahorro Previsional y al pago de las comisiones y 
transferencias autorizadas por el artículo 114 de la presente ley. 


Las cuentas serán mantenidas en instituciones autorizadas a realizar 
operaciones de intermediación financiera en el país, de acuerdo a los artículos 1 y 
2 del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982. 


La suma de las disponibilidades transitorias y de las inversiones permanentes 
mencionadas en los literales C) y E) del inciso segundo del artículo 123 de la 
presente ley, tratándose del Subtondo de Acumulación, y en los literales H) y J) del 
penúltimo inciso de dicho artículo, en el caso del Subfondo de Retiro, no podrá 
exceder, en una sola institución financiera, el 15% (quince por ciento) del valor total 
del correspondiente Subfondo. 


Inciso 4%) redacción dada por: Ley N* 19.162 de 01/11/2013 artículo 27. 


Artículo 126.- (Custodia de los títulos). Los títulos representativos de las 
inversiones del Fondo de Ahorro Previsional y de la Reserva Especial deberán 
mantenerse en una sola institución de intermediación financiera autorizada a captar 
depósitos u otras instituciones que el Banco Central del Uruguay autorice. 


En forma mensual, el Banco Central del Uruguay informará al depositario el monto 
mínimo que cada Administradora deberá mantener en custodia. La entidad 
depositaria será responsable de este control y deberá comunicar al Banco Central 
del Uruguay las insuficiencias que se verifiquen. 


Las comisiones de custodia serán libremente fijadas entre las partes y 
comunicadas al Banco Central del Uruguay. 
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CAPÍTULO V - RESPONSABILIDADES Y OBLIGACIONES 
DE LAS ADMINISTRADORAS Y EMPRESAS ASEGURADORAS 


Artículo 127.- (Responsabilidades y obligaciones de las Administradoras). 
Las Administradoras serán responsables y estarán obligadas a: 


A) Traspasar a las empresas aseguradoras los saldos acumulados en las 
cuentas de ahorro individual, a efectos del pago de las prestaciones 
mencionadas en el artículo 50 de la presente ley, con excepción del subsidio 
transitorio por incapacidad parcial. 


B) Contratar con una empresa aseguradora un seguro colectivo de invalidez 

y fallecimiento, en las condiciones del artículo 57 de la presente ley, 
considerando como pago parcial de la misma, el capital acumulado en la 
cuenta de ahorro de los afiliados, a la fecha en que se produzca la 
incapacidad, el fallecimiento en actividad o el fallecimiento en goce del 
subsidio transitorio por incapacidad parcial. 


C) Traspasar a la empresa aseguradora correspondiente el saldo 
acumulado en la cuenta de ahorro individual, cuando se den las condiciones 
establecidas en el artículo 58 de la presente Ley. 


Artículo 128.- (Responsabilidades y obligaciones de las empresas 
aseguradoras). Las empresas aseguradoras, siempre que realicen operaciones 
establecidas en la presente Ley, estarán obligadas a: 


A) Servir en forma mensual las prestaciones de jubilación común, de 
jubilación por edad avanzada y las pensiones de sobrevivencia que de ellas 
se deriven, de acuerdo a las condiciones mencionadas en el artículo 56 de 
la presente Ley. 


B) Servir en forma mensual las prestaciones de jubilación por incapacidad 
total, subsidio transitorio por incapacidad parcial y las pensiones por 
fallecimiento en actividad o en goce de las prestaciones mencionadas, por la 
parte sujeta al régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio y 
siempre que los afiliados hubieran estado incluidos en la póliza de seguro de 
vida colectivo mencionado en el artículo 57 de la presente ley. 


En caso de que el afiliado no hubiera estado incluido en la póliza respectiva, 
la responsabilidad de su pago será de la Administradora. 


C) Formar el capital necesario para cubrir las prestaciones mencionadas en 
los literales A) y B) de este artículo, a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título 
VIII de la presente ley, en lo pertinente, y a las instrucciones que imparta el 
Banco Central del Uruguay. 
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CAPÍTULO VI - RÉGIMEN IMPOSITIVO 


Artículo 129.- (Tratamiento de los depósitos convenidos). Los depósitos 
convenidos que se realicen de acuerdo al artículo 49 de la presente ley, serán 
deducibles de la renta bruta para liquidar los impuestos establecidos en el Título 
4, Impuesto a las Rentas de Industria y Comercio (IRIC) y Título 8, Impuesto a las 
Rentas Agropecuarias (IRA) del Texto Ordenado 1991. 


Dichos depósitos también se podrán deducir como Rubro de Deducción 
Condicionada, del impuesto definido en el Título 7 Impuesto a las Actividades 
Agropecuarias (IMAGRO) del Texto Ordenado 1991, no rigiendo aestos efectos el 
tope máximo del 20% (veinte por ciento) del ingreso neto total. 


Artículo 130.- (Remuneraciones no gravadas). Las remuneraciones 
abonadas a los trabajadores por las cuales no corresponda cotizar aportes 
patronales jubilatorios, de acuerdo a la limitación del literal A) del artículo 14 dela 
presente Ley, serán deducibles de la renta bruta para liquidar los impuestos 
establecidos en el Título 4, Impuesto a las Rentas de Industria y Comercio (IRIC) y 
Título 8, Impuesto a las Rentas Agropecuarias (IRA)del Texto Ordenado 1991, 
exclusivamente por la parte proporcional de los aportes de seguridad social no 
jubilatorios e impuesto a las retribuciones personales respecto del total de los 
mismos, incluyendo los aportes jubilatorios. 


Artículo 131.- (Tratamiento de los fondos acumulados). Los fondos 
acumulados en las cuentas individuales de ahorro no serán computadas a efectos 
de la liquidación del Impuesto al Patrimonio de las Personas Físicas. 


Artículo 132.- (Tratamiento de las AFAP). Las comisiones percibida por las 
Administradoras, de acuerdo al artículo 102 de la presente ley, estarán exoneradas 
del Impuesto al Valor Agregado (IVA) del Título 10 del Texto Ordenado 1991. 


Las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional quedarán incluidas en el 
régimen establecido en el Título 4, Impuesto a las Rentas de Industria y Comercio 
(IRIC) del Texto Ordenado 1991 y no serán gravadas con el Impuesto a las 
Comisiones (COM) regulado en el Título 17 del Texto Ordenado 1991. 


La constitución de sociedades anónimas con el objeto exclusivo de administrar 
Fondos de Ahorro Previsional, así como los aumentos de capital de las mismas, 
estarán exonerados de todo tributo. 


Artículo 133.- (Tratamiento de las empresas aseguradoras). Las empresas 
aseguradoras que realicen operaciones incluidas en la presente ley, estarán 
exoneradas del impuesto a los ingresos (Título 6, Impuesto a los ingresos de las 
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compañías de seguros del Texto Ordenado 1991), por el cobro de las primas del 
seguro de invalidez y fallecimiento contratado según el artículo 57 dela presente 
ley. Asimismo, las citadas empresas quedarán exoneradas del IVA sobre las primas 
que cobren por el seguro citado en el inciso anterior. 


CAPÍTULO VII - DEL CONTROL 


Artículo 134.- (Control de las Administradoras). El Banco Central del Uruguay 
ejercerá el control de las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional, de 
acuerdo con las competencias establecidas en la presente ley, sin perjuicio de las 
normas de organización de la seguridad social que dicte el Banco de Previsión 
Social de acuerdo al artículo 195 de la Constitución de la República. 


Las potestades que la Constitución acuerda a los Cuerpos Legislativos o a sus 
integrantes no podrán ser restringidas sea cualquiera la circunstancia que se 
invoque, en todo lo referente a las Administradoras de Fondos de Ahorro 
Previsional, sean de carácter público o privado. 


Artículo 135.- (Poderes jurídicos del Banco Central del Uruguay). Son 
poderes jurídicos del Banco Central del Uruguay: 


A) Ejercer las funciones que la presente ley asigna a la autoridad de control. 


B) Dictar las resoluciones de carácter general y particular en los casos previstos 
en la presente ley, y que sean necesarios para su correcta aplicación. 


C) Fiscalizar el procedimiento de afiliación previsto en los articulos106 y 107 de 
la presente ley y los traspasos que decidan los afiliados de acuerdo a los 
artículos 109 y 110 de la presente ley. 


D) Llevar un registro de las Administradoras autorizadas de acuerdo con la 
presente ley. 


E) Controlar se cumpla lo establecido en el artículo 98 de la presente ley. 


F) Verificar, mediante inspecciones, cuya frecuencia mínima será reglamentada, 
la exactitud y veracidad de la información que las Administradoras deben brindar 
conforme a lo establecido en los artículos99 y 100 de la presente ley. 


G) Fiscalizar el cumplimiento del régimen de comisiones fijado por cada 
Administradora. 


H) Fiscalizar las inversiones de los recursos de los Fondos de Ahorro Previsional 
y de la Reserva Especial, así como la adecuada custodia de los títulos 
representativos de las mismas. 


1) Determinar la rentabilidad y comisión promedio del régimen de ahorro 
individual y fiscalizar la rentabilidad obtenida por cada Administradora. 
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J) Fiscalizar la constitución, el mantenimiento y la aplicación del Fondo de 
Fluctuación de Rentabilidad y de la Reserva Especial. 


K) Controlar la contratación del seguro colectivo de invalidez y fallecimiento por 
parte de las Administradoras, en la forma establecida en el artículo 57 de la 
presente ley y establecer las normas que regulen el contrato respectivo, así como 
las que regulen el pago de las prestaciones de jubilación común y de las 
pensiones de sobrevivencia que de ella se deriven, según el artículo 56 de la 
presente ley. 


L) Imponer a las Administradoras las sanciones previstas cuando no cumplan 
con las disposiciones legales, conforme a lo establecido en el artículo 136 de la 
presente ley. 


LL) Labrar acta de toda inspección que realice en una Administradora o ante un 
tercero con quien aquella opere. 


M) Publicar, en forma trimestral, una memoria que contendrá la información 
global y estadística que fije la reglamentación, referida a la evolución del régimen 
de ahorro individual, las autorizaciones otorgadas para funcionar como 
Administradoras, las revocaciones, las sanciones aplicadas y la indicación 
referida a cada Administradora, de capital social, nómina de directores, 
representantes, gerentes y síndicos, número de afiliados incorporados a cada 
una, esquema de comisiones, valor del Fondo de Ahorro Previsional, de la 
Reserva Especial, composición de las inversiones de cada Fondo, rentabilidad 
nominal y real y toda otra información que establezcan las normas 
reglamentarias. 


N) Controlar las responsabilidades y obligaciones de las Administradoras y de 
las empresas aseguradoras, de acuerdo a los artículos 127 y 128 de la presente 


ley. 


Ñ) Recibir las denuncias de los afiliados o de terceros, sobre la actuación de las 
instituciones incluidas en la presente ley, debiendo tramitar y notificar de sus 
resultados, a los denunciantes, en un plazo de quince días hábiles. 


Artículo 136.- (Sanciones aplicables). Las Administradoras y las empresas 
aseguradoras comprendidas en el régimen de jubilación por ahorro individual 
obligatorio establecido en la presente ley y que infrinjan las normas aplicables a las 
mismas, serán pasibles, sin perjuicio de las responsabilidades penales que puedan 
corresponder, de las sanciones establecidas en el artículo 20 del Decreto-Ley 
N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, en la redacción dada por el artículo 2” de 
la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 1992. 
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CAPÍTULO VIII - DE LA LIQUIDACIÓN DE LAS ADMINISTRADORAS 


Artículo 137.- (Liquidación de una Administradora). El Banco Central del 
Uruguay procederá a la liquidación de una Administradora de Fondos de Ahorro 
Previsional cuando se verifique cualquiera de los siguientes supuestos: 


A) El patrimonio de la Administradora se redujere a un importe inferior a los 
mínimos establecidos en el artículo 97 de la presente ley y no se hubieren 
reintegrado totalmente dentro de los plazos establecidos. 


B) Se verifique, dentro de un año calendario, déficit de la Reserva Especial 
en más de dos oportunidades. A los fines de este cómputo no se tendrá en 
cuenta la generación de déficit como consecuencia del proceso establecido 
por el inciso segundo del artículo 122 de la presente Ley. 


C) No hubiere cubierto la rentabilidad mínima establecida o recompuesto la 
Reserva Especial afectada dentro de los plazos fijados en el artículos 122 de 
la presente ley. 


D) Hubiera entrado la Administradora en estado de cesación de pagos, 
cualquiera sea la causa y la naturaleza de las obligaciones que afecte. 


El Estado concurrirá como acreedor en el proceso de liquidación de una 
Administradora, por los pagos que hubiere realizado en virtud del cumplimiento de 
la garantía de rentabilidad mínima establecida en el artículo 122 de la presente ley. 


Artículo 138.- (Procedimiento de liquidación). La liquidación de las 
Administradoras se efectuará por el procedimiento establecido en el artículo 41 del 
Decreto-Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, incorporado por el artículo 
4 de la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 1992. 


Los afiliados deberán traspasar sus cuentas personales y la cuota parte del 
Fondo de Fluctuación de Rentabilidad a otra Administradora, a su elección, en el 
plazo de noventa días posteriores al inicio de la liquidación de la Administradora. 


En caso de no haberlo hecho, el Banco Central del Uruguay destinará a los 
afilados pendientes de traspaso a las Administradoras existentes, en forma 
proporcional al número de afiliados de cada una. 


CAPÍTULO IX - GARANTÍAS DEL ESTADO 


Artículo 139.- (Garantías). El Estado garantizará a los afiliados del régimen de 
ahorro individual obligatorio: 


A) El cumplimiento de la rentabilidad real mínima, sobre los fondos que los 
afiliados mantuvieran invertidos, cuando una Administradora, agotados los 
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mecanismos previstos en la presente ley, no pudiera cumplir con la 
mencionada obligación. 


Esta garantía se mantendrá vigente durante el período en el cual los 
afiliados se traspasen a una nueva Administradora de acuerdo con lo 
establecido en la presente ley. 


B) El pago de las prestaciones de jubilación común, de jubilación por edad 
avanzada y de las pensiones de sobrevivencia que de ellas de deriven, en 
caso de liquidación judicial de una empresa aseguradora. 


C) El pago de las prestaciones de jubilación por incapacidad total, subsidio 

transitorio por incapacidad parcial y pensión de sobrevivencia por 
fallecimiento en actividad o goce de las prestaciones mencionadas, en caso 
de liquidación judicial de la empresa aseguradora que hubiere hecho el 
seguro colectivo de vida mencionado en el artículo 57 de la presente ley, y 
siempre que las disponibilidades financieras de la Administradora 
imposibilitaran hacerse cargo de dichas obligaciones. 


Artículo 140.- La garantía del Estado, a que refieren los artículos 122 y 139 de 
la presente ley, sólo será aplicable a las entidades de propiedad estatal, sin perjuicio 
de la responsabilidad consagrada en los artículos 24 y 25 de la Constitución de la 
República. 


Artículo 141.- (Naturaleza de los créditos). En los casos en que la garantía 
estatal hubiera operado, el Estado concurrirá en la liquidación judicial de las 
Administradoras o de las empresas aseguradoras por los montos pagados, a lo que 
se agregará el valor de las reservas técnicas de las prestaciones futuras, en cuanto 
éstas fueren responsabilidad de aquéllas. El Estado será acreedor privilegiado de 
la misma clase que le corresponde como acreedor de tributos impagos. 


Los créditos de las Administradoras contra una empresa aseguradora, que se 
originen en el contrato de seguro colectivo de invalidez y fallecimiento, gozarán del 
privilegio de la primera clase de créditos personales (artículo 1732 del Código de 
Comercio). 


CAPÍTULO X - DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 142.- (Prohibición del cobro de comisiones). El Banco de Previsión 
Social y el Banco Central del Uruguay no podrán percibir retribución alguna de las 
Administradoras, empresas aseguradoras, empresas contribuyentes o de los 
afiliados, por las actividades que realicen en el marco de la presente ley. 
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Artículo 143.- (Afiliación previsional de las Administradoras de Fondos de 
Ahorro Previsional). Los trabajadores de todas las Administradoras de Fondos de 
Ahorro Previsional, así como los trabajadores del Banco de Previsión Social estarán 
afiliados a esta institución, en lo que refiere al régimen de jubilación por solidaridad 
intergeneracional, 


En cuanto al régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio, los referidos 
trabajadores podrán elegir libremente a la Administradora a la cual afiliarse. 


Artículo 144.- Autorízase al Poder Ejecutivo a emitir y mantener en circulación 
títulos de ahorro previsional hasta por igual cantidad al 80% (ochenta por ciento) de 
la suma de las transferencias realizadas por el Banco de Previsión Social a las 
Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional, con un máximo equivalente a 
UR 30:000.000 (treinta millones de unidades reajustables). 


El Banco Central del Uruguay, a través del Ministerio de Economía y Finanzas, 
comunicará anualmente a la Asamblea General el total acumulado de estas 
transferencias así como el límite referido en el primer inciso. 


Los títulos no podrán tener un plazo superior a veinte años y podrán emitirse en 
moneda nacional, moneda extranjera o unidades reajustables. En todos los casos 
tendrán el mismo tratamiento fiscal y libre circulación que los restantes títulos de 
deuda pública. 


La emisión autorizada por este artículo no está comprendida en los topes 
previstos por la Ley N* 16.812, de 14 de marzo de 1997. 


Redacción dada por: Ley N* 16.884 de 10/11/1997 artículo 1. 


TÍTULO IX - DE LA MATERIA GRAVADA Y ASIGNACIONES COMPUTABLES 
CAPÍTULO | - PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 145.- (Ámbito de aplicación). Las disposiciones de este Titulo 
comprenden a todas las actividades amparadas por el Banco de Previsión Social. 


En oportunidad de que el Poder Ejecutivo dé cumplimiento a lo dispuesto en el 
inciso segundo del artículo 1% de la presente ley, se proyectará las adecuaciones 
de este Título en relación a los demás servicios estatales y personas públicas no 
estatales de seguridad social. Hasta tanto entren en vigencia dichas disposiciones 
se aplicarán las normas legales y reglamentarias en vigor a la sanción de la 
presente ley. 


Artículo 146.- (Principio de congruencia). Todas las asignaciones 
computables a los efectos de las prestaciones de pasividad constituyen materia 
gravada por las contribuciones especiales de seguridad social. 
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En caso de que una determinada asignación o partida resulte, según el período, 
gravada o no y modifique tal naturaleza, la misma será computable sólo por los 
períodos y montos en los que haya constituido materia gravada. 


Artículo 147. - (Principio de primacía de la remuneración real). Las 
contribuciones especiales de seguridad social destinadas al Banco de Previsión 
Social se aplicarán sobre las remuneraciones realmente percibidas por los sujetos 
pasivos de dichos tributos, con la sola excepción de aquellos casos en los que la 
materia gravada y las asignaciones computables se rijan por remuneraciones fictas. 


Artículo 148.- (Principio de actividad. Hecho generador). Las contribuciones 
especiales de seguridad social destinadas al Banco de Previsión Social, se 
generarán por el desarrollo de actividad personal remunerada de cualquier 
naturaleza, comprendida en el ámbito de afiliación del citado Banco. 


Artículo 149.- (Principio de verdad material). La administración tributaria del 
Banco de Previsión Social se ajustará a la verdad material de los hechos. 


Artículo 150.- (Principio de economía procesal). La administración tributaria 
del Banco de Previsión Social, deberá asegurar la celebridad, simplicidad y 
economía de los procedimientos administrativos a su cargo, así como evitar la 
realización o exigencia de trámites, formalismos o recaudos innecesarios que 
compliquen o dificulten su desenvolvimiento y los derechos de los administrados. 


Artículo 151.- (Principio del debido proceso). La administración tributaria del 
Banco de Previsión Social, garantizará a los interesados en sus procedimientos 
administrativos todos los derechos y garantías del debido proceso, de conformidad 
con lo establecido por la Constitución de la República y demás normas de derecho 
positivo. 


Artículo 152.- (Prescripción).- El Banco de Previsión Social podrá declarar de 
oficio la prescripción del derecho al cobro de los tributos, sanciones e intereses 
cuando se configuren los supuestos previstos por el artículo 38 del Decreto-Ley N* 
14.306, de 29 de noviembre de 1974. 


Dicha declaración deberá ser realizada por el Banco de Previsión Social cuando 
se configuren los mismos supuestos constitutivos de la prescripción en caso de ser 
invocada en vía administrativa por el contribuyente y el Banco de Previsión Social 
quedará obligado a expedir en ambos casos los certificados que así lo acrediten. 
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CAPÍTULO Il - MATERIA GRAVADA 


Artículo 153.- (Concepto general).- A los efectos de las contribuciones 
especiales de seguridad social recaudadas por el Banco de Previsión Social, 
constituye materia gravada todo ingreso que, en forma regular y permanente, sea 
en dinero o en especie, susceptible de apreciación pecuniaria, perciba el trabajador 
dependiente o no dependiente, en concepto de retribución y con motivo de su 
actividad personal, dentro del respectivo ámbito de afiliación. 


Artículo 154.- (Concepto de excepción).- Cuando el ingreso referido en el 
artículo anterior se perciba, en todo o en parte, mediante asignaciones en especie 
o cuya cuantía real sea incierta, el monto a gravar será establecido fictamente por 
el Poder Ejecutivo, en función de la naturaleza o modalidad de las actividades o 
formas de retribución, sin perjuicio de lo dispuesto en el Capítulo !!l de este Título. 


Artículo 155.- (Base Ficta de Contribución). En los casos previstos en el 
artículo anterior la materia gravada se determinará por la Base Ficta de 
Contribución, la cual será equivalente a UR 1 (una unidad reajustable) (artículo 38 
de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968). A tales efectos el valor 
de la unidad reajustable será el vigente en las oportunidades establecidas en el 
artículo 67 de la Constitución de la República. 


CAPÍTULO lll - SITUACIONES ESPECIALES 


Artículo 156. (Propinas). Las propinas percibidas por los trabajadores 
dependientes estarán gravadas entre un mínimo equivalente a tres veces el valor 
de la Base Ficta de Contribución y un máximo de veinte veces el valor de dicha 
Base. El Poder Ejecutivo, atendiendo a las características de cada actividad, 
determinará el monto gravado correspondiente. 


Los montos correspondientes a propinas de los funcionarios profesionales de 
los Casinos del Estado y Municipales, se regirán por lo dispuesto por la Ley N* 
16.568, de 28 de agosto de 1994. 


Artículo 157.- (Viáticos). Los viáticos, cualesquiera fuese su denominación, 
estarán gravados por lo realmente percibido en los siguientes porcentajes: un 50% 
(cincuenta por ciento) sobre las partidas destinadas a su utilización dentro del país 
y un 25% (veinticinco por ciento) las partidas destinadas a su utilización fuera del 
país. 
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Quedan exceptuadas las sumas que las empresas reintegren a sus trabajadores 
por concepto de gastos de locomoción, alimentación y alojamiento, ocasionados en 
el cumplimiento de tareas encomendadas por aquéllas, cuando las mismas estén 
sujetas a rendición de cuentas y escrituración contable o se pruebe fehaciente e 
inequívocamente su calidad indemnizatoria, a juicio de la Administración. 


Artículo 158.- (Gratificaciones). Constituirán materia gravada las gratificaciones, 
cuando tengan los caracteres de regularidad y permanencia. Quedan exceptuadas 
las partidas que las empresas otorguen a sus trabajadores en forma discrecional o 
con motivos específicos no vinculados a la prestación de servicios propia de la 
relación o contrato de trabajo. 


Artículo 159.- (Quebrantos). Constituirán materia gravada los quebrantos de caja 
y similares que efectivamente perciba el trabajador. 


Artículo 160.- (Subsidios por períodos de inactividad compensada). Los 
subsidios correspondientes a períodos de inactividad compensada constituirán 
materia gravada. 


Los complementos que las empresas otorguen a los subsidios correspondientes a 
períodos de inactividad compensada, no estarán gravados ni constituirán 
asignación computable, no pudiendo la suma de ambos exceder la remuneración 
habitual del trabajador. 


Artículo 161.- (Retribuciones de profesionales universitarios). Las 
remuneraciones de los profesionales universitarios se regirán, a los efectos de las 
contribuciones especiales de seguridad social, por las siguientes reglas: 


1) Constituirán materia gravada las retribuciones a los profesionales 
universitarios, cuando exista una relación de dependencia laboral, no siendo 
relevante, a esos efectos, la mera circunstancia de percibir honorarios en 
forma regular y permanente. 


La Administración deberá probar la existencia de tales caracteres, mediante 
el análisis de todas las pautas y elementos de hecho que permitan establecer 
la existencia de relación de dependencia. 


2) Se presumirá que no existe relación de dependencia cuando el 
profesional universitario cumpla con las obligaciones impositivas y efectúe 
los aportes correspondientes a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios. 
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Artículo 162.- (Retribuciones de profesionales universitarios derivados de 
contratos de arrendamiento de servicios profesionales u obra). No constituyen 
materia gravada las retribuciones percibidas por profesionales universitarios en 
virtud de contratos de arrendamiento de servicios profesionales o de obra, toda vez 
que conste por escrito la delimitación de las obligaciones de las partes, así como la 
ausencia de relación de dependencia siempre que el profesional universitario 
cumpla con las obligaciones impositivas y efectúe los aportes correspondientes a 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


Artículo 163.- (Aportes personales). Los aportes personales cuando los toma 
a su cargo la empresa constituirán materia gravada. 


Artículo 164.- (Prestaciones de Vivienda). Las prestaciones de vivienda, en 
dinero o en especie, constituyen materia gravada. El monto gravado será el 
equivalente a diez Bases Fictas de Contribución. Las prestaciones de vivienda, en 
dinero o en especie, para los trabajadores rurales, se gravarán en la forma y 
condiciones que determinen las normas legales y reglamentarias vigentes 


Artículo 165.- (Gastos de representación). Los gastos de representación que 
perciban los titulares de los cargos a que refieren los numerales 1 a 4 del literal c) 
del artículo 35 del llamado Acto Institucional N* 9, de 23 de octubre de 1979, se 
regirán por lo dispuesto en el artículo 157 de la presente ley. 


Artículo 166.- (Alimentos). Las prestaciones de alimentación, en dinero o en 
especie, para los trabajadores rurales, se gravarán en la forma y condiciones que 
determinen las normas legales y reglamentarias vigentes para dicho sector de 
actividad. 


Artículo 167.- (Prestaciones exentas). Las prestaciones que se indican a 
continuación no constituyen materia gravada ni asignación computable. 


1) La alimentación de los trabajadores en los días trabajados, sea que se 
provea en especie o que su pago efectivo lo asuma el empleador. 


2) El pago total o parcial, debidamente documentado, de cobertura médica u 
odontológica, asistencial o preventiva, integral o complementaria otorgadas 
al trabajador, su cónyuge, concubina o concubino con cinco años de 
convivencia ininterrumpida y demás características previstas por el literal E) 
del artículo 25 de la presente ley, sus padres -cuando se encuentren a su 
cargo-, hijos menores de dieciocho años, o mayores de dieciocho y menores 
de veinticinco mientras se encuentren cursando estudios terciarios e hijos 
incapaces, sin límite de edad. 
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3) El costo de los seguros de vida y de accidente personal del trabajador, 
cuando el pago de los mismos haya sido asumido total o parcialmente por el 
empleador. 


La suma de las prestaciones exentas referidas precedentemente no podrán 
superar el 20% (veinte por ciento) de la retribución que el trabajador recibe 
en efectivo por conceptos que constituyan materia gravada. En el caso en 
que se supere dicho porcentaje, el excedente estará gravado de acuerdo a 
lo dispuesto por el artículo 153 de la presente ley. 


La provisión de ropas de trabajo y de herramientas necesarias para el 
desarrollo de la tarea asignada al trabajador no constituirá materia gravada 
ni asignación computable. 


4) El costo del uso del transporte colectivo de pasajeros en los dias 
trabajados cuando su pago efectivo sea asumido por el empleador. 


Numeral 2) redacción dada por: Ley N* 18.246 de 27/12/2007 artículo 18. 
Numeral 4%) agregado por: Ley N* 17.555 de 18/09/2002 artículo 60. 


Artículo 168.- (Cooperativistas). Los cooperativistas aportarán sobre las 
remuneraciones realmente percibidas, no pudiendo ser el monto gravado inferior a 
la retribución que corresponda al cargo que desempeñen, según laudos, convenios 
colectivos u otras formas de establecer colectivamente niveles salariales, aplicables 
al giro único o principal de la empresa. 


Artículo 169.- (Industria de la construcción y empresas transportistas). La 
regulación de las contribuciones especiales de seguridad social relativas a la 
industria de la construcción y empresas transportistas continuarán rigiéndose por 
las normas legales y reglamentarias específicas de la actividad, aplicables a la 
fecha de vigencia de la presente ley. 


Artículo 170.- (Directores, Administradores y Síndicos de sociedades 
anónimas). Las remuneraciones de los Directores, Administradores y Síndicos de 
sociedades anónimas constituyen materia gravada por los montos efectivamente 
percibidos como consecuencia del ejercicio de dichos cargos, cualquiera sea la 
denominación de aquellos. 


No obstante, cuando las remuneraciones del ejercicio por todo concepto, sean 
inferiores al equivalente a treinta veces el valor de la Base Ficta de Contribución 
por cada mes del ejercicio anual o de los meses en los cuales ejerció el cargo, se 
estará a esta última cifra, que constituirá la materia gravada. 


Artículo 171.- (Exención Directores, Administradores y Síndicos de 
sociedades anónimas). Están exentos los Directores, Administradores y Síndicos: 
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A) Que no perciben remuneración de clase alguna, debiéndose probar dicho 
extremo, mediante certificado notarial o contable. 


B) Radicados en el extranjero, extremo que debe ser probado fehacientemente. 


C) De sociedades anónimas propietarias de inmuebles destinados a casa- 
habitación de los mismos y siempre que la sociedad no tenga otra actividad. 


CAPÍTULO IV - TRABAJADORES NO DEPENDIENTES 


Artículo 172.- (Trabajadores no dependientes que ocupan personal). Las 
personas físicas que por sí solas, conjunta o alternativamente con otras, asociadas 
o no, ejerzan una actividad lucrativa no dependiente y ocupen personal, y los socios 
integrantes de las sociedades colectivas, de responsabilidad limitada, en comandita 
y de capital e industria, tengan o no la calidad de administradores, que desarrollen 
actividad de cualquier naturaleza dentro de la empresa, efectuarán su aportación 
ficta patronal, sobre la base del máximo salario abonado por la empresa o la 
remuneración real de la persona física correspondiente, según cual fuera mayor, 
sin que pueda ser inferior al equivalente a quince veces el valor de la Base Ficta de 
Contribución. 


Artículo 173.- (Trabajadores no dependientes que no ocupan personal). La 
aportación, así como los beneficios de la seguridad social en el caso de los 
trabajadores no dependientes, sin personal a su cargo, se ajustará a partir del 
primer día del mes siguiente al de la vigencia de la presente ley, a las siguientes 
categorías de sueldos fictos equivalentes a: 


1?) Once veces la Base Ficta de Contribución. 

2*) Quince veces la Base Ficta de Contribución. 

3?) Veinte veces la Base Ficta de Contribución. 

4?) Veinticinco veces la Base Ficta de Contribución. 

5%) Treinta veces la Base Ficta de Contribución. 

6%) Treinta y seis veces la Base Ficta de Contribución. 

7%) Cuarenta y dos veces la Base Ficta de Contribución. 
8?) Cuarenta y ocho veces la Base Ficta de Contribución 
9%) Cincuenta y cuatro veces la Base Ficta de Contribución. 
10*) Sesenta veces la Base Ficta de Contribución. 
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Las disposiciones de este artículo serán aplicables a los afiliados comprendidos en 
los artículos 61 y 64 de la presente ley. 


Artículo 174.- (Opción). La determinación inicial del sueldo ficto de los afiliados 
comprendidos en el artículo anterior, en caso de ingreso o reingreso, no podrá 
sobrepasar la tercera categoría. No obstante, aquellos que anteriormente hubieran 
aportado de acuerdo a una categoría superior, podrán reingresar en la misma. 


Los afiliados comprendidos en el artículo 2? de la presente ley, podrán elegir 
libremente la categoría de sueldos fictos por la que aportarán, conforme al artículo 
anterior, pudiendo establecerse un sueldo ficto mayor al previsto para la décima 
categoría. 


Artículo 175.- (Cambio de categoría). Cumplido un minimo de tres años de 
permanencia en cada categoría los afiliados comprendidos en los artículo 61 y 64 
de la presente ley podrán optar, antes de su vencimiento o en los años 
subsiguientes, por la categoría inmediata superior, lo que se hará efectivo a partir 
del 1* de enero del año inmediato siguiente, siempre que a dicha fecha se encuentre 
en situación regular de pago. 


A los efectos del primer pasaje de categoría se considerará que la afiliación se 
ha producido el 1? de enero, cuando se haya operado dentro de los primeros seis 
meses del año y el 1? de enero del año subsiguiente, cuando la misma se haya 
efectuado dentro del segundo semestre. 


En caso de reingreso, el afiliado podrá retomar la categoría que registraba al 
momento del cese, así como la permanencia que en la misma haya registrado. A 
los solos efectos del pasaje a la categoría subsiguiente se aplicará además, la 
presunción que estatuye el inciso anterior. 


Los afiliados comprendidos en el artículo 2” de la presente ley se regirán por lo 
dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior 


Artículo 176.- (Pluriactividad en carácter de trabajador no dependiente). En 
caso de ejercerse más de una actividad de las comprendidas en el presente 
capítulo, corresponderá la aportación por el sueldo ficto mayor. 


Artículo 177.- (Excepción). Exceptúase del régimen previsto en este capitulo: 


A) Las personas que desarrollando una actividad carente de inclusión 
específica, no acrediten los requisitos de habitualidad, profesionalidad y 
carácter principal que a los efectos de la subsistencia, establece el artículo 
18 de la Ley N* 12.380, de 12 de febrero de 1957. 
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B) Quienes desarrollan actividades comprendidas en la Ley N* 15.852 de 24 
de diciembre de 1986. 


Artículo 178.- 


TEXTO DEL ARTÍCULO DEROGADO: Artículo 178.- (Empresas unipersonales). Las contribuciones 
especiales de seguridad socia! generadas por las empresas unipersonales se regirán por las siguientes reglas: 


1) Su actividad estará gravada por las referidas contribuciones de acuerdo a los sueldos fictos previstos en 
el presente capitulo, sin perjuicio de las situaciones de hecho en las que sea de aplicación lo indicaco en 
los numerales 4) y 5) de este artículo. 


No constituyen materia gravada a los fines de las contribuciones especiales de seguridad social las 
retribuciones por concepto de servicios prestados por empresas unipersonales, toda vez que conste por 
escrito claramente delimitadas por obligaciones de las partes y la ausencia de relación de dependencia y 
que las mismas cumplan, además, con las obligaciones tributarias, particularmente con la inscripción en 
el Registro Unico de Contribuyentes de la Dirección General Impositiva. 


Dichos contratos deberán ser registrados ante el Banco de Previsión Social, en la forma que indique la 
reglamentación. 


El Banco de Previsión Social podrá formular, de manera fundada, observaciones a dichos contratos, 
cuando entienda que los mismos implican una clara relación de dependencia encubierta, en cuyo caso la 
materia gravada estará consttuida por las retrbuciones percibidas por concepto de servicios prestados. 
En tales casos, la obligación de pago de las contribuciones especiales de seguridad social existirá a partir 
del primer día del mes siguiente al de la notificación, sin perjuicio de los recursos administrativos que 
pudieren corresponder 


Las retribuciones por concepto de servicios prestados por empresas unipersonales constituirán materia 
gravada, en caso de que no exista contrato escrito o de que el mismo no haya sido debidamente 
registrado, y siempre que la Administración compruebe que la relación contractual ha sido establecida 
con la finalidad de evitar el pago de contribuciones especiales de segundad social. 


Se presumirá que no existe finalidad de evitar el pago de contribuciones especales de seguridad social 
cuando se trate de empresas un personales formadas por extrabajadores de la co-contratante, cuando la 
relación contractual sea consecuencia de una reestructura de ésta, acordada con su personal. 


Derogado por: Ley N* 18.783 de 19/07/2011 artículo 1. 


Artículo 179.- (Efectos del acogimiento de la pretensión anulatoria). 
Siempre que, en vía jurisdiccional se acoja, por razones de legalidad, la pretensión 
anulatoria pertinente, la Administración deberá reintegrar al contribuyente las 
sumas indebidamente cobradas por todo concepto, actualizadas por el 
procedimiento establecido por el Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1976, 
sin perjuicio de la acción reparatoria patrimonial por los daños y perjuicios 
producidos al administrado. 
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TÍTULO X - DISPOSICIONES ESPECIALES 


Artículo 180.- (Modificación de las Cartas Orgánicas del Banco de la 
República Oriental del Uruguay y del Banco Hipotecario del Uruguay). 


1) (Carta Orgánica del Banco de la República Oriental del Uruguay) Agrégase 
al numeral 3") del artículo 27 de la Ley N* 9.808, de 2 de enero de 1939, en la 
redacción dada por el artículo 2% del Decreto-Ley N* 14,523, de 4 de enero de 
1977, lo siguiente: 


"La prohibición de adquisición de acciones de sociedades anónimas no 
regirá cuando se trate de constituir o participar como socio de una sociedad 
comercial cuyo objetivo social exclusivo sea la administración de fondos de 
Ahorro Previsional”. 


Modifícase el numeral 5") del artículo 27 de la Ley N* 9.808, de 2 de enero de 
1939, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"Tomar parte directa o indirectamente en operaciones comerciales e 
industriales con las excepciones previstas en la presente ley”. 


2) (Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay). Sustitúyese el numeral 
18 del artículo 18 de la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay por el 
siguiente: 


"18) Adquirir, con autorización del Poder Ejecutivo, acciones o partes del 
capital de instituciones nacionales o extranjeras de carácter financiero y 
realizar operaciones comerciales e industriales”. 


Artículo 181.- (Incremento de la tasa de aporte patronal). A partir de la 
vigencia de la presente Ley la tasa de aportación personal jubilatoria (montepío) 
sobre todas las asignaciones computables gravadas por las contribuciones 
especiales de seguridad social, en actividades amparadas por el Banco de 
Previsión Social, incluídas las rurales a que se refiere la ley 15.852, de 24 de 
diciembre de 1986, será del 15% (quince por ciento). 


TEXTO DEL INCISO DEROGADO: A partir de la misma fecha, los trabajadores 
rurales comprendidos en la referida ley deberán aportar a los seguros sociales por 


enfermedad a una tasa del 3% (tres por ciento) sobre el total de sus asignaciones 
computables sujetas a montepío. 


Inciso 2%) derogado/s por: Ley N* 16.883 de 10/11/1997 artículo 9. 
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Artículo 182.- (Aumento de salarios). A efectos de la cobertura del aumento 
de las aportaciones personales dispuesto en el artículo anterior, a partir de la 
vigencia de la presente ley, se incrementarán las remuneraciones sujetas a 
montepío de los trabajadores dependientes de las actividades públicas y privadas 
amparadas por el Banco de Previsión Social, en el porcentaje necesario a fin que 
las remuneraciones líquidas sean equivalentes a las abonadas con anterioridad a 
dicha fecha. 


Se entiende por remuneraciones líquidas, las nominales menos los aportes 
personales a la seguridad social e impuesto a las retribuciones personales. 


Artículo 183.- (Disminución de aporte patronal jubilatorio). Disminúyese en 
dos puntos porcentuales el aporte patronal legal al Banco de Previsión Social. Dicha 
disminución se aplicará sobre todas las remuneraciones que constituyan materia 
gravada a efectos de las contribuciones especiales de seguridad social. 


La disminución dispuesta en el inciso anterior no se aplicará al aporte patronal 
jubilatorio de los organismos estatales, ni al de los empresarios rurales. 


Artículo 184.- (Impuesto a las retribuciones personales). Las retribuciones 
personales que excedan de $ 15.000 (quince mil pesos uruguayos) constituyen 
materia gravada a los efectos del impuesto a las retribuciones personales. 


Artículo 185.- (Disposición transitoria). El sueldo básico jubilatorio de los 
trabajadores de industrias en las que, con anterioridad a la fecha de sanción de la 
presente ley y en el futuro, se hayan producido o se produzcan despidos colectivos 
o individuales, como consecuencia del proceso de cierre o clausura total o parcial 
de las actividades de la empresa, se podrá calcular tomando en cuenta el promedio 
mensual de los veinte mejores años de asignaciones computables actualizadas con 
aportes documentados. 


Lo previsto en el inciso anterior será de aplicación hasta que se disponga de un 
período de veinte años registrados en la historia laboral y siempre que dichos 
trabajadores tuvieren cincuenta o más años de edad al 31 de diciembre de 1996. 


La actualización de las asignaciones computables se hará hasta el mes 
inmediato anterior al inicio del servicio de la pasividad, de acuerdo al Índice Medio 
de Salarios, elaborado conforme al artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968. 


Redacción dada por: Ley N* 16.759 de 04/07/1996 artículo 1. 


Artículo 186.- (De la cuota mutual, su generación y condiciones del 
derecho). Los afiliados pasivos jubilados como trabajadores dependientes en 
actividades amparadas en el Banco de Previsión Social, tendrán derecho a panir 
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del 1? de enero de 1997, al beneficio de la cuota mutual a cargo del mismo, siempre 
que sus ingresos totales incluyendo las prestaciones por pasividad o retiro no 
superen a partir del 1? de enero de 1997 la cantidad de $ 1.100 (pesos uruguayos 
un mil cien) y a partir del 1% de enero de 1998 en adelante la suma de $ 1.300 
(pesos uruguayos un mil trescientos), ambas tomadas a valores de mayo de año 
1995. 


El beneficio aquí establecido se generará y mantendrá a partir de las fechas 
mencionadas siempre que por lo menos una de las Administradoras de Fondos de 
Ahorro Previsional esté operando y los regímenes tanto de jubilaciones como de 
financiación previstos por la presente ley se encuentran vigentes. 


Esta prestación es incompatible con ingresos derivados de cualquier actividad 
remunerada, que en su conjunto superen con las jubilaciones los valores 
establecidos en el inciso primero de este artículo. 


Redacción dada por: Ley N% 16.759 de 04/07/1996 artículo 2. 


Artículo 187.- (Opción). Los jubilados del Banco de Previsión Social amparados 
por el artículo anterior, que sean beneficiarios de la cobertura de salud por otro 
régimen, podrán optar por el beneficio establecido por la presente ley en la forma y 
condiciones que establezca la reglamentación. 


Artículo 188.- (Régimen de Financiamiento). A los efectos de la financiación 
del beneficio previsto en artículos anteriores los afiliados pasivos del Banco de 
Previsión Social contribuirán sobre sus pasividades nominales: con un 3% (tres por 
ciento) los titulares del beneficio y con un 1% (uno por ciento) los restantes pasivos 
de dicha institución a partir del 1? de enero de 1997. 


Artículo 189.- (Texto Ordenado). Cométese al Poder Ejecutivo la realización de 
un Texto Ordenado sobre las disposiciones vigentes en materia de previsión social, 
en un plazo de seis meses a partir de la promulgación de la presente ley. 


Artículo 190.- (Derogaciones). Derógase la Ley N* 16.673, de 13 de diciembre 
de 1994, sin perjuicio de los derechos adquiridos por quienes se hayan amparado 
a esta disposición legal. Deróganse todas las disposiciones que directa oO 
indirectamente se opongan a lo previsto por la presente ley. 


Artículo 191.- (Reglamentación). El Poder Ejecutivo reglamentará las 
disposiciones de la presente ley de conformidad con lo previsto por el numeral 4) 
del artículo 158 de la Constitución de la República, en un plazo de sesenta días 
siguientes a la fecha de promulgación de la presente ley. 
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Artículo 192.- (Vigencia).- La presente ley entrará en vigencia el primer día del 
mes siguiente al del cumplimiento de los ciento ochenta días de su promulgación, 
salvo en aquellas disposiciones en que se haya establecido una fecha de vigencia 
diferente. 
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TOCAF 


Artículo 38.- Arrendamiento de obra es el contrato que celebra la Administración 
con una persona física o jurídica, por el cual ésta asume una obligación de resultado en 
un plazo determinado, recibiendo como contraprestación el pago de un precio en dinero. 


En el ámbito de la Administración Central dichos contratos deberán ser 
aprobados por el Poder Ejecutivo actuando en acuerdo con el Ministro de Economía y 
Finanzas y el Ministro respectivo, previo y favorable dictamen de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil (ONSC) y de la Contaduría General de la Nación. 


Los contratos de arendamiento de obra que celebren los servicios 
descentralizados y los entes autónomos industriales y comerciales deberán ser 
autorizados por el Poder Ejecutivo, debiendo contar con el informe de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y de la ONSC. 


La contratación de profesionales o técnicos en régimen de arrendamiento de 
obra, cuando el monto anual exceda el triple del límite de la contratación directa se 
efectuará a través del Sistema de Reclutamiento y Selección de los recursos humanos 
de la ONSC mediante el procedimiento de concurso. 

Sólo podrán celebrarse contratos de arrendamiento de obra con personas físicas 
cuando éstas no tengan la calidad de funcionarios públicos, salvo el caso de 
funcionarios docentes de enseñanza pública superior, aunque ocupen un cargo en otra 
dependencia del Estado. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior aquellos contratos que sean 
necesarios para el cumplimiento de convenios internacionales, así como los celebrados 
por la Universidad de la República y por el Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas. 


Las disposiciones de este artículo serán de aplicación para la renovación de los 
contratos de arrendamiento de obra vigentes. 


Deberá dejarse expresa constancia que: 
A) El contrato cumple estrictamente con la descripción legal. 


B) Que el comitente no se encuentra en condiciones materiales de ejecutar con 
sus funcionarios el objeto del arriendo. 


Fuente: Ley N* 18,719, de 27 de diciembre de 2010, articulo 47. 
Ley N* 18,834, de 4 de noviembre de 2011, artículo 243, 
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Artículo 33.-Las contrataciones se realizarán mediante licitación pública u otro 
procedimiento competitivo expresamente previsto, de acuerdo a lo que mejor se adecue 
a su objeto, a los principios generales de la contratación administrativa y de acuerdo a 
lo previsto en la normativa vigente. 


No obstante podrá contratarse: 


A) Por licitación abreviada cuando el monto de la operación no exceda de $ 8.199.000* 
(ocho millones ciento noventa y nueve mil pesos uruguayos). 


("monto actualizado periodo Enero — Diciembre 2017 — Fuente INE) 


B) Directamente cuando el monto de la operación no exceda de $ 410.000* 
(cuatrocientos diez mil pesos uruguayos). 


("monto actualizado período Enero — Diciembre 2017 — Fuente INE) 


C) Directamente o por el procedimiento que el ordenador determine por razones de 
buena administración, en los siguientes casos de excepción: 


1) Entre organismos o dependencias del Estado, o con personas públicas no estatales, 
o con personas jurídicas de derecho privado cuyo capital social esté constituido en 
su totalidad por participaciones, cuotas sociales o acciones nominativas propiedad 
del Estado o de personas públicas no estatales. 


Fuente: Ley N* 19 149, de 24 de octubre de 2013, artículo 17. 


Tratándose de personas jurídicas de derecho privado, la propiedad estatal deberá 
ser sobre el total del capital social, al momento de la celebración del contrato, 


2) Cuando la licitación pública, abreviada o remate resultaren desiertos, o no se 
presentaren ofertas válidas o admisibles, o que las mismas sean manifiestamente 
inconvenientes. 


La contratación deberá hacerse con bases y especificaciones idénticas a las del 
procedimiento fracasado y, en su caso, con invitación a los oferentes originales, 
además de los que estime necesarios la Administración. 


3) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya fabricación o suministro sea exclusiva 
de quienes tengan privilegio para ello, o que solo sean poseídos por personas o 
entidades que tengan exclusividad para su venta, siempre que no puedan ser 
sustituidos por elementos similares. Las marcas de fábrica de los distintos productos 
y servicios, no constituyen por sí mismas causal de exclusividad, salvo que por 
razones técnicas se demuestre que no hay sustitutos convenientes. En cada caso 
deberán acreditarse en forma fehaciente los extremos que habilitan la causal, 
adjuntando el informe técnico respectivo. 


Fuente: Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 16. 
4) Para adquirir, ejecutar o restaurar obras de arte, científicas o históricas, cuando no 


sea posible el concurso de méritos o antecedentes o deban confiarse a empresas o 
personas especializadas o de probada competencia. 
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5) Las adquisiciones de bienes que no se produzcan o suministren en el país y que 
convenga efectuar por intermedio de organismos internacionales a los que esté 
adherida la Nación. 


6) Las reparaciones de maquinarias, equipos o motores cuyo desarme, traslado o 
examen previo resulte oneroso en caso de llamarse a licitación. Esta excepción no 
podrá aplicarse a las reparaciones comunes de mantenimiento, periódicas, normales 
o previsibles. 


7) Los contratos que deban celebrarse necesariamente en países extranjeros. 
8) Cuando las circunstancias exijan que la operación deba mantenerse en secreto. 


9) Cuando medien probadas razones de urgencia no previsibles o no sea posible la 
licitación o remate público o su realización resienta seriamente el servicio. 


10) Cuando exista notoria escasez de los bienes o servicios a contratar. 


11) La adquisición de bienes que se realicen en remates públicos. El precio máximo a 
pagar será el que surja de la tasación previamente efectuada. 


12) La compra de semovientes por selección, cuando se trate de ejemplares de 
características especiales. 


13) La venta de productos destinados al fomento económico o a la satisfacción de 
necesidades sanitarias, siempre que la misma se efectúe directamente a los 
usuarios o consumidores. 


14) La adquisición de material docente o bibliográfico del exterior, cuando el mismo se 
efectúe a editoriales o empresas especializadas en la materia. 


15) La adquisición de víveres frescos existentes en mercados, ferias o directamente a 
los productores. 


16) La adquisición en el exterior de petróleo crudo y sus derivados, aceites básicos, 
aditivos para lubricantes y sus respectivos fletes. 


17) Las adquisiciones que se realicen en el marco de acuerdos intergubernamentales o 
con entidades estatales extranjeras que involucren un intercambio compensado con 
productos nacionales de exportación. 


18) Para adquirir, ejecutar, reparar bienes o contratar servicios destinados a la 
investigación científica por parte de la Universidad de la República, hasta un monto 
anual de US$ 5.000.000 (cinco millones de dólares de los Estados Unidos de 
América). 


19) Las compras que realice la Presidencia de la República para el Sistema Nacional de 
Emergencias a efectos de atender situaciones de emergencia, crisis y desastres 
excepcionales, dando cuenta a la Asamblea General. 


20) Para adquirir bienes, contratar servicios o ejecutar obras cuya producción o 
suministro esté a cargo de una cooperativa social, debidamente acreditada ante el 
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Ministerio de Desarrollo Social o de un monotributista social MIDES, hasta el monto 
establecido para la licitación abreviada. 


Fuente: Ley N” 19.438, de 14 de octubre de 2016, artículo 17. 


21) La compraventa por parte de la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones 
Eléctricas, de la energía generada por otros agentes en territorio nacional, de 
conformidad con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. Las impugnaciones 
o recursos que en tales circunstancias se interpusieren, en cualquier etapa del 
procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que así lo resuelva el jerarca 
del ente público contratante. 


El ordenador, por razones fundadas, podrá exonerar a los oferentes o 
adjudicatarios, del depósito de garantías, o variar los porcentajes establecidos por 
el Artículo 64 de este Texto Ordenado. 


22) La contratación de bienes o servicios, cualquiera sea su modalidad, por parte de los 
entes autónomos y servicios descentralizados integrantes del dominio industrial, 
comercial y financiero del Estado, destinada a servicios que se encuentren de hecho 
o de derecho en regimenes de libre competencia. Las impugnaciones o recursos 
que en tales casos se interpusieran, en cualquier etapa del procedimiento, no 
tendrán efecto suspensivo, salvo que así lo resuelva el jerarca de la empresa 
contratante. 


23) La adquisición de biodiesel y alcohol carburante por parte de la Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP), de conformidad con la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. Las impugnaciones o recursos que en 
tales circunstancias se interpusieren, en cualquier etapa del procedimiento, no 
tendrán efecto suspensivo, salvo que así lo resuelva el jerarca del ente público 
contratante. 


El ordenador, por razones fundadas, podrá exonerar a los oferentes o 
adjudicatarios, del depósito de garantías, o variar los porcentajes establecidos por 
el Artículo 64 de este Texto Ordenado. 


24) Para adquirir, ejecutar, reparar bienes o contratar servicios destinados al 
mantenimiento y mejoras de infraestructura de locales de enseñanza bajo su 
dependencia, por parte de la Administración Nacional de Educación Pública. 


25) La contratación de bienes o servicios por parte del Inciso 15 Ministerio de Desarrollo 
Social, cualquiera sea su modalidad, con sindicatos de trabajadores, asociaciones 
de profesionales y fundaciones vinculadas a la Universidad de la República. 


26) Los contratos con empresas de servicios energéticos públicas o privadas que se 
encuentren registradas en el Ministerio de Industria, Energía y Minería (MIEM) y 
que se desarrollen bajo el esquema de Contratos Remunerados por Desempeño, 
en los cuales la inversión sea financiada íntegra o parcialmente por la empresa de 
servicios energéticos. 


27) La contratación de bienes o servicios por parte de los organismos señalados en el 
artículo 2 de este Texto Ordenado, cualquiera sea su modalidad, con asociaciones 
y fundaciones vinculadas a la Universidad de la República. 


28) Para adquirir bienes o contratar servicios por parte de la Unidad Operativa Central 
del Plan de Integración Socio-Habitacional Juntos. 
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29) Las contrataciones que realicen las unidades ejecutoras 016 “Servicio Oficial de 
Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos” y 024 *Canal 5 - Servicio de Televisión 
Nacional" del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura”, bajo la modalidad de 
canjes publicitarios. 

30) Para adquirir o reparar bienes destinados a cubrir necesidades provenientes de 
cursos de capacitación laboral, hasta un monto anual de $6.413.000* (seis millones 
cuatrocientos trece mil de pesos uruguayos) en la ANEP cuando los mecanismos 
previstos para ello no hagan posible las contrataciones en los plazos adecuados 
para su instrumentación. El jerarca del Inciso deberá autorizar el gasto en cada 
caso. 

* Monto actualizado a Enero — Diciembre 2014 —Fuente INE. 


31) La contratación de bienes o servicios por parte de la Administración de los Servicios 
de Salud del Estado en el marco de convenios de complementación asistencial 
suscritos por el Directorio del organismo al amparo de las facultades que le otorga 
el literal G) del Artículo 5* de la Ley N” 18.161, de 29 de julio de 2007 y previo 
informe del Ministerio de Salud Pública. 


Fuente: Ley N” 19.149, de 24 de octubre de 2013, artículo 29. 


Para cubrir servicios tercerizados imprescindibles para el cumplimiento de los 
cometidos del organismo, cuando se haya interrumpido la prestación del servicio en 
forma enticipada e la fecha de finalización del contrato, ya sea por decisión 
unilateral del adjudicatario, por acuerdo de partes o por haberse rescindido el 
contrato por incumplimiento, únicamente en aquellos casos en que exista un 
procedimiento de contratación vigente con otros oferentes dispuestos a prestar el 
servicio en las condiciones y precios ofertados, la Administración podrá convocarlos 
por el orden asignado al momento de evaluación de las ofertas. La contratación al 
amparo de esta excepción se extenderá hasta la culminación del trámite del nuevo 
procedimiento licitatorio que se convoque y no podrá exceder los seis meses. La 
intervención del Tribunal de Cuentas se realizará previo al pago de la primera 
factura. 

Fuente: Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 17. 


32) La realización de convenios de complementación docente por parte de la 
Universidad Tecnológica (UTEC) con otras universidades, instituciones educativas, 
entidades culturales o agentes del sector productivo y de servicios, tanto nacionales 
como internacionales que impliquen la realización de contribuciones por parte de la 


UTEC 
Fuente: Ley N" 19. 149 de 24 de octubre de 2013, artículo 30. 


32 bis) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya producción o suministro esté a 
cargo de un Taller de Producción Protegida, debidamente acreditado ante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, hasta el monto establecido para la 
licitación abreviada 

Fuente: Ley N” 19.159, de 25 de octubre de 2013, artículo 10. 


33) Las adquisiciones y ventas que realice la Presidencia de la República, para las 
unidades productivas y de bosques y parques del establecimiento presidencial de 
Anchorena. 

Fuente: Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2018, artículo 18. 


34) Las compras que realice el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, para 
atender situaciones de emergencia agropecuaria, de acuerdo a lo establecido por 
el artículo 207 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, en la redacción dada 
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por el artículo 359 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010, con la 
modificación introducida por el artículo 169 de la Ley N* 19.149, de 24 de octubre 
de 2013. 

Fuente: Ley N" 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 19. 


35) La contratación de servicios artísticos, cualquiera sea su modalidad, por parte del 
Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura”, con cooperativas de artistas y oficios 
conexos, hasta el monto establecido para la licitación abreviada. 


Fuente: Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 20. 


36) La adquisición de alimentos por parte del Ministerio del Interior, cuya producción o 
suministro esté a cargo de cooperativas de productores y que se realice mediante 
convenios en los que participen las Intendencias Departamentales y con la finalidad 
de abastecer a los establecimientos carcelarios. 


Fuente: Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 21. 


37) Contratación de bienes o servicios y convenios con asociaciones y organizaciones 
que nuclean a micro, pequeñas y medianas empresas, que suscriba la Dirección 
Nacional de Artesanías, Pequeñas y Medianas Empresas, del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. 


Fuente: Ley N* 19.438, de 14 de octubre de 201€, artículo 16. 


Las contrataciones directas indicadas en las excepciones precedentes deberán 
ser autorizadas por los ordenadores primarios quiénes podrán delegar en los 
ordenadores secundarios dicha competencia en los casos que determinen 
fundadamente. 


Las contrataciones referidas en el Literal C) Numeral 1), no podrán incluir la 
participación, directa o indirecta de empresas privadas. 


Las realizadas al amparo del Literal C) Numeral 9), deberán contar con la 
certificación del Ministerio de Economía y Finanzas, tanto de la configuración de los 
extremos que habilitan la causal, como los precios y condiciones que corresponden al 
mercado. 


Exceptúense del control previo del Ministerio de Economía y Finanzas 
establecido en el inciso anterior, las contrataciones directas que deba realizar el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, cuando se deba dar 
respuesta inmediata mediante la realización de las obras necesarias, en una de las 
siguientes situaciones: 


a) Defectos o vicios constructivos detectados en viviendas entregadas por la 
referida Secretaría de Estado y cuya responsabilidad le sea imputable. 

b) Reparación de sistemas de saneamiento y de agua potable en aquellos conjuntos 
habitacionales donde hubiese acordado realizarlo el Ministerio. 

c) Obras de infraestructura de aquellos conjuntos habitacionales no contemplados 
en el Decreto 51/995, de 1” de febrero de 1995. 

d) Daños causados por situaciones de emergencia, como inundaciones, tornados y 
otros. 


En el caso previsto en el literal a) el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente deberá, simultáneamente a la contratación directa, realizar 
las investigaciones administrativas y acciones de responsabilidad correspondientes. 
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Sin perjuicio de la exoneración del control previo, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente deberá informar al Ministerio de Economía 
y Finanzas de todas las contrataciones que se realicen al amparo de esta disposición, 
a los efectos de que, sin carácter previo se verifiquen los extremos previstos en el inciso 
cuya exoneración se habilita. 


Para el Poder Judicial, la Administración Naciona! de Educación Pública (ANEP), 
la Universidad de la República, las Intendencias Municipales, la Corte Electoral y el 
Poder Legislativo dicha certificación la realizará el Tribunal de Cuentas. 


Fuento: Loy N* 19. 149, de 23 de octubre de 2013, artículo 32. 


Exceptúanse del control previo del Tribunal de Cuentas establecido en el inciso 
anterior, las contrataciones directas que deba realizar la Administración Nacional de 
Educación Pública, ante daños causados por factores climáticos o situaciones de 
emergencia que por su gravedad perjudiquen la prestación del servicio educativo. 


Se deberá informar al Tribunal de Cuentas de todas las contrataciones que se 
realicen al amparo de esta disposición, a los efectos de que, sin carácter previo, se 
verifiquen los extremos previstos en el Inciso cuya exoneración se habilita. 


Las contrataciones que contravengan esta disposición son nulas (Artículo 8 del 
Código Civil). 


Fuente: Ley N* 15.203, de 10 ce noviembre de 1987, articulo 482. 
Ley N* 17.088, de 3” de abril de 1999, articulo 6”. 

Ley N* 17.296, de 21de febrero de 2001, artículos 404 y 494. 

Ley N” 17.978, de 26 de junio de 2006, artículo 8”. 

Ley N* 18,172, de 31 de agosto de 2007, artículo 276. 

Ley N* 18,597, de 21 de setiembre de 2008, artículo 25. 

Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 592 

Lay N* 18.829, de 24 de octubre de 2011, articulo 19. 

Ley N* 18.834, de 4 de noviembre de 2011, articulos 18, 17, 18 y 197. 
Ley N* 18,874, de 23 de diciembre de 2011, articulo 14. 

Ley N” 19.149, de 23 de octubre de 2013, artículos 29, 30 y 32. 
Ley N* 19.159, de 25 de octubre de 2013, artículo 10. 

Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículos 16 a 21. 
Ley N* 19.433, de 14 de octubre de 2016, articulos 16 y 20. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra por una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY-- Señora presidenta: tenien- 
do presente el artículo 97 del Reglamento del Senado, 
quiero denunciar que tengo interés directo en este tema y, 
si se aprueba este proyecto de ley tal cual fue redactado, 
seré beneficiado. Por tanto, quiero advertir al Senado de 
esa situación. Soy cincuentón. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene suerte, señor sena- 
dor, porque yo estoy más arriba de esa franja. 


SENOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR MICHELINI.- También me comprenden las 
generales de la ley, por lo que no sé cómo haremos para 
discutir el proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la autoriza- 
ción del Senado, luego de que se expresen los senadores 
comprendidos. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.-Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PINTADO.- Seguramente, con la aprobación 
de este proyecto de ley también voy a tener un beneficio, 
ya que del 20 % del sueldo, pasaré a cobrar el 25 % cuando 
me jubile. Y aprovecho a decir esto para tirar por tierra el 
mito de que los legisladores tenemos ciertos privilegios 
respecto del resto. Por lo menos los de mi generación, que 
estamos comprendidos en la Ley n.* 16713, entramos en 
el mismo régimen que todo el mundo. Se acabaron los 
privilegios que quizás tuvieron o tienen las generaciones 
anteriores. Como estamos comprendidos, queríamos de- 
nunciarlo. 


SEÑOR BESOZZI.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BESOZZI.- También estoy en la misma situa- 
ción. 


SEÑOR DE LEÓN.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR DE LEÓN.- Nos encontramos en la misma 
situación que señalaron los senadores preopinantes y que- 
ríamos denunciarla. 


SENOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MIERES.- También me comprende esa situa- 
ción. 


SENORA AYALA.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA AYALA.- La mayoría de los integrantes de 
este ámbito estamos comprendidos por ese artículo, por lo 
que propongo que votemos la autorización para que todos 
podamos participar. 


SENORA PRESIDENTE.- Pero se debe dejar el regis- 
tro de los nombres. 


SEÑORA AYALA.- Entonces, quiero manifestar que 
también estoy comprendida. 


SENORA PASSADA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PASSADA.- Estoy en la misma situación y 
hago mías las palabras del senador Pintado. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- También soy cincuentón y estoy 
comprendido por el proyecto de ley; realmente no sé si 
podemos votar porque se trata de un beneficio directo. 


SEÑORA PRESIDENTE. Eso lo va a resolver el Se- 
nado. 


SEÑOR HEBER.- Me parece atinado el planteo del se- 
nador Bordaberry, porque debemos decir claramente que 
vamos a votar un proyecto de ley que nos beneficia en for- 
ma directa. 


SEÑORA PRESIDENTE.- El artículo del Reglamento 
del Senado a que se hizo referencia establece que luego de 
que los senadores denuncian su vinculación con el tema, 
la cámara vota si los autoriza o no a participar de la dis- 
cusión. 
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SEÑOR LARRAÑAGA.-- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- También estamos compren- 
didos por este tema. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Consulto si hay algún otro 
senador o senadora que se encuentre en la misma situa- 
ción. 


Corresponde votar si se autoriza a los señores senado- 
res que expresaron que están comprendidos en el tema a 
participar en la discusión y votación del proyecto de ley. 


(Se vota). 
22 en 25. Afirmativa. 


Hemos despejado la situación, por lo que ingresaremos 
en la discusión general. 


En discusión general del proyecto de ley. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Castillo. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: sobre la 
tardecita noche del día de ayer, luego de una maratónica 
sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social, terminamos de considerar en ese ámbito este pro- 
yecto de ley aprobado la semana pasada en la Cámara de 
Representantes. 


Destacamos en comisión —y lo queremos reiterar acá— 
la celeridad con la que se trató el tema y con la que su pre- 
sidente, el senador Álvaro Delgado, pudo concretar ayer 
la convocatoria de una cantidad importante de actores que 
tenían opinión en esta materia, a fin de que pudieran ilus- 
trarnos y, fundamentalmente, evacuar dudas, responder 
consultas o hacer reafirmaciones. Nosotros ya estábamos 
convencidos de que este es un proyecto de ley importante 
para miles de trabajadoras y trabajadores. Así fue que se 
recibieron delegaciones de los Ministerios de Economía 
y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social, del Banco 
de Previsión Social y de la Asociación Nacional de AFAP 
de Uruguay, que comparecieron amablemente para disipar 
las dudas a que hicimos referencia. 


Consideramos que el proyecto de ley que está en dis- 
cusión en el Senado será una ley reparatoria. Independien- 
temente de todos los temas que han generado debates y 
discusiones —seguramente ocurrirá lo mismo en esta se- 
sión—, debemos decir que el proyecto de ley se aprobó en 
comisión por mayoría. En el momento de votar había seis 
integrantes —cuatro lo hicieron a favor y dos en contra-—, 
pero quienes tuvieron que retirarse manifestaron que iban 
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a argumentar y a votar a favor el proyecto de ley en la 
jornada de hoy. 


Como dije, se trata de una ley reparatoria de defec- 
tos que se generaron a partir de la aprobación de la Ley 
n.> 16713 —sobre la reforma de la previsión social—, o 
problemas de diseño, como muchos argumentaron en la 
discusión en la Cámara de Representantes y en debates 
públicos previos a esta sesión. Ya sea por problemas de la 
ley o de diseño, lo cierto es que su redacción y aplicación 
están generando problemas de inequidades a miles de tra- 
bajadoras y trabajadores. 


Antes de seguir con la línea argumental y honrando 
lo que fue el trabajo de la comisión —luego cada senador 
podrá hacer su análisis político en función de sus concep- 
ciones—, quiero destacar una diferencia que tenemos con 
otros países. Una y otra vez hemos escuchado en este ám- 
bito, no por haber participado —ya que son nuestros pri- 
meros días acá—, sino por verlo reflejado en los medios de 
comunicación, las continuas comparaciones que se hacen 
con los procesos democráticos y soberanos de distintos 
pueblos, particularmente de la región. 


Señora presidenta: para nosotros es de suma importan- 
cia destacar —en acuerdo o disintiendo con los contenidos 
del proyecto de ley que vamos a tratar de aprobar en la 
jornada de hoy- las dos caras totalmente distintas de la 
valoración del instrumento democrático. Me refiero a la 
concepción que, en general, tenemos los uruguayos sobre 
el respeto de las ideas para poder discutir en este marco y 
en este contexto reformas a contenidos de la seguridad so- 
cial. Esto podría pasar inadvertido, pero para nosotros no. 
Cuando vemos que en pueblos hermanos —vecinos nues- 
tros tan cercanos, compañeros tan queridos— se debaten 
algunos de los temas que hacen a la seguridad social en 
medio de escenas de represión y, a veces, aislando al Par- 
lamento de la participación del pueblo, debemos destacar 
y valorar aún más el papel de todos los partidos políticos, 
de todos los representantes de nuestro pueblo y de los ám- 
bitos democráticos donde se expresan las distintas ideas. 


Debemos decir que estamos de acuerdo con la iniciati- 
va que el Poder Ejecutivo envía finalmente para su aproba- 
ción. Por tanto, con nuestra argumentación y aprobación, 
vamos a estar acompañando el proyecto de ley que cuenta 
ya con media sanción de la Cámara de Representantes. 


También viene a cuento expresar algunas cosas que 
ayer fueron dichas en la propia comisión. En función de 
tantos números que se habían mencionado, ayer consul- 
tamos qué cantidad de trabajadoras y trabajadores podían 
estar amparándose con esta propuesta. Más allá de que los 
trabajadores y las trabajadoras que tienen más de cincuen- 
ta años y hasta los sesenta años —que podrán ampararse 
a esta Iniciativa— superan los 100.000, existe un cálculo 
estimado de que entre 60.000 y 70.000 podrían verse be- 
neficiados si es que voluntariamente lo quieren, pero se 
especula que no es exagerado pensar que unos 50.000 tra- 
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bajadores podrían ampararse con este proyecto. A partir 
de ahí, se podría considerar si con esto se beneficiaría a 
unos en detrimento de otros, pero esa no es la valoración 
que hacemos nosotros. En realidad, la comparación que 
debemos tener presente es la siguiente. Fruto de no ha- 
bérsele dado en su momento la alternativa al trabajador 
—porque no hubo posibilidad de adherirse voluntariamente 
a la Ley n” 16713 ya que era obligatoria la afiliación a una 
AFAP para los que en aquel entonces teníamos menos de 
40 años de edad—, lo que está sucediendo hoy es que, en 
el mismo lugar de trabajo, compañeros que tienen idénti- 
ca especialización, la misma cantidad de años de labor, el 
mismo nivel funcional y hasta similar nivel salarial, por 
diferencia de seis o siete meses de edad, algunos no tienen 
la posibilidad de optar y, por tanto, estarían dejando de 
percibir cifras que van desde el 20 % al 25 % del valor de 
las jubilaciones que cobrarían cuando se retiren. Esto nos 
parece una tremenda injusticia; una de las injusticias de la 
Ley n.-* 16713. 


También está claro que para nosotros va a ser más fácil 
argumentar. Es relativamente fácil venir a defender cual- 
quier opción que genere una alternativa, pero es mejor que 
digamos que para corregir defectos hay que empezar por 
no repetir los mismos errores. La Ley n.” 16713 tenía un 
carácter taxativo, era obligatoria, y las trabajadoras y los 
trabajadores no teníamos opción. En cambio, esta ley que 
estamos proponiendo deja la opción, y es el propio traba- 
jador o trabajadora quien decide voluntariamente si quiere 
desafiliarse y pasar al régimen solidario. 


Se dice que este proyecto de ley puede no solucionar 
definitivamente los problemas de la seguridad social, y 
nosotros somos conscientes de eso. Somos tan conscientes 
de ello, que claramente, con mucha responsabilidad —se- 
guramente todos lo reconocen— y en nombre de todos los 
uruguayos, el propio presidente de la república, el doctor 
Tabaré Vázquez, afirmó que, independientemente de la 
discusión de este proyecto, el Uruguay y los uruguayos no 
nos vamos a escapar, dentro de unos años —cinco, seis O 
diez años—, de tener que debatir en profundidad todos los 
alcances y los contenidos en materia de seguridad social. 
La seguridad social no es solamente un tema de los jubi- 
lados ni habla solamente de la jubilación y la pensión de 
las trabajadoras y trabajadores de nuestro país. La seguri- 
dad social y la protección social en general son derechos 
humanos fundamentales y, por tanto, al igual que todos 
los derechos humanos fundamentales, son responsabili- 
dad sustancial del Estado y de los ámbitos de gobierno. 
Por tanto, en el Parlamento y en las distintas instancias 
de representación de nuestro pueblo, tenemos también el 
mismo grado de responsabilidad. 


Además, hay que hacer referencia a algunos datos in- 
teresantes, a algunas informaciones y a algunos debates 
que se han generado y que vienen arrojando cada vez más 
luz —y también, a veces, preocupación— a temas que tienen 
que ver con el debate sobre la seguridad social. 
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El proceso de envejecimiento de nuestra sociedad es 
un problema del que de forma continua se habla en los 
sectores sociales y en todos los partidos políticos de nues- 
tro país. Para los hombres y las mujeres es bueno que haya 
aumentado la expectativa de vida, pero eso nos traslada 
otro tipo de problemas. Al haber aumentado la expectativa 
de vida —y ya se está pudiendo medir—, la opción para la 
jubilación de los trabajadores de este país parece ser la 
de acogerse al beneficio más entrados en años. Algunas 
mediciones indican que los uruguayos se están jubilando a 
los 63 o 64 años. Esto es así porque se sienten bien de sa- 
lud —seguramente también haya indicadores de mejora de 
la atención sanitaria de nuestra población—, porque sienten 
que tienen más posibilidades, pero también porque hay 
otro tema que está directamente ligado a este debate y a 
esta discusión. Cuanto más grandes somos los hombres y 
las mujeres, cuantos más años tenemos en nuestro lugar de 
trabajo, seguramente tengamos mayores posibilidades de 
llegar a niveles más importantes de responsabilidad en la 
carrera funcional y, con ello, a mejores retribuciones sala- 
riales. Esto también es cierto. Lejos de ser esto una contra- 
dicción como afirmaban públicamente quienes dicen que 
se está haciendo una ley para proteger a los que ganan más 
salario—, en realidad lo que estamos haciendo es contem- 
plar los derechos humanos fundamentales en materia de 
seguridad social en toda su extensión y no solamente para 
un momento de la vida del trabajador y la trabajadora. La 
seguridad social es tan importante y tiene tal magnitud, 
que contempla a cientos de miles de compatriotas desde el 
momento en que nacen, a partir de la atención a la mamá 
que es trabajadora, de la asistencia al parto y el nacimien- 
to, y luego durante toda la vida y al terminar la vida la- 
boral, con el goce de una jubilación o posible pensión. Es 
más: aun hasta en el momento en que dejamos de existir, 
la seguridad social está vinculada a los compatriotas en 
nuestra tierra. Lo decimos con orgullo, porque no en todas 
partes del mundo la seguridad social es tan justa y tiene 
estos grados de equidad, sino que a veces carece de estos 
rasgos de solidaridad. 


Nosotros estábamos en contra de la Ley n.” 16713 y 
trabajamos para juntar firmas a efectos de habilitar un ple- 
biscito, pero fracasamos en el intento. Por eso, estamos 
considerando este proyecto e intentamos, por varios meca- 
nismos y en diversas instancias, ir mejorando la prestación 
de estos servicios, que se tendrían que dar con justicia, 
porque la cobertura social es un derecho que tenemos to- 
dos. Así lo marca, además, el artículo 67 de la Constitu- 
ción de la república. 


Ayer consultamos a los invitados en la comisión sobre 
un punto del que mucho se ha hablado, que es el de los 
costos que puede tener la aplicación de esta ley. Este es un 
tema que ha generado un debate, que no ha quedado con- 
tenido dentro de los muros de nuestro partido político, de 
nuestras expresiones políticas. Ayer, entonces, queríamos 
que el Ministerio de Economía y Finanzas y el Banco de 
Previsión Social nos acercaran el número, que todavía es 
tentativo, para dar respuesta tanto a los que están a favor 
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como a los que están en contra de esta medida, y, al mismo 
tiempo, buscábamos escudarnos o ampararnos en el cono- 
cimiento de los costos que esto puede tener. 


Llegado a este punto, debo reafirmar que todo es ma- 
teria de especulación y lo máximo que se puede hacer es 
buscar la mayor exactitud posible y calcular, mediante una 
proyección, el costo que puede significar para la sociedad 
proteger a sus trabajadoras y trabajadores de aquí a 48 
años. De eso estamos hablando. 


Algunos hemos tenido que admitir que estas son las 
reglas de juego y que, cuando se trata el tema de la seguri- 
dad social, se habla de períodos —de cantidad de años—, a 
efectos de poder analizar la incidencia que puede tener un 
proyecto de esta entidad. En definitiva, se habla de que el 
costo que puede generar esta medida será del orden de los 
USD 2.300:000.000 o USD 2.400:000.000 a 48 años. Pero 
llegamos a elaborar este proyecto de ley —con las medidas 
alternativas que se fueron tomando, con los debates y las 
discusiones que siempre enriquecen, que siempre echan 
luz- con mucha responsabilidad y, a nuestro entender, es 
la mejor resolución para nuestra población. Esto es lo que 
ha hecho posible esta discusión. 


Se ha incorporado también otro elemento que ha ge- 
nerado bastante debate, sobre el que, en el día de ayer, los 
miembros de la comisión consultamos a las autoridades: 
me refiero al tope que se establece a las administradoras 
de fondos de ahorro previsional. Este es un tema de mu- 
chísima discusión que, en verdad, hasta ahora no se había 
logrado debatir en profundidad, pero en esta parte del pro- 
ceso sí se ha logrado. Consideramos entonces un acierto 
limitar las ganancias con que se puedan quedar quienes 
utilicen los recursos financieros, que no son ni más ni me- 
nos que los aportes realizados por las trabajadoras y los 
trabajadores, limitando las comisiones a un máximo de un 
50 % por encima de lo que cobre la administradora que 
tenga la comisión más baja, que en este caso es Repúbli- 
ca AFAP. 


Este debate ha demostrado nuevamente la necesidad 
—que tendríamos que recoger; hacemos una autocrítica al 
respecto— de reinstalar al mismísimo comienzo del año 
próximo el diálogo nacional sobre la seguridad social. Nos 
tocó participar en nombre del movimiento sindical en va- 
rias de esas instancias que, a lo largo del año, han sido bas- 
tante productivas. Muchas de las propuestas de reformas, 
de incorporación de proyectos o de resoluciones concre- 
tas, fueron producto de ese diálogo social en el que par- 
ticiparon con mucha amplitud, en distintas instancias, las 
representaciones sociales, políticas y gubernamentales de 
nuestro país. Por tanto, en función de que todos hemos ma- 
nifestado preocupación por los temas relacionados con la 
seguridad social, por cómo se financia la seguridad social 
y por cómo hacemos frente a estos desafíos que tenemos a 
partir de los cambios que está teniendo nuestra sociedad, 
pienso que se debería restablecer este debate. Justamente, 
ser coherentes con eso significaría que todos estemos de 
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acuerdo en fijar una fecha concreta de reinstalación del 
diálogo nacional para discutir todo lo que hace a una segu- 
ridad social justa, equitativa, solidaria, que objetivamente 
dé respuesta a nuestro pueblo, al que estamos representan- 
do en este ámbito. 


La seguridad social ha avanzado muchísimo. La co- 
bertura y los derechos en esta materia han cambiado, al- 
gunos en forma negativa o traen complejidades que deben 
ser resueltas, pero hay mecanismos que funcionan bien y 
me parece justo que digamos que en los últimos años han 
pasado cosas importantes para la seguridad social. Es sus- 
tancial que tengamos una institución como el Banco de 
Previsión Social, que rige la normativa en materia de la 
previsión social de nuestro país, con representantes socia- 
les que han aportado bastante a los efectos de tener esta 
mirada. A propósito, quiero destacar que los representan- 
tes sociales en el directorio del BPS están de acuerdo con 
esta iniciativa remitida oportunamente. Estamos hablando 
de la representación de los jubilados y pensionistas, del 
sector empleador y de los trabajadores, que han vertido 
propuestas concretas, a veces de acuerdo y otras con dis- 
crepancias, como resultante de una democracia. 


Es así que hoy, por primera vez en la historia de nues- 
tro país, tenemos 1:500.000 trabajadores que están apor- 
tando a la seguridad social, cuando hace poco más de diez 
o quince años no alcanzábamos al millón. Sinceramente, 
no sé qué otra institución u organización puede demostrar 
este nivel de crecimiento en la afiliación, que en tan poco 
tiempo se ha incrementado un 50 %. Seguramente, esto 
lo logra la institución representativa más importante de 
nuestra sociedad en materia de aportación de trabajadoras 
y trabajadores. 


El sistema de seguridad social brinda cobertura y aten- 
ción a 400.000 niños en nuestro país, cuando hace doce o 
trece años no alcanzaban a los 100.000. 


Es más, a partir de los últimos años se mantienen una 
cantidad de derechos en materia de cobertura de la seguri- 
dad social, lo que me parece un aporte importante, porque 
habla de que el Banco de Previsión Social y sus represen- 
tantes no están quietos esperando a ver si nosotros resolve- 
mos a través de un proyecto de ley y si logramos consen- 
suar acuerdos políticos que permitan avanzar, sino que el 
sistema busca sus propios mecanismos para dar cobertura 
a nuestra población. Seguramente, en esa cuantificación 
positiva de los avances que mantiene nuestro sistema de 
seguridad social, también esté pesando el hecho de que 
hoy esté vigente una ley de negociación colectiva que per- 
mite a las trabajadoras y a los trabajadores discutir, con sus 
empleadores y con el Gobierno, las condiciones laborales 
y salariales. Está claro que esto no es de contrabando. Lo 
digo porque, como todos saben en este ámbito, el monto 
de la jubilación de nuestros trabajadores cuando dejan de 
estar en la edad productiva, está directamente relacionado 
con la situación de los trabajadores a la hora de discutir y 
convenir sus salarios. Este es un instrumento más que im- 
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portante, que debe estar pesando —y mucho-— en esta resul- 
tante que dan los números en materia de seguridad social. 


Por tanto, hay cosas que si bien para nosotros están 
bien, seguramente para otros actores de la sociedad eso 
mismo les genere una lectura negativa y quizás tengan 
parte de razón. Por ejemplo, decimos que ahora hay un 
mejor salario y entendemos que por ello puede ser más 
apetecible para el trabajador, si se siente con fuerza, 
continuar un par de años más en su lugar de trabajo; 
también planteamos que hay mayor expectativa de vida 
y se llega en mejores condiciones de salud a partir de los 
derechos que se han incorporado, lo que puede llevar a que 
los trabajadores manejen la posibilidad de retirarse más 
tarde, en lugar de a los sesenta años. Esta es una muy buena 
noticia para el trabajador actual, pero probablemente no 
les haga ninguna gracia a los jóvenes de este país, porque 
la expectativa de nuestros hijos y nietos —de la juventud en 
general- es que, cuando dejemos los lugares productivos y 
accedamos al retiro, a la jubilación, se produzcan vacantes 
que podrán ser cubiertas por ellos, que estarán esperando 
para ocupar esos lugares de trabajo. Pues bien: he ahí otro 
de los desafíos que tenemos por delante y algunas de las 
cuestiones que tendremos que discutir. 


Compañera presidenta: los distintos integrantes de la 
comisión han volcado una serie de elementos en la jornada 
de ayer, a raíz de la comparecencia de las distintas insti- 
tuciones invitadas. Somos conscientes de que sobre este 
proyecto de ley hay argumentos a favor y en contra, que 
escucharemos en el transcurso de la sesión, pero es jus- 
to reconocer la responsabilidad y la seriedad con que los 
compañeros integrantes de la comisión trabajaron duran- 
te la maratónica sesión de la tarde-noche de ayer, cuando 
analizamos las distintas posiciones a plantear en el pleno 
del Senado. 


Por lo tanto, señora presidenta, reafirmamos ante el Se- 
nado, con el voto mayoritario en la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social, el informe positivo para la 
aprobación del proyecto de ley que habilita la desafiliación 
del régimen jubilatorio previsto en la Ley n.” 16713. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- El señor senador Cardoso 
me ha solicitado que se lo incluya en la lista de quienes 
se ven comprendidos por lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento porque en su momento no advirtió que 
la votación tenía ese sentido. En consecuencia, si no hay 
problema, queda incluido. 


(Interrupciones). 
—Entonces, corresponde hacer una segunda votación 
para autorizar también la participación de los señores se- 


nadores Cardoso y García en la discusión de este proyecto. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota). 
26 en 29. Afirmativa. 
SEÑOR DELGADO. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO.- Señora presidenta: este es un 
tema importante que, obviamente, abordamos con mucha 
sensibilidad y seriedad. Es más, no es la primera vez que 
se advierte sobre este tema. Tratándose de una ley como la 
n.” 16713, que ya tiene una cantidad de años de vigencia, 
era esperable que cada tanto se le hiciera una puesta a pun- 
to y se ajustara un sistema que en su momento fue inno- 
vador, que se votó en 1995 y que tuvo en los antecedentes 
algunos proyectos presentados por el Partido Nacional. 


Es claro que no hay dos opiniones: todos estamos a fa- 
vor de encontrar una solución para aquellas personas que 
al 1. de abril de 2016 tenían cincuenta o más años de edad 
y que quedaron obligatoriamente dentro del sistema mixto 
de jubilación. Lo que no compartimos es esta solución. 


Tuvimos la responsabilidad de presentar soluciones al- 
ternativas en la campaña electoral y después en instancias 
parlamentarias, pero no compartimos esta solución que la 
mayoría de la bancada oficialista y del Frente Amplio pone 
a consideración del Senado. 


Quiero empezar haciendo un comentario sobre lo que 
decía el señor senador preopinante. En el día de ayer, la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, en un 
régimen extraordinario —obviamente, con muy poco tiem- 
po, pues tuvimos un solo día para tratar nada más ni nada 
menos que este tema—, después de una larga discusión en 
la Cámara de Representantes, con marchas y contramar- 
chas, idas y vueltas, recibió al subsecretario de Economía 
y Finanzas, al señor ministro Murro, a las autoridades del 
Banco de Previsión Social y a la Asociación Nacional de 
AFAP. Al final, sobre la noche, este proyecto de ley a con- 
sideración del Senado se votó por mayoría con los votos de 
la bancada oficialista. 


A cuenta de lo que fundamentaremos en el transcurso 
de esta exposición, manifestamos desde ya nuestra con- 
vicción de que este proyecto de ley pretende dos cosas. 
Siempre parto de la buena intención y de la buena fe, 
pues pienso que es la base de las relaciones políticas y 
particularmente de las humanas. Coincidiremos o no con 
la medida propuesta, pero entiendo que existe voluntad 
para buscar una solución a un colectivo que hoy tiene un 
problema vinculado al monto de su jubilación al momento 
de retirarse. No obstante, también debemos decir —con la 
misma sinceridad— que tenemos la convicción de que exis- 
te la idea, de parte de muchos actores, de desprestigiar un 
sistema mixto de jubilación que ha permitido a los jubila- 
dos, de 1996 a la fecha, acceder a mejores prestaciones y 
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le ha quitado al país el peso que recaería sobre las propias 
rentas generales si tuviese que abonar el cien por ciento 
de la jubilación. El primer balance es positivo. ¿Se debe 
ajustar? ¡Sí! Este es un tema para resolver y estamos com- 
prometidos a encontrar una solución. 


Tal como lo han reconocido varias figuras que se han 
manifestado en contra del sistema mixto y que han jun- 
tado firmas, nuestro partido, que lo votó y participó en 
su creación en 1995 —incluso presentó propuestas con an- 
terioridad—, ha intentado aportar soluciones para resolver 
los problemas de un sistema que, como todos los de segu- 
ridad social, es tan complejo que cada tanto necesita ajus- 
tes. Esta es la discusión sobre uno de los sistemas. Quisié- 
ramos hacerla descontextualizada del aspecto ideológico 
pero, en definitiva, también hay que poner sobre la mesa la 
voluntad de muchos actores de cuestionar el sistema origi- 
nal: el sistema mixto. 


Creo que se pretende encontrar una solución que no 
ataca la causa del problema, léase: el reconocimiento de 
aportes al Banco de Previsión Social anteriores a la entra- 
da en vigencia de la Ley n.” 16713 de todos aquellos que 
fueron compulsivamente incorporados a este sistema. 


Por otro lado, decimos que en este proyecto de ley 
se prevé una regulación de las comisiones de las propias 
AFAP —en realidad, las topea— que poco tiene que ver con 
la iniciativa en cuestión. La verdad es que también en esto 
encontramos una decisión, de contenido fuertemente ideo- 
lógico, de incorporar, en un proyecto de ley que tuvo el 
voto del Partido Nacional, del Partido Colorado, de otros 
partidos políticos y también el apoyo de algunos sectores 
del Frente Amplio en 1995... 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¡No es así! 
SEÑOR HEBER. - Del Nuevo Espacio. 
(Dialogados). 


SEÑOR DELGADO.- Como venía diciendo, vemos 
que existe la decisión de tratar de incorporar en esta dis- 
cusión algunos componentes de base ideológica que per- 
mitan desmontar, o al menos horadar, un sistema en lugar 
de ajustarlo. 


En este mes de diciembre los partidos de la oposición 
presentamos una propuesta que atacaba el problema ori- 
ginal. Se nos acusó de que llegábamos tarde, cuando la 
bancada de gobierno había, una vez más, luego de áridas 
discusiones y hasta anuncios de renuncias, generado un 
acuerdo costoso, en todo sentido y no solo económico. 
Pero lo cierto es que la propuesta que los partidos de la 
oposición presentamos a instancias de una iniciativa del 
señor senador Mieres —seguramente él abundará en ella— 
era la de 2012, que había sido presentada por el hoy minis- 
tro de Trabajo y Seguridad Social, Ernesto Murro, y apro- 
bada por el Banco de Previsión Social en aquella época. 
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Más aún, el Partido Nacional presentó soluciones para este 
tema en 2013 y 2014. Tengo en mi poder el programa de 
gobierno del Partido Nacional en el que ya se hablaba de 
este tema y planteaba una solución que, fundamentalmen- 
te, se centraba en tratar de corregir algunas falencias que 
para algunos sectores de la población consiste en permitir 
a los individuos, a las personas que se jubilan, optar por el 
régimen más conveniente al llegar a la edad de jubilarse. 
Es en ese momento que tienen que tomar la decisión y op- 
tar por el régimen más conveniente; no ahora, no durante 
los dos años después de la aprobación de la ley, sino al 
final de su vida activa. Esto —aquí lo tengo detallado— for- 
mó parte del programa de gobierno del Partido Nacional 
2015-2020, que impulsó el señor senador Luis Lacalle Pou 
como candidato a presidente. 


Queremos dejar en claro lo obvio: que el Partido Na- 
cional ha presentado y presentó una serie de propuestas 
preocupándose y ocupándose de este colectivo que nece- 
sita una solución. Lo que sucede es que, en realidad, no 
tomaron en cuenta ninguna. Una vez más, mayorías legí- 
timas —¡no vengan a decir que estamos cuestionando las 
mayorías!-—. 


SEÑOR MICHELINI.- Estamos a punto; lo veía- 
mos venir. 


SEÑOR DELGADO- ... terminan laudando solucio- 
nes, en un proceso bastante cruento, sin tener en cuenta 
el resto de la opinión social y política del Uruguay. Estos 
temas estuvieron presentes en la instancia de diálogo so- 
bre la seguridad social, del que participamos todos, pero la 
solución a algunos de estos problemas estuvo en la interna 
de la bancada de gobierno y somos todos rehenes de sus 
decisiones. 


La Ley n.* 16713 creó un nuevo sistema de jubilacio- 
nes, llamado sistema mixto, en el que el Banco de Previ- 
sión Social y las AFAP se reparten el costo de abonar las 
jubilaciones generando, a nuestro juicio, una mejora en el 
sistema, en los montos a percibir por los pasivos y, como 
ya dijimos, un alivio en las cuentas públicas que permi- 
tía también disponibilidad de caja al Gobierno para otras 
cosas. El diseño de la ley establecía que muchas personas 
pasaran al sistema mixto de jubilación en forma obligato- 
ria sin que se les reconocieran aportes que habían hecho 
hasta el momento al Banco de Previsión Social. Fue este 
aspecto, y solo este aspecto, el que generó el problema 
que, obviamente, a nuestro juicio, se agravó con algunas 
decisiones, particularmente con algunas normas que se 
aprobaron con posterioridad. 


Se han dicho muchas cosas sobre el sistema vigente, 
pero nosotros queremos reivindicar —más allá de los ajus- 
tes necesarios y de los problemas que haya que solucio- 
nar— aquella decisión de la Ley n.* 16713, de 1995. Ahora 
tenemos claro que el problema principal que hoy se está 
tratando de solucionar es provocado por el no reconoci- 
miento de los aportes al Banco de Previsión Social ante- 
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riores a la entrada en vigencia de la Ley n.* 16713. Tam- 
bién es justo decir que en los últimos años se sancionaron 
algunas leyes —que no fueron contempladas; en realidad 
no estaban previstas—, algunas con el apoyo de varios par- 
tidos políticos, que fueron generando flexibilización en el 
acceso al sistema jubilatorio. En realidad, estas leyes tam- 
bién contaron con nuestro voto. Ayer preguntamos varias 
veces cómo incidieron algunas leyes, particularmente en 
lo que hace a la baja de la cantidad de años de trabajo y al 
cómputo de los beneficios para las madres, reconociéndo- 
les un año de trabajo por cada hijo, con un tope máximo 
de cinco. A nuestro juicio, ese fue un avance social impor- 
tante que acompañamos, pero obviamente también generó 
consecuencias en el sistema. Es decir, la Ley n.” 16713 es- 
tablecía que eran treinta y cinco años de servicio y sesenta 
años de edad como causal mínima para acceder a una ju- 
bilación común, pero en 2008 esos treinta y cinco años pa- 
saron a ser treinta y, en el caso de las mujeres, se agregó el 
cómputo de un año por hijo con un tope máximo de cinco, 
como ya dijimos. En la sesión de ayer de la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social se preguntó cómo 
había impactado esto, pero no tuvimos mucha respuesta, 
más allá de que todos coincidimos en que era necesario, 
que fue justo y que lo acompañamos. Reitero que, ante 
nuestra pregunta sobre cómo impactó concretamente en 
esta ley, no tuvimos mucha respuesta. 


En la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad So- 
cial tratamos de hurgar en cuántas personas integrarían 
este colectivo de los famosos cincuentones. Nos hablaron 
de una máxima de 70.000, que creo que es en lo único en 
lo que más o menos se coincidió; en el resto a mí me quedó 
la sensación de que ayer faltó estudio. 


El Poder Ejecutivo presentó un proyecto original 
que, según las primeras cifras, tenía un costo de 
USD 2.400:000.000, que en realidad estaba avalado por los 
cálculos actuariales del propio Banco de Previsión Social, 
con un valor actual neto determinado, y con una tasa y 
una rentabilidad establecidas. De ese costo original de 
USD 2.400:000.000 pasamos a uno de USD 3.750:000.000 
por los cálculos que hizo, ya no el Banco de Previsión 
Social, sino el Ministerio de Economía y Finanzas. Ayer 
tratamos de hurgar en qué había pasado en el medio, 
en quién se había equivocado. La verdad es que los 
dos organismos partieron de supuestos diferentes en el 
cálculo del valor actual neto y en la tasa de la rentabilidad 
estipulada. Es sobre los supuestos, ¿verdad? Sobre los 
cálculos actuariales, al Ministerio de Economía y Finanzas 
le daba USD 3.750:000.000 y al Banco de Previsión Social, 
USD 2.400:000.000 y pico. 


Obviamente, esto generó varias alarmas y problemas. 
No voy a comentar los problemas internos del Gobierno 
porque no me corresponde hacerlo, pero a este respecto se 
dio una discusión pública —¡fue pública, no privada! en 
donde, en realidad, el Ministerio de Economía y Finan- 
zas hizo cuestión de este tema. Aparentemente, después 
de una solución acordada con el Ministerio de Economía 
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y Finanzas y con la bancada de diputados, se dice que de 
los USD 3.700:000.000 y pico de costo que tenía original- 
mente, se logró reducir un 30 %, pero en ningún caso se 
analizó otra solución, como la que presentamos desde la 
oposición, que tenía un costo notoriamente menor. 


Ayer, en la Comisión de Asuntos Laborales y Segurl- 
dad Social, me quedó la sensación de que tampoco tienen 
claro el costo. Cuando le preguntamos al Banco de Previ- 
sión Social cuál era el costo de este proyecto de ley que ha- 
bía aprobado la Cámara de Representantes, con acuerdos, 
después de muchas negociaciones entre diferentes minis- 
terios y los legisladores del Frente Amplio, nos dijeron 
que no tenían los cálculos hechos. Dijeron que los había 
hecho el Ministerio de Economía y Finanzas pero que el 
Banco de Previsión Social no tenía los cálculos actuariales 
de cuánto podía costar esto porque, en realidad, era una 
propuesta nueva y no habían tenido tiempo de hacerlos. 
Por lo tanto, estamos votando un proyecto de ley aunque 
uno de los actores principales —nada menos que el Banco 
de Previsión Social- nos dice que puede tener algún nú- 
mero aproximado pero que todavía no sabe concretamente 
cuánto va a terminar costando. 


La primera conclusión es que estamos hablando de 
mucha plata y de un tema muy sensible que necesita una 
solución integral, concreta y efectiva. La verdad es que 
tomarnos un mes más para ser más rigurosos en el análisis 
de los cálculos, estar más seguros y ver otras opciones hu- 
biera sido absolutamente justo y necesario. Creo que acá 
se priorizó otra cosa: el acuerdo político en la interna del 
Frente Amplio. Es válido también y quiero decirlo para 
que después no se me cuestione —¡no, no!, es válido—, pero 
al impulso del Frente Amplio y al galope estamos votan- 
do este proyecto de ley sin saber cuánto sale. Reitero: ¡sin 
saber cuánto sale! 


Además, este proyecto de ley establece un recorte de 
las comisiones de las AFAP, que en realidad poco tiene 
que ver con este tema, pero se incluyó. ¿Por qué se agregó 
este capítulo? Y bueno, creo —nadie me lo dijo, pero estoy 
convencido— que tiene mucho que ver con una discusión 
interna muy ideológica que se dio dentro del partido de 
gobierno. Tengo la impresión de que fue una transacción: 
«Bueno, tratamos de ajustar a cuánto se calcula, el 90 %, 
pero en definitiva incluimos esto otro». Tengo esa impre- 
sión. Quizás en el debate algunos señores senadores del 
Frente Amplio puedan aclararlo, pero no hay otra expli- 
cación, sobre todo porque tengo la convicción —estamos 
estudiando el tema con algunos juristas y estábamos ha- 
ciendo algunas consultas antes de empezar esta sesión— de 
que el Banco Central del Uruguay tiene potestades para 
regular las comisiones de las AFAP. 


El Decreto reglamentario n. 399, de 1995, en su 
artículo 55 reglamenta el numeral 2) del artículo 103 de 
la Ley n.* 16713 y habla de la potestad del Banco Cen- 
tral del Uruguay. La verdad es que ayer los representantes 
del Banco Central del Uruguay deberían haber venido. Yo 
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tengo la necesidad de decirlo hoy acá: hubiera sido impor- 
tante que lo hiciera, porque a lo largo de todo este proceso, 
desde el año 1996 a la fecha, ha tomado muchas decisio- 
nes —¡muchas, ¿eh?!— vinculadas a las comisiones de las 
AFAP. Creo que por esa vía, y quizá ajustando alguna 
cosa, podríamos haber dado al Banco Central del Uruguay 
el aval para que ejerza sus potestades y vaya administran- 
do, controlando y regulando las comisiones que las AFAP 
cobran a los usuarios. 


Ayer la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social recibió a la Asociación Nacional de AFAP —que 
maneja mucha plata, ¡mucha plata!, que no es de las AFAP 
sino de todos nosotros; no nos podemos confundir ni ten- 
tar: es la plata de todos nosotros— y, cuando hacían refe- 
rencia a este tema, decía: «El artículo 23 del actual pro- 
yecto de ley tiene elementos que distorsionan seriamente 
la competencia en este mercado y potencialmente trae 
riesgos adicionales tanto para los trabajadores como para 
los accionistas de las AFAP». Estoy citando lo que dijeron 
—no es lo que estoy diciendo yo— para ilustrar al Cuerpo 
sobre uno de los temas que entró por la ventana y que, en 
realidad, poco tiene que ver con la solución del problema. 


También decían los representantes de dicha asociación: 
«La actividad de las AFAP se caracteriza por tener gran- 
des economías de escala. Con este proyecto se agudiza la 
concentración de mercado, situación que fue agravada por 
la Ley n.” 19162, tal como fue señalado por Anafap hace 
unos años. Al hacer converger la industria hacia el valor 
de menor comisión suponiendo que las demás AFAP tie- 
nen la misma escala, las empresas competidoras de menor 
tamaño podrían ser desplazadas». Quiero recordar, ade- 
más, que hoy el mercado de las AFAP está distribuido en 
un poco más del 39 % en República AFAP y casi el 60 % 
y poquito restante en las otras AFAP, que no son estatales. 


(Ocupa la presidencia el señor Germán Coutinho). 


—Sigue diciendo la Asociación Nacional de AFAP: 
«En cualquier mercado, es un elemento peligroso que por 
su escala, la empresa dominante desplace a los competi- 
dores más pequeños y este caso no es la excepción. La 
regulación que puede existir en otros mercados nunca es 
respecto al menor precio, sino respecto a un precio prome- 
dio, tal como se da por ejemplo en el caso de las tasas de 
interés máximas en el sistema financiero. Aquí la amenaza 
que tiene cualquier AFAP es enfrentar una carrera contra 
quien tiene la escala para dejar a todos afuera. Y esa esca- 
la no tiene tope, ni siquiera depende de las opciones que 
tomen los clientes; puede hacerlo porque se han indexado 
los ingresos de las empresas más pequeñas a la de la más 
grande. O sea, la actividad de cada empresa individual 
quedó supeditada a las decisiones de la empresa de mayor 
volumen». En los hechos, si esto se aprueba va a funcionar 
como reguladora. 


Y decían algo más: que tanto más importante que ha- 
blar de las comisiones es hablar de la rentabilidad. Habla- 
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ba de precios promedio —que es de lo que no se habla en el 
proyecto— y de la rentabilidad, que es lo que tiene que mi- 
rar porque, en definitiva, son los beneficios que los ahorros 
previsionales individuales valoran y benefician. Debemos 
dejar una cosa clara: con este sistema de topes máximos 
que pueden cobrar las AFAP dejamos la regulación del 
mercado en manos de la más poderosa. Esto puede tener 
como consecuencia que si mañana República AFAP, que 
es la que hoy tiene mayor cantidad de afiliados —el 39,5 %-— 
y la comisión más baja, decide automáticamente bajar aún 
más las comisiones, arrastra a las otras con el consecuen- 
te riesgo de que a estas ya no les sea rentable continuar 
operando. En los hechos, corremos el riesgo —no quiere 
decir que ocurra— de encaminarnos a una tendencia mo- 
nopólica en materia de AFAP, obviamente encabezada por 
República AFAP, que es la más grande. No quiero sonar 
apocalíptico pero, en realidad, creo que está bueno que 
en un mercado en competencia, en el que compiten por 
las comisiones pero, sobre todo, por la rentabilidad y los 
costos de administración de los afiliados con cuentas indi- 
viduales, las AFAP compitan entre sí para generar mejores 
prestaciones y beneficios. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR DELGADO.- Con mucho gusto. 


SENOR PRESIDENTE (Germán Coutinho).- Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR GARCÍA.- Señor presidente: agradezco al 
Cuerpo que me permita participar en esta discusión a 
pesar de que integro una categoría que hubiese deseado 
no integrar, pero la cédula es la cédula. Si son ciertos los 
supuestos sobre los que se basa la mayoría del Cuerpo, 
estaría hablando en contra de mis intereses y no a favor 
de ellos, razón por la cual me siento con absoluta libertad 
de Opinar. 


En estos días se ha dicho que se está buscando esta 
solución por culpa del sistema mixto. A mi juicio, esta es 
una solución que estamos debatiendo gracias a la existen- 
cia del sistema mixto. Digo eso porque si en el año 1995 
no hubiéramos votado la creación del sistema mixto —yo 
la voté; fue en mi primera legislatura—, hoy no estaríamos 
discutiendo el tema de los cincuentones; hoy no habría 
seguridad social. Hoy estamos discutiendo la jubilación 
de los cincuentones, de los sesentones, de los setentones 
y de todos los «tones» que hay en la vuelta; hoy discuti- 
mos, porque hay un sistema de seguridad social que existe 
gracias al sistema mixto y a que reformamos la seguridad 
social en el año 1995. De lo contario, hoy no se estaría 
dando este debate y, además, estaríamos en una situación 
de extrema gravedad. 


Además, se da una cosa muy particular: las AFAP, que 
existen desde el año 1996 a la fecha, vivieron nueve años 
bajo Gobiernos del Partido Colorado y doce años bajo 
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Gobiernos del Frente Amplio. Es decir que han vivido la 
mayor parte de su existencia bajo Gobiernos del Frente 
Amplio y no de otros partidos. Por lo tanto, la responsabi- 
lidad de las fallas parte, en mayor medida, de Gobiernos 
frenteamplistas. 


Sabemos, señor presidente —ya culmino y agradezco 
al señor senador Delgado la interrupción que me conce- 
dió—, que habrá que hacer reformas en la seguridad so- 
cial —el que diga lo contrario también lo sabe, pero no lo 
dice— pero si hay alguna que se base en la eliminación de 
las AFAP, sería bueno que se dijera ahora. Si la bancada 
oficialista cree —por unanimidad, por mayoría o por cual- 
quier otro mecanismo— que la reforma pasa por la elimina- 
ción de las AFAP, sería bueno que se dijera porque, según 
declaró el señor ministro Astori —por lo que tengo enten- 
dido—, quiere reforma con AFAP y no sin AFAP, como se 
plantea desde algunos sectores del partido de gobierno. Si 
se trata de terminar con el sistema mixto, sería bueno que 
se dijera hoy; así sabemos a qué atenernos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Germán Coutinho).- Puede 
continuar el señor senador Delgado. 


SEÑOR DELGADO.- Señor presidente: vamos a votar 
en contra este proyecto de ley. 


Creemos que esta no es la mejor solución; creemos que 
hay que buscar una solución a este colectivo; creemos que 
esto va a traer más problemas que soluciones, y creemos 
que el sistema vigente es un sistema robusto y, obviamen- 
te, ajustable como cualquier otro después de tantos años 
de implementación en un tema tan complejo como el de la 
seguridad social. Estamos convencidos de que el sistema 
mixto que votamos en el año 1995 ha sido beneficioso para 
el país. Creemos en la competencia de las AFAP y en la re- 
gulación, por parte del Banco Central del Uruguay, de las 
comisiones y la rentabilidad y creemos que en este colec- 
tivo había soluciones, obviamente, de menor costo, pero 
sobre todo de mayor impacto para la gente que está com- 
prendida en la situación que estamos discutiendo hoy. Por 
eso no solo presentamos algunas propuestas —que se van 
a discutir en el día de hoy, pero que lamentablemente el 
Gobierno no tomó en cuenta—, sino que vamos a insistir en 
la posibilidad de que el afiliado se manifieste, al momen- 
to de solicitar su jubilación, sobre el régimen por el que 
quiere jubilarse. Me parece que de esa manera le damos 
mayor libertad para que elija la opción más beneficiosa 
y no lo condenamos a hacerlo hoy, cuando tiene diez mil 
incertidumbres sobre su variable laboral y remunerativa; 
por eso pienso que tiene que tener la posibilidad de elegir 
al final de su vida útil y no a los dos años de la aprobación 
de esta ley. 


(Suena el timbre indicador del tiempo). 
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—Nos queda claro, además, que hay muchas dudas so- 
bre los cálculos. Estamos votando sobre supuestos que 
hacen otros, más allá de que los diferentes organismos 
que están interesados y tienen competencia en el tema no 
opinan de la misma forma. No está claro a qué cantidad 
de personas se refiere el artículo 14 sobre el reintegro de 
los aportes para aquellas personas que opten por el siste- 
ma del BPS; hay quienes hablan de 7000 y otros de 9000. 
Tampoco queda claro de cuánto será el aporte que tendrán 
que devolver. 


SEÑOR HEBER.- Formulo moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Germán Coutinho).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota). 
—23 en 26. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR DELGADO. Señor presidente: ayer pregun- 
tamos a los diferentes organismos que concurrieron a la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social de 
la Cámara de Senadores cuál estimaban era el número 
de personas, de los llamados cincuentones, que quedan 
comprendidos en el artículo 14, que refiere al reintegro de 
aportes del tercer nivel, y cuánto dinero se prevé que de- 
vuelvan. Se hablaba de la posibilidad de hacerlo en un ré- 
gimen con facilidades. Sinceramente, las repuestas fueron 
contradictorias, además de que ninguno respondió sobre 
las proyecciones del monto que sería devuelto. 


Estamos convencidos de que no es serio aprobar al ga- 
lope un proyecto de ley de esta magnitud, sobre un tema 
tan importante y con tanta sensibilidad, que tuvo una larga 
historia que no comienza solo en el año 1995, con la vota- 
ción de la ley que crea el sistema mixto, sino que además 
mereció varias instancias de diálogo sobre la seguridad 
social, que el Partido Nacional integró y a las que aportó 
en los años —si mal no recuerdo— 2007 y 2008. Desde ese 
entonces y hasta el día de hoy hicimos varias propuestas 
al respecto. Fueron tantas que algunas formaron parte del 
programa del Partido Nacional en la campaña electoral, 
donde se hablaba de este tema y se aportaban algunas so- 
luciones. Reitero que fueron tantas que, en el medio, el 
propio Banco de Previsión Social, de la mano de su en- 
tonces presidente y actual ministro Murro, presentó una 
solución diferente que, en realidad, resultaba mucho más 
práctica y barata en términos económicos, y que genera- 
ba condiciones que, a nuestro juicio, eran más favorables. 
La verdad es que lo que nos terminó de convencer —no 
sobre el objetivo de buscar una solución, sino sobre esta 
solución, que es producto de una transacción interna en 
el Frente Amplio— fue que en el día de ayer el Banco de 
Previsión Social nos dijera que no tenía los costos de este 
proyecto de ley; nos dijeron que los había proyectado el 
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Ministerio de Economía y Finanzas y que ellos no los te- 
nían, aunque sí tenían los costos del proyecto anterior, con 
determinadas tasas y supuestos. Reitero que nos dijeron 
que no conocían los costos de este proyecto de ley. 


Para nosotros este es un tema importante y es parte de 
la revisión que hay que hacer cada tanto de los sistemas 
y las leyes. Es necesario resaltar que estamos hablando, 
nada más ni nada menos, que de la ley que genera un sis- 
tema previsional distinto, como la del año 1995. Entonces, 
hubiéramos preferido no estar votando sobre fin de año y 
a las apuradas un proyecto de ley sin los datos necesarios 
y sin los costos establecidos. Hubiéramos preferido contar 
con más tiempo y si se hubiera escuchado más, quizá se 
podría haber llegado a una solución que nos comprendiera 
a todos. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SENOR PRESIDENTE (Germán Coutinho).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PINTADO.- Señor presidente: deseo hacer 
algunas aclaraciones porque estamos en un tiempo en el 
que una imagen puede más que la realidad, y la creencia 
extendida puede más que la verdad. 


El 23 de agosto de 1995, quien les habla fue el miem- 
bro informante por la minoría —soy integrante de la lis- 
ta 2121, Asamblea Uruguay, liderada por Danilo Astori, 
desde su fundación— que se opuso a la que se convirtió 
en Ley n.” 16713; en el Senado lo hizo la entonces sena- 
dora Dalmás. Ahora parece que somos los responsables 
de una falla del diseño, que no se previó porque no se 
nos escuchó. El Frente Amplio propuso un proyecto de 
ley alternativo que incluía el sistema mixto —que no es el 
que existe hoy, porque pareciera que hay un solo sistema 
mixto— en el que combinábamos el reparto con el ahorro 
individual complementario —como le llamábamos en ese 
momento- y tres pilares más: gradualidad más extendida 
=si se nos hubiera escuchado, no tendríamos hoy este pro- 
blema-, etapas más lentas —tiene que ver con esto— y tasas 
de reemplazo progresivas, que bajaran el gasto. Después 
me voy a referir al fondo, pero no me gusta que queden 
por allí medias verdades, que luego la gente repite, y que 
se mienta para sacar rédito interno, rédito externo y para 
juntar un votito más. 


Este legislador, que era diputado y miembro informan- 
te por la minoría, decía —porque ahora se quejan de que no 
escuchamos a la minoría— «Lamentablemente, tenemos 
que decir que no existió voluntad política para ello y que 
no se fue sensible a los reclamos de una sociedad que, en 
la mayoría de las oportunidades, ha reaccionado en forma 
distinta al sistema político. 
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Con esta actitud, además de contribuir a ensanchar la 
brecha entre la sociedad civil y el sistema político, no se 
garantiza la estabilidad de una norma que en esta materia 
se va a aprobar». Padecíamos del mismo mal, pero con una 
diferencia: éramos la bancada mayoritaria del Parlamento, 
éramos el partido más grande del Parlamento, aunque el 
presidente era de otro partido por el balotaje que se había 
inaugurado en ese momento. 


Por lo tanto, hay que decir que el Frente Amplio pro- 
puso un sistema mixto, distinto a este, y pretendía una 
gradualidad más extendida, con etapas más lentas y tasas 
de reemplazo progresivas. Por ello no se puede decir que 
seamos responsables de las consecuencias de una ley que 
fue mal diseñada. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Germán Coutinho).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor presidente: tal como dijo 
mi compañero, el senador Enrique Pintado, tendré opor- 
tunidad de referirme a esos contenidos a los que él hacía 
alusión, sobre todo respecto a lo que fue la postura de la 
lista 2121, Asamblea Uruguay, y del Frente Amplio en el 
Senado. La senadora Susana Dalmás enunció ocho puntos 
—que voy a detallar después—, que fueron los que utilizó 
para argumentar su votación en contra —y no por disciplina 
partidaria— del proyecto de ley que luego generó la Ley 
n.> 16713. Ya tendré tiempo de hacer eso más adelante. 


Mi intervención tiene que ver con algunas afirmacio- 
nes que se han hecho, vinculadas a una propuesta que, 
eventualmente, estaría, o está —no tengo por qué dudarlo—, 
en el programa del Partido Nacional. Y voy a tomar las 
palabras de mi compañero, Alejandro Sánchez, el Pacha, 
que fue el miembro informante en la Cámara de Repre- 
sentantes y que, al respecto, le contestó al diputado Trobo, 
quien hizo la misma afirmación, es decir, que la solución 
estaría en reconocer los aportes previos a 1996. El señor 
representante Sánchez se expresó en los siguientes térmi- 
nos: «El señor diputado decía que estaba en el programa 
del Partido Nacional; veintiún años tarde llegó el progra- 
ma del Partido Nacional. Eso es lo que tendrían que haber 
propuesto en 1995. Nada lo impedía; sin embargo, esa pro- 
puesta no apareció, sino que hubo una determinación de 
no reconocimiento de los años anteriores. Es una tardanza 
importante —decía el diputado Sánchez—; lo reflexionaron 
mucho, y está bien: todos tenemos derecho a reflexionar. 
Pero esto soluciona algún problema, pero no el de los cin- 
cuentones y genera menores prestaciones que las que va a 
generar este proyecto de ley». 


Además, agregó alguna otra cosa que también quiero 
poner sobre la mesa, y con esto termino, señor presidente, 
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esta aclaración. El BPS, en la comisión de la Cámara de 
Representantes —no sé si lo hizo aquí porque no he teni- 
do tiempo de leer la versión taquigráfica del día de ayer—, 
planteó que había serios problemas con la historia laboral, 
porque en aquella época no había y solo un 18 % la tenía. 
Decía que, en realidad, los trabajadores pueden, por me- 
dio de testigos, comprobar los años de aportes —es cierto; 
lo pueden hacer—, pero los salarios tienen que estar docu- 
mentados. Las jubilaciones se calculan en función de los 
años trabajados, pero también de los salarios documenta- 
dos. Por lo tanto, si no guardaron los recibos, no pueden 
hacer nada con la solución que propone el señor diputado 
Trobo —esto lo decía el señor diputado Sánchez— y tienen 
que tener todos los recibos anteriores al año 1996. Y se- 
guía reflexionando. 


Entonces, si bien puedo seguir detallando algunas re- 
ferencias al respecto, me voy a limitar a decir que quizás 
en estos tres meses en que el proyecto de ley estuvo en 
tratamiento, tampoco tuvieron tiempo para leer demasia- 
do todo esto, como decía Alejandro Sánchez, porque no 
se puede decir —en este caso lo decía el diputado Trobo, 
pero debe reflejar la opinión de su sector— que el proyecto 
de ley que se va a aprobar es similar al que vino del Poder 
Ejecutivo. 


En definitiva, quiero rescatar que una vez que la solu- 
ción estuvo en la Cámara de Representantes y que el pro- 
yecto de ley pasó a considerarse con la fórmula acordada 
dentro de la bancada de gobierno —conjuntamente con el 
Poder Ejecutivo—, se llevó a cabo una conferencia de pren- 
sa apresurada —lo digo con mucho respeto—, en la cual los 
partidos de la oposición sacaron a relucir algo que podrían 
haber dado a conocer antes, incluso en el año 1995, en el 
debate previo a la aprobación de la ley. 


Es cuanto tenía para decir en este momento. 


SEÑOR DELGADO. Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Germán Coutinho).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR DELGADO.- Señor presidente: es difícil con- 
testar algunas alusiones cuando no se basan en la verdad. 


Por un lado, el balotaje fue en el año 2000 y no en el 
año 1996. 


Por otro lado, cada uno puede hacer las apreciaciones 
que quiera para tratar de fundamentar —es algo que se hace 
en esta actividad—, pero es necesario que lo que digamos 
tenga el respaldo documental y resista el archivo. Y cuando 
dije que el Partido Nacional no solo se había preocupado 
sino también ocupado de este tema, expresé —más allá de 
las conferencias de prensa, en los tiempos que les gusten 
a algunos señores senadores— que mi partido presentó una 
solución a los cincuentones en su programa de gobierno 
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en la última elección nacional, o sea que el ocuparse no es 
solo de ahora. La verdad es que comencé a revisar las pro- 
puestas de los demás partidos y en el programa del Frente 
Amplio —que lo tengo aquí— no hay una sola referencia a 
este problema. Creo que está bueno decir —por aquello de 
las medias verdades y las aclaraciones— que el Partido Na- 
cional se preocupó y se ocupó de este tema desde siempre 
y ahora está tratando de buscar una mejor solución que la 
que se pretende votar. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MIERES.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Germán Coutinho).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: una de las malas 
maneras de legislar es mezclar objetivos o querer combi- 
nar en un mismo proyecto de ley motivaciones contradic- 
torias, o al menos heterogéneas, y en algunos casos, implí- 
citas sin que se digan directamente. 


Este proyecto de ley tuvo su origen en un reclamo justo 
de los llamados cincuentones, a los que obviamente ya nos 
hemos referido en esta sala y lo haremos muchas veces 
más. Ciertamente, quienes en 1996 tenían entre 30 y 40 
años, hoy cincuentones, ingresaron a un sistema cuando 
ya tenían una parte de su vida laboral transitada, y sin que 
se les reconocieran los aportes anteriores a ese año, tanto 
en el plano del pilar solidario como, particularmente, en 
la cuenta de ahorro personal. Ese es un dato objetivo que 
creo que ninguno de los aquí presentes puede obviar, y esa 
es la razón que motiva este debate. Sin embargo, como la 
carátula del proyecto que estamos considerando indica, el 
objetivo de esta iniciativa es, con la excusa de los cincuen- 
tones, generar un proceso de desafiliación de las AFAP. 
Eso lo dice el propio título: «Régimen jubilatorio previsto 
por la Ley n.” 16713, de 3 de setiembre de 1995, Desafilia- 
ción». Esa es la carátula del repartido, pero no es solo eso; 
también es la dinámica, la operativa y la sistemática de 
este proyecto de ley. 


En definitiva, se trata de cuestionar y de golpear, in- 
directa y directamente, al régimen mixto de seguridad 
social. La prueba más clara de que este es el motivo que 
se agrega, que se convierte en central con respecto al otro 
—responder de manera justa al reclamo de los cincuento- 
nes—, es el hecho de que en la normativa se incluye un 
conjunto de artículos vinculados con las comisiones de las 
AFAP, que no tienen nada que ver con el reclamo original. 
Nadie puede decir que la discusión sobre las comisiones 
de las AFAP tenga algún vínculo con la situación que se 
pretende resolver; no tiene ningún vínculo, ¡ninguno! El 
telón de fondo es que muchos en el partido de gobierno si- 
guen queriendo desmontar y hacer desaparecer el régimen 
mixto. Esa es la realidad. Detrás de esto hay un objetivo 
ideológico, que no lo han impulsado directamente porque 
sería un descalabro financiero monumental. Y esto lo sa- 
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ben todos, porque entre otras cosas, quienes han cuestio- 
nado la ley de 1996, asignándole los peores efectos, no nos 
dicen —nunca nos quisieron decir— qué habría pasado si 
ese año no se hubiera hecho una reforma de la seguridad 
social; por lo menos el sector Asamblea Uruguay presentó 
un proyecto, pero seguir de largo con un régimen de repar- 
to era la catástrofe. 


Hoy no estábamos hablando del problema de los cin- 
cuentones, sino de las jubilaciones de todos los uruguayos. 
Y esto todos lo saben; con la mano en el corazón, todos lo 
saben, porque —a pesar de la reforma y de estos veinte años 
en los que hemos podido sobreponer la situación— saben 
que nuevamente tenemos sobre la mesa el problema de la 
sustentabilidad del régimen de seguridad social. Pero no 
se va directo y se aprovechan estas situaciones para meter 
—algunas veces de contrabando y otras directamente— nor- 
mas que de alguna manera vayan dinamitando el régimen 
mixto con el objetivo de volver a algo inviable, absoluta- 
mente inviable. Pero no le dicen a la gente que el régimen 
de reparto es inviable. Entonces, lo que va a pasar con la 
ley que se propone votar es que el país va a tener que pagar 
un enorme costo en muchas cuotas. 


Creo que los sectores que se oponen al régimen mixto 
logran con esta ley un nuevo éxito para deteriorar el ré- 
gimen mixto pero, sobre todo, para afectar las finanzas 
del país. 


Durante semanas hemos asistido a un conflicto interno 
del partido de gobierno a raíz de este proyecto. ¿Y quién 
ganó? Digamos las cosas como son. Ganaron los que quie- 
ren tomar esto para golpear el sistema mixto. El objetivo 
es la desafiliación de las AFAP. Lo que nunca responden 
los opositores a las AFAP es la pregunta de qué habría 
pasado con las jubilaciones de este país si no hubiera ha- 
bido una reforma en 1996. Esa es la trampa del discurso, 
pero hay que decir las cosas como son: el Ministerio de 
Economía y Finanzas terminó perdiendo y sufriendo una 
rotunda derrota en el balance final porque este proyecto de 
ley es muy parecido al que tanto cuestionó esa cartera en 
las últimas semanas. Es prácticamente idéntico. La lógica 
de funcionamiento es igual. ¿Cuál es la diferencia? Que en 
lugar de pagar el 100 % se paga el 90 %. Y la otra diferen- 
cia tiene que ver con un aumento del gasto, que es incluir 
a los jubilados, lo cual me parece bien. 


SEÑOR MICHELINL.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR MIERES.- No, señor senador Michelini, por- 
que tengo ganas de decir lo que me parece que debo decir. 
Luego, si tengo tiempo, se la concederé. Además, el señor 
senador Michelini tiene la costumbre de pedirme una in- 
terrupción siempre que estoy hablando. 


SEÑOR MICHELINI.- Porque lo escucho. 
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SEÑOR MIERES.- Gracias, señor senador Michelini, 
muchas gracias. 


El proyecto que se está considerando hoy es práctica- 
mente idéntico al que se presentó en julio. Su estructura y 
su operativa son las mismas, y las modificaciones parecen 
reducir los monumentales costos, pero ¿saben qué? Acá 
no hay un solo documento del Ministerio de Economía y 
Finanzas que pruebe que este proyecto redujo en un 35 % 
el costo respecto al que había presentado el Poder Ejecu- 
tivo en julio. Todo ese gran lío que se armó, a tal punto 
que hasta se habló de la renuncia del ministro de Econo- 
mía y Finanzas, la montaña parió un ratón. Este proyecto 
de ley es prácticamente idéntico y, francamente, me que- 
da una gran duda sobre si el costo final de este proyec- 
to es de USD 2.400:000.000 o sigue estando cerca de los 
USD 3.600:000.000, que es lo que se había calculado. ¿Por 
qué? Porque las reducciones del costo son mínimas y los 
aumentos existen. Si hago el cálculo, tengo que el artículo 
14 obliga a los que recibieron más a devolver aportes, ahí 
tenemos una reducción, y hay otra al bajar del 100 % al 
90 %, pero hay un aumento al incorporar a los jubilados, 
que son 2500. Justamente, ayer le pregunté al presidente 
del Banco de Previsión Social si habían hecho este cálculo 
y me dijo que no lo tienen calculado. El Banco de Previ- 
sión Social —como dijo el señor senador Delgado— no sabe 
cuánto le va a salir al país. Fíjense la irresponsabilidad: ¡el 
Banco de Previsión Social no sabe cuánto cuesta este pro- 
yecto de ley! Y el Ministerio de Economía y Finanzas no 
nos puso sobre la mesa ningún documento que sustentara 
lo que dijeron algunos representantes del Frente Amplio 
en cuanto a que este proyecto acordado sale un 35 % me- 
nos que el anterior. Reitero: no he visto ningún documento 
del Ministerio de Economía y Finanzas que fundamente, 
que establezca, que efectivamente la reducción del costo 
es de un 35 %. Y la sensación que uno tiene al comparar 
los proyectos es que es muy difícil que haya una reducción 
del costo de un 35 % con las modificaciones que se in- 
trodujeron, que son francamente menores desde ese punto 
de vista. 


En definitiva, señor presidente, después de esta pulsea- 
da de las últimas semanas —a la que asistimos desde la 
tribuna—, hay ganadores y perdedores. Pierde el país, pier- 
den las generaciones jóvenes, y pierden quienes trataron 
de modificar este proyecto de ley dentro del partido de go- 
bierno, que lograron muy poco. ¿Quiénes ganan? Ganan, 
por cierto, los que quieren desmontar el régimen mixto 
y, en cierto sentido —después vamos a hablar de eso-—, los 
cincuentones, a quienes no se les da la mejor opción. En- 
seguida vamos a fundamentarlo. 


Vayamos al origen: hay una injusticia, y lo dijimos re- 
cién. La injusticia es la ausencia de un cómputo previo a 
1996 de la vida laboral de los cincuentones, que ya habían 
ingresado al mercado de trabajo cuando se los transfiere al 
nuevo régimen. ¿Cómo podía resolverse razonablemente 
esa injusticia? Reconociendo los aportes no computados y 
reconstruyendo la cuenta, tanto en el pilar solidario como 
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en la cuenta personal. Eso era lo justo, lo lógico, lo que fal- 
taba. Creo que el error en la discusión es comparar lo que 
les toca en el régimen nuevo con respecto a lo que les hu- 
biera tocado si se quedaban en el régimen anterior. Esa es 
una mala discusión. En realidad, hay que comparar lo que 
les toca con lo que les tocaría si se les hubiera computado 
toda la vida laboral, como les va a pasar a los cuarentones, 
a los treintones, etcétera. 


Eso no fue un invento nuestro sino un planteo del Di- 
rectorio del Banco de Previsión Social en el año 2012, 
presidido por el actual ministro de Trabajo y Seguridad 
Social quien, paradójicamente, presentó esta otra «cosa», 
que le genera un costo al país de USD 3.600:000.000. En 
el 2012 había presentado esa otra propuesta, que era sensa- 
ta —no sabemos por qué no se consideró y consta en una 
resolución del directorio del Banco de Previsión Social: 
reconocer los aportes anteriores a 1996. De esa manera 
nos hubiéramos ahorrado un gran problema y la gente hu- 
biera recibido una respuesta razonable, pero resultó que no 
se tuvo en cuenta. 


Ayer preguntamos a los representantes del BPS qué 
pasaba con eso y nos dijeron que en el pilar solidario hu- 
biera significado una mejora de apenas $ 1000; recalco: en 
el pilar solidario. ¿Y en las cuentas personales?, pregunté. 
«Eso no lo calculamos», contestaron. ¡Pero ese es el tema 
central, es decir, las cuentas personales, lo que cada uno 
estuvo aportando desde que entró en el mercado de empleo 
hasta el año 1996! Eso era lo que cambiaba sustancialmen- 
te la situación. Además, hay un documento del Ministe- 
rio de Economía y Finanzas en el que se calcula esto. No 
es un invento de la oposición, ni de Iván Posada, que fue 
quien hizo esta propuesta junto con otros legisladores de 
distintos partidos de la oposición. En ese documento se 
habla de esta solución, y está cuantificada. El dato de que 
cuesta USD 1.200:000.000 no fue calculado por el Partido 
Independiente ni por los legisladores de la oposición, sino 
que lo hizo el Ministerio de Economía y Finanzas. Hay 
un documento —repito— en el MEF, como una alternativa. 
¿Por qué no la plantearon? Ayer se lo preguntamos al señor 
subsecretario Ferreri. ¿Por qué no plantearon esta alterna- 
tiva?, le pregunté, y no contestó; lo que nos dijo fue que la 
propuesta que estaba sobre la mesa era esta otra. ¡Pero esta 
es mucho más barata! 


El señor presidente de la república nos responde que no 
va a poder considerar la propuesta de la oposición porque 
llegó tarde. ¡Llegó tarde! ¿Ese es el argumento que le cuesta 
al país, por lo menos, USD 1.200:000.0007? ¡Por lo menos, 
USD 1.200:000.000! Asumo que la cuenta que hizo el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, después del acuerdo del 
partido de gobierno, es de USD 2.400:000.000; en lo per- 
sonal, creo que es más. Estoy seguro de que va a ser más, 
pero aceptemos que sea de USD 2.400:000.000. Nosotros 
le planteamos al presidente de la república una alternativa 
que, además, el propio Ministerio de Economía y Finanzas 
había estudiado y que representa la mitad del costo, y nos 
dice que no, que llegó tarde. ¡Llegó tarde, nada, si todavía 
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no se había votado en el Parlamento! ¡No se consideró la 
propuesta! Eso es de una irresponsabilidad que realmen- 
te impacta. ¡Impacta! ¡Se prioriza el acuerdo interno del 
partido de gobierno al costo de USD 1.200:000.000 que 
van a pagar todos los uruguayos! ¡No hay sentido, no hay 
conciencia de la realidad! ¡Simplemente, el ministerio dijo 
que esta alternativa no se consideró, a pesar de ser mucho 
más barata y estar aconsejada por los principales especia- 
listas en seguridad social, como los doctores Álvaro For- 
teza y Rodolfo Saldain! El propio Ministerio de Economía 
y Finanzas la tenía en carpeta, ¡pero no! Terminamos con 
esta otra propuesta, un poquito menos cara —un poquito— 
¡pero muy cara para el país! 


Ahora bien; vamos a la propuesta. ¿Es buena para los 
cincuentones? Esta es otra pregunta a contestar porque, al 
fin y al cabo, se supone que lo que estamos pretendiendo 
es una solución para ese grupo etario que fue injustamente 
maltratado por la normativa de 1996, y en esto estamos ab- 
solutamente de acuerdo. Ahora se los obliga a optar. ¿Por 
qué? ¿Por qué una persona que tiene 53 años va tener que 
elegir, como máximo, a los 55 años lo que le va a pasar 
cuando se jubile? ¿Por qué? No hay una sola razón sensata. 
Ayer les preguntamos a los representantes del Ministerio 
de Economía y Finanzas cuál era la diferencia de costos, 
desde el punto de vista financiero, entre optar ahora o ha- 
cerlo al final del camino, y nos dijeron, con claridad, que 
para el ministerio ese costo es neutro en cuanto al gasto, o 
sea que da lo mismo. 


Por su parte, el señor ministro de Trabajo y Seguridad 
Social dijo que lo que pasa es que los cincuentones están 
apurados, como lo está el movimiento sindical, y que, en- 
tonces, hay que dejarlos optar ya. Creo que si les pregun- 
tamos a los cincuentones, nos van a decir que les conviene 
mucho más elegir cuando haya certeza y tener la garantía 
de que pueden elegir, pero hacerlo cuando ya se vayan a 
jubilar. ¿Por qué a un tipo de 55 años le hacen los cálculos 
y le dicen que si se jubila a los 60 años le conviene esto o 
aquello, si le pueden pasar muchas cosas en cinco años? 
Entre otras, puede decidir que no se va a jubilar a los 60 
años sino a los 62, 63 o 64 años, y también puede ocurrir 
que la opción a la que lo obligaron hoy sea la peor cuando 
se vaya a jubilar. ¡Esto es insólito! ¡Insólito! 


O sea que esta propuesta, desde el punto de vista de los 
cincuentones, no es la mejor, ni implicaría que la opción 
de tomarla al momento jubilatorio fuera más cara, porque 
el ministerio nos dijo que la diferencia de costo es neutra. 
¿Por qué los perjudican así, entonces? ¿Saben por qué? 
Porque el objetivo es perjudicar a las AFAP, sacarles la 
plata ahora y meterla en un fideicomiso del BPS, que ¡vaya 
a saber si rinde lo que esa plata rendiría en las AFAP! La 
verdad es que después de los errores de cálculo que ha 
tenido el BPS en los últimos años, no me quedo muy con- 
tento con que coloquen la plata de los cincuentones en un 
fideicomiso que va a administrar ese banco por los años 
que les quedan para jubilarse. 
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Era mucho más lógico, aun desde la óptica de este pro- 
yecto, que la opción tuviera que hacerse al final; ¡eso está 
en la tapa del libro! ¿Qué prefiere una persona que está 
jugándose la jubilación para el resto de su vida? ¿Que la 
obliguen a optar cuando tiene 55, 56 o 57 años y no sabe 
qué va a pasar en los siguientes años, o poder elegir cuan- 
do decida retirarse, teniendo la certeza, por ley, de que va 
a poder hacerlo? ¡Por favor, no hay ninguna duda! Lo que 
pasa es que el objetivo es ese: pegarle al sistema, dentro 
de lo posible en la línea de flotación, traspasar la plata que 
hoy está en las AFAP y colocarla en un fideicomiso en 
manos del BPS. ¡Por favor! Esto demuestra que el objetivo 
real del proyecto de ley no es el mejor bien de los cincuen- 
tones sino el peor mal del régimen mixto, es decir, provo- 
car un perjuicio al régimen mixto. 


La prueba del nueve es cambiar el régimen de las 
comisiones, que no tiene nada que ver con los cincuen- 
tones; solo está el afán de cuestionar el sistema actual. 
¿Es bueno regular las comisiones? No. ¿Afecta la ren- 
tabilidad de las AFAP? Sí. ¿Dejan de ser rentables? No; 
van a seguir generando su rentabilidad propia. A ver, 
¡legislando a las corridas! ¡Inventando una norma que 
genera un efecto ancla en las comisiones respecto a la 
más barata! No es bueno regular los precios por ley. Es 
más, el propio Ministerio de Economía y Finanzas está 
dando una lucha en contra de fijar por ley los aranceles de 
las tarjetas de crédito y débito; en ese caso dicen que no 
sirve. En el día de ayer nos dieron una explicación bien 
complicada para decirnos que en este caso sí servía. ¡Por 
favor! ¡Acá sirve! ¡Las comisiones de las AFAP sirve fi- 
jarlas por ley, pero los aranceles de las tarjetas de crédito 
y débito que perjudican a los comerciantes pequeños no 
se pueden fijar por ley porque hay que tocar los precios, 
y no sé qué más! Acá tocamos los precios. Además, se- 
ñor presidente, la comisión es un indicador del beneficio 
que representa estar en una u otra AFAP. Hasta desde 
ese punto de vista es poco serio porque más importante 
que la comisión —o al menos tan importante— es la ren- 
tabilidad del fondo. Me pueden cobrar una comisión más 
cara y sin embargo me conviene porque la rentabilidad 
de mis fondos es mayor. Por lo menos hubieran planteado 
una fórmula combinada, una vinculación entre comisión 
y rentabilidad porque, de esta manera, se está actuan- 
do —diría— hasta con negligencia. Cualquier ciudadano 
lo entiende: puedo estar dispuesto a pagar una comisión 
más cara a una administradora de fondos si a cambio me 
da una mayor rentabilidad de mis fondos. Pero eso no 
se toma en cuenta, lo que importa es la comisión, con el 
agregado que señalaba el señor senador Delgado —y que 
comparto absolutamente—, que es una regla del merca- 
do. Si le doy al actor mayoritario, que es el que tiene la 
comisión más baja, la posibilidad de regular las comi- 
siones a los demás y tiene espalda —como sucede en este 
caso, que en el mercado hay una administradora que es 
hegemónica y tiene más del 40 % de las afiliaciones—, 
puede bajar la comisión. Esta es una de las normas que 
hemos regulado para defender la competencia: evitar que 
una posición dominante utilice el mecanismo de bajar la 
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comisión radicalmente para eliminar a los competidores 
y que después la subirá cuando se vuelva monopólica. 
Están abriendo la puerta para que eso ocurra y después 
el ciudadano queda preso de la AFAP monopólica, que 
define los costos que quiera. 


¿No se dieron cuenta de eso? En este proyecto se da 
una situación que sorprende. ¿Por qué? Porque la meta, el 
objetivo enceguecido es generar algo que afecte al sistema 
mixto que fue demonizado en el año 1996, y de allí en más 
se dijo una y otra vez que había que destruirlo. Nunca se 
presentó un proyecto de ley en ese sentido, pero de a poco 
había que minarlo y cuestionarlo. 


Los cincuentones son una excusa en todo esto, son un 
instrumento para llevar adelante otro proyecto porque, de 
lo contrario, la verdad, no se entiende por qué no se le da 
la opción al final de la vida laboral activa y se los obliga a 
optar cuando las condiciones son de absoluta incertidum- 
bre. ¿Quiénes son los beneficiarios? Hay que decir las co- 
sas como son: se trata de una parte de los cincuentones. 
Acá se habla de los cincuentones como si todos tuvieran 
este problema cuando no es así. Los cincuentones son al- 
rededor de 400.000 uruguayos porque cada cohorte por 
año tiene alrededor de 40.000 personas. Los cálculos más 
ambiciosos dicen que de los 400.000, 60.000 o 70.000 per- 
sonas podrían estar requiriendo la opción y probablemente 
muchas de ellas terminen viendo que no les conviene. Por 
lo tanto, estamos hablando que quizás sean 60.000 benefi- 
ciarios en 400.000, o sea, que el 15 % de los cincuentones 
podrían recibir beneficios al elegir. A su vez, de ese 15 %, 
una parte puede equivocarse, porque lo obligan a optar en 
condiciones de incertidumbre. Quiere decir que los bene- 
ficiarios serán aquellos que les convenga luego de hacer 
los cálculos y aquellos que después la vida laboral no les 
genere un cambio que les determine un perjuicio no espe- 
rado y, por lo tanto, hayan elegido mal. 


También son beneficiarios los 2500 jubilados que sa- 
ben con certeza si les conviene o no optar por el régimen 
que se está votando hoy. 


¿Quiénes son los perjudicados? Los que van a pagar la 
pesada cuenta, los veinteañeros, los treintañeros, los ado- 
lescentes y los niños de este país. Esta cuenta es pesada, 
de larga duración y cae sobre la cabeza de la gente más 
joven, que no habla, que ni sabe que le están pegando un 
bandazo, que ni sabe que están afectando su futuro. ¿Por 
qué? Porque no están organizados. A los veinte o treinta 
años —como nos pasó a los ahora cincuentones— la jubila- 
ción está lejos, pero le estamos poniendo una pesada carga 
a las nuevas generaciones de este país. 


La verdad es que estoy harto de legislar siempre en 
contra de los más jóvenes; de que todas las normativas de 
este país vayan en contra de los que vienen, porque como 
este es un país de viejos, las legislaciones y las decisiones 
se terminan cortando por el lado más fino. 
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Estos problemas que afectan a los veinteañeros y a los 
treintañeros no es responsabilidad de los cincuentones que 
están reclamando bien, que están reclamando lo justo y 
reivindicando una situación que los afectó mal y que debe 
ser reparada. El problema que está cargando a los veintea- 
ñeros, treintañeros, adolescentes y niños existe porque la 
solución que el Frente Amplio propone es la más costosa, 
es excesivamente costosa para el país, y lo saben. Este es 
el problema que está planteado. 


Por supuesto, detrás de esto está el telón de fondo. Con 
el proyecto de ley que se está votando, el grave problema 
de la seguridad social del Uruguay, lejos de estar amino- 
rándose, se está agravando sustancialmente porque va en 
sentido contrario de lo que debería ser el análisis. Todo 
ello, a pesar de tener una solución en la mano, que noso- 
tros ofrecimos y respecto a la que se nos dijo: «Llegaron 
tarde». Triste. ¡USD 1.200:000.000! ¡Cuesta señalar que 
llegamos tarde! 


Señor presidente: es obvio que el Partido Independien- 
te, tal como lo hizo en la Cámara de Representantes, va a 
votar en contra de este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Germán Coutinho).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Es una obsesión del señor sena- 
dor Mieres preguntarse y preguntar públicamente quién 
gana o quién pierde en las decisiones que adopta el parti- 
do de gobierno. En realidad, quiero que al señor senador 
Mieres le quede claro —ya se lo he dicho, pero lo voy a 
reiterar públicamente para que quede constancia en la ver- 
sión taquigráfica— que en el Frente Amplio no se trabaja 
para ver quién gana o quién pierde; se trabaja para buscar 
lo que se considera la mejor solución. Aunque moleste, ese 
consenso se alcanza con mucho debate, con muchas pro- 
puestas y con muchas idas y vueltas, pero se soluciona al 
fin. Aquella palabra «consenso» que nos enseñó el general 
Seregni sigue estando presente en nuestro accionar polí- 
tico, así que lamento que se espere a ver qué resuelve el 
Frente Amplio para después salir a hacer una especie de 
compulsa para saber quién gana o quién pierde, porque acá 
los que ganan son los beneficiarios de las soluciones a las 
que arribamos de manera colectiva. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—También se dijo que esto es una gran irresponsabi- 
lidad, que lo que estamos haciendo es legislar en contra 
de los más jóvenes, que la solución a la que llegó el 
Frente Amplio es la más costosa, que se incursiona en 
temas que nada tienen que ver con esto porque en el 
trasfondo hay una suspicacia que pretende cuestionar 
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el sistema mixto y quiero decir que no comparto esa 
forma sistemática de atribuir intenciones que siempre 
van más allá de los objetivos de las propuestas que al- 
canzamos. 


Además, quiero aclarar que el tema de las comisiones 
de las AFAP no es ajeno a la propuesta que oportunamente 
había hecho el Frente Amplio con respecto a estas admi- 
nistradoras. La propuesta del Frente Amplio en 1996 no 
tenía que ver con la generación de este tipo de administra- 
doras de fondos sino solamente con las estatales. 


El propio ministro de Economía y Finanzas —ese que 
se menciona tanto y del que una y otra vez se señalan 
informaciones off the record o de corredores—, hacien- 
do un comentario sobre las comisiones de las AFAP, 
planteó que hay una diferencia del 169 % entre la que 
cobra República AFAP y la más alta que cobran las ad- 
ministradoras privadas. Eso es lo que medianamente 
intentamos corregir. ¿Por qué? Por la salud del sistema 
y por la salud de todo lo que se viene. Es cierto que 
deberemos tener un gran debate sobre la seguridad so- 
cial, ¡cómo no! Será necesario dar ese debate porque 
hay una cuestión de lógica, de demografía en nuestro 
país y un aspecto vinculado a esa pirámide que por va- 
rias razones —que no es del caso argumentar ahora— se 
va transformando casi en un paralelogramo. Lo que no 
puede inferirse es que por la puerta de atrás o por algún 
otro lado se pretende modificar algo más vinculado a 
los cincuentones. 


Quiero decir que también tengo en mi poder el informe 
de Forteza y por supuesto que lo he estudiado. En gran- 
des titulares y de acuerdo con distintos simulacros que se 
pueden hacer, allí también se señala que es un problema 
asociado al reconocimiento parcial de los aportes realiza- 
dos en 1996; que no es un problema de los trabajadores 
de bajos ingresos sino de aquellos con ingresos medios y 
altos; que es un problema de los trabajadores mayores del 
régimen mixto; que la diferencia se reduce si el momento 
de la jubilación se posterga, etcétera. Es un problema de 
diseño en el cual el Frente Amplio no estuvo presente por- 
que votó en contra. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑOR MIERES.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR MIERES.- Hubo diez días en los que todo el 
Uruguay estuvo atento a debates que salían a la opinión 
pública y en todos los medios. 


En realidad, esto es así aunque no les guste. Los resul- 
tados dan ganadores y perdedores; las pulseadas terminan 
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con resultados y lo que uno hace es registrarlos. A alguna 
gente no le gustará, pero eppur si muove. ¡Es así! 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR LARRAÑAGA-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Señora presidenta: en el día 
de ayer comunicamos al coordinador del Partido Nacional, 
señor senador Delgado, la posición que vamos a adoptar 
en esta sesión —me refiero a los señores senadores Besozzi, 
Camy y López Villalba—, en consonancia con lo que vota- 
ron nuestros compañeros en la Cámara de Representantes. 


Queremos decir que vamos a acompañar en general 
este proyecto de ley porque las dificultades que se señalan 
son menos que lo que hay o, mejor dicho, como no hay 
nada, esto termina siendo una respuesta en virtud de que 
el problema de la seguridad social no es nuevo ni local. El 
mundo entero está intentando reconfigurar sus sistemas 
previsionales. Las buenas prácticas en la materia indican 
que hay que estar permanentemente monitoreando y ajus- 
tando el sistema de seguridad social; un sistema que, en 
nuestro caso, en los años noventa ya hacía décadas que 
estaba obsoleto. 


La reforma de la seguridad social, aprobada en la Ley 
n.” 16713, de setiembre de 1995, seguramente ha tenido 
muchas virtudes y también dificultades. Sin lugar a dudas, 
una reforma —esta u otra— es imprescindible. En 1995 esta 
norma solo abarcó al organismo más grande y lentamente 
se agregaron otros institutos, pero Uruguay —como ya se 
ha dicho— es el segundo país más envejecido de Améri- 
ca Latina. Esto indica que se ha encarado y se tiene que 
afrontar el proceso de transición demográfica hacia una 
fase ulterior, pero ello también implica tener cuidado con 
temas como la seguridad social. La solución no pasa por la 
natalidad ni por la inmigración; estas han sido soluciones 
que han intentado países con pirámides demográficas si- 
milares y de transiciones demográficas tempranas —como 
la nuestra— con escaso éxito. Pueden colaborar a mitigar 
ciertos efectos, es cierto, pero deben ser relativamente 
continuas y fuertes. 


El demógrafo Juan José Calvo expresa —coincidimos 
con él: «La única solución de largo plazo que permite el 
mantenimiento de los sistemas de seguridad social, dada 
la demografía, es el incremento permanente de la produc- 
tividad». ¡Esto es clave! Analizar seriamente un modelo 
de seguridad social sustentable es discutir qué modelo de 
país queremos. 


Hoy nos compete el tema de los cincuentones, es decir, 
aquellos trabajadores de ingresos medios y medios altos 
de las primeras generaciones del régimen mixto creado 
por la Ley n.* 16713 que ahora, próximos a jubilarse, reci- 
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birán beneficios considerablemente menores. No nos de- 
tendremos demasiado en los números porque la crónica 
en la prensa ha sido vasta y un buen ejercicio de simu- 
lación puede encontrarse en el libro La jubilación de los 
«cincuentones», de los economistas Forteza y Rossi —ya 
antes mencionados—, del Departamento de Economía de 
la Facultad de Ciencias Sociales. A modo de constancia, 
señalo que a un trabajador que durante su vida laboral 
ganaba alrededor de $ 120.000 —hablamos siempre de in- 
gresos nominales—, el régimen mixto le otorga una jubi- 
lación de $ 35.000 nominales, mientras que en el régimen 
de transición por el que se jubilaba la generación anterior 
hubiera tenido una jubilación de $ 53.000 nominales. En 
consecuencia, el régimen mixto le paga al trabajador una 
jubilación de $ 18.000 menos que lo que le hubiera pagado 
el régimen de transición; la diferencia equivale a 34 % de 
lo que habría obtenido en el régimen de transición. 


Desde 1996 hubo casos individuales escasos hasta que 
llegó el pelotón de los denominados cincuentones. Tén- 
gase en cuenta que el caso mencionado es de laboratorio, 
pero ilustra la situación y ayuda a delimitar el tema. Ha- 
blamos de trabajadores de ingresos medios y altos; esto no 
atañe a trabajadores de ingresos bajos, cuya diferencia de 
jubilación se reduce si esta se posterga unos cinco años. 
En ese caso, si se jubila a los 60 años cobra una jubilación 
que representa el 67 % de lo que le pagarían por el régimen 
de transición, mientras que si se retira a los 65 años, esta 
representa el 92 %. 


El corte abrupto, como todos sabemos, resultó injusto, 
altera la igualdad ante la ley y genera un problema que se 
plantea ante el Parlamento. En Chile se tomó en cuenta el 
corte abrupto y se evitó el problema de los cincuentones, 
aunque se generaron otras dificultades. Allí se solucionó 
el tema asignando un bono de reconocimiento que se con- 
sideró razonablemente representativo de los aportes ante- 
riores a dicha reforma y este se incorporó al pilar de aho- 
rro de cada trabajador comprendido en esa situación, con 
lo cual se postergaron los desembolsos para después de 
otorgada su pasividad. En Uruguay no era factible esta so- 
lución, pero debió aplicarse algún criterio más equitativo. 


A nuestro juicio, estamos ante un tema de justicia y 
creo que todos los aquí presentes, votemos en contra o a 
favor de este proyecto, somos conscientes de la necesidad 
de reparar esta situación de injusticia. 


Tal como señalaba el señor senador Mieres, firmamos 
una Iniciativa que había sido recogida por el hoy ministro 
de Trabajo y Seguridad Social hace un lote de años y que 
aparentemente, dentro de este cúmulo de cuentas, repre- 
sentaba el 50 % de lo que puede costar la solución que se 
aprobaría en el día de hoy. Por lo tanto, creo que el proble- 
ma no es la falta de voluntad ni tampoco es una cuestión 
demográfica. Hay que desatar este nudo en la labor polí- 
tica de este Parlamento. Sabido es que hay problemas que 
se heredan, algunos que surgen por condiciones adversas, 
unos por la imprevisión y otros por la inacción. Acá hay 
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un conjunto de problemas que se suman a una cuestión 
ideológica; es un combo. 


En el tema de las AFAP está una de las grandes dua- 
lidades del Gobierno y aquí quiero ser crítico. Las con- 
tradicciones más fuertes se dan en los discursos contra 
el liberalismo, el capitalismo y la acción pública, porque 
estaban en contra de las AFAP hasta que llegaron al Go- 
bierno, pero al llegar, las fomentaron. Esa es la realidad. 
El señor ministro de Economía y Finanzas solía hablarnos 
de consolidación fiscal. 


En fin, acá se consolidaron dos cosas: las AFAP y las 
contradicciones del Gobierno con su discurso en la opo- 
sición. No entro en la disputa interna, señora presidenta, 
porque no sé cuánto es ni cómo es; en definitiva —no lo 
digo como bueno ni como malo—, siempre terminan vo- 
tando juntos, más allá de que algunos amagan, para los 
más veteranos como aquel puntero espectacular, el Negro 
Cubilla, y para los más jóvenes como amaga y driblea Ne- 
ymar o como aquel otro jugador de fútbol que tanto dri- 
bleaba que terminaba en el foso de la Colombes. Digo esto 
para no hacer una referencia específica a una persona ni a 
un cuadro de fútbol. 


En definitiva, han pasado veintiún años de un sistema 
mixto y trece de ellos con el Frente Amplio en el poder; 
en ellos han elogiado y profundizado al sistema. Han di- 
cho que el régimen previsional creado por la Ley n.* 16713 
de 1995 ha funcionado adecuadamente, en particular en 
lo que refiere a la Administración del Fondo de Ahorro 
Previsional. 


En cuanto a la profundización, se promovió la diver- 
sificación de las oportunidades de inversión en valores de 
renta fija emitidos por organismos internacionales de cré- 
dito o por Gobiernos extranjeros de muy alta calificación 
crediticia. Eso es indiscutible. Se profundizó el régimen 
de las AFAP como, por ejemplo, con los títulos y bonos 
emitidos por el Gobierno de los Estados Unidos de Amé- 
rica o con la creación del sistema de multifondos que se 
aprobó en 2013. Por un lado, se ha elogiado y profundiza- 
do un modelo y, por otro, se recortan comisiones. Se dice 
que funcionan adecuadamente y se flexibilizan criterios, 
pero se topean márgenes. Es una solución tan heterodoxa 
que resulta poco creíble. Por más que le demos vueltas 
al asunto, se entiende solamente desde un punto de vista 
ideológico. 


El famoso toqueteo de las comisiones nada tiene que 
ver con la solución del problema de los cincuentones o del 
sistema. Todo esto es una enorme cortina de humo. Todos 
sabemos que las AFAP privadas cobran comisiones mu- 
cho más altas que República AFAP, pero todas están fuera 
del rango, incluyendo a República AFAP. Creo que esto es 
hijo de los prejuicios de algunos integrantes del oficialis- 
mo sobre este tema. Incluso, entiendo que haya algunas 
AFAP que cobren el triple que República AFAP, pero a mi 
juicio lo relevante acá no son las comisiones que cobran, 
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sino —como también se ha expresado— la rentabilidad neta 
que se da al usuario. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo, señora presidenta, que 
hace muy bien el señor senador Larrañaga en trasmitir en 
este tono lo que está trasmitiendo porque permite el diálo- 
go y la conversación. En el tema de la seguridad social no 
hay una verdad única y seguramente en el futuro vamos a 
tener que hacer otras modificaciones. 


La ley del año noventa y seis, que yo voté, señora presi- 
denta, tuvo algunas lagunas; lo de los cincuentones, noto- 
riamente lo es. Pero otra de las lagunas es lo relativo a las 
comisiones porque fíjese que para el producido nosotros 
por ley establecimos que quien no hacía rendir los fondos 
determinado nivel por debajo del promedio, tenía que des- 
aparecer. Esto lo pusimos por ley, en el inicio, en las reglas 
de juego. Naturalmente, también debimos poner el tema 
de las comisiones. Ahora bien, el señor senador Larrañaga 
me diría con toda razón: «Bueno, si lo hubiéramos pues- 
to antes las reglas estarían más claras». ¡Es cierto! Nadie 
hace una obra perfecta; el proyecto de ley que se trae acá 
tampoco es perfecto. Pero es razonable que nosotros vele- 
mos por el tema de las comisiones porque significa entre 
un 5 % y un 7 % de mejora de la jubilación a lo largo de 
toda la vida. 


¡Por supuesto que esto debería haber estado resuelto 
antes! ¡Por supuesto! ¡Pero no lo estuvo! Es cierto que lo 
mejor, lo ideal, es intentar que los aspectos de precios no 
estén por ley, pero hay que poner qué estamos defendien- 
do, cuál es el valor a tutelar en cada circunstancia. La de- 
fensa de las jubilaciones por este sistema mixto implica 
que las comisiones sean razonables porque los fondos y 
lo que estos producen están promediados, es decir, nadie 
se puede ir muy abajo porque entonces tiene que disol- 
verse como AFAP. ¿Dónde está la otra punta? ¡No me le 
saques al trabajador una tajada más grande! ¡Haz que el 
negocio sirva para ti, administra bien, invierte bien, pero 
no me saques la tajada! ¡La tenemos que defender de algu- 
na manera! ¿La más prolija? Quizás no. Pero acá estamos 
atendiendo una injusticia y el señor senador Larrañaga, 
tal como lo manifiesta, también está acompañando porque 
hay una injusticia. 


La injusticia se da, señora presidenta, no porque el tra- 
bajador que tenía casi 40 años no haya hecho el esfuerzo 
para el resto de las generaciones —porque el que tenía más 
de 40 años quedó en el régimen de transición y ahí ya hi- 
cimos un recorte, ahí sí estuvo el esfuerzo—, sino porque 
el cincuentón tiene que hacer ese esfuerzo y otro adicional 
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por no tener reconocidos los aportes anteriores. ¿Por qué 
no tenía reconocidos los aportes anteriores? Porque no ha- 
bía historia laboral, no se podían hacer, señora presidente. 
Es cierto que el Ministerio de Economía y Finanzas eva- 
luó esos aportes en USD 1.200:000.000. ¡Sí, porque es el 
ministerio el que tiene que evaluar todas las posibilidades! 
Pero es cierto que nosotros creímos que no debíamos ir 
desde la perspectiva de una propuesta o una solución más 
barata; debíamos ir a una solución razonable, equilibra- 
da con las nuevas generaciones y con los cincuentones, 
ya que hasta ahora, hasta este proyecto de ley estábamos 
complicándolos por todos lados y había una injusticia a 
atender. ¡A mí me alegra que el programa del Partido Na- 
cional incluyera esto! ¡Y me preocupa que no lo incluyera 
el programa del Frente Amplio! Pero, obviamente, señora 
presidenta, cuando hacía tres meses que estábamos discu- 
tiendo esto por todos lados, se presentó una propuesta y 
se nos dijo: «Esta es la solución barata», nosotros no es- 
tábamos siguiendo la solución barata, sino la solución ra- 
zonable, esa que el señor senador Larrañaga y quien habla 
vamos a votar en el día de hoy. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Larrañaga. En realidad, le quedan nueve minutos, 
pero algún colega puede solicitar una prórroga. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Con mucho gusto. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 

SEÑOR BORDABERRY.- Aquí ya se ha mencionado 
—y se vuelve a señalar— el tema de las comisiones que se 
regulan en este proyecto de ley y, quizás, se comete un 
error de enfoque. Se dice: «Ah, bueno, vamos a estable- 
cer por ley la comisión que se puede cobrar: un porcentaje 
de la comisión más baja del mercado». Pero se olvidan de 
algo: lo único que cobra la AFAP es la comisión, pero lo 
más importante para el aportante, el que se va a jubilar no 
es la comisión que paga por esa única vez, sino la rentabi- 
lidad que le va a dar su colocación. Quizá podemos hacer 
a la inversa, o sea, poner que es obligatorio para las otras 
AFAP tener la misma rentabilidad en las colocaciones que 
la que tiene la mayor. 


SEÑOR MICHELINI.- Esto ya está en el proyecto 
de 1996. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¡No señor! Porque le voy a 
decir cuánto es... 


(Interrupciones del señor senador Michelini que no se 
escuchan). 


SEÑORA PRESIDENTE.- Por favor, señor senador, 
no interrumpa. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Señor senador: pídale una 
interrupción al señor senador Larrañaga. ¿Se anima a 
pedírsela? Estoy seguro de que se la va a dar sin ningún 
problema. Ahora si quiere hablo yo o habla usted. Señora 
presidenta: si el señor senador Larrañaga le da una inte- 
rrupción al señor senador Michelini, que se la dé con gusto 
y, si no, que escuche como lo escucho yo. 


SEÑORA PRESIDENTE.- El señor senador 
Bordaberry tiene el uso de la palabra y vamos a tratar de 
no interrumpirlo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Muchas gracias señora pre- 
sidenta por ampararme en el uso de la palabra. 


Como decía, acá tengo las rentabilidades oficiales: hay 
una AFAP que tiene casi el 7 % de rentabilidad; otra tiene 
6,90 %; otra, que es la que cobra la comisión más baja, 
6,59 % y otra, 6,41 %. Ahora bien, yo, aportante cincuen- 
tón, me pregunto: ¿por qué me van a decir adónde tengo 
que ir? ¿Soy bobo? ¿No tengo capacidad para decidir que 
si quiero pagar una mayor comisión puedo hacerlo porque 
voy a tener una mayor rentabilidad o me van a dar un me- 
jor servicio? ¿Por qué no me dejan? ¿Por qué obligan a otra 
cosa? ¿Por qué obligan a bajar el servicio que me están 
dando? ¿Por qué? Ahora bien, quizás hay otra cosa que 
también podríamos hacer. Ya que vamos a regular todas 
las comisiones, los precios y demás por ley, ¿por qué no fi- 
jamos que el porcentaje que nos cobra UTE por la energía 
eléctrica no puede ser superior a lo que vale la energía en 
Argentina? ¿Por qué no fijamos que el porcentaje que nos 
cobra Ancap no puede ser superior en tanto al precio de 
paridad internacional? Porque, ¿vamos a regular o no va- 
mos a regular? Si vamos a beneficiar a los ciudadanos en 
lo que pagamos, ¿por qué no empezamos por casa, que es 
el Estado, el que nos cobra más caro de todos? ¿No quieren 
regular eso? ¿No? 


A mí me parece que si quiero pagar un poco más de 
comisión porque hay una AFAP que me da mayor rentabi- 
lidad me tienen que dejar hacerlo, y papá Estado no debe 
meterse en mi libertad de elegir dónde quiero ir, porque 
todos sabemos que el efecto va a ser una baja en la calidad 
de los servicios. Y todo el mundo conoce que el motivo de 
esta reforma es ir hacia donde señalaba acertadamente el 
señor senador Mieres: el abuso de la posición dominante. 
A quien está en el Estado poco le importa si se gana o 
se pierde; total paga el ciudadano el día de mañana. Y a 
caballo de ese abuso de la posición dominante lo que va 
a suceder es que van a ir desapareciendo las AFAP cuyos 
accionistas son privados y, en definitiva, vamos a terminar 
teniendo solamente una AFAP que es paradójica, porque 
uno de los accionistas de República AFAP no quiere que 
existan las AFAP. Hoy, el Banco de Previsión Social y sus 
autoridades dicen que no deben existir las AFAP. ¡Una 
maravilla! Pero como no pueden eliminarlas porque saben 
—cómo bien señalaba el señor senador Mieres— que esto 
les provocaría un descalabro tremendo en la economía, no 
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se animan a hacerlo en forma expresa y lo van haciendo 
de a poquito. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Ha llegado a la mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dispone 
el orador. 


(Se vota). 
26 en 28. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: yo voy 
a votar tranquilo esta solución legislativa. En definitiva, 
pienso jubilarme a los 73 años y tengo la convicción de 
que si llego a esa edad y no se hizo ningún tipo de modi- 
ficación vamos a cobrar con papel de estraza, o de cohete, 
o con bonos para algún comedor público; creo que si no lo 
tocamos en serio, este sistema va a reventar. 


Así que después de realizada esta puntualización, con 
la tranquilidad con la que estoy analizando este tema, voy 
a repetir que lo relevante no es el problema de las comi- 
siones, sino de la rentabilidad neta que recibe el usuario. 
Me parece que este es un aspecto central. El tope para las 
comisiones que cobran las AFAP altera la ecuación econó- 
mica que en su momento se les prometió. Creemos que el 
Gobierno debió haber sido más expeditivo y prolijo. Digo 
más expeditivo porque el tema de hoy afecta, según la in- 
formación que pudimos recabar, a 30.000 de los más de 
90.000 afiliados a República AFAP que hoy tienen entre 
50 y 59 años de edad. Al 30 de noviembre de este año esa 
AFAP tiene 547.298 afiliados, casi el 40 % del total que 
es 1:377.787 afiliados al sistema. Entonces, esta solución 
atañe solo al 5,5 % de todos los afiliados. 


Si consideramos que el porcentaje es similar en las de- 
más administradoras de fondos, este tema atañe al 6 % 
del total de afiliados, haciendo cálculos gruesos, que es 
un guarismo no menor, pero que está muy lejos de com- 
prometer un sistema de casi 1:400.000 afiliados. Fueron 
horas de declaraciones, de debates, de expresiones tales 
como «me voy», «no me voy», «me quedo», «apoyo», «no 
apoyo», toda una parafernalia de discusión pública. 


Nos consta que los compañeros de la Cámara de Re- 
presentantes han agotado todas las instancias posibles 
para tener el análisis económico-financiero, las proyeccio- 
nes, los números, y el costeo de este nuevo proyecto, tanto 
en comisión como en el plenario. Pero la verdad es que no 
se dijo nada. Nada. Silencio. Todos son trascendidos, pero 
cálculos sobre la mesa, ninguno. Incluso, se mandaron dos 
proyecciones en menos de un año con una diferencia abis- 
mal entre ellas, y hay que reconocerlo. ¡Le erraron lejos! 
Pero tan lejos que el ministro de Economía y Finanzas re- 
cogió la piola, porque vio que la solución del ministro de 
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Trabajo y Seguridad Social había sido calculada, en 48 o 
más años, en USD 3.700:000.000. 


Nuestro compañero, el señor diputado Abdala, refería 
a esta paradoja en su intervención en cámara el pasado 
jueves, no es que el Banco de Previsión Social haya estado 
en desacuerdo con el ministro de Economía y Finanzas. 
¡No! El Banco de Previsión Social estuvo en desacuerdo 
con el Banco de Previsión Social. En definitiva, eran 
USD 2.500:000.000 en 48 años, después se estimó que el 
proyecto costaría USD 3.700:000.000 y ahora se nos dice 
que este nuevo proyecto con la introducción del coeficiente 
del 90, aplicado al régimen de transición alcanzará, según 
cifras del oficialismo, un ahorro del 39 % que se reducirá 
en torno al 4 % menos, con la incorporación de los ya 
jubilados. Es decir, llega a una solución final, 35 % menos 
onerosa respecto a los USD 3.700:000.000 del proyecto 
original. Todo entre comillas, porque no hay nadie que 
ponga las manos en el fuego por este número. Se confía 
en una suerte de dilución en el tiempo que no genere un 
colapso quizás para el próximo Gobierno, pero sépase 
que si no hay una discusión y una reforma profunda del 
Banco de Previsión Social y del régimen de seguridad 
social, vamos a tener un lío enorme, y no por esta solución 
diluida en el tiempo, sino por todo lo otro que representa. 
Idas y vueltas para llegar a lo mismo; primero a 
USD 2.500:000.000 y, después a USD 3.700:000.000. 


Toda una negociación que ocupó horas y páginas de 
la crónica política en la prensa, con amagues de todo tipo 
para llegar a la cifra inicial, y me voy a detener porque 
quiero dejar muy claro este punto. El oficialismo habla de 
ahorro. ¡Ahorro! Es más, en algún medio de prensa, según 
relata la crónica, una vez cerrado este proyecto: «Astori 
resaltó que el ahorro representa “mucho dinero” que “el 
país podrá destinar a recursos y necesidades programá- 
ticas y sociales muy evidentes como educación, salud y 
vivienda”». Hemos tenido desacuerdos con el ministro en 
muchas oportunidades. El último que me viene a la mente 
fue en ocasión de la interpelación que se hizo en el Sena- 
do donde él hablaba de consolidación fiscal y nosotros de 
ajuste, y esta no es la excepción pero, sinceramente, es 
la primera vez que escucho en mis cercanos o avanzados 
veinte años como parlamentario, de un ahorro de recursos 
inexistentes. Digo esto porque era imposible que la so- 
lución original, aquella de los USD 3.700:000.000, fuera 
votada por parte del sector del señor ministro; era una so- 
lución irresponsable con las arcas públicas. Por definición, 
el ahorro es excedente y no hay ahorro con cargo al déficit 
porque eso implica más déficit, sobre todo con el que ya 
tenemos hoy. Me parece que esto es falta de responsabi- 
lidad y quiero que quede como constancia en la versión 
taquigráfica. Se habla de un ahorro inexistente cuando di- 
cen que se podría destinar a la educación, a la salud y a la 
vivienda, y eso me parece poco creíble. Quiere decir que 
se contraponen necesidades con un dinero que no existe 
y, perdonen la desconfianza, pero solo se me ocurren dos 
causas para que ocurra esto: o el señor ministro, el Poder 
Ejecutivo y todo el oficialismo juegan a ser oposición y 
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gobierno a la vez, o simplemente no nos dicen todo lo que 
la ciudadanía merece y necesita saber. 


Si la solución del sector del señor ministro hubiera 
prosperado —esa que según trascendió solicitaba un co- 
eficiente del 80 %-— tendríamos hoy un ahorro del 50 % 
de la propuesta original, es decir, USD 1.850:000.000. En 
esa misma línea de pensamiento, de no haber prosperado 
ese consenso, tendríamos USD 77:000.000 menos por año 
para, por ejemplo, la educación. 


Me parece que se ha perdido una oportunidad cierta de 
impulsar una respuesta que abarcara a sectores más am- 
plios de la vida nacional. Ahora, frente a esta situación, 
¿por qué el senador Larrañaga, con los argumentos que ha 
planteado, igual va a votar este proyecto de ley? Lo vamos 
a hacer porque a pesar de las desprolijidades del Gobierno 
y de su demostrada impericia, de sus omisiones —luego de 
trece años de supervivencia del régimen de las AFAP-, de 
sus inconsistencias y duplicidades, no me pueden conven- 
cer de que la falta de soluciones la tienen que pagar los cin- 
cuentones. Por eso vamos a votar este proyecto de ley, por- 
que pese a los errores del Gobierno esto implica un avance 
y una solución para ese conjunto de personas que, de lo 
contrario, no la tendrían. Seguramente, más temprano que 
tarde habrá que instalar en nuestro país una discusión im- 
portante sobre el tema. Es lamentable, pero como siempre 
pasa en el Uruguay se discutirá sobre la leche derramada, 
acordándonos de santa Bárbara cuando truena, cuando el 
lío ya nos está tocando la puerta, cuando somos víctimas 
de la necesidad del ajuste. Esto no nos permite arribar a 
una solución pensada para el mediano y largo plazo. 


Vamos a votar porque hay que reparar una situación, 
y este proyecto de ley —a pesar de los defectos que se han 
señalado, de los que me hago cargo por mi responsabilidad 
al votar, más allá de que no vamos a acompañar todo el 
articulado—, contiene una solución. Estoy dispuesto a pa- 
gar los costos políticos que pueda acarrear esta posición, 
porque no terminamos votando con el Frente Amplio sino 
por la gente que tiene derecho a que reparen el daño que el 
sistema le ha causado. Ahora, esto se hace a las apuradas, 
aunque trece años después de que esta fuerza política lle- 
gara al Gobierno. Sin embargo, se nos dice que la solución 
que presentó la oposición ni siquiera merece ser analizada 
porque llegó tarde. Creemos que, en relación a un tema de 
estas características, bien valía hacer un compás de discu- 
sión que pudiera comprender la mayor cantidad de secto- 
res políticos de la vida nacional. 


Aclaro que no desconocemos el pretil por el que cami- 
na esta solución, entre el derecho de los de hoy y el de los 
de mañana. ¿Se compromete a las futuras generaciones? 
Creo que no. Puedo basarme simplemente en una creencia 
porque si el señor ministro de Economía y Finanzas y los 
encargados de los números no lo saben, puedo decir que 
creo que no. Tengo ese derecho. Hay costos que afrontar, 
pero no al punto de comprometer el futuro; creo que de- 
bemos enfrentar estos temas, tener previsión, políticas de 
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anticipación y analizar los temas demográficos y pobla- 
cionales, junto con los cambios en el mundo del trabajo. 
Por todo esto, adelanto que estamos analizando la creación 
de una institución que existe en varios países, una suerte 
de defensoría de las generaciones futuras, donde analizar 
prospectivamente los temas que impactarán en aquellos 
que nos sobrevendrán. 


Nosotros queremos una solución para este conjunto de 
ciudadanos; presentamos una propuesta que era distinta 
—por eso relaté lo relativo a la iniciativa que enviamos-, 
pero para algunos era tarde y para otros, temprano. No 
lo sé, forma parte de una valoración tardía porque el Go- 
bierno eligió otro camino. Queríamos otra solución, pero 
no renunciamos a que, al menos, algo se arregle. Nos pa- 
rece que hay que actuar con la responsabilidad de subsa- 
nar el pacto intergeneracional que implica un sistema de 
seguridad social, que requiere de soluciones armónicas y 
no una secuencia de parches. Este tema que hoy estamos 
considerando atañe al 6 % del total de afiliados, pero ¿qué 
hacemos con el resto? ¿Qué hacemos con el presente? De 
las pasividades que paga el Banco de Previsión Social to- 
dos los meses, un tercio, es decir 170.000 pasivos, reciben 
menos de tres bases de prestación y contribución, es decir, 
unos $ 10.800. Dos tercios, o sea, 370.000 pasivos, reciben 
menos de seis bases de prestación, o sea, unos $ 21.000. 
¿Esto no debería preocuparnos también? Estos miles de 
ciudadanos, ¿no tendrían que motivar la preocupación 
del Gobierno, en lugar de que se desencadenara todo este 
tema por la aparición intempestiva del presidente de la re- 
pública cuando un conjunto de ellos reclamaban, precisa- 
mente, por su situación? 


¿Qué hacemos con el futuro? 


¿Qué hacemos con ese cúmulo de gente que gana sala- 
rios de $ 10.000? 


¿Qué hacemos con un gasto per cápita que es treinta 
veces superior para los adultos mayores que para los me- 
nores de edad? ¿Qué hacemos? 


¿Qué hacemos con un país cuyas tasas de ahorro han 
sido históricamente bajas y donde, según las encuestas, 
hay una escasa presencia de la idea de guardar buscando 
rentabilizar? 


Asegurar un ingreso digno y decoroso a las genera- 
ciones del mañana es tarea de hoy. Por eso, como dijimos, 
vamos a votar afirmativamente este proyecto, pero dejan- 
do en claro nuestra posición sobre el proceso y sobre el 
verdadero debate que habrá que dar, señores senadores. 
¡El verdadero debate que habrá que dar! ¡No a las apura- 
das! El debate sobre los que tienen 20, 30, 40 años y sobre 
las franjas que mencioné hace un instante. 


No podemos dejar de referirnos a la gestión del Banco 
de Previsión Social. Hay notorios problemas que impactan 
de forma acumulativa en todo el sistema. Ha habido flexi- 
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bilización en materia de prueba para algunas jubilaciones, 
al punto de que se habían estimado en 37.000 las altas in- 
crementales y finalmente —según los últimos datos— resul- 
taron ser 103.000. Además, entre 2008 y 2015 aumentaron 
las altas por incapacidad; concretamente, se multiplicaron 
por cuatro, llegando a 60.000. También hubo un incremen- 
to de los subsidios por enfermedad: en 2005 había 10.000 
beneficiarios y ahora hay 34.000. 


Todos estos son datos de gestión de la actual 
administración. Aquí no hay temas estructurales —que, 
ciertamente, hay que enfrentar—, sino una gestión 
deficiente, que impacta en las cifras; por eso hubo un 
déficit de USD 330:000.000 en 2016, de USD 500:000.000 
en 2017 y, según se estima, de casi USD 700:000.000 para 
el próximo año. ¡USD 700:000.000 para el próximo año! 


Señora presidenta: estamos de acuerdo con esta solu- 
ción, pero con las puntualizaciones que hemos menciona- 
do. Esto, más allá de que algunos recuerden la caja militar. 
¡Se acuerdan de la caja militar trece años después! 


No es la mejor solución la que nos traen, pero la acom- 
pañamos porque creemos que debemos ser justos y respe- 
tar los derechos de estos ciudadanos. 


No vamos a votar los artículos 4.” al 7.?, que hablan de 
la desafiliación compulsiva, antojadiza, ahora. Tampoco 
vamos a votar el fideicomiso, porque si no existiera la de- 
safiliación prevista en los artículos 4.* a 7.2, no sería nece- 
sario ese instrumento. ¡Es otra herramienta para ver cómo 
gastamos más! ¡A ver qué invento hacemos para gastar! 
¡Nos gusta gastar! Este país gasta y gasta, ¡y dale que va! 
¡Y dale que es tarde! 


Vamos a votar un sustitutivo del artículo 5.”, relativo a 
la oportunidad de la decisión del afiliado, para el que ya se 
están recogiendo las firmas. Fue presentado en la Cámara 
de Representantes por el Partido Colorado, según creo, y 
me parece que ahora también se está en la misma línea. 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- Muchas gracias, señor 
senador y señora presidenta. 


Voy a ser muy concreto. Uruguay, como tantos otros 
países, integra organizaciones internacionales a las que 
muchas veces se concurre más como decorado que en bus- 
ca de aquello que verdaderamente se puede lograr. 


La Asociación Internacional de la Seguridad Social 
—una de cuyas comisiones técnicas integro— termina de 
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realizar en Montevideo —hace un mes— un gran foro. Es- 
tuvieron presentes representantes del Banco de Previsión 
Social, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y de 
una cantidad de instituciones, así como representantes de 
todos los países de América. Allí se discutió esta situa- 
ción. Dos veces al año nos reunimos las comisiones técni- 
cas en la OIT, en Ginebra, y todos sabemos que en el área 
de las pensiones —que es solo uno de los componentes de la 
seguridad social- hay problemas. Existen situaciones que 
van más allá de las posibilidades que actualmente tienen 
los países y todos están estudiando el tema en forma muy 
profunda, con gran eficiencia. Voy a poner un ejemplo que 
es muy claro y que fue presentado por el presidente de la 
Asociación Internacional de la Seguridad Social. En este 
momento, un robot con dos personas va a fabricar un mi- 
llón de zapatos deportivos por día, de una conocida marca 
internacional. Estamos ya en la posglobalización y todos 
sabemos que la robotización va a llevar a que se acentúen 
aún más este tipo de situaciones. Este es todo un tema, es 
un asunto de Estado; tenemos que sentarnos y buscar una 
solución. 


El país tiene grandes técnicos que, lamentablemente, 
acá no han sido citados. El exvicepresidente de la comi- 
sión técnica de cálculos actuariales, contador Camacho 
—que dejó su cargo el año pasado porque se jubiló— es con- 
tratado permanentemente por distintos países, sobre todo 
de América, para asesorarlos en este tema. 


En el tema de la seguridad social y de las pensiones 
incide mucho el punto de vista ideológico y político, pero 
también debe haber un ingrediente científico que no pode- 
mos dejar de lado, y para eso están los especialistas, los 
sociólogos, los técnicos en cálculos actuariales. En lo per- 
sonal, creo que si queremos un país moderno —sobre todo 
cuando tenemos, prácticamente, las mismas tasas que los 
países europeos en cuanto al nivel de edades de nuestra 
población y al número de nacimientos— debemos tener en 
cuenta todo esto, así como también dónde están naciendo 
nuestros niños. Esta es otra situación que deberemos so- 
lucionar —todo constituye un tema de Estado—, porque no 
sirve pensar que quienes provengan de determinado con- 
texto seguirán teniendo los salarios más bajos, porque eso 
tornará al sistema de pensiones cada vez más deficitario y 
hará que rentas generales deba agregar más dinero, lo que 
para nada es lo ideal. 


Por eso, señora presidenta, vamos a votar en general el 
proyecto de ley y parte del articulado, pero queremos dejar 
sentado que este tema va más allá de la situación puntual 
y debe ser considerado ya —diría que el año próximo— con 
los técnicos y con quienes tengan la voluntad política de 
tomarlo verdaderamente como asunto de Estado. Creo que 
el país se lo merece y nuestras generaciones futuras nos 
lo van a agradecer. Además, es nuestra obligación moral 
prever lo que puede pasar a futuro. 


Muchas gracias. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Larrañaga, a quien le restan tres minutos. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Gracias, señora presidenta, 
voy a aprovechar ese tiempo para redondear mi pensa- 
miento. 


Vamos a votar en general este proyecto de ley porque, 
en verdad, no nos parece justo que dos personas en las 
mismas condiciones tengan jubilaciones diferentes. Se 
trata de que los mismos esfuerzos representen iguales be- 
neficios. 


Como dijimos, esta no es la mejor solución, pero es 
mejor que una negación. 


Además, estoy convencido de que el país tiene que re- 
cuperar el equilibrio, la centralidad y el diálogo en serio; 
debe tomar la opinión de los mejores en todos los ámbitos 
y mucho más en asuntos que comprometen, no solo el pre- 
sente, sino el porvenir. Hay que tener una mirada impor- 
tante y muy sincera sobre un tema que rige los destinos 
del país, como es el régimen de previsión social que tendrá 
cada individuo al término de su actividad laboral. 


Muchas gracias. 
SEÑOR OTHEGUY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OTHEGUY.- Señora presidenta: se han dicho 
muchas cosas a lo largo de la discusión sobre este proyecto 
de ley. Obviamente, se trata de una iniciativa que acompa- 
ñamos y que nos parece de justicia votar en el día de hoy. 


El miembro informante fue muy claro en lo que res- 
pecta a cuáles son los elementos centrales que nos llevan 
a votar afirmativamente este proyecto de ley. Igualmente 
queremos poner énfasis en algunos aspectos. 


Ante todo, esta es una discusión importante porque, 
indudablemente, algunos de los temas que se plantearon 
como los desafíos que tiene la seguridad social en el país 
y en el mundo— son de actualidad. Hace poco, cuando dis- 
cutíamos el impuesto a los militares de mayores ingresos 
y se empezaba a adelantar el debate sobre la reforma de la 
caja militar, hacíamos estas afirmaciones. ¡Es indispensa- 
ble que el Uruguay discuta el tema! 


Sin duda es de justicia dar respuesta a un conjunto de 
trabajadores que se verían perjudicados a la hora de jubi- 
larse. Los países en serio se hacen cargo de los problemas; 
y lo que están haciendo Uruguay y su Gobierno es hacerse 
cargo de un problema. Y creo que no hay que caer en fal- 
sas dicotomías u oposiciones entre los jóvenes, los niños 
u otros problemas que todavía tenemos sin resolver. Son 
debates que tendremos que dar, pero hoy estamos tratando 
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de dar respuesta a un conjunto de trabajadores que, reite- 
ro, iban a verse perjudicados a la hora de jubilarse. Por lo 
tanto, creo que es buena cosa estar dando este debate hoy, 
con fundamentos y con una muy buena propuesta —Insisto, 
una muy buena propuesta— estudiada y meditada, arriba 
de la mesa. 


Hoy se preguntaba quién gana con esto. Sin duda que 
ganan esos trabajadores que se verían perjudicados, pero 
también creo que gana el Uruguay en su conjunto, porque 
soy un convencido —reitero, soy un convencido— de que un 
país que no desmonta su sistema de protección social fren- 
te a los desafíos que presenta esta etapa que vive el mundo, 
es un país que da buenas señales internas y también ha- 
cia el exterior. Los distintos caminos están a la vista. Hay 
países en los que los costos de los problemas los pagan 
los trabajadores, los más vulnerables, y se desmontan los 
sistemas de seguridad social. Hoy está ocurriendo eso en 
muchos países. Uruguay no está recorriendo ese camino y 
creo que es una muy buena cosa. Desde mi punto de vista, 
este es el camino que debe seguir recorriendo el Uruguay. 
Frente a los desafíos y los problemas, el primer reflejo no 
puede ser desmontar los sistemas de protección social, y 
esta solución va exactamente en la dirección de no des- 
montarlo. 


Ya en 1995, cuando se trató esta reforma —que la ma- 
yoría de nuestra fuerza política no acompañó—, algunas de 
estas cosas fueron discutidas y debatidas; se alertó sobre 
ellas. En lo personal, discuto este tema sin dogmatismo, 
pero no sin ideología, sin tener un conjunto de ideas a la 
hora de pensar estas cuestiones. Pensar que frente a cir- 
cunstancias adversas no hay que desmontar los sistemas 
de protección social es una definición ideológica que tengo 
y que tiene el Frente Amplio. Pero, insisto, no discuto dog- 
máticamente. Creo que hay que evaluar cuáles han sido los 
resultados de esta reforma y, en muy breve lapso, empezar 
a discutir una nueva reforma integral que tenga como prin- 
cipio el de no desmontar el sistema de protección social 
del Uruguay. 


En 1995 ya se planteaba que Uruguay había atravesa- 
do una transición demográfica que estaba generando un 
enorme estrés sobre el sistema de protección social, por 
lo que era muy claro que había que repensar el sistema. 
Ahora bien, no solo se trataba de los cambios demográ- 
ficos o de que nuestro país hubiera atravesado temprana- 
mente esa transición demográfica, sino que también fue 
necesario discutir en ese momento y dar respuesta a una 
situación crítica que tenía el Banco de Previsión Social 
porque durante décadas se había acumulado, primero, el 
clientelismo político —que le hizo un daño tremendo al sis- 
tema-— y, segundo, la informalidad. Teníamos una enorme 
cantidad de trabajadores que no tenían protección social 
porque no estaban integrados al sistema. En el año 1996 
había 996.000 uruguayos cotizantes, y hoy son 1:500.000. 
¡Ese es un cambio radical! Sin dudas que la variable demo- 
gráfica es un componente que hay que debatir, pero tam- 
bién debemos analizar si el sistema de previsión social que 
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teníamos incluía a la enorme mayoría de los trabajadores. 
Y no era este el caso, pues no los incluía. 


Además, insisto en que durante mucho tiempo el clien- 
telismo provocó un enorme daño al Banco de Previsión 
Social. Por lo tanto, no solo estaba en crisis por las va- 
riables demográficas —que eran el componente fundamen- 
tal—, sino que se asociaba otro conjunto de factores que 
se han ido recomponiendo, mejorando, y que hablan de la 
muy buena gestión que ha tenido el Banco de Previsión 
Social en estos últimos años. Los resultados están a la vis- 
ta en términos de cobertura y de inclusión a la seguridad 
social de los trabajadores de este país. En aquel entonces 
se discutió y se planteó que este nuevo sistema iba a traer 
una serie de soluciones a la crisis que vivía la seguridad 
social en ese momento en el país. ¿Cuáles fueron? En defi- 
nitiva, los argumentos que dieron aquellos que empujaron 
esta reforma previsional fueron los siguientes. Primero, 
esta reforma iba a corregir el sendero divergente del dé- 
ficit del sistema de jubilaciones, volviéndolo sostenible en 
el mediano y largo plazo. Ese fue el primer argumento que 
se dio cuando se discutió la reforma. El segundo fue que 
la rentabilidad financiera del ahorro individual de los tra- 
bajadores, que sería volcado a las jubilaciones, iba a ser 
positivo, iba a permitir mejores jubilaciones en el futuro. 
El tercero fue la creación de un mercado de capital en el 
largo plazo, inexistente en ese momento en el Uruguay. 
Ese fue otro argumento que se colocó en el debate cuan- 
do se empujó la reforma del sistema previsional en el año 
1995. Y el cuarto fue la competencia entre prestadores de 
servicios de administradoras de fondos de ahorro previ- 
sional -AFAP-—, que haría maximizar los retornos para los 
trabajadores a través de los mecanismos de competencia 
en el mercado. 


Estos fueron, en definitiva, los principales argumentos 
que se dieron en su momento para empujar esta reforma 
previsional. 


Veamos sintéticamente, hoy, cuáles fueron los resulta- 
dos en base a los objetivos que explícitamente se dijeron 
en su momento. A todas luces, después de veinte años, 
el déficit del Banco de Previsión Social no se solucionó; 
se dijo que con esta reforma se solucionaba, pero en los 
últimos veinte años —hoy se daban cifras— no ha parado de 
aumentar. Por lo tanto, el primer objetivo no se cumplió. 
Esto lo digo sin dogmatismos. Estoy hablando de evaluar 
aquello que se dijo que esta reforma iba a traer y lo que 
efectivamente trajo. 


El otro argumento que se daba era la rentabilidad de 
los fondos de los trabajadores en el nuevo sistema. El pro- 
medio de la rentabilidad de los fondos de los trabajadores 
en los últimos diez años da 0,5 %. Durante muchos años 
ha sido negativa. Hoy se manejaban por parte del sena- 
dor Bordaberry algunas cifras de 2017, que ha sido el año 
que ha tenido mayor rentabilidad, fundamentalmente por 
la cotización que tienen los bonos del tesoro del Uruguay 
en el día de hoy. No podemos medir la rentabilidad del 
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sistema mirando un año; hay que medirlo en promedios. Si 
miramos el promedio de los últimos diez años, la rentabi- 
lidad de los fondos de los trabajadores, repito, ha sido del 
0,5 %. No es para poner deficiente, pero no entusiasma. 
Si alguien me dice que entusiasma una rentabilidad de los 
fondos de los trabajadores de 0,5 %, tenemos ideas muy 
distintas de lo que entusiasma o deja de entusiasmar. 


Por otro lado, los fondos acumulados de las AFAP no 
han permitido la creación de un mercado de capitales a 
largo plazo que financien inversiones de maduración lenta 
como, por ejemplo, la infraestructura. No lo ha hecho. 


A su vez, las comisiones cobradas por las AFAP varían 
enormemente entre prestadores y frente a ganancias muy 
similares presentan retornos claramente distintos. Acá hay 
que detenerse un minuto. Hay que evaluar cuál ha sido la 
rentabilidad de los fondos de los trabajadores colocados en 
las AFAP a que recién hacíamos referencia, pero también 
cuáles han sido los resultados financieros de las empresas 
—las AFAP-, que se explica por el tema de las comisiones. Por 
eso es tan importante hablar de las comisiones. Hace veinte 
años las comisiones oscilaban entre el 2 % y el 2,25 %. Hoy 
República AFAP tiene una comisión del 0,74 %. O sea que 
disminuyó su comisión en un 62 %. El resto de las AFAP 
privadas siguen teniendo una comisión de entre el 1,70 % 
y el 1,99 %. La cantidad de afiliados en estas AFAP ha 
aumentado entre el 150 % y el 400 % pero, sin embargo, 
la comisión no ha bajado. A esto hay que agregar otro ele- 
mento que es muy importante: comparar la rentabilidad 
de los fondos de los trabajadores con las ganancias de las 
AFAP en este período. Si uno mide las ganancias de estas 
empresas —de todas—, tomando la tasa de retorno sobre el 
patrimonio, República AFAP arroja un resultado favora- 
ble del 22 %; es muy alto, cualquiera sea el negocio finan- 
ciero con el que lo queramos comparar. República AFAP 
tiene una tasa de retorno sobre el patrimonio del 22 %, 
frente al 0,5 % de la rentabilidad de los fondos de los tra- 
bajadores. Empecemos a comparar. Las otras tres AFAP 
tienen una tasa de retorno sobre el patrimonio de entre 
el 67 % y el 72 % —repito estas cifras: entre el 67 % y el 
72 %-—, frente al 0,5 % de la rentabilidad de los fondos de 
los trabajadores en los últimos diez años. A todas luces 
esto aparece como un muy buen negocio para las AFAP y 
no tanto para los trabajadores. Esto lo señalo sin dogma- 
tismos. No digo que hay que eliminar las AFAP. Habrá que 
discutir esto más adelante. Pero a todas luces esto parece 
un muy buen negocio para las AFAP y uno muy malo para 
los trabajadores. 


En los mercados emergentes —este era un dato que 
también se daba ayer en comisión— la tasa de retorno sobre 
el patrimonio está en el entorno del 10,2 %. Acá estamos 
hablando de que hay empresas donde el lucro —cuando ha- 
blamos de la seguridad social, de las jubilaciones de los 
trabajadores, debería estar bastante empequeñecido frente 
a otras variables, que tendrían que ser las principales—, la 
tasa de retorno sobre el patrimonio, se ubica entre el 67 % 
y el 72 %. Por lo tanto, cuando discutimos el tema de la 
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seguridad social y los impactos que ha tenido esta reforma 
sobre la actual situación que vive el Uruguay, los trabaja- 
dores y la gente que se va a jubilar en los próximos años, 
tenemos que incluir esta información, estos números, para 
evaluar si, en definitiva, se cumplió o no con los supuestos 
objetivos que tenía. A la luz de la información de que hoy 
disponemos, claramente esta reforma no dio, por lo me- 
nos, los resultados esperados. No digo que haya fracasado, 
pero por lo menos no dio los resultados esperados, y esto 
implica que hoy tengamos que estar discutiendo este tema 
y dando una respuesta a un conjunto de trabajadores que, 
a la hora de jubilarse, en el futuro inmediato, se iban a ver 
netamente perjudicados por esta reforma del año 1996. 


También hay que aclarar algunas cosas que hoy se se- 
ñalaron. Acá lo que se está haciendo es establecer un por- 
centaje en la variación de las comisiones que van a cobrar 
las AFAP. Ninguna AFAP va a poder cobrar un 50 % más 
de la más baja. Esto no es una novedad. Acá, o ayer en co- 
misión, se dijo que esto era una novedad. Este tema de las 
AFAP se está discutiendo en todas partes; en América La- 
tina se está debatiendo, se está revisando, porque esto que 
se planteó como un modelo que impulsaron los organis- 
mos internacionales, que supuestamente iba a dar respues- 
ta a los problemas, no la dio en ninguno de los países en 
los que se ha aplicado. En muchos países se ha optado por 
establecer topes a las comisiones porque se estaba dando 
el mismo problema que hoy se está dando en el Uruguay: 
empresas que tienen una altísima rentabilidad y fondos de 
trabajadores que no tienen esa alta rentabilidad. Por ejem- 
plo, en Chile se licitan año a año los nuevos afiliados para 
incorporarse a las AFAP y gana el que tiene la comisión 
más baja. Es decir que en estos últimos tiempos se han 
venido ensayando distintos mecanismos para corregir las 
deficiencias que este sistema tiene. 


Se dice que esto puede implicar un abuso de posición 
dominante. Es bastante difícil visualizar cómo se puede 
aplicar esto. También se dijo lo mismo respecto a Antel 
cuando se discutió la privatización de las empresas pú- 
bicas. Hoy Antel tiene el 51 % del mercado de telefonía 
celular —República AFAP tiene el 39 %-, las otras dos 
empresas compiten, y en ningún momento se ha salido a 
plantear que hay un abuso de posición dominante de parte 
de Antel. Además, Antel no pierde dinero sino que, por el 
contrario, lo gana. 


También se mencionó que los números eran insuficien- 
tes y que no estaba muy bien estudiado. Esto fue explica- 
do oportunamente. La diferencia entre los números que 
planteó el Banco de Previsión Social con los que manejó el 
Ministerio de Economía y Finanzas radicaba en el hecho 
de que el BPS colocaba una tasa de rentabilidad de fidei- 
comiso de 1,05 % y el ministerio establecía una de 0,5 %. 
Eso era lo que llevaba a que diera un número con una tasa 
de retorno del fideicomiso del 0,5 %, y otro muy distinto 
con el 1,5 %. Se fundamentó por qué se debía aplicar una 
tasa del 0,5 % de retorno del fideicomiso. 
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La razón por la que el Banco de Previsión Social dijo 
ayer que todavía no tenía la información, es porque el que 
votó la Cámara de Representantes no es el mismo proyecto 
de ley que ingresó. Primero, hay una reducción al 90 % de 
la jubilación de las personas que se ven beneficiadas por 
esta nueva norma, que implica una modificación. Pero lo 
fundamental es que se incorporó gente que ya está jubi- 
lada. Algunos hablan de 2400 o 2500 jubilados, que en el 
proyecto del BPS no estaban y que se incorporan. Por lo 
tanto, el Banco de Previsión Social va a tener que hacer 
los números —los está haciendo y dijo que a la brevedad los 
tendrá— para terminar de definir cuál va a ser el costo final 
de esta ley, es decir sus consecuencias. 


Por otro lado, hay que aclarar que si bien desde el pun- 
to de vista fiscal o de las cuentas públicas —creo que esto 
lo planteó el senador Mieres—, es lo mismo elegir ahora o 
al final, desde el punto de vista financiero no lo es. Esto 
también hay que aclararlo y lo dijo ayer el Ministerio de 
Economía y Finanzas. Es decir, que se elija hoy y se con- 
forme el fideicomiso ahora en el corto plazo no es igual a 
que los trabajadores elijan cuando llegue el momento de 
jubilarse. Desde el punto de vista del flujo financiero, no es 
lo mismo. Por lo tanto, el Gobierno y la Cámara de Repre- 
sentantes se inclinaron a que la opción se tenga que hacer 
ahora en un período de transición y que se conforme el 
fideicomiso en el corto plazo. 


Además, los trabajadores para tomar esta decisión ten- 
drán una información de calidad que nunca tuvieron. Hoy 
uno va al Banco de Previsión Social y puede consultar con 
cuánto se va a jubilar dentro de veinte años, o cuando le 
toque. Hoy esa información está disponible y es de cali- 
dad. Antes de 1996 nada de eso ocurría, pues la mayoría 
de los trabajadores de este país no sabía dónde estaban sus 
aportes o si estaban en algún lado. Ese es un cambio muy 
relevante. 


Para finalizar, ya que creo que se han dado suficientes 
argumentos en cuanto a por qué es importante votar hoy 
este proyecto de ley, quiero decir que se trata de un tema 
de justicia y que el Estado y el Gobierno actúan con enor- 
me responsabilidad. Estoy convencido de que la respues- 
ta a situaciones complejas como la que vivimos no puede 
ser desmontar los sistemas de protección social que tanto 
tiempo llevó construir y que representan un diferencial, 
pues nos hace un país diferente y de primera. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.-- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR BORDABERRY.- Señora presidenta: el sena- 
dor Otheguy me aludió expresamente. 
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Creo que en el análisis que hace, que se puede compar- 
tir o no, quizás debe señalarse que hay algunas omisiones 
de algunos hechos que sucedieron en estos veinte años que 
llevaron a que el Banco de Previsión Social no achicara su 
déficit. Según el actual ministro de Economía y Finanzas, 
contador Astori, hay un elemento determinante y eso lo 
expresó en la Comisión de Presupuesto integrada con Ha- 
cienda, que integramos junto con el senador Otheguy. Ese 
elemento determinante para que el déficit del Banco de 
Previsión Social siga aumentando es la Ley n.” 18395, de 
2008, que mi partido votó en contra advirtiendo que iba a 
seguir provocando esto. Dicha ley de flexibilización, más 
las normas administrativas que adoptó el Banco de Previ- 
sión Social que generaron un aumento del 23 % por enci- 
ma de las proyecciones del Gobierno, es —vamos a hablar 
en criollo— el viejo y querido clientelismo. Hoy se jubila la 
gente llevando dos testigos y a veces sin eso todavía. Eso 
que se criticó durante tanto tiempo, es lo que permitió la 
flexibilización del año 2008 y la Ley n.” 18395. Repito: se 
llama clientelismo. Y ese es el gran tema. No echemos en 
cara las cosas solamente a la Ley n.* 16713. Esto no lo digo 
solo yo, pues el ministro de Economía y Finanzas también 
lo afirmó cuando vino a la comisión. A mí me sucedió 
que me llamó una señora que me dijo que había trabajado 
en Durazno y que me pedía el favor de que le saliera de 
testigo. Yo le respondí que no me acordaba y le pregunté 
en qué año había trabajado. Me contestó que entre 1959 y 
1961. Y le dije «pero yo nací en 1960», a lo que me insistía 
en que no importaba y que fuera y dijera que me acordaba. 
¿Cómo podía hacerlo si en ese entonces tenía un año? Y la 
señora insistía en que igual fuera porque le habían dicho 
que salía de todos modos. Es decir, eso es lo que ha pasa- 
do y el gran avance del sistema de cuentas es que eso se 
termina, pues cada uno de nosotros tiene una cuenta, sabe 
cuánto se aporta y de eso va a depender su jubilación. Ese 
es un avance, sobre todo, contra el clientelismo. 


Por otro lado, entiendo que es importante el monto de 
la comisión, pero pido que veamos todo el paquete, que 
implica también la rentabilidad. Si yo pago más comisión 
pero tengo más rentabilidad, de repente me es convenien- 
te. Más allá de eso, si a mí me interesa pagar más comisión 
porque tengo mejor servicio y quiero hacerlo, me pregunto 
por qué no lo puedo hacer, qué me lo impide y por qué 
papá Estado me tiene que decir lo que puedo hacer y lo 
que no. Yo soy dueño libremente de mi futuro, de mi vida. 
Creo que por esta vía de empezar a regular estas cosas 
seguimos mandando los mensajes equivocados. Como de- 
cía el propio ministro de Economía y Finanzas cuando se 
propuso este proyecto de ley, vamos a terminar afectando 
algunas cosas que al país le costó mucho lograr, como es 
el grado inversor y la posición de privilegio que tenemos 
en los mercados. Lo digo desde quienes tuvimos que en- 
frentar esos problemas en los años 2002 y 2003 para lograr 
que el país retornara a esta senda. No queremos perder eso 
y por eso damos las alertas. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR OTHEGUY.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OTHEGUY.- Mi idea no es pasar de alusión 
en alusión, sino simplemente hacer alguna aclaración. 


La ley del año 2008 a la que hace referencia el señor 
senador, que flexibilizó el acceso a la seguridad social, 
también estuvo inspirada por la justicia y no por el clien- 
telismo. ¡No se puede hacer esa afirmación que se hizo! 
En primer lugar, había que dar respuesta a un montón de 
uruguayos que no tenían manera de jubilarse, entre otras 
cosas, porque la información en el Banco de Previsión So- 
cial no existía. La historia laboral no se había recompuesto 
y, por lo tanto, había una enorme incertidumbre en los tra- 
bajadores a la hora de jubilarse. 


En segundo término, se consiguió bajar la cantidad de 
años de servicios, de 35 a 30 años. Esa fue la principal in- 
novación de esa reforma. Ayer lo discutíamos en comisión. 
Que se exijan treinta años de servicio para jubilarse, co- 
loca al Uruguay como uno de los pocos países del mundo 
en que eso ocurre. Es más, prácticamente no había antece- 
dentes en el mundo de sistemas previsionales que exigie- 
ran treinta y cinco años de servicio para poder jubilarse. 
Por lo tanto, fue una adecuación necesaria y de justicia. 


Era cuanto quería agregar. 
11) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 20 de diciembre de 2017 


Presidente de la Cámara de Senadores 

Sra. Lucía Topolansky 

De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito licencia por motivos personales 
a la sesión extraordinaria de la Cámara de Senadores a 
realizarse en el día de la fecha. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Javier García Duchini. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Sebastián da Silva, Mar- 
tín Laventure y Cristina Reyes han presentado nota de 
desistimiento informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda con- 
vocado el señor Jorge Saravia, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 
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12) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyec- 
to de minuta de comunicación presentado. 


(Se da del siguiente). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El señor senador Bordaberry presenta, con exposición de 
motivos, un proyecto de minuta de comunicación relacio- 
nado con la modificación de la edad de retiro para jubilar- 
se ante el Banco de Previsión Social. 

-—A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL». 
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(Texto del proyecto de minuta de comunicación presentado). 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. Sustituyese el artículo 18 de la Ley N” 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, en la redacción dada por el artículo 1* la Ley N* 18.395, de 24 de octubre 
de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 18 (Jubilación común).- Para configurar causal de jubilación común 
se exigirán los siguientes requisitos: 
1. Al cumplir sesenta y dos años de edad o la edad establecida por el Poder 
Ejecutivo, según delegación establecida en el penúltimo inciso de este 
artículo, 


2.. Un mínimo de treinta años de servicios, con cotización efectiva para los 
períodos cumplidos en carácter de trabajador no dependiente o con 
registración en la historia laboral para los períodos cumplidos en carácter 
de trabajador dependiente, 


Esta causal se configurará aun cuando los mínimos de edad requeridos se 
alcancen con posterioridad a la fecha de cese en la actividad. 


En cada instancia presupuestal o de rendición de cuentas, el Poder Ejecutivo 
informará la evolución de la esperanza de vida a los 60 años de hombres, 
mujeres y el promedio ponderado del universo de jubilados del Banco de 
Previsión Social. 


Cada vez que dicho promedio ponderado aumente o disminuya un año completo 
con respecto al calculado para el año de vigencia de la presente ley, el Poder 
Ejecutivo deberá adecuar en iguales términos la edad mínima jubilatoria 
establecida en el numeral 1) precedente. 


Lo dispuesto en este artículo, en ningún caso afectará derecho alguno de 
quienes gozan hoy de pasividad o a la fecha de vigencia de la Ley han 
configurado causal jubilatoria. Tampoco será aplicable a quienes contaban con 
cincuenta o más años al 1* de abril de 2016." 


Artículo 2*.Sustituyese el artículo 67 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, en la redacción dada por el artículo 3 de la Ley N* 18,395 de 24 de octubre 
de 2008, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 67 (Causal de jubilación común). Para configurar causal de 
jubilación común se requiere un mínimo de treinta años de servicios 
reconocidos en las condiciones establecidas en el artículo 77 de la presente ley 
y el cumplimiento de una edad mínima, de acuerdo al siguiente detalle: 


1. Para el hombre, el cumplimiento de la edad establecida en el numeral 1) 
del artículo 18 de la presente ley. 
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Para la mujer, el cumplimiento de una edad mínima de: 
Cincuenta y seis años a partir del 1 de enero de 1997. 
Cincuenta y siete años a partir del 1 de enero de 1998. 
Cincuenta y ocho años a partir del 1 de enero de 2000, 
Cincuenta y nueve años a partir del 1 de enero de 2001. 


ep pop.» 


A partir del 1* de enero del año 2003 la edad mínima de jubilación de la 
mujer, por causal común, será la establecida en el numeral 1) del presente 
artículo, 


Montevideo, 20 de diciembre de 2017 


del qe 


Pedro Bordaberry 
Senador 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Los avances de la medicina, las mejoras económicas y en algunos hábitos, han 
determinado en Uruguay y en el mundo, importantes incrementos en la 
esperanza de vida. El estudio "La Esperanza de vida en Uruguay a lo largo de 
los siglos XIX, XX, XXI y sus probables valores futuros” de la Cra. Alicia Mariella 
Lazo de la Asesoría Económica y Actuarial del BPS de abril 2013, muestra como 
la esperanza de vida a los 60 años ha pasado de 12.37 años en 1908-1909 a 
16.26 años en 1974-1976 y a 18.13 en 2000-2005 para los hombres y de 14.21, 
a 20.79 y 23.52 respectivamente para las mujeres. 


En los últimos 20 años, se agregaron 2 años de esperanza de vida al universo 
de jubilados del BPS. 


Esta buena noticia, genera un desafío para mantener la estabilidad económico- 
ql en el mediano y largo plazo, de los sistemas de salud y seguridad 


El mismo año, el estudio "Proyección financiera del sistema previsional 
contributivo administrado por el Banco de Previsión Social", dirigido por el Cr. 
Luis Camacho, concluya que "El envejecimiento demográfico previsto, implicará 
una importante disminución de la relación demográfica a consecuencia del 
crecimiento que se operará en el número de jubilados futuros en relación al de 
cotizantes”. 

Según el estudio, para el sistema de reparto administrado por el BPS: "Cabe 
destacar que en el tramo final de la proyección, cuando el régimen mixto entra 
en la madurez, el envejecimiento demográfico llevará a que la relación cotizantes 
a Jubilados tienda a disminuir, encareciendo el sistema, Es de prever que esta 
tendencia seguirá profundizándose y será necesario introducir alguna reforma, 
por lo menos en algunos parámetros asociados a las prestaciones.” 

Según el estudio, entre los años 2025 y 2065 las contribuciones del Estado en 
términos de PBI al BPS aumentarian 2.19 puntos de PBI. 


Por ende, nuestro sistema previsional requiere una adecuación a esta realidad. 
Más años de vida significa mayores erogaciones y ello no debe escapar al actuar 
responsable del sistema político. 

El presente proyecto, plantea un sistema sumamente gradual y automático de 
ajuste de la edad de retiro a la evolución de la esperanza de vida de los jubilados 
del Banco de Previsión Social. 


Plantea un ajuste inicial diferido (inicial de 2 años y luego incremental de a 1 
año). Los efectos son diferidos, ya que en ningún caso afectará derecho alguno 
de quienes gozan hoy de pasividad o a la fecha hayan configurado la causal 
jubilatoria y tampoco será aplicable a quienes contaban con cincuenta o más 
años al 1 de abril de 2016. 


Sin pretender resolver todos los factores generadores de desequilibrio, se 
propone un mecanismo de ajuste automático que evita discusiones recurrentes, 
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políticamente complicadas de abordar y aporta a despejar dudas con respecto al 
mantenimiento de déficits acotados en materia fiscal. 


No actuar en este sentido generará un perjuicio que pagarán tanto activos como 
pasivos. 


MINUTA DE COMUNICACION 


No escapa al suscrito que el presente proyecto de ley requiere la iniciativa del 
Poder Ejecutivo de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 85 de la Constitución 
de la República. 


Por tal motivo solicita que se envíe una minuta de comunicación del presente 
proyecto de ley al Poder Ejecutivo para que de compartirlo lo remita como su 
iniciativa a los efectos de poder ser aprobado en este Parlamento Nacional. 


Montevideo, 20 de diciembre de 2017 


sel gr 


Pedro Bordaberry 
Senador de la República 
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13) RÉGIMEN JUBILATORIO PREVISTO POR LA 
LEY N.* 16713 


SEÑORA PRESIDENTE. Continúa la consideración 
del tema en discusión. 


SEÑORA PASSADA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PASSADA.- Señora presidenta: antes que 
nada y visto algunos de los planteos realizados, funda- 
mentalmente por algunos miembros de la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social, voy a solicitar que 
a la versión taquigráfica de la sesión de hoy se adjunte la 
versión taquigráfica de la comparecencia del día de ayer 
del Ministerio de Economía y Finanzas, del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y del Banco de Previsión So- 
cial. Hago este planteo porque en esa sesión, con claridad 
—en particular, de parte del señor subsecretario de Econo- 
mía y Finanzas—, se manifestó lo que algunos integrantes 
de la comisión dicen que no se mencionó. 


No quiero perder el tiempo de mi exposición y, por eso, 
solo voy a mencionar algunas cosas. Se le preguntó al sub- 
secretario a qué hacía referencia el artículo 14 y si se sabía 
a cuántos podía beneficiar esta iniciativa, y mencionó la ci- 
fra señalando que serían alrededor de 9000 personas. Tex- 
tualmente expresó: «Como decíamos, el flujo de fondos 
que establecía el Banco de Previsión Social en el informe 
que envió en el mes de octubre arrojaba un valor presente 
neto que, según nuestros cálculos, era de aproximadamen- 
te USD 3.700:000.000, y eso tenía una reducción del 35 % 
del costo. Por lo tanto, estamos hablando de un proyecto 
que tiene un valor presente neto —por decirlo de alguna 
manera— de aproximadamente USD 2.400:000.000. Rei- 
tero: ese es el valor presente neto, pero habría que verlo a 
lo largo del tiempo, como bien se indica en el informe del 
Banco de Previsión Social...». 


En la versión taquigráfica figuran varios detalles que, 
según se manifestó acá, no se dijeron. Por ese motivo, 
señora presidenta, reitero mi solicitud de que la versión 
taquigráfica de la sesión de ayer se adjunte a la versión 
taquigráfica de la sesión del Senado del día de hoy. 


Por otra parte, quiero decir que este proyecto de ley 
presentado por el Poder Ejecutivo tiene un fuerte consen- 
so social con representación del Banco de Previsión So- 
cial integrado por trabajadores, jubilados, pensionistas y 
empresarios, quienes hicieron su aporte sobre los grandes 
temas incluidos en esta iniciativa. 


Sin embargo, fue un hecho totalmente distinto —nos 
guste o no nos guste— cuando se tomó el camino de la 
Ley n. 16713, pues en aquel momento se planteó que si 
no se aprobaba, si no se seguía adelante con la propuesta, 
caía todo el sistema de la seguridad social. Y ¡vaya que le 
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costó al país, señora presidenta! Los informes que venían 
en ese momento del Fondo Monetario Internacional y del 
Banco Mundial aconsejaban estos sistemas mixtos y tam- 
bién la privatización. Veamos lo que pasó en la región, 
fundamentalmente en Chile —que siguió ese camino— que 
siempre se pone como el gran ejemplo de reforma en ma- 
teria de educación y de seguridad social. 


También debo decir que no se convocó, que no se dia- 
logó, que se hizo la ley y se impuso quiénes debían estar 
adentro. Entiendo que se eligiera ese camino porque no 
había negociación colectiva y, por lo tanto, parte del diálo- 
go con las organizaciones sociales, se encontraba cortado. 
Se tomó ese camino, pero también intentamos recorrer 
otros con algunos de los que hoy estamos presentes, pero 
que en ese momento nos encontrábamos en otros ámbitos, 
para llegar a un plebiscito que no se logró, aunque había 
una manifestación social muy fuerte por lo que estaba pa- 
sando en ese momento. 


La Ley n.- 16713 violó el principio de universalidad 
porque no incluyó la caja policial ni la caja militar. Los 
Gobiernos del Frente Amplio solucionan el problema de 
la caja policial y ahora estamos en vías de solucionar el de 
la caja militar. Quiere decir que se vienen modificando y 
arreglando, en forma global, estos hechos que anunciamos 
y que nos guste o no son datos de la realidad. 


En realidad hay cambios sustanciales importantes en 
el proyecto de ley —aunque se mantiene el espíritu— que 
son satisfactorios y ayer lo reconoció el Poder Ejecutivo 
y el propio Banco de Previsión Social. Esos cambios son 
producto de la negociación que existió y que mejoró el 
proyecto de ley. 


¿Por qué no estaban los números a que se hizo referen- 
cia ayer y que se le solicitaron al Banco de Previsión So- 
cial? Porque a este proyecto de ley que se va a aprobar hoy, 
se le está incorporando algo que no estaba en el proyecto 
de ley original y son las personas que ya se habían jubila- 
do; eso será parte del informe que tendrá que venir porque, 
reitero, no estaban incorporadas en la iniciativa original. 


No voy a repetir lo que ya se dijo en cuanto al cambio 
de sostener el concepto más amplio sobre la solidaridad 
incorporando a los jubilados y estableciendo el tope de 
las comisiones. Sin embargo, debo decir que no es cierto 
que esta iniciativa del Poder Ejecutivo no estuviera en el 
plan de gobierno del Frente Amplio. El plan de gobierno 
del Frente Amplio es un proyecto, pero sí estaba desde el 
2007 cuando el propio Gobierno instala el diálogo nacio- 
nal. Es más, varios de los temas que están a consideración 
hoy aquí estaban incluidos en ese diálogo de 2007, del que 
participaron organizaciones sociales, empresariales y va- 
rios partidos políticos. Las conclusiones de ese diálogo na- 
cional fueron recogidas en algunas de las modificaciones 
de leyes que se hicieron, que hoy se cuestionan, pero que 
fueron producto de ese diálogo social de 2007. No llegaron 
de la nada. Se habló con la gente, con algunos partidos 
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—porque no participaron todos— y con las organizaciones 
sociales y empresariales. Es otra forma de llegar a estos 
caminos que tenemos hoy. 


De ese diálogo social surgió otra cosa importante que 
tiene que ver con la seguridad social: la votación, en 2008, 
del Sistema Nacional Integrado de Salud. ¿Qué hizo el 
Sistema Nacional Integrado de Salud? Nosotros, que no 
nos damos cuenta, somos estudiados a nivel internacional, 
porque es el único sistema de salud que está atado al sis- 
tema de la seguridad social: el ingreso al Fonasa. Quiere 
decir que se reguló el trabajo y las condiciones para ac- 
ceder a él, pero también se ingresó a más trabajadoras y 
trabajadores al Banco de Previsión Social, a esos a los que 
hizo mención el señor senador Otheguy que no estaban 
Inscriptos y, por ende, no conocían sus derechos laborales. 
Algo pasó. Si en diez años —insisto, en diez años— ingresa- 
ron 500.000 trabajadores —algunos lo hicieron por primera 
vez y otros reingresaron porque no estaban en el sistema—, 
algo pasó, algo cambió. Y eso mejoró también las condi- 
ciones del Banco de Previsión Social. 


Por otro lado, todo esto que ha pasado ha dejado al- 
gunas enseñanzas. La reforma de 1996 no tuvo en cuen- 
ta que la primera generación que se iba a jubilar por el 
régimen mixto iba a tener menos años de capitalización 
en su cuenta individual. Ahora bien, eso no es ideológico, 
sino una pérdida de derechos. Es más, esa pérdida de dere- 
chos estaba y está concretada en estos trabajadores que se 
vieron violentados por la obligatoriedad que consagraba 
dicha ley. Debemos tener en cuenta que para muchos de 
esos trabajadores y trabajadoras la jubilación es su único 
ingreso por el resto de sus vidas, y con esta propuesta se 
verá mejorada. No voy a entrar en la discusión del 0,90 % 
o si tal ministro se peleó con tal persona. ¡No! Vamos al 
fondo: hay un resultado positivo para que las trabajadoras 
y los trabajadores de este país se jubilen con más dinero y 
eso no es menor, señora presidenta. ¿Es ideológico? No; es 
un derecho que se coloca sobre la mesa. 


Se ha dicho que este proyecto de ley no va a benefi- 
ciar a los jóvenes. No, no es cierto. Las modificaciones 
que estamos realizando en este proyecto de ley es para los 
trabajadores más jóvenes, quienes van a poder optar por 
comisiones más bajas durante un tiempo más largo y van a 
obtener mejoras sustanciales al momento de su jubilación 
que, según nos lo manifestaron en el día de ayer —ya lo 
sabíamos porque se hizo público—, rondarán el 7 %. 


Señora presidenta: creo que estamos ante un buen 
proyecto de ley, que se mejoró producto del diálogo y del 
consenso. Cuando levantemos nuestras manos sabremos a 
conciencia qué es lo que estamos haciendo y si realmente 
queremos cambiar lo que nos pasó, lo que afectó y afecta- 
rá, aquella ley de 1996. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 
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SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: me pareció muy 
bien cuando el miembro informante, señor senador Juan 
Castillo, comenzó a hablar e hizo un paréntesis en su ex- 
posición para señalar la importancia de que hoy estemos 
tocando un tema difícil, conflictivo, y que en Uruguay no 
se vea la violencia que ocurre en otros países o las organi- 
zaciones orquestadas para impedir que el Parlamento pue- 
da votar libremente. Creo que fue un buen comentario del 
señor senador Castillo, porque eso nos diferencia en una 
discusión sobre la que, naturalmente, tenemos puntos de 
vista distintos. Nosotros vamos a debatir con convicción 
—como solemos hacerlo— aquellas cosas que presentamos 
y sostenemos; si bien a veces se hace con frontalidad, se 
utilizan argumentos. A propósito de ello, he escuchado va- 
rios de los argumentos que ha generado este debate y me 
parece que tengo muchas cosas para decir. 


En primer lugar, escuché al señor ministro Murro de- 
cir en televisión —aclaro que lo vi directamente— que este 
problema de los cincuentones era culpa de la ley de crea- 
ción de las AFAP —como se le llamaba— y que los partidos 
tradicionales tenían que pedir disculpas al pueblo urugua- 
yo por una actitud —estoy pensando bien las palabras que 
utilizó— contraria a la clase trabajadora. 


Señora presidenta: usted imaginará la indignación 
que tenía yo del otro lado del televisor frente a un insulto 
—para mí lo es— y un atrevimiento del señor ministro 
Murro que dijo cosas que no son ciertas, que son mentiras; 
dijo que nosotros estábamos contra la clase trabajadora. 
Ese no es el nivel de discusión que muchos señores 
senadores quieren que tengamos en el Senado, pero es el 
nivel que, lamentablemente en forma pública, manifestó 
el señor ministro de Trabajo y Seguridad Social. Nosotros 
éramos una organización política que estaba contra la 
clase trabajadora. 


En la década de los noventa era legislador y no fui solo 
un espectador de esta situación, fui testigo porque el en- 
tonces presidente Lacalle me designó, junto con la señora 
representante Ana Lía Piñeyrúa, a concurrir a una reunión 
convocada por el señor presidente del Banco de Previsión 
Social, el doctor Rodolfo Saldain, en la sede de la institu- 
ción —estoy hablando del año 1992 o 1993-—, después de 
una convocatoria que hizo el presidente Lacalle a todos los 
líderes políticos en presidencia. En esa instancia, invitó 
al general Seregni, al intendente Vázquez —que lo acom- 
pañó—, al doctor Batlle, al doctor Sanguinetti, al expresi- 
dente Pacheco Areco y al señor Hugo Batalla, que en ese 
entonces representaba al Nuevo Espacio. 


A partir de esa reunión en la presidencia, después de 
mostrar la situación demográfica del país, se creó una co- 
misión técnica y política en el Banco de Previsión Social. 
Quien habla participó como diputado por el departamento 
de Rivera; la diputada Ana Lía Piñeyrúa, como delegada 
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del Movimiento Nacional de Rocha, y el Frente Amplio 
designó dos técnicos, cuyos nombres no recuerdo en el día 
de hoy, pero se puede averiguar perfectamente. Nuestros 
técnicos no existían porque el equipo lo integraba el mis- 
mo Saldain y el contador Camacho quien, como parte del 
equipo del Banco de Previsión Social —lo recuerdo como 
un gran técnico del banco— nos asesoraba sobre todo el 
tema de la tasa de reemplazo porque nos preocupaba la si- 
tuación demográfica y qué cobrarían los trabajadores uru- 
guayos. Por eso digo que es tan injusta como mentirosa la 
afirmación del señor ministro Murro, que por suerte no he 
escuchado en este ámbito y espero no tener que escuchar. 


Pues bien, esa situación nos llevó un año de trabajo en 
el Banco de Previsión Social. ¡Un año de trabajo! Cuando 
llegamos a una fórmula, la presentamos y también hago 
un mea culpa porque después de un año de trabajo técnico 
y político en el Banco de Previsión Social el señor presi- 
dente Lacalle le dio el carácter de urgente consideración, 
lo que molestó mucho al Parlamento y llevó a que esa re- 
forma fracasara. Hubo cuatro intentos de votar la reforma 
durante el Gobierno del presidente Lacalle, pero los votos 
no estuvieron. No importa ese dato; simplemente quiero 
contar que este tema no es nuevo, sino que hace mucho 
tiempo que lo tenemos sobre la mesa. 


También quiero hacer referencia a algunas considera- 
ciones que hizo el señor senador Otheguy con convicción 
—pero con error, en mi opinión—, que merecen que le de- 
mos una respuesta. 


Después de aquella instancia, antes de que asumiera 
el doctor Sanguinetti, hubo una convocatoria a un grupo 
de trabajo, si no me equivoco, en el Victoria Plaza Hotel 
—donde había radicado su oficina— y concurrimos, en re- 
presentación del Partido Nacional, la señora Ana Lía Piñe- 
yrúa, el señor Rodolfo Saldain y quien habla. Ya se había 
armado una coalición política. El presidente del directorio, 
doctor Alberto Volonté, nos pidió que quienes habíamos 
trabajado en el tema de la seguridad social fuéramos a ha- 
blar, incluso, con gente del Nuevo Espacio, que había pres- 
tado sus técnicos para el análisis de este tema. Es así que, 
inteligentemente, el doctor Sanguinetti arrancó el año con 
un bosquejo de trabajo y de acuerdos. El Frente Amplio 
no concurrió y, para ser fidedigno, cuando se aprobó el 
proyecto sus expertos manifestaron en el Banco de Previ- 
sión Social su conformidad técnica, pero no política. Dije- 
ron que no podían garantizar los votos del Frente Amplio, 
pero aprobaron técnicamente el proyecto que después no 
se pudo tratar en la Cámara de Representantes. 


Pasado el tiempo, se creó la Ley n.* 16173 que, lejos 
—muy lejos— de ir contra los trabajadores, los salvaba de 
lo que estallaba en el Banco de Previsión Social, porque 
en aquel entonces la relación que teníamos entre trabaja- 
dor y pasivo era de 1,2 a 1, cuando el sistema de reparto, 
en todas partes del mundo, requiere para funcionar y ser 
viable que haya una relación de 4 activos por cada pasivo. 
En aquel entonces, reitero, teníamos 1,2 activos por cada 
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pasivo. Hoy, si no me equivoco, estamos en 2 o en 3 acti- 
vos por cada pasivo. No lo sé exactamente y la verdad es 
que me gusta hablar con precisión. 


SEÑOR OTHEGUY.- Era de 1,8. 


SEÑOR HEBER.- El señor senador Otheguy me acota 
que era de 1,8 pero me habían dicho que pasaban los 2; si 
es 1,8 es peor, mucho peor que la situación que teníamos 
en el año 1990. 


Esta situación lleva a que el señor ministro Astori... —y 
hago alusiones para que puedan contestarlas—... 


(Hilaridad). 


—... en un reportaje que le hiciera el periodista Fabián 
Tiscornia —que es público—, ante una pregunta sobre el 
Fondo Monetario Internacional —al que felicita; ahora no 
es neoliberal, antes lo era, ¿no?-... 


(Hilaridaa). 


—... dijera: «El FMI decía la semana pasada que le pre- 
ocupaba el incremento de costos que estaba teniendo la se- 
guridad social. Y respecto a este tema de los cincuentones 
decía que si hay más aumento de costos todavía deberían 
hacerse reformas para mejorar los ingresos o para com- 
pensar esos mayores costos. ¿Usted cómo lo ve?», —esta es 
la pregunta que el periodista le planteaba al ministro... so- 
cialista. ¿No? ¿Tampoco? ... Neoliberal—, el señor minis- 
tro Astori responda: «Totalmente de acuerdo. Si el país no 
hace una profunda reforma de su seguridad social va a te- 
ner serios problemas en el futuro. Todavía estamos vivien- 
do el bono demográfico —que es aquel que se genera con 
un volumen de actividad que, proporcionalmente, supera 
el volumen de pasividad—», es lo que comentaba recién, 
«que aproximadamente se extiende, según los especialis- 
tas, hasta 2030. Si el país antes no hace una profunda re- 
forma de su seguridad social va a tener serios problemas. 
Y obviamente en el corto plazo, o sea en estos años que 
corren; este año, el que viene, el próximo Gobierno ten- 
drá serios problemas para equilibrar sus cuentas públicas, 
porque el gasto endógeno es tremendo por la forma en que 
está evolucionando, y lo más importante del gasto endóge- 
no son la seguridad social y la salud». 


Más adelante, agrega: «Y en el caso de la seguridad 
social, a la brevedad ponernos a estudiar cambios muy 
relevantes en los parámetros básicos como la edad de 
retiro». A propósito, hoy escuché a la señora senadora 
Passada hablar de los derechos y el ministro expresa que 
tenemos que revisar la edad de retiro, la tasa de reemplazo, 
porque con estos parámetros el sistema no resiste. El año 
pasado la asistencia del Gobierno central al BPS fue de 
USD 600:000.000 y, al mismo tiempo, se volcaron 7 
puntos de IVA: USD 200:000.000. A eso hay que sumarle 
el IASS que también va para el BPS. Señalo estos datos, 
porque, hace relativamente poco tiempo, cuando el señor 
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ministro Murro era presidente del Banco de Previsión 
Social, lo escuchamos decir que el BPS tenía superávit. 
¡¿Cómo superávit?! ¡7 puntos de IVA! ¡USD 1.400:000.000 
estamos pagando todos los uruguayos en el IVA para el 
BPS! ¡Además del IASS, le damos al BPS seiscientos 
millones! El señor presidente del Banco de Previsión 
Social, que hoy —muy suelto de cuerpo— manifestó a la 
prensa que nosotros estamos contra la clase trabajadora, 
¡negó esta realidad! Pero en aquel momento dijo que había 
superávit en el Banco de Previsión Social. El ministro 
Murro es un gran culpable de toda esta situación. 


Como me gusta hablar siempre con base en documen- 
tos y aportar datos certeros, digo que esta situación no 
solo es culpa del señor Murro, sino que viene de tiempo 
atrás. El delegado de los trabajadores, señor Ferrari, dijo: 
«En 1996 hubo un “avance del neoliberalismo” que cul- 
minó con una reforma del sistema de jubilaciones creando 
un régimen mixto con un pilar de ahorro individual, que 
comenzó a ser administrado por las AFAP. Explicó que en 
ese momento “Entendimos que habíamos perdido una ba- 
talla pero no la guerra”». Pues bien, el señor Ferrari puede 
estar convencido pero, tras cartón, en la nota se agrega: 
«Ruiz reconoció que “hoy no estamos en condiciones de 
eliminarlas, por lo que la estrategia pasa por afearles el 
negocio”». Reitero: «afearles el negocio». ¿El tema es el 
tope de las comisiones? 


Más adelante, el señor Ruíz dice: «Actualmente la 
AFAP estatal cobra una comisión de 0,74 % mensual a 
sus afiliados. “Quizás no tengamos las condiciones para 
aprobar una ley en el Parlamento o hacer un plebiscito 
para eliminarlas (a las AFAP), pero si en vez de eso todos 
los trabajadores se van a República AFAP hacemos tam- 
balear a las privadas”». Esto lo dijo en octubre de 2017. 
Como dicen los abogados: a confesión de parte, relevo de 
prueba. ¡Es esto lo que se busca: hacer tambalear a las 
AFAP! Como no se tuvo éxito con todas las ventanas que 
se establecieron a lo largo de la historia para que los tra- 
bajadores se fueran de las AFAP y volvieran al BPS, este 
es el camino: «afearles el negocio». Y, por otro lado, tratar 
de destruir a las AFAP privadas en beneficio de República 
AFAP, que es a lo que refiere el proyecto por el que se ha 
establecido esta situación. 


Ahora bien, esta iniciativa hoy tiene como abogado 
principal, que no deja tocar a las AFAP, la fórmula del 
Frente Amplio: Mujica y Astori, Astori y Mujica, que hace 
mucho tiempo —antes de la elección— se reunieron con el 
PIT-CNT. De allí salieron diciendo que las AFAP no se 
Iban a tocar, cosa que generó una discrepancia con la cen- 
tral sindical. Reitero: Mujica y Astori, Astori y Mujica. 
Pero quien habla mejor de la ley —solamente tengo que ci- 
tarlo— es el actual senador Michelini, que no puede quedar 
solamente con el tema de que la votó. ¡No, no! La votó, la 
fundamentó y la defendió mejor que yo. 


SEÑOR MICHELINI.- No tanto, señor senador. 
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SEÑOR HEBER.- ¿No tanto? Puede ser. 


Pero fíjense que el senador Michelini expresó: «... en 
esta oportunidad de fundamentar el voto, el propio proyec- 
to de ley que estamos considerando permite que algunos 
de los ahorros que hace toda la sociedad vayan en benefi- 
cio de ciertos proyectos nacionales» —es su compañero de 
bancada, señor senador Otheguy— «que intentan generar 
inversión en un país que no produce ni invierte, tratando 
de abrir puertas al trabajo y al empleo». No lo dijimos no- 
sotros. Y dijo también —en lo que, creo, fue un momento 
de lucidez política que, con el paso del tiempo, se le ha 
nublado— que «con la iniciativa que tenemos a estudio, se 
asegura el pago de las jubilaciones y, además, se termina 
con el clientelismo». ¡Y es verdad! 


El clientelismo, señor senador Otheguy, lo terminó 
la ley. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Diríjase a la Mesa, señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- Tiene razón, señora presidenta. 


Decía que al clientelismo lo terminó la ley, porque la 
ley terminó con todas las jubilaciones especiales que ha- 
bía. La ley liquidó todas las jubilaciones políticas, incluso, 
la del propio presidente. Terminó con todas, también con 
las de confianza política, que permitían algunas corrup- 
telas que había que corregir y cambiar —por supuesto que 
sí—, y que fueron heredadas de un tiempo previo a la Dic- 
tadura. El senador Otheguy, en su razonamiento —que creo 
que tengo que contestar— obvia la Dictadura. No entien- 
do el razonamiento de los senadores del Frente Amplio. 
Tuvimos un período de cinco años de transición, cuando 
gobernó el doctor Sanguinetti, en el que había que afirmar 
la democracia porque de la Dictadura salimos hacia una 
democracia con dificultades. Y, a pesar de las dificultades, 
teníamos que reafirmar las instituciones democráticas y 
respaldar acciones, incluso, hasta en la discrepancia por- 
que había que encontrar una salida. ¡Pero ahora se obvian 
doce años de dictadura! ¿Dónde estuvo el clientelismo po- 
lítico en esa época? 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR HEBER. .- Ya se la concedo. 


¿Me está hablando de un momento previo a la Dicta- 
dura? 


La verdad, señora presidenta, es que antes de la Dic- 
tadura se votaron leyes que fueron un disparate, que otor- 
garon derechos —como a veces acá se votan, dando dere- 
chos— que, para mí, terminaron comprometiendo al Banco 
de Previsión Social. ¡Pero después vino la dictadura y no 
arregló nada de eso! Salvo que estableció el Acto Institu- 
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cional n.” 9, que fue la forma de topear muchas jubilacio- 
nes y sacarle derechos a mucha gente. 


¿Qué pretenden los señores legisladores? ¿Que no ten- 
gamos en cuenta doce años de Gobierno de facto? Cin- 
co años después de la transición, lo primero que hizo el 
presidente Lacalle —a los dos años de estar instalado— fue 
llamar a los partidos políticos y decirles: tenemos este pro- 
blema. Se habla de clientelismo político como si no hubie- 
ra habido Dictadura. ¿La Dictadura no existió? En todos 
los discursos del Frente Amplio, la Dictadura aparece, en 
forma recurrente, en todos los temas, pero cuando se tie- 
ne que hablar del problema que heredaron los gobiernos 
democráticos del doctor Sanguinetti y del doctor Lacalle, 
que se resuelve en el tercer gobierno democrático con la 
ley del año 95... ¡ahí no!, ¡ahí no estaba la Dictadura! ¡Es 
increíble, señora presidenta, que tengamos que escuchar 
este tipo de argumentos! ¡Clientelismo político! ¿Los ge- 
nerales hacían clientelismo político? Doce años de dicta- 
dura en los que se agravaron todos los temas del Banco de 
Previsión Social. No resolvieron ninguno, además, topea- 
ron los derechos con el Acto Institucional n.* 9 y persiguie- 
ron a aquellos políticos que se habían jubilado y que tenían 
una prebenda, como les sucedió a muchos exsenadores del 
Partido Nacional en aquel entonces. 


Señora presidenta, como voy a seguir con otro tema, 
con mucho gusto, le concedo primero una interrupción 
al senador Otheguy y, después, al senador Michelini para 
que contesten las notorias alusiones que he hecho. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el sena- 
dor Otheguy. 


SEÑOR OTHEGUY.- Señora presidenta: ser aludidos 
por el senador Heber se ha convertido en una costumbre. 


En primer lugar, aporto el dato: la tasa de remplazo ac- 
tual es 1,8 y el punto de equilibrio necesario para tener un 
sistema previsional saneado sería de 2,1 %. Por supuesto 
que, en base a las modificaciones demográficas, el hecho 
de que Uruguay siga atravesando ese 1,8 va a empeorar 
hacia el futuro. 


Lo otro que quiero señalar es que creo que el señor 
senador Heber no me escuchó. Lo que dije fue que cuando 
se revisó el sistema previsional, en 1995 o en 1996, un ar- 
gumento para hacerlo era el factor demográfico. Sin duda, 
ese era el argumento más fuerte; ¡no lo negué! Lo que dije 
fue que a la situación que tenía el Banco de Previsión So- 
cial que se acumuló en el tiempo y en donde, sin duda, 
la Dictadura está incluida— había que agregar elementos 
de falta de formalización del empleo, de evasión de apor- 
tes a la seguridad social y de clientelismo a lo largo de la 
historia, es decir, hacia atrás. No hablé del Gobierno. Dije 
que cuando se discutió la reforma de 1996 fue necesario 
analizar la variable demográfica y el déficit acumulado en 
el Banco de Previsión Social, que tenía otras variables y 
que, sin duda, incluye años de dictadura y años anteriores. 
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Simplemente quería hacer esa aclaración. 
Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dispone 
el orador. 


Se va a votar. 
(Se vota). 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Puede continuar el señor senador Heber. 


SENOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SENOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer una aclaración. 


Luego de la salida de la Dictadura no había historia 
laboral y la gente se seguía jubilando con solo presentar 
dos o tres testigos. El tema era dar con el director corres- 
pondiente. ¡Había un absoluto clientelismo! No digo que lo 
haya hecho el señor senador Heber ni mucho menos, pero 
no había conducta. 


Quiero ver si podemos ponernos de acuerdo y exponer 
cómo razono las cosas. Voté la ley porque estoy convenci- 
do de que esta fue una buena ley y podré discrepar con al- 
gunos integrantes de la bancada. La ley tuvo un problema: 
el de aquellos que estaban entre los treinta y los cuarenta 
años. Ahí hay una situación que es injusta. No ver el pro- 
blema —como dice el señor senador Larrañaga—, negarlo, 
no es la solución. 


¿Por qué no se solucionó en aquel momento? En primer 
lugar, porquenopodíamosirparaatráspuesno habíahistoria 
laboral. En segundo lugar, porque parte del problema es el 
propio éxito de la economía del país. Si el país hubiera 
seguido teniendo problemas de empleo en las dimensiones 
de antes y el nivel de empleo no hubiera subido tanto, no 
habría tanta diferencia entre uno y otro. A la vez, si las 
AFAP hubieran seguido colocando en Bonos uruguayos 
—cuando se votó la ley era muy restrictivo—, que pagábamos 
muy caro, los fondos de las AFAP —quizás no para el que 
tenía treinta y nueve años, pero sí para el que tenía treinta 
y dos— hubieran rendido mucho más. Entonces, en ese 
momento se optó por dejar sin solución esa realidad hasta 
que el país funcionara. 


Ahora nos encontramos con que hay un problema, que 
no es solo una generación versus los cincuentones. ¡Eso 
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es una falsedad!, por la simple razón de que al que tenía 
cuarenta años y entró en el régimen de transición por el 
BPS —no en el mixto— ya se le estaba haciendo una quita. 
Y a pesar de esa quita, el cincuentón de hoy está muy por 
debajo. Entonces, el tema no es ir a la solución más econó- 
mica. Se esté a favor o en contra de la ley, el problema está 
mal razonado. ¡No es la solución más económica! Quizá 
no sea la más justa, pero creo que es la más sabia, la más 
razonable y la que el país se puede dar sin afectar, en lo 
posible, a las generaciones. 


¿Cuánto va a costar esto? Nadie lo sabe. Primero, si 
nadie opta saldrá cero peso, porque está en la decisión de 
cada uno; segundo, se habla en términos de dólares y esto 
se paga en pesos. Nadie sabe cuánto va a ser, cuánto va a 
disponer de los dineros públicos en su momento. Y si el 
país está mejor —lo estamos dejando mejor, estoy conven- 
cido de lo que se ha hecho en estos doce años—, a las gene- 
raciones a las que hizo referencia el señor senador Mieres 
les estamos dejando un país muy superior, por múltiples 
efectos. ¡Y si el país está mejor hay que atender a los cin- 
cuentones, hay que atender a la injusticia, hay que atender 
con razonabilidad al que tiene un problema! 


Entonces, es muy fácil dialogar con aquel que no está 
de acuerdo con la ley. Yo —que estoy de acuerdo— estoy 
diciendo al señor senador Heber que esta es una buena so- 
lución, que es una solución razonable. El señor senador 
Heber tiene todo el derecho de no votarla, por supuesto, 
pero hay una injusticia y, como ha dicho el señor senador 
Larrañaga, negarla es la peor solución. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- En unos instantes voy a hacer re- 
ferencia a la solución que hemos planteado en forma re- 
iterada, pero la discusión que tenía con el señor senador 
Michelini no era sobre la solución, sino sobre si hubo o no 
clientelismo. 


El primer día que el señor Rodolfo Saldain asumió 
como presidente del Banco de Previsión Social, derogó la 
posibilidad del «pronto despacho» del que se hablaba, que 
eran aquellas jubilaciones que salían a una gran veloci- 
dad. Las liquidó; no hubo más privilegios para nadie por 
levantar el teléfono y conocer a un director. ¡Lo hizo en su 
primer día de gestión! 


Después comenzó con el proceso de descentraliza- 
ción para que los expedientes no tuvieran que venir a 
Montevideo. De eso son testigos los dos directores so- 
ciales. ¡Por primera vez en la historia del país, en el Go- 
bierno del Partido Nacional se designó al delegado de los 
jubilados, al delegado de los trabajadores y al delegado 
de los empresarios, para que fiscalizaran la acción lleva- 
da adelante! Los trámites se descentralizaron en todo el 
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país, de modo tal de que no tuvieran que venir los expe- 
dientes a Montevideo solo por una firma y volver para 
atrás, porque se demoraban los derechos de la gente por 
un tema de burocracia. ¡Era un escándalo! Así lo deter- 
minó el entonces presidente Saldain y ahí terminó con el 
clientelismo. 


Después, esta ley —¡que no votó el Frente Amplio!— 
terminó con las jubilaciones especiales. ¡Seguramente es- 
tarían de acuerdo en mantener las jubilaciones especiales 
porque no la acompañaron! Y el señor senador Michelini 
expresó en ese momento: «Este proyecto de ley consolida 
el sistema, sobre todo para las nuevas generaciones, ya que 
termina con la estafa que se les estaba haciendo. En nom- 
bre de mi partido, quiero señalar que, a nuestro juicio, es- 
tamos generando un proyecto que le hace bien al país, a las 
nuevas generaciones, y que no se olvida de los más débiles 
y de los más necesitados». El principal vocero —hoy- del 
Frente Amplio sostenía lo que acabo de mencionar. Tam- 
bién dijo que la ley ha demostrado ser, en el mundo entero, 
el único sistema sustentable. 


Ahora bien, en la campaña electoral se quiere trasmitir 
una disculpa en el sentido de que no estaba en el programa 
del Frente Amplio este grave problema de los cincuento- 
nes, que es un tema de la ley. Si no me equivoco, fue el 
señor senador Michelini quien dijo en un momento que no 
estaba conforme con que este tema no estuviera en el pro- 
grama del Frente Amplio. ¡No estaba en el programa del 
Frente Amplio! Y en la campaña electoral se nos acusaba 
de que no se nos caía una idea, cuando estaban todas por 
escrito. ¡Estaban todas por escrito! 


¿Qué decíamos antes de que este problema se nos vi- 
niera encima? ¿Qué decía el Partido Nacional y qué decía 
la fórmula Lacalle Pou-Larrañaga? 


En el año 2014 decían: «Mejor jubilación garantizada. 
El régimen actual da a muchos trabajadores la libertad de 
elegir entre una jubilación enteramente pagada por el BPS 
y una jubilación “mixta”, parcialmente pagada por el BPS 
y parcialmente pagada por una AFAP. Más recientemente, 
se dio a quienes optaron por el sistema “mixto” la posibi- 
lidad de pasarse al régimen del BPS entre los 40 y los 50 
años de edad. Dado que es muy difícil saber cuál camino 
asegurará la mejor jubilación, esto enfrenta a muchos tra- 
bajadores a una apuesta riesgosa». ¡Igual que el fideicomi- 
so que se hace ahora! ¡La decisión es una apuesta riesgosa 
porque el trabajador no sabe qué es lo que va a pasar en 
el futuro! 


Se seguía diciendo: «Nosotros proponemos un sistema 
alternativo, que permite postergar el análisis de la situa- 
ción hasta el momento de la jubilación. Y le garantizamos 
al trabajador la mejor de las dos jubilaciones». Tanto pen- 
samos en los trabajadores, señora presidenta —para decír- 
selo al señor ministro Murro—, que lo pusimos por escrito 
antes, en el 2014. 
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Recientemente hicimos una conferencia de prensa 
—que ahora fue mencionada por el senador Mieres— en 
donde planteamos una propuesta que sale del Banco de 
Previsión Social. ¡Es la que se realizó en el 2012! ¿No nos 
van a contestar sobre este punto? ¿No van a decir nada? 
Esa propuesta del año 2012 no cuesta 1.000:000.000, 
2.000:000.000 o 2.500:000.000, sino que el Banco de Pre- 
visión Social advirtió el problema y llegó a una solución. 
¿Por qué se desestimó? ¡Era el Banco de Previsión Social 
que presidía el señor Murro! O sea, el señor Murro se con- 
tradice a sí mismo; Murro discrepa consigo mismo por- 
que él presentó este proyecto y el Poder Ejecutivo, en su 
momento, lo desechó, lo negó. ¿Y, qué decía? «¡Justicia! 
Hay que recomponer la vida laboral de los trabajadores 
antes de 1996, y no sé lo que sale. Saldrá 1.000:000.000 o 
2.000:000.000, pero es el derecho que tienen los trabaja- 
dores: que se les recomponga lo que efectivamente apor- 
taron antes de 1996». Si eso salió del Banco de Previsión 
Social como una solución, no me pueden venir a decir que 
es imposible reconstruir la vida laboral antes de 1996, por- 
que fue propuesto por esa institución —¡no por el Partido 
Nacional!, ¡no por el Partido Colorado!-—, por el banco que 
presidió el señor Murro. ¡Y el señor Murro propuso, con 
los técnicos del Banco de Previsión Social, que se podía 
reconstruir la vida laboral de la gente para evitar que se 
les saque a los cincuentones cuando lleguen a la edad de 
jubilarse, y se les calcule por la verdadera vida laboral que 
tienen! Si la propuesta la presentaron los señores del Ban- 
co de Previsión Social, naturalmente, creemos que está 
amparada en datos técnicos que la sostienen. 


Recientemente, en la rendición de cuentas —lo dije en 
sala y los senadores con los que he debatido recordarán 
claramente que se lo expresé al ministro Murro cuando 
vino a la comisión, quien dijo que no se podía sospechar 
de la situación ni de los cálculos de los técnicos del Banco 
de Previsión Social- sostuve que el gasto endógeno del 
que hablaba el ministro Astori en la Comisión de Presu- 
puesto integrada con la de Hacienda generó sorpresas. 
¿Por qué? Porque los datos que pasó el BPS sobre la ley de 
flexibilización jubilatoria para que se jubilara más gente 
del año 2008, se vieron agravados por los casos de jubi- 
laciones anticipadas por razones de enfermedad. Bajaron 
los niveles del baremo, como se le llama en el Banco de 
Previsión Social. Aquí están los números y lo que dice el 
ministro Astori. Vuelvo a nombrar al señor ministro para 
que sus defensores puedan retrucar. 


(Murmullos). 


Se dice: «En 2014 el organismo había pago US$ 149 
millones por subsidios de enfermedad y complemento 
de accidentes de trabajo a 441.736 trabajadores. Esto fue 
un 20 % más de lo que se había desembolsado en 2013, y 
US$ 123,5 millones, para 429.572 beneficiarios. 


En el Poder Ejecutivo considera que en muchas de las 
prestaciones lo que falta es control, dijeron a El País fuen- 
tes oficiales. A tal punto llega la situación, que la Justicia 
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Penal tiene, desde el año pasado, bajo investigación a un 
médico que realizaba certificados “truchos”». 


Y en otra publicación de El Observador, se dice: «La 
representante de las empresas en el directorio del BPS, 
Elvira Domínguez, había sostenido en setiembre del año 
pasado que el organismo perdía US$ 5 millones por mes 
debido a certificaciones falsas presentadas por trabajado- 
res que no padecían la enfermedad que alegaban». 


Esto, que se calculaba que iba a ser USD 30:000.000 por 
jubilaciones por enfermedad, pasó a ser USD 100:000.000 
de un año a otro. ¡Estos números están en la rendición de 
cuentas! Y resulta que, por información que tenemos —no 
puedo afirmarlo, porque los datos que me prometió el mi- 
nistro Murro todavía no me los alcanzó y, lamentablemen- 
te, por capricho del presidente de la república no tenemos 
un director en el Banco de Previsión Social para que vea 
las cuentas y uno pueda recurrir a estos datos en forma 
oficial, como debería ser—, la gran mayoría de las jubila- 
ciones por enfermedad son de empleados públicos. 


Hemos presentado la solución del año 2012, que fue 
muy bien explicada; coincido plenamente con lo que ha se- 
ñalado el senador Mieres, pues dijo claramente cuál era la 
posición. ¡Nosotros no vamos a acompañar este proyecto, 
que lo que busca es no hacerse caso a sí mismo, porque es 
el propio Banco de Previsión Social, el propio señor Mu- 
rro que firmó y es el propio señor Murro que hoy buscó 
hacer otra cosa con la tesis del señor Ruiz! ¡Acá de lo que 
se trata es de afearles el negocio a las AFAP! ¡Acá se está 
contra las AFAP! ¡Como no hemos ganado la batalla, se- 
guimos en guerra por un tema ideológico, no en razón de 
beneficiar a los trabajadores! ¡Se está contra las AFAP y 
si no se puede ir contra todas ellas, se va contra las priva- 
das, de manera de reforzar a República AFAP, de manera 
que no haya opción para el trabajador! Y hago mías todas 
las reflexiones del señor senador Bordaberry en cuanto 
a que las comisiones que cada uno de nosotros pagamos 
no lo hacemos porque seamos bobos. ¡No somos tontos! 
¡No crean que el pueblo uruguayo es tonto! ¡Algunos irán 
a República AFAP porque privilegian la seguridad, a la 
rentabilidad, y otros van a las AFAP privadas porque pri- 
vilegian la rentabilidad, a riesgo de no tener la seguridad 
que da el Estado! 


También quiero decir, señora presidenta, que cuando 
vino la crisis financiera más grande que tuvo la historia del 
Uruguay, en los años 2001 y 2002, en los que se fundieron 
y cerraron bancos, y se quedaron con ahorros de muchos 
uruguayos, varios de nosotros temíamos por el tema de las 
AFAP, pero estas fueron una roca —¡una roca!-— de segu- 
ridad, tanto la pública como las privadas. No hubo riesgo 
ninguno, sobre todo, señora presidenta, porque dentro de 
las condiciones que existen para la colocación de las AFAP 
está que deben hacerlo en bonos y papeles del Estado. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 
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SEÑOR LACALLE POU.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR HEBER.- Ya voy a concederlas. 


No nos hemos animado, señora presidenta, a liberarlas 
para proyectos que sean más de desarrollo y, sobre todo, 
de infraestructura, y hoy las usa el Gobierno cuando saca 
papeles, que se venden enseguida, porque algunos de los 
principales compradores son las AFAP, que están obli- 
gadas a comprar papeles del Estado, ya que no están li- 
beradas. Distinto sería si las liberáramos en cuanto a su 
inversión en el exterior, que me parece más riesgoso, pero 
en cuanto a inversiones en el país todavía no he entendido 
por qué no las liberamos, puesto que eso sería trabajo, de- 
sarrollo y progreso para el Uruguay. 


Me han solicitado interrupciones, señora presidenta; 
las concedo, en primer lugar, al señor senador Lacalle Pou 
y, en segundo término, al señor senador Michelini porque 
ya le había otorgado una interrupción antes. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señora presidenta: por eco- 
nomía procesal y estando en un todo de acuerdo con lo ex- 
presado por los señores senadores Heber, Delgado, Mieres 
y Bordaberry, simplemente quiero advertir sobre alguna 
comparación a raíz de ciertas declaraciones que puedo 
suscribir; me imagino que si las hacen el presidente de 
la república y el ministro de Economía y Finanzas tienen 
suficientes elementos a considerar. 


En agosto de este año el ministro Astori dijo que consi- 
deraba imprescindible una reforma de la seguridad social 
antes del 2030 y —esto es un agregado míio— siempre la 
patean para adelante. Hay que hacer una reforma, lo ad- 
vierten, pero la patean para adelante. Y el presidente de 
la república, en noviembre de este año, dijo que hay que 
reformar la seguridad social para evitar la quiebra. Estos 
son los antecedentes que tenemos al día de hoy y, sin en- 
trar a discutir la ley del año 1995, o acerca de quién se 
preocupó y habló primero de este tema o si está o no en un 
programa, llegamos con dos caminos: una solución justa, 
de sentido común, sensata y menos onerosa para un pro- 
blema injusto —como toda obra humana es perfectible— y 
otra solución también justa —aquí no vamos a decir que la 
solución que propone el partido de gobierno no lo es— pero 
mucho más costosa y profundamente teñida de ideología. 


Me paro encima de lo que han dicho el ministro de 
Economía y Finanzas y el presidente de la república: que 
eso sería para evitar la quiebra. Eso es lo que nos están 
diciendo; es decir que este es un sistema que está rajado, y 
teniendo una opción de alrededor de USD 1.000:000.000 
y otra de USD 2.600:000.000 —dudo que este sea el 
número cierto, porque en la solución que venía firmada 
por Astori y por el presidente de la república se hablaba de 
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USD 3.500:000.000 y ahora nadie reconoce la paternidad, 
aunque la firmaron todos los ministros—, no entiendo 
cómo se ahorraría un 30 % de solución a solución cuando, 
en realidad, las modificaciones son menores. 


No entiendo por qué el Senado de la república va a 
hacer esto hoy; si están de acuerdo con lo que dicen su pre- 
sidente —o sea, nuestro presidente pero el que votó la ban- 
cada de gobierno— y Astori —por lo general no comparto lo 
que él dice, pero me imagino que los senadores oficialistas 
sí lo están—, es irresponsable esta solución; realmente es 
irresponsable. 


Entonces, no estoy dispuesto a enmendar un problema 
justo con una solución irresponsable, que hace caer al sis- 
tema que involucra a los propios cincuentones. No puede 
ser que la ideología nos cueste USD 1.600:000.000 más. 


He estado viendo, señora presidenta, de un Gobier- 
no que ha manejado muy mal la economía —después de 
doce años de bonanza, se tienen 3,5 puntos de déficit y la 
deuda externa que sabemos que tenemos y, además, no se 
ha podido cumplir con los compromisos de programa-, 
que lo que hace —y cito temas recientes: el de UPM y el 
de los cincuentones— es patearla para adelante, lo cual es 
una irresponsabilidad. Pasa la responsabilidad a las nue- 
vas generaciones y al nuevo Gobierno, no se hace cargo y 
compromete lo que no sabe si va a tener; es más: según el 
presidente de la república, se comprometen cosas que no 
van a tener porque el sistema está en quiebra. 


En consecuencia, señora presidenta, la solución es ne- 
cesaria y es justo tenerla, pero formamos parte de algo 
integral, que es la economía y el Estado —me refiero a un 
Estado que viva para el país y no al revés—, y por eso no 
voy a acompañar esta solución, porque yo sí trato de ha- 
cerme cargo, aunque no esté en el oficialismo. No puede 
ser que porque un grupo no se ponga de acuerdo —ya que 
algunos quieren destruir a las AFAP y otros son más mo- 
derados—, se llegue a esta solución, sin importar que la 
pague el pueblo; que el sistema, según el presidente de la 
república, pueda caer, y que se deban hacer cargo las nue- 
vas generaciones. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Enseguida le cedo el uso de la pala- 
bra al señor senador Michelini, pero me pareció importan- 
te la intervención del señor senador Lacalle Pou y quiero 
ahondar en algunas cosas que se han dicho. 


El acuerdo interno del Frente Amplio le cuesta al 
Uruguay USD 1.600:000.000; o sea que el entendimiento 
entre ustedes cuesta a la economía de nuestro país 
USD 1.600:000.000, mientras que hay fuerzas políticas 
que estamos dispuestas a aportar soluciones... 
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SEÑOR PINTADO.- Diríjase a la Mesa. 
SEÑOR HEBER.- Lo estoy haciendo. 


Hay soluciones políticas que aporta la oposición que 
llevarían a ahorrarnos USD 1.600:000.000 y que serían 
justas. O sea que esto que ponen como un gran triunfo 
del Frente Amplio cuesta plata a los uruguayos. Quie- 
re decir que ponerse de acuerdo en el Frente Amplio 
significó que la salida de los cincuentones va a costar 
USD 1.600:000.000 más. 


Además, quiero decir, señora presidenta, que quien ad- 
virtió esto en la Cámara de Representantes fue el contador 
Ariel Davrieux, que fue llamado a comisión y dijo que el 
proyecto de ley original costaba casi USD 4.000:000.000. 
Dijeron que lo que había expresado Ariel Davrieux era 
un disparate, pero después vino la representación del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, y cuando los diputados 
preguntaron cuánto costaba eso, dijeron que no sabían. 
¿Pero cómo puede ser eso, señora presidenta? Es un equi- 
po económico que se muestra serio, que controla las cuen- 
tas públicas —así, con el 3,5 de déficit—, y he escuchado a 
muchos decir acá que por suerte está Astori y tenemos a 
su equipo en el Gobierno. Sin embargo, vienen a comisión 
y dicen que no saben; los representantes del Ministerio de 
Economía y Finanzas pidieron una semana más para hacer 
las cuentas. En ese momento se dieron cuenta de que todo 
lo que había hecho el ministro Murro era equivocado, y 
volvieron a la comisión. 


El señor ministro Murro acusa al ministro Astori de 
terrorismo de cifras; esas fueron las palabras; es decir, que 
hacía terrorismo con las cifras. ¡No! Hicieron las cuentas, 
volvieron a la comisión y manifestaron que lo que esta- 
ba diciendo el ministro Murro estaba equivocado, que los 
muchachos del BPS estaban equivocados porque esa solu- 
ción no salía USD 2.000:000.000 sino USD 3.600:000.000, 
que estaba mucho más cerca de la cifra que había aventu- 
rado el contador Ariel Davrieux. Hemos tenido muchos 
encontronazos en la vida política con él, pero nadie podrá 
discutir su autenticidad y seriedad a la hora de tirar los 
números. ¡Y resulta que ahora estamos votando algo que 
no sabemos cuánto sale! ¿Esta es la seriedad? 


Ahora sí le cedo una interrupción al señor senador Mi- 
chelini, quien va a tener más elementos para contestar. 


SENORA PRESIDENTE.- Señor senador Heber: le 
restan seis minutos para terminar su exposición. 


SENOR HEBER.- Si al señor senador Michelini le al- 
canzan dos minutos, se la concedo. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador Michelini. 


CÁMARA DE SENADORES 


20 de diciembre de 2017 


SEÑOR MICHELINI.- Antes que nada quiero aclarar 
que los señores Ferrari y Ruiz son representantes del PIT- 
CNT, de los trabajadores; no son la voz del Frente Amplio. 


Por otro lado, se habla de que hay dos soluciones: una 
con más costo y la otra con menos, pero nosotros creemos 
que la solución planteada por Murro en 2012 y por el Par- 
tido Nacional y el Partido Independiente, no es una solu- 
ción. Voy a tratar de explicar esto sencillamente, aunque 
puede ocurrir que no estén de acuerdo. 


Por un lado, seguimos cometiendo una injusticia, por- 
que de lo contrario nadie estaría planteando soluciones y, 
por otro, si el economista Ariel Davrieux no encontró una 
solución en el año 1995 es porque en ese momento no la 
había; si no, se hubiera planteado. Se podrá estar a favor o 
en contra de la ley, pero es muy completa. La ley dejó esa 
ventana porque en aquel momento no existía una posible 
solución. 


En lo que estoy de acuerdo con el señor senador Heber 
es en cuanto a que el pueblo uruguayo no es tonto. Supon- 
gamos que hoy todo el Parlamento vota a favor de la pro- 
puesta planteada por el señor senador Heber; supongamos 
que nos convence —¡milagro!—; nos convence y la propues- 
ta pasa a la Cámara de Representantes donde se vota sobre 
tablas; no importan los números. ¿Creen que esa es una 
solución? ¿Creen que los cincuentones van a aceptar esa 
situación? Una solución es cuando un problema se termina 
y no cuando sigue. Nosotros ponemos arriba de la mesa 
una propuesta razonable. El planteo del Partido Nacional y 
del Partido Independiente, a nuestro entender, no resuelve 
el tema, y el pueblo uruguayo, que no es tonto, va a en- 
contrar otros mecanismos. Va a comparar los recibos de 
aquel que tenía cuarenta años en aquella oportunidad y del 
que tenía treinta y nueve y seis meses, y se va a encontrar 
con una enorme injusticia. Es más: va a ir por todos lados 
diciendo que eso no es justo. 


Acá tenemos una solución razonable; lo otro —con todo 
respeto— no nos parece que soluciona el tema; el problema 
va a seguir vigente y permanente. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Heber; le restan tres minutos. 


SEÑOR HEBER.- Tres minutos son suficientes. 


Esa es la discrepancia que tenemos con el señor se- 
nador Michelini, porque creemos que los cincuentones 
tienen razón. ¿Cuál es la razón de los cincuentones? «No 
me pueden estar sacando plata que yo aporté». «Deben 
respetar lo que aporté». «¿Por qué van a fijar un ficto del 
año 1996 que no representa lo que efectivamente apor- 
té?». Por eso la solución tiene que ser esa. El argumen- 
to de los cincuentones es justamente: «No me saquen lo 
que efectivamente aporté». Me parece que tienen razón 
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y que lo que tenemos que hacer es generar la forma de 
reconstruir su vida laboral —que el Banco de Previsión 
Social dice que lo puede hacer porque presentó el pro- 
yecto— para darles lo que efectivamente aportó cada uno, 
sin retacearles ni un solo peso en lo que fue su trabajo. 
Entonces, no entiendo por qué me dice el señor senador 
Michelini que no se va a aceptar. ¿Por qué no? Recorde- 
mos que el argumento es: «No me estafen; no me pueden 
estafar». «No me pueden venir a decir ahora que hubo 
un ficto por el cual no se toma en cuenta lo que efectiva- 
mente aporté». 


Es muy injusto; a esas personas hay que darles lo que 
efectivamente aportaron. Por lo tanto, saldrá la verdad, 
y esa para mí es la solución. Justamente, el argumento 
es que ellos mismos reclaman que no se les saque lo que 
ellos aportaron, y no importa si es un salario medio, me- 
dio alto o alto. ¿Es lo que aportó o no? Sí, señor; es lo 
que aportó. Entonces, hay que respetarlo. O sea que tie- 
nen razón los cincuentones, y la solución del Partido Na- 
cional, del Partido Independiente y del Partido Colorado 
da respuesta a eso, permitiéndoles la reconstrucción de 
su vida laboral para que no se los estafe. Esa es nuestra 
posición: aprobar un proyecto de ley que solucione esta 
situación. 


Por eso, no soportamos atrevimientos ni mentiras; 
queremos hablar de la verdad. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Continuando con el debate, 
tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PINTADO.- Casi como una previa, quiero 
decir algo. Como acá se demanda hablar de la verdad, y 
el señor senador preopinante dijo que nosotros habíamos 
votado en contra de eliminar los privilegios de la jubila- 
ción, tengo en mis manos la versión taquigráfica del día 
23 de agosto de 1995, donde quien habla señalaba lo si- 
guiente: Señor presidente, vamos a votar afirmativamente 
el artículo 16, aunque hubiéramos preferido que la causal 
anticipada de los docentes no se hubiera eliminado, más 
allá de que entendemos que se encuentra cierta solución 
en el artículo 17. Queremos votarlo por la sencilla razón 
de que es una buena señal para toda la sociedad que el 
sistema político también esté eliminando ciertos privile- 
gios como la jubilación anticipada para cargos políticos 
de confianza, electivos, etcétera. Además, se da una señal 
para manejarse dentro del principio de universalidad en la 
medida en que si bien hay que atender a las especificidades 
del resto de las cajas, eso se puede hacer por otras vías 
como la de la bonificación y no necesariamente a través de 
la jubilación anticipada. 


Esta es la verdad; está escrita y expresada en nuestra 
votación. 
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Lo que pasa —lo he dicho en otras oportunidades— es 
que el señor senador Heber tiene una prédica fantástica, 
porque se agarra a una mentira, parte de una creencia que 
repite y repite, y finalmente alguno termina creyendo que 
es verdad. 


Cuando decimos que no sabemos cuánto va a costar es 
porque se parte del presupuesto máximo en el que todos 
toman la decisión de pasarse al Banco de Previsión Social, 
pero como la libertad es libre y la gente opta, no sabemos 
cuántos van a ir para un lado y cuántos para otro. No nos 
olvidemos que, de hecho, esto opera como un reconoci- 
miento a los aportes, porque no se reconstruye la historia 
laboral. Que no se digan cosas que no son. 


En 2012 se propuso reconocer los aportes realizados, 
pero hay una confusión que no se aclara y es que hay tope 
¡Hay tope! En nuestro caso, que es el de la mayoría de las 
personas afectadas —no se trata de todos los cincuentones, 
porque como bien señalaba el señor senador Larrañaga, 
hablamos de una franja de los que están en la AFAP y 
ganan entre $ 70.000 y $ 143.000-—, tenemos la jubilación 
topeada, y aunque nos reconozcan todos los aportes que 
hemos realizado, no vamos a poder tener una jubilación 
mayor a $ 40.000. Es así. 


Ya en 1995 —y voy a leer la versión taquigráfica de 
aquella época— planteábamos —esto sigue tan vigente 
como en el año 1995, quizá agravado por otras cosas— que 
los temas relacionados con la crisis de los sistemas de la 
seguridad social han pasado a ser un problema público im- 
portante para la mayoría de los países del mundo, donde 
varios programas específicos se encuentran en mayor o 
menor grado en un estado de crisis financiera. Esta era la 
situación, el contexto del año 1995. 


Los problemas de la seguridad social expresan, por lo 
tanto, no solo una situación creada en nuestro país sino 
un problema estructural profundo, convirtiéndose en una 
condición crónica que afecta a las sociedades en el plano 
económico y político. Los temas de la reforma del sistema 
de la seguridad social están relacionados con los profun- 
dos cambios políticos, económicos, sociales, tecnológicos 
y organizativos que se procesan a escala internacional. Si 
esto era así en 1995, los cambios que ocurren ahora son 
mucho más acelerados y exponencialmente distintos por- 
que se dan con mayor rapidez y afectan mucho más las 
cuestiones que tienen que ver con el empleo. 


(Ocupa la presidencia la señora Mónica Xavier). 


—El 23 de agosto de 1995 también decíamos que, anues- 
tro juicio, una reforma tenía que abordarse con el inicio de 
un camino en etapas asociadas a los cambios económicos 
y demográficos que se vayan materializando, lo que su- 
pone proceder gradualmente —si se hubiera procedido así, 
hoy no tendríamos el problema que se está discutiendo—, 
intentando asegurar un amplio consenso social. Esto im- 
plica participación en estos acuerdos de las organizaciones 
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representativas de la población directamente involucradas 
en esta reforma y el desarrollo de acciones tendientes a 
alcanzar un acuerdo entre todas las fuerzas partidarias. 
Estoy convencido de que así debe ser, pero no me lo pidan 
en 2018, porque prácticamente ya llegó. ¡Por algo esto se 
empezó a discutir en 1995! Es uno de los temas que se 
discuten al principio de los períodos de gobierno, y hay 
quienes casi que desde el 2 de marzo, desde que empezó 
este Gobierno, están en campaña electoral. ¡Ni que hablar 
del año 2018! 


Estos son cambios muy profundos que es necesario 
analizar, y creo que en algún momento todo el sistema de 
partidos junto con las organizaciones tendremos que sen- 
tarnos a discutir porque, de lo contrario, la realidad nos va 
a pasar por encima. 


En esa oportunidad dijimos algo que ya he menciona- 
do acerca de que no hubo voluntad política. ¡No la hubo! Y 
también hablé del tamaño que teníamos, aunque es cierto 
que le erré —como decía el señor senador Delgado— porque 
había un Gobierno de coalición, o algo así; no recuerdo 
bien el nombre lindo que le habían dado a la unión de los 
dos partidos tradicionales. 


En aquel momento señalábamos que el Gobierno enfa- 
tiza en el efecto financiero que se obtendrá con la reforma: 
reducir el déficit del sistema, así como la disminución de 
las inequidades que resultan de la obtención de benefi- 
cios que no corresponden con los aportes efectivamente 
realizados. Sin embargo, la caja militar y la caja policial 
participan destacadamente en la acentuación de los men- 
cionados defectos del sistema vigente y no se las incluye 
en este proyecto. 


Como bien decía la señora senadora Passada, la caja 
policial se reformó muchos años después —durante nuestro 
Gobierno—, y la caja militar todavía está en discusión en 
términos muy suaves, desde mi punto de vista, para lo que 
debería ser la eliminación del déficit. 


Continuando con nuestras expresiones, en aquel en- 
tonces abrigamos la esperanza de que en el proyecto que 
enviara el Poder Ejecutivo en los plazos que se indicaban 
—había plazos para enviar la reforma de las cajas policial y 
militar— existiera correspondencia entre los aportes y los 
servicios para que no se siguiera afectando gravemente 
el principio de igualdad entre los ciudadanos. Aclaro que 
sigo manteniendo estas ideas. La reforma del sistema de 
seguridad social no iba a tener solidez si conjuntamente 
con ella no se modificaban las bases de su financiamiento, 
lo que requería revisar el sistema tributario en su conjunto, 
con riesgo, en caso contrario, de que se desvirtuara aún 
más el mismo en cuanto al instrumento para redistribuir 
progresivamente la renta. El sistema tributario ya se re- 
formó. Los únicos tributos personales a la renta —decía- 
mos entonces— que se pagan en el Uruguay sin contemplar 
siquiera la capacidad contributiva personal total son los 
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aportes de los trabajadores al Banco de Previsión Social 
y el impuesto a los sueldos que existía en aquella época. 


Ahora viene uno de los temas que consideramos fun- 
damentales, y a propósito expresamos que la tasa de nata- 
lidad en nuestro país es muy baja, está concentrada en los 
sectores más carenciados de la población, con el agravante 
de la emigración juvenil por falta de oportunidades. Esto 
era en aquella época. Como consecuencia de esta tenden- 
cia se verifica un proceso de envejecimiento de la pobla- 
ción, que pone en peligro la solidaridad intergeneracional. 
La garantía de una vejez protegida está dada por la can- 
tidad de jóvenes que aportan, por eso la solidaridad debe 
ser entendida en una doble vía de los jóvenes hacia los 
mayores, así como de estos hacia los jóvenes. Este debate 
está vigente y hay que prestarle atención. 


Estamos tratando, señora presidenta, de resolver con 
la mayor equidad posible —que nunca se alcanza— un pro- 
blema que tiene como origen una falla en el diseño de la 
ley de 1996 que perjudica a quienes fuimos obligados a 
incorporarnos a un sistema que debió haber sido gradual. 
Una reforma efectiva tendría que haber ocurrido treinta 
años después, en la plenitud de su derecho, y lo demás 
debió ser un régimen de transición sin tener más topes 
jubilatorios. Sin embargo, fue lo que se pudo hacer y así 
debió transcurrir. No voy a decir que la reforma no operó 
en algún sentido evitando males mayores porque sería un 
atrevido; creo que es perfectible, y nosotros presentamos 
un proyecto de sistema mixto alternativo con ese ahorro 
individual complementario. 


Ahora bien, se dice que nosotros —los que pertenece- 
mos al sector de Astori- perdimos pero —como ya expresó 
la señora senadora Payssé— quiero aclarar que los fren- 
teamplistas no nos movemos en clave de ganadores o per- 
dedores. En todo caso, a quienes se miden así les puedo 
decir que lo único que dijimos fue que el proyecto tal cual 
estaba no lo íbamos a votar y se cambió; si imaginaron 
que decíamos otra cosa —no lo digo por el señor senador 
Heber—, lo lamento. Nosotros debatimos. 


En cuanto a las proyecciones, debo decir que en la opi- 
nión pública hubo quienes se quejaron y acusaron a los 
diputados de ignorantes por hacer proyecciones a treinta 
años, cuando la vida de la gente después de jubilada no 
supera los veinte años. Esas proyecciones no las hicieron 
los diputados sino el Banco de Previsión Social y no quie- 
ro ofender a los técnicos de dicho organismo acusándolos 
de tontos, tal como se hizo en las redes con los diputados. 
¿Por qué se ponen treinta años? Porque hay veinte años de 
sobrevivencia y diez de pensiones de los que heredan, pese 
a los recortes que hubo en 1996, que no fueron suaves. 


Insisto en que antes de 1996 no había historia laboral. 
Incluso puedo mencionar el caso de la Mutualista Israelita 
del Uruguay, cuyos trabajadores van con los recibos de 
sueldo —hay quienes los guardaban— y no les pueden reco- 
nocer los años porque nunca se hicieron los aportes. Ade- 
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más, no hay a quien reclamar porque la mutualista cerró y 
el BPS no reconoce esos años. ¿De qué sirve tener un reci- 
bo de sueldo si no se hicieron los aportes? Para la persona 
es un consuelo, pero no tiene ningún valor. Estas cosas 
pasan y es muy difícil reconstruir la historia laboral de 
alguien cuyo patrón no hizo los aportes correspondientes 
o no se sabe dónde los hizo. De estos casos está plagado el 
BPS y no alcanza con llevar testigos. Entonces, la historia 
laboral se empieza a construir en 1996 con aquellos secto- 
res que aportaron. 


Hay otro aspecto que quiero plantear y que nadie ha 
mencionado. Tenemos una contradicción como sociedad 
—me incluyo— porque muchas personas reclaman el siste- 
ma de reparto pensando en el ahorro individual. ¿Cuál es 
el razonamiento? La gente dice, por ejemplo: «Que me den 
lo que me corresponde por los aportes que hice», pero eso 
no tiene nada que ver con el sistema de reparto, que con- 
siste en que los activos de hoy les pagan a los pasivos de 
hoy, y los de mañana les pagarán a los pasivos de mañana. 
¡No tiene que ver con el ahorro individual! 


En definitiva, hay una contradicción porque se reclama 
reparto pensando en el ahorro individual; es un lío que 
tenemos en la sociedad y hay que resolverlo. Creo que el 
sistema mixto encuentra un equilibrio porque contempla 
la parte del ahorro individual. De lo contrario, ¿saben qué 
pasaba? Como uno se jubilaba teniendo en cuenta los tres 
últimos años, los señores de grandes sueldos que podían 
hacerlo eludían el momento hasta que les aumentaban el 
sueldo y entonces se jubilaban. Los que tienen más posi- 
bilidades de ganar mayores sueldos son los que están más 
preparados para estas cosas. El resultado era que se apor- 
taba por los últimos tres años y el sistema de reparto no 
recibía. ¡Hay que decir toda la verdad! 


SEÑOR MIERES.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR PINTADO.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador. 


SENOR MIERES.- Señora presidenta: el planteo del 
señor senador Pintado para descartar la hipótesis del 
cómputo de los aportes anteriores está, de alguna manera, 
desacreditado porque el propio Banco de Previsión Social 
en el 2012 lo presentó como una solución. El banco podría 
haber dicho: «No, es imposible, porque no hay forma de 
conseguir los aportes anteriores», pero no lo hizo; y ayer, 
cuando se lo preguntamos, tampoco supo explicar por qué 
no lo hizo. Nos dijo que era poca plata, etcétera, pero no 
que era imposible, al contrario. También se lo pregunta- 
mos a los representantes del Ministerio de Economía y 
Finanzas y tampoco dijeron que fuera imposible, sino que 
no había sido considerado. 
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En el Ministerio de Economía y Finanzas hay, incluso, 
un documento que no solo establece esta opción, sino que 
la cuantifica en el entorno de los USD 1.200 millones, que 
es la mitad de lo que el ministerio dice que va costar esta 
solución. 


Por lo tanto, quiero decirle al señor senador Pintado 
que desde el propio Estado y desde el Gobierno se ha ma- 
nejado esta solución alternativa, que sería más barata y 
más justa, porque de alguna manera incluiría lo que, en 
definitiva, cada ciudadano, hoy cincuentón, aportó duran- 
te su vida a su régimen de jubilación, tanto en el pilar soli- 
dario como en el de cuentas individuales. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Por lo general, soy claro y utilizo 
bastante bien el idioma aunque dos por tres mezcle el lun- 
fardo, pero lo hago como un ejercicio de conocimiento de 
otros idiomas. 


Lo que dije fue que no se puede reconstruir la historia 
laboral y que el Banco de Previsión Social ofreció recono- 
cer los aportes. No es lo mismo reconocer aportes que re- 
construir la historia laboral. Eso fue lo que dije y no tengo 
discrepancias en eso, solo que optamos por otro camino; 
nada más. Solamente destaqué un hecho porque me gusta 
llamarle a las cosas por su nombre, si no, entreveramos 
y se transforma en un cambalache: la biblia y el calefón. 
Así no va. 


Insisto: en el año 1995 propusimos un sistema mixto, 
en etapas, más largo y gradual, pero no hubo voluntad po- 
lítica para llevarlo adelante. Ahora bien, tampoco estoy 
de acuerdo. Sé que los uruguayos no somos tontos —sin 
duda, no lo somos—, pero acá hay una especie de creencia 
de que la mayoría de los consumidores tomamos las de- 
cisiones económicas en función de lo que indica la teoría 
de la oferta y la demanda. No es tan así para la mayoría 
de los consumidores. El mercado funciona con otros fac- 
tores que distorsionan esa libertad de decisión de la que 
hablaba Adam Smith donde todo el mundo tiene toda la 
información. Los que conocemos la rentabilidad de las 
AFAP, dentro del universo de afiliados, somos muy pocos. 
La gente no está todo el día con la calculadora, porque a 
veces falta información. No tenemos un consumo tan in- 
formado, y a veces compramos cosas más caras porque la 
propaganda las vende así y no tomamos la decisión con un 
criterio de objetividad, como decía Adam Smith o David 
Ricardo. Eso funciona en la teoría. Lo mismo sucede con 
lo del reparto; algunos creen que el sistema de reparto es 
lo predominante en la sociedad uruguaya como mentali- 
dad, pero yo creo —como Antonio Gramsci— que el capi- 
talismo ha generado sentido común en toda la sociedad, 
que razona en clave capitalista aunque esté en contra del 
capitalismo. Eso está comprobadísimo. 
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Entonces, no se da ni una cosa ni la otra; ni tomamos 
decisiones por una pureza económica bien informados 
—donde se ponen en juego el sentimiento, el impulso y 
todas esas cuestiones que manejan los que venden-, ni 
tomamos todas las decisiones en clave de solidaridad, por- 
que estamos en la sociedad que estamos. Puede pensarse 
que algunos actores vean un atajo para derribar las AFAP. 
Acá se planteó que hay gente que está buscando atajos. 
La verdad es que no lo percibo así, porque no pienso que 
mis compañeros actúan deshonestamente y que son arte- 
ros que no dicen lo que piensan. No creo que me presenten 
un proyecto para engañarme —en ese caso estaría mirando 
desde otra óptica— y no tengo pruebas de esas situaciones 
que se mencionaron en sala. Sé que hay convicciones, pero 
pensar que esas convicciones se manifiestan en forma ar- 
tera y oculta en un proyecto de ley, es una situación muy 
grave. No me planteo esa posibilidad como hipótesis. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR PINTADO.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir la señora senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora presidenta: quiero re- 
tomar lo que mencionó el señor senador Pintado sobre 
Goebbels al comienzo de su intervención, porque voy a 
hacer referencia nuevamente a algunos aspectos que quie- 
ro que queden absolutamente claros. Me voy a referir a la 
versión taquigráfica de la sesión del Senado del 3 de agos- 
to de 1995 —no a la del 23 de agosto—, cuando se aprobó 
el proyecto con el voto negativo del Frente Amplio y del 
sector que integro que es el del señor ministro de Econo- 
mía y Finanzas, a quien le han atribuido haber votado el 
proyecto en esa oportunidad. 


Voy a hacer referencia a ocho puntos de la intervención 
que hizo Susana Dalmás que fue la que informó como re- 
presentante de nuestro sector en la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social. Aprovecho para decir que 
el entonces senador Astori fundamentó su voto haciéndo- 
se de las palabras de la señora senadora Dalmás y agregan- 
do algunos conceptos. 


Obviamente, es coincidente la conceptualización con 
lo que ha detallado el señor senador Pintado de su infor- 
me en la Cámara de Representantes. Antes de aclarar los 
puntos en cuestión, la entonces senadora Dalmás decía: 
«El proyecto de ley en discusión, presentado por el Poder 
Ejecutivo, no constituye para nosotros el instrumento más 
adecuado para resolver esta situación —a partir de la cual 
se puso en consideración el proyecto—. En primer lugar, a 
nuestro entender, este proyecto introduce, más allá de su 
componente de solidaridad —que sí lo tiene— un sistema de 
ahorro individual que en algún tramo, es obligatorio y, en 
otro, es opcional». Eso no nos termina de convencer, no 
tiene límites precisos. 
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Más adelante continúa: «En segundo término, que- 
ríamos manifestar que, para nosotros, esto provoca una 
excesiva disminución de las prestaciones. En el caso de 
las tasas de reemplazo, se puede apreciar que son consi- 
derablemente menores con respecto a las vigentes y no se 
discrimina a los pasivos que perciben salarios más bajos». 
Es una síntesis apretada de todo el desarrollo de sus con- 
ceptos. 


Luego dice: «En tercer lugar, existe —y esto lo quiero 
recalcar— una fuerte razón de desaprobación al proyecto 
de ley, en lo que tiene que ver con el tratamiento que este 
le da a la edad mínima de retiro para la mujer. Nosotros 
entendemos que en la sociedad uruguaya impera una cul- 
tura que incide bajo la forma de una gran recarga de traba- 
jo y que descansa, inexorablemente, sobre las espaldas de 
las mujeres». Entonces, no concebimos apoyar que no se 
contemple semejante circunstancia. 


Continúa diciendo: «En cuarto lugar, debo expresar 
que, sobre el tema del reconocimiento de servicios —en 
esto, pido atención—, entendemos sumamente positiva la 
creación de la historia laboral de cada afiliado que, inclu- 
sive, ya se ha comenzado a implementar, que permitirá 
tener al día la información requerida y en una mayor me- 
dida cuándo llegue el momento del retiro. El conocimien- 
to de los aportes realizados y de todos los datos de cada 
trabajador activo y de cada empleador permitirá, de por sí, 
una mejor gestión del Banco de Previsión Social, algo que 
absolutamente todos reconocemos como imprescindible». 
Y sigue la argumentación, no existía la historia laboral. 


Luego dice, en quinto término, que en el título IX se 
hace alusión a las empresas unipersonales. A ese respecto, 
expresa: «A nuestro juicio, en esta disposición se formali- 
za una deformación del contrato de trabajo que es expre- 
samente la sustitución». 


Como sexto punto, decía: «no estamos convencidos de 
que sea positivo facultar, en una forma tan genérica, al 
Poder Ejecutivo, para rebajar los aportes patronales». 


En séptimo lugar, señalaba: «Me refiero a las entidades 
receptoras de fondos de ahorros previsionales privadas 
con fines de lucro [...] uno de los puntos más importantes 
—diría que el más importante— es que tenemos de diferen- 
cia con este proyecto de ley». 


Como octavo punto, decía Susana Dalmás: «Por úl- 
timo, hemos sostenido en reiteradas ocasiones —no solo 
nosotros, sino todos los sectores— que esta reforma por 
su característica y su profundidad debería ser articulada» 
—como lo expresaba el senador Pintado— «como produc- 
to de un gran acuerdo social y nacional, lo más amplio 
posible. Pensamos que este acuerdo debería incluir a la 
coalición de gobierno, a los demás partidos políticos que 
tienen representación parlamentaria y a los sectores socia- 
les involucrados». 
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Finalizo mi intervención, señora presidenta, diciendo 
que yo quería traer a la memoria, recuperar, lo que fue no 
solo nuestra postura política sino también el análisis ex- 
haustivo que mi querida compañera Susana Dalmás ofre- 
ció en esta sala el 3 de agosto de 1995, 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Ha llega- 
do a la mesa una moción en el sentido de que se prorrogue 
el tiempo de que dispone el orador. 


Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota). 

—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor senador Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Casi que finalizando, señora pre- 
sidenta, quiero decir que el proyecto que vamos a votar 
hoy, desde nuestro punto de vista pretende solucionar una 
Injusticia para un sector de la población que tiene más de 
50 años de edad y que fue obligado compulsivamente a 
afiliarse a una AFAP —en el que estoy incluido—, de la for- 
ma más equitativa posible, pero no resuelve el tema de la 
seguridad social ni mucho menos. 


La seguridad social, señora presidenta, seguirá en 
agenda. Hay que resolver más temprano que tarde los re- 
tiros militares; hay que discutir una nueva edad de retiro. 
Quiero poner este tema sobre la mesa pero creo que tam- 
bién se tienen que cambiar algunos paradigmas. Se debe 
tomar en cuenta toda la vida laboral. En el año 1995 se 
logró una aproximación a una solución pero muchos tra- 
bajadores de la clase obrera uruguaya fueron perjudicados 
porque no se consideró toda su vida laboral. Cuando se 
produjo el auge de la industria textil, de la industria de la 
carne, la aguja y las curtiembres, esos trabajadores gana- 
ban salarios muy buenos que no pudieron verse reflejados 
en su jubilación. Con la crisis de ese sector productivo, 
terminaron trabajando de serenos, de porteros, y recibie- 
ron una jubilación que estaba tremendamente alejada de 
lo que habían aportado en sus mejores años de vida la- 
boral. Lo que pasa es que esta reforma se pensó en clave 
de funcionario público, en la que se ingresa en el escalón 
más bajo y se va siguiendo una escalera ascendente. Hoy 
la vida laboral no es eso, por decisión de las empresas y 
de los propios trabajadores; los jóvenes no aguantan en un 
trabajo más de dos o tres años, están cambiando perma- 
nentemente. Yo entré al Casmu e imaginé mi vida laboral 
jubilándome como funcionario de esa institución; no es- 
taba la hipótesis de ser legislador. Todos entrábamos a un 
trabajo pensando que de ahí no íbamos a movernos nunca, 
pero esa no es la realidad actual. Por eso creo que hay que 
poner una edad de retiro y tomar en cuenta que la gente se 
pueda jubilar independientemente de la cantidad de años 
que haya trabajado, es decir que si trabajó tres años y le 
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pagan cinco pesos de jubilación, tiene que tener ese dere- 
cho. Donde hay que establecer los fuertes estímulos y el 
salario mínimo jubilatorio es cuando se tienen 35 años de 
trabajo. Ahí sí debe haber un salario mínimo jubilatorio y 
altos estímulos posteriores. Pero hay muchas mujeres, en 
los tiempos en que solo trabajaban los hombres, que enviu- 
daron y no se pudieron jubilar bien porque trabajaron solo 
diez años. ¡Eso lo tenemos que solucionar! 


Hay que tener en cuenta los cambios tecnológicos por 
los que las máquinas sustituyen a las personas. Y eso no 
va a venir dentro de 30 años sino dentro de cinco. Yo vi 
en China y en Japón cómo una impresora 3D arma una 
casa con cemento, con todas las molduras que se quiera. 
¿Cuánta mano de obra se sustituye allí? No es que todo el 
mundo vaya a quedar sin trabajo pero eso afecta a la segu- 
ridad social. La Cepal en los años noventa planteaba que 
había que aportar a la seguridad social por el valor agre- 
gado que se generaba y no por la cantidad de trabajadores. 
Con eso se evitaba al empleador que tuviera que tomar 
la decisión entre contratar un empleado más o despedir 
uno y comprar una máquina. ¡En algún momento vamos 
a tener que llegar a que las máquinas tengan que aportar a 
la seguridad social! Pero en la era de Internet, cuando las 
aplicaciones son prácticamente las patronales, ¿cómo les 
cobramos? 


Estos son los temas que están en debate. Por eso digo 
que la agenda de la seguridad social no se termina. 


También tenemos que considerar a las inversiones en el 
exterior. Creo que hay que discutirlo. ¡Las inversiones en 
infraestructura!, por supuesto, tuteladas. Nosotros apoya- 
mos aspectos de la ley que decían que, por ejemplo, si se 
compraban títulos, había que depositarlos en un cofre del 
Banco Central para que nadie se los llevara del país. Hay 
que ir apelando a mecanismos de ese tipo. Como señalaba 
el señor senador Larrañaga, hay que ver cómo mejoramos 
la seguridad social a partir de cuatro factores: productivi- 
dad, empleo, crecimiento y competitividad. 


Por último, señora presidenta, creo que hay que asegu- 
rar el derecho a jubilarse independientemente de los años 
que se hayan trabajado, pero se debe aumentar la edad de 
retiro y los estímulos se tienen que dar a partir de los 35 
años de trabajo. 


Yo creo que todos somos conscientes —pero hay que 
explicárselo también a la población— de que los recursos 
son limitados. El Estado uruguayo tiene en su futuro in- 
mediato algunas erogaciones muy necesarias para el país, 
pero que recortan recursos. Me refiero, por ejemplo, al fe- 
rrocarril que insumirá USD 200:000.000 por año. Por otro 
lado está la educación, a la que no quiero renunciar; no 
quiero que esté a costas del 6 % del producto bruto interno 
hacia el que vamos. También podríamos hablar de la salud, 
del sistema de cuidados y de los retiros militares. Todos 
son gastos que hay que hacer y que no pueden ser a cuenta 
de las nuevas generaciones ni implicar una pérdida en la 
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agenda de derechos. ¡Pero no se puede prometer lo que 
no se tiene! Es un principio de realidad. Y como no hay 
demasiado espacio para obtener recursos internamente, 
lo único que queda es una mejor inserción internacional 
con acuerdos de preferencia comercial que nos permitan 
vender más y mejor nuestra producción. Y eso va a termi- 
nar aumentando la recaudación para mejorar la seguridad 
social y su financiación. 


Hoy, al principio del debate, había quienes desde la 
oposición nos estimulaban a sustituir el capitalismo, a no 
tomar en cuenta las consecuencias jurídicas y económicas 
de decisiones que, aunque nos hubiera gustado tomar, no 
las podíamos adoptar por una cuestión de responsabilidad 
jurídica y económica. Eso sería como arremeter contra 
todo lo que no nos gusta, salteándonos toda la institucio- 
nalidad y las consecuencias económicas. A eso nos esta- 
ban invitando hoy temprano algunos señores senadores. 
Yo les digo lo que un día un brasileño —que murió hace 
poco—, Marco Aurelio García, me dijo: «Una cosa es ganar 
una elección y otra es hacer una revolución». Y nosotros, 
señora presidenta, hemos ganado una elección y hemos 
elegido el camino de los cambios institucionales, demo- 
cráticos, graduales, para ir mejorando las situaciones de 
injusticia que Uruguay tenía. ¡Y vaya si hemos mejorado! 
¡Vaya si hoy tenemos un país más igualitario; no libre de 
injusticias, pero más igualitario! 


Por estas razones es que nosotros estamos apoyando 
este proyecto de ley aunque hubiéramos deseado que to- 
dos los que dicen apoyar la causa, aun reivindicando sus 
posturas diferentes, hubieran levantado su mano acompa- 
ñando la solución efectiva. No lo habremos puesto en el 
programa de gobierno, pero está en el programa de solu- 
ciones legales que les está ofreciendo el Frente Amplio a 
la ciudadanía y a este sector de la población. 


Es cuanto tenía para decir, señora presidenta. 
Muchas gracias. 
SEÑOR DE LEÓN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR DE LEÓN.- En primer lugar, creo que la ban- 
cada oficialista está convencida de que con este proyecto 
de ley se está atendiendo una injusticia muy grande co- 
metida a partir de la reforma realizada en la década de 
los noventa; me parece que eso es lo fundamental. Todos 
coincidimos en el debate que estábamos frente a un pro- 
blema para el que había distintas alternativas planteadas. 
Nosotros tenemos la tranquilidad, la seguridad y la certe- 
za de que a través de este proyecto de ley estamos dando 
solución a un problema que durante mucho tiempo han ve- 
nido planteando los llamados «cincuentones». 
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Obviamente, el tema de fondo es que tenemos que ir 
evaluando una reforma previsional. Por supuesto que he- 
mos coincidido con varios de los aspectos que aquí se han 
planteado en el sentido de que esto tiene que estar den- 
tro del marco de la discusión de qué modelo de desarrollo 
queremos. Como lo planteaba el señor senador Larrañaga, 
la discusión de qué sistema queremos tener en el futuro 
tiene que estar dentro del debate sobre el modelo de desa- 
rrollo que deseamos. 


Otro de los aspectos planteados —creo que parte de la 
discusión ha seguido ese camino— refiere a los modelos de 
sistema previsional que setendrán en el futuro. Hay aspectos 
demográficos importantes que tenemos que atender con 
políticas cada vez más activas. El señor senador Pintado 
decía que se deberán aumentar las tasas de natalidad de 
determinados sectores de la población en lugar de lo que 
está ocurriendo hoy en día. Es decir, hay aspectos de fondo 
que tienen que acompañarse por una discusión en el futuro 
sobre una reforma de estas características. Creo que esta 
ha sido una de las coincidencias en este debate. 


Varios de los señores senadores preopinantes han ma- 
nifestado que acá se quiere beneficiar a trabajadores de 
ingresos medios intentando enfrentarlos con otros trabaja- 
dores. Nosotros estamos convencidos de que esta solución 
es para un sector de trabajadores que tal vez no sea el que 
tiene mayores problemas en el país, pero que sí necesita 
una solución justa. Por lo tanto, no tenemos ningún pro- 
blema en buscar una solución de este tipo para este sector 
tan importante de trabajadores y, por las modificaciones 
que ha tenido el proyecto, también para los jubilados. 


Este proyecto de ley que vamos a aprobar en el día de 
hoy tiene como base la iniciativa enviada por el Poder Eje- 
cutivo, y después de una larga y fructífera discusión fue 
modificado en algunos aspectos. No obstante, creo que el 
objeto principal sigue siendo el que se planteó en la pro- 
puesta original, es decir, buscar una solución definitiva a 
este grupo de trabajadores. 


Si bien han sido planteados algunos temas, voy a refe- 
rirme particularmente a dos. En primer lugar, con respec- 
to al tema de las comisiones, yo creo que está bien que el 
Estado intervenga en algunas cuestiones. Es evidente que 
estos temas no los resuelve el libre mercado, aspecto que 
varios de los señores senadores preopinantes han dejado 
claro. El señor senador Otheguy señalaba la rentabilidad 
que han tenido las empresas y cómo eso ha permeado ha- 
cia los trabajadores; por otro lado, esa situación también se 
ha visto reflejada en el lucro vinculado a las comisiones. 
Estamos hablando de que las comisiones de las AFAP de 
capitales privados están —hasta que se vote este proyec- 
to de ley— entre un 128 % y un 170 % por encima de las 
que cobra República AFAP. Nosotros consideramos que 
hay algunos aspectos en los que tenemos que intervenir 
porque, como hemos visto, esto no se resuelve por la vía 
del libre mercado. Esto también lo vamos a hacer —ya lo 
estamos haciendo— en el tema de los aranceles de las tar- 
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jetas de crédito, en aspectos vinculados a la inclusión fi- 
nanciera. Es decir, donde vemos que surgen injusticias, no 
tenemos ningún problema en intervenir porque creemos 
que el Estado tiene la obligación de hacerlo. 


Otro aspecto que queremos destacar de este proyecto 
de ley —porque es una de las ideas principales y creo yo 
una de las más importantes— es que rápidamente los re- 
cursos del equivalente de los trabajadores que tomen la 
decisión de pasarse, serán volcados por las AFAP a ese 
fideicomiso que va a crear el BPS. Creemos que este es 
un elemento muy importante porque se van a poder seguir 
manteniendo las rentabilidades que traspasarán las AFAP 
pero también se tendrá la oportunidad de buscar alternati- 
vas como las que varios señores senadores han planteado, 
relacionadas con infraestructura. Nosotros estamos con- 
vencidos de que esta puede ser una herramienta extraordi- 
naria e innovadora. Hace pocos días, el prosecretario de la 
Presidencia de la República, señor Roballo, planteaba por 
qué hasta ahora las AFAP no habían decidido invertir en 
infraestructura. Nosotros estamos de acuerdo en que esa 
pueda ser una alternativa, no para sustituir lo que se viene 
haciendo sino para complementar rentabilidades menores 
de más largo plazo, pero con fuerte impacto para el país 
como son algunas de las obras de infraestructura que el 
Uruguay está demandando y que son necesarias para el 
desarrollo productivo, para el bienestar de los ciudadanos 
y, fundamentalmente, para la generación de empleo. 


Estas son las razones por las que estamos convencidos 
de apoyar este proyecto de ley. Algunos de los aspectos 
más importantes son la regulación de estas comisiones 
y la creación del fideicomiso. No obstante, no podemos 
plantear que esta solución puntual, que es la única que 
consideramos viable para al menos mitigar el problema 
que tenemos, se tiene que mezclar con una discusión de 
fondo respecto al sistema de seguridad social que hoy tie- 
ne el país. 


Y cuando se habla de los costos del sistema, tenemos 
que decir que ello está vinculado a las decisiones políti- 
cas que se tomaron relacionadas con la formalización y 
la mejora de las pasividades. Sabíamos que esas decisio- 
nes políticas que se tomaron iban a tener estos impactos. 
Obviamente esto tiene que ir acompañado del análisis de 
una reforma a fondo de la seguridad social. Creo que te- 
nemos que hacerlo sin dogmatismos aunque sabemos que 
partimos de una base ideológica diferente. Tal vez haya 
que revisar muchas de las cosas que se hicieron hasta el 
momento. Quizás esta experiencia tan importante que se 
va a tener con la creación de un fideicomiso manejado por 
el Estado —que a su vez el fiduciario sea una empresa cien 
por ciento estatal, como República Afisa o la CND- se 
tenga que analizar en el futuro en el momento de discutir 
y estudiar una nueva reforma. 


SEÑOR PARDIÑAS.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 
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SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador Pardiñas. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Muchas gracias. 


En primer lugar, quiero traer a colación algo que se 
dijo en los debates sobre la reforma de la seguridad social 
en la década de los noventa —que varias veces fue intro- 
ducido hoy, en este intercambio—, que fue precisamente 
donde se originó la ley que hoy queremos modificar. Du- 
rante esas discusiones, nuestro compañero, el entonces 
diputado Guillermo Chifflet, decía que «no podemos de 
ninguna manera pretender equilibrar ingresos y egresos 
sin considerar si desequilibramos aún más nuestra socie- 
dad». Nos parece que este es un tema de enorme significa- 
ción en momentos de hablar de la seguridad social; es muy 
importante tener presente las cuentas fiscales de un país, 
en particular el nuestro, pero también tenemos que consi- 
derar la cuenta social. En relación con la seguridad social 
y, en particular, con este problema que estamos intentando 
solucionar, nos parece que este aspecto tiene una enorme 
significación. ¿Por qué digo esto? Porque aquí hasta se ha 
llegado a plantear que con esta propuesta estamos esta- 
fando a quienes están demandando una solución para el 
problema. En lo personal, no me siento un estafador y tam- 
poco culpable de querer resolver este asunto que se generó 
en otro momento y por responsabilidad de otros actores, 
no del Frente Amplio. Se trabajó en esa línea y esta es la 
alternativa que se encontró. 


Aquí se ha sugerido que hay una cierta competencia 
dentro del Frente Amplio y, si bien es cierto que a veces 
caemos en los perfilismos y eso nos duele y dificulta la 
solución de algunas discusiones, en la tarde de ayer el se- 
ñor ministro de Trabajo y Seguridad Social fue muy claro 
cuando dijo que tanto el primer proyecto que envió el Po- 
der Ejecutivo e ingresó a principios de agosto, como el se- 
gundo, son muy buenos. Agregó que «si bien son parcial- 
mente distintos y levemente diferentes en algunos puntos, 
son sustantivamente iguales en aspectos relevantes». Por 
lo tanto, este es un elemento que consolida la acción que 
llevó adelante el Poder Ejecutivo y el trabajo que se ha 
venido haciendo desde la bancada del Frente Amplio para 
resolver el tema. Creo que también se consolida porque 
la participación de los responsables institucionales del 
Gobierno ha sido consecuente con las necesidades de in- 
formación que se han planteado. Quiero dejar esto claro 
porque aquí se ha generado un manto de duda en el sentido 
de que se preguntaron ciertas cosas que el Gobierno no 
respondió. En ese sentido, nosotros hacemos una interpre- 
tación muy diferente a lo que aquí se ha planteado como 
duda con respecto a la actitud de los representantes del 
Gobierno. 


En cuanto a la situación previa al año 1996, el pre- 
sidente del BPS fue muy claro y dijo que esa fórmula 
fue tomada en cuenta en esos meses, en lo que se llama 
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«bono de reconocimiento», que es hacer una cuenta fic- 
ta pero es otra solución totalmente distinta. Reiteró que 
en el año 2012, cuando se envió el proyecto de ley, el 
foco no estaba puesto en el sector de los cincuentones 
sino en cualquiera que tuviera aportes anteriores a 1996. 
Luego, el señor presidente reafirma que antes de ese año 
no existía la cuenta personal. Entonces, ¿a qué refiere el 
presidente del BPS? A aquellos que tuvieran aportes vali- 
dados dentro del Banco de Previsión Social. Por lo tanto, 
no es una cuestión como la que se ha planteado aquí en 
el sentido de que se pudiera optar por una alternativa dis- 
tinta en ese momento. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador De León. 


SEÑOR PARDIÑAS.- ¿Me permite otra interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador Pardiñas. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Señora presidenta: reitero que 
es muy importante dejar en claro estas cuestiones cuando 
se pone un manto de duda sobre las cosas que ocurren. 
Nuestra fuerza política y nuestro Gobierno se han hecho 
responsables por solucionar los problemas del país. Si 
en el futuro esto trae aparejado un costo aproximado 
de USD 1.600:000.000, será por hacer las cosas con 
responsabilidad y porque a esta gente hay que darle 
soluciones. No queremos una reforma de la seguridad 
social al estilo de lo que se está llevando adelante hoy en 
Argentina, que implica rebajar las jubilaciones, aumentar 
indiscriminadamente la edad de retiro y, encima, castigar 
más al sector trabajador. Creo que cuando hablamos de 
una reforma de la seguridad social tenemos que pensar 
cómo la construimos, con una mirada estratégica del 
desarrollo del país que queremos. Sin lugar a dudas, hay 
bases ideológicas que nos distinguen y, en lo personal, no 
me ofenden cuando dicen que aquí tomamos definiciones 
en base a la ideología; sí lo hacemos, mientras hay otros 
que se esconden a la hora de hablar de ideologías pero 
toman decisiones basadas en las suyas, que son las que 
han generado injusticias tan grandes como la que hoy se 
intenta reparar. 


Para finalizar, reitero lo que dije al principio: propone- 
mos con responsabilidad que se vote este proyecto de ley 
como forma de reparar una injusticia que generaron otros. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador De León. 


SEÑOR DE LEÓN.- Señora presidenta: para terminar 
quiero destacar dos aspectos. 
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Hace semanas que venimos escuchando cifras de 
todo tipo, y hoy también, pero es muy difícil predecir el 
costo de esta decisión por todo lo que han dicho varios 
señores senadores preopinantes. Estamos hablando de una 
población que va de 25.000 a 70.000 personas; es muy 
difícil predecir su comportamiento a partir de la decisión 
que se tome. Obviamente, se dan cifras que sería bueno 
que fueran anuales para considerar su verdadero impacto, 
sobre todo cuando se habla de USD 3.000:000.000 o de 
USD 2.000:000.000. Habría que anualizarlas, ver cuál es 
su impacto y comparar con otras decisiones que se toman. 
También creo que permanentemente se ha intentado 
mostrar contradicciones en los análisis que se han hecho 
con respecto al costo de esta decisión. Como todos 
sabemos, el BPS ha hecho un trabajo muy importante y, 
en base a eso, el Ministerio de Economía y Finanzas hizo 
análisis de distintos escenarios, pero a partir de premisas 
diferentes, y eso es lo que terceros han utilizado para crear 
algún tipo de contradicción. 


Lo más importante es que estamos convencidos de que 
este es un costo que hay que asumir y que es muy difícil 
predecir cuál será el universo de trabajadores que van a 
tomar esa decisión. En definitiva, eso será lo que determi- 
ne el costo final de la decisión que estamos tomando en el 
día de hoy. 


Por último, se ha planteado que esta fue una decisión de 
último momento y a este respecto quiero recordar que este 
tema forma parte del programa de gobierno; en su momen- 
to fue elaborado por el Frente Amplio y está en su progra- 
ma. A continuación voy a leer un párrafo, que tiene que ver 
fundamentalmente con el lucro como uno de los aspectos 
centrales. Dice así: «Continuar el proceso de reforma del 
Sistema de Seguridad Social de forma tal que todos sus 
componentes converjan en base a los principios de univer- 
salidad, solidaridad, igualdad, suficiencia y participación 
social así como de equidad y viabilidad fiscal, apuntando 
a la extinción del lucro en el marco de una reforma estruc- 
tural del sistema y al mejoramiento de garantías para los 
trabajadores y sus familias». Como es obvio, para nosotros 
este ha sido y es un tema importante y vamos a seguir tra- 
bajando en busca de reformas que permanentemente gene- 
ren efectos positivos para los uruguayos. 


En definitiva, estamos convencidos de esta solución 
que votaremos en el día de hoy, que tiene como base el 
proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo y que ha 
recibido aportes importantes luego de una muy buena 
discusión, lo que va a permitir que aquí, en este Senado, 
podamos resolver un tema cuya solución viene siendo de- 
mandada fuertemente por un grupo importante de ciuda- 
danos. 


14) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Dese 
cuenta de un asunto entrado fuera de hora. 
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(Se da del siguiente). 


SEÑOR PROSECRETARIO (Luis Calabria).- «La Cá- 
mara de Representantes remite aprobado en nueva forma 
un proyecto de ley por el que se prorroga el plazo estable- 
cido en el artículo 116 de la Ley n.* 19535, de 25 de setiem- 
bre de 2017, Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal correspondiente al ejercicio 2016. 

—A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL». 


15) RÉGIMEN JUBILATORIO PREVISTO POR LA 
LEY N.* 16713 


SENORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Continúa 
el tratamiento del tema en discusión. 


SEÑOR CARRERA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SENOR CARRERA.- Señora presidenta: hoy aquí se 
dijeron muchas cosas, entre ellas, que teníamos que ha- 
blar sin ideologías y ser objetivos. Cuando escuchamos 
eso, nos preguntamos cómo vamos a sacarnos nuestras 
mochilas, nuestra forma de ser, nuestra forma de pensar y 
más cuando hablamos de un tema como el de la seguridad 
social, donde hay ideología. Pensando en la seguridad so- 
cial, debemos decir que sin solidaridad no hay seguridad 
social. Esta surge para cubrir ciertos riesgos, ciertas con- 
tingencias y acá hay ideología. 


Se habló de la historia y yo justamente había estudiado 
un trabajo de Ulises García Repetto que se refiere al tema, 
pero por razones de tiempo no voy a abordarlo. Creo que 
con la Ley n.* 16713 se abandonó el modelo del Uruguay 
batllista y pasamos de la solidaridad al egoísmo. Dejamos 
de aplicar aquella máxima que nos enseñó Artigas de que 
los más infelices deben ser los más privilegiados, que es 
la base de un sistema solidario. Tengo 39 años, pero en su 
momento milité en contra de la Ley n.* 16713; no compar- 
tía y no comparto la filosofía de esa ley. 


Creo que no se puede decir —como se dijo acá— que el 
sistema mixto es una panacea. Este sistema tiene una serie 
de problemas y el primero de ellos es el egoísmo; dejamos 
el sistema solidario y pasamos al egoísmo. Si uno analiza 
la rentabilidad a lo largo de los años, puede observar que 
la época en que las AFAP dieron una mayor rentabilidad 
a sus afiliados fue cuando al Uruguay le fue peor: la cri- 
sis de 2002. El momento en que hubo mayor desempleo y 
mayor caída del salario real fue cuando las AFAP dieron 
mayor rentabilidad y eso no podemos compartirlo. 


Hoy se dijo que no eran necesarias las leyes para dis- 
poner ciertas políticas públicas. Personalmente sí las con- 
sidero necesarias. El artículo 102 de la Ley n.* 16713 dice 
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que las AFAP pueden establecer libremente una comisión 
y es necesaria una ley para legislar en torno a ese tema. El 
Banco de Previsión Social realiza una tarea por la que no 
cobra, que es la de hacer todo el trabajo de recaudación y 
volcarlo a la AFAP. En el quinquenio 2005-2010, el BPS 
intentó empezar a cobrar por esa tarea y el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo lo anuló. ¡Vaya si necesi- 
tamos leyes para regular estos aspectos de la seguridad 
social! 


Acá hay errores de diseño. Por ejemplo, hoy la úni- 
ca empresa aseguradora que paga la renta vitalicia es el 
Banco de Seguros del Estado; por algo es. Acá existe un 
problema, hay cuestiones que son importantes y se están 
tomando medidas. 


Esta iniciativa que refiere a los cincuentones es una 
ley reparatoria justa y por eso vamos a acompañarla. No 
quiero hacer más mención a este tema porque ya se han 
referido a él los compañeros. 


Hoy llegaron a cuestionarnos por no tener un progra- 
ma de gobierno en torno a este tema. El señor senador De 
León fue muy claro cuando dijo que el programa del Fren- 
te Amplio hacía mención al lucro de la seguridad social. 
Nosotros no compartimos que haya lucro en la seguridad 
social, porque la seguridad social es otra cosa. 


Ahora quiero hacer mención a un punto que me pa- 
rece muy importante, que es el de la propuesta del tope 
a las comisiones de las AFAP. Dicho tope resulta ético y 
necesario, pone las cosas en su justa medida y comienza a 
tratar este sistema, no como un negocio para unos pocos, 
sino como lo que es: una prestación de seguridad social. 
Además, es justa porque establece los mismos topes en 
las comisiones para todas las AFAP. Al día de hoy, las 
comisiones de las AFAP de capitales privados son entre un 
128 % y un 169 % más altas que las de República AFAP. 
Esta última cobra 4,9 %; Unión Capital AFAP, 11,3 %; 
SURA, 12,6 % e Integración AFAP, 13,3 %. En 2016, el 
total cobrado por comisiones ascendió a USD 88:000.000. 
Dentro de ese total, las AFAP de capitales privados están 
cobrando casi USD 61:000.000, lo que representa un 70 % 
del total, pese a que solo administran un 43 % del fondo de 
ahorro previsional y abarcan un 56 % de los componentes. 


Esta modificación que propone la iniciativa, que 
consiste en multiplicar por 1,5 la comisión de República 
AFAP —que es la menor comisión del mercado— llevará a 
establecer un tope que no puede ir más allá del 7,4 %. Este 
es un cambio importantísimo en el régimen porque va a 
favorecer a todos los activos, ya que hay un peso significa- 
tivo de la comisión en la capacidad de ahorro y, por ende, 
en la cuantía de la prestación que recibirá el afiliado. En un 
trabajo del Banco de Previsión Social, de 22 de mayo de 
2013, se estima que por cada medio punto que aumenta la 
comisión de las AFAP, la prestación obtenida a posteriori 
por dicho afiliado se ve reducida en torno a un 4 %. Por lo 
tanto, por cada punto de comisión la prestación obtenida 
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se reduce casi un 8 %. Quiere decir que este es un cambio 
importantísimo, va en la lógica del programa de gobierno 
del Frente Amplio y tendrá un impacto muy positivo en 
todos los activos. Además, señora presidenta, va un poco 
en la lógica de la solidaridad. 


Realmente, considero que esta es una ley reparatoria 
de estricta justicia y resuelve la situación de un conjunto 
de habitantes de este país cuyos derechos fueron afectados 
por un mal diseño de la Ley n.* 16713. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: antes 
de empezar mi exposición quiero llamar la atención a la 
Mesa sobre la segunda frase del artículo 9.* que dice: «El 
fiduciario será seleccionado de acuerdo con lo previsto nu- 
meral 1)» y entre «previsto» y «numeral» debe decir «en 
el». Pese a que no voy a votar el proyecto de ley, me parece 
bueno que salga bien redactado. 


Señora presidenta: paga Dios. ¿Usted sabe lo que es 
«paga Dios»? Es una modalidad que se popularizó en Es- 
paña hace muchos años por la cual algunas personas, prin- 
cipalmente jóvenes, entraban en restaurantes, consumían 
y, cuando no los estaban mirando, se iban diciendo «paga 
Dios» y no pagaban la cuenta. Esa era la modalidad. Llegó 
a haber récords de eso. En un restaurante cien personas se 
levantaron juntas y no pagaron. ¡Fue un «paga Dios» de 
aquellos! 


Bueno, cuando leo este proyecto de ley, en especial el 
artículo 24 —que les pido que lean conmigo-, creo que este 
es un gran «paga Dios». Dice: «Los gastos que la apli- 
cación de la presente ley generare» —en realidad, debería 
decir «generaren»— «al Banco de Previsión Social, serán 
atendidos por Rentas Generales, si fuere necesario». ¡Paga 
Dios!; esto es así de claro. No es que nosotros no queramos 
atender la situación de los cincuentones, beneficiarlos y 
reparar su situación. ¡Claro que sí! ¿¡Quién no lo querría!? 
Pero USD 2.500:000.000 no; USD 3.700:000.000, sí; yo 
quiero también y quiero beneficiar a los otros jubilados, 
beneficiar a los niños y subirles los sueldos a todos. En 
el Uruguay, ¿quién no lo quiere? Lo que pasa es que uno 
tiene que actuar con responsabilidad, no puede recurrir 
al «paga Dios». He escuchado hoy acá, y lo han repetido: 
no hablen tanto de las cuentas públicas y del déficit fis- 
cal, sino de todo lo demás. Sí, claro que hay que hablar de 
todo lo demás, pero hay que conseguir los recursos para 
eso. Y no se puede, alegre e irresponsablemente, recurrir 
al «paga Dios» con algo así como USD 2.500:000.000. ¿Es 
justo? Sí; no vamos a discutirlo. ¿Hay que buscarle una 
vuelta? También. Pero no puede ser que no digamos de 
dónde van a salir los recursos. 
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Me permito recordarles algo a los señores senadores, 
algo que vivimos no hace mucho —hace unos meses—, 
cuando aquí discutimos el proyecto de ley de Rendición 
de Cuentas. El contador Astori —a quien sigo porque la 
verdad es que nos da buena información— nos hizo una 
de esas presentaciones profesorales, en PowerPoint, de las 
que él suele hacer, como ministro de Economía y Finan- 
zas. ¿Y cuál fue el punto más importante que nos señaló? 
Dijo que uno de los grandes problemas que hoy tenemos 
en el presupuesto nacional es el llamado «gasto endóge- 
no», fundamentalmente en prestaciones de seguridad so- 
cial, que vienen creciendo muy por encima de lo proyecta- 
do. En 2015, un 48 %; en 2016, un 21 %. Estamos hablando 
de gasto endógeno. ¡Qué facilidad tienen para ponerle es- 
tos nombres! ¡Es una cosa bárbara! El gasto endógeno lo 
estamos aumentando, no ya un poco, sino mucho más. ¿Se 
acuerdan que pusimos un impuesto al juego para recau- 
dar USD 10:000.000? Rascábamos la tabla porque Astori 
quería que le cerraran las cuentas. Tenía que ser perfecto. 
Bueno, pasamos de no poder cubrir USD 10:000.000 y te- 
ner que ponerle un impuesto al juego, a este «paga Dios» 
que no sé cómo vamos a hacer para arreglarlo. 


Después nos olvidamos de otras cosas que también 
manifestó Astori acá. Dijo que la aplicación de la ley del 
año 2008 tenía gran parte de la culpa de lo que estaba pa- 
sando en la seguridad social, pero hoy acá se ha negado 
eso. Quiero ser claro en esto: no lo dije yo, sino el señor 
ministro de Economía y Finanzas. Además, acusó y dijo 
que la votamos todos los partidos, y recuerdo que el se- 
nador Amorín expresó: «Discúlpeme, señor ministro, está 
equivocado. Nuestro partido no lo votó». Y el ministro 
Astori tuvo que mirar para abajo. Nosotros nos acorda- 
mos que en esta banca estaba sentado el entonces senador 
Isaac Alfie, que es un hombre muy responsable y lleva los 
números. Como nos parecía muy difícil que lo hubiera vo- 
tado, lo llamamos y le dijimos: «Che, Lito, ¿vos votaste 
esto?». Y contestó: «No. Lean la versión taquigráfica». No 
solo no lo votamos, sino que argumentamos en contra, di- 
ciendo que iba a suceder lo que Astori estaba denunciando 
que iba a pasar: un 23 % de aumento por encima de las 
proyecciones. ¿Y quién era el ministro de Economía y Fi- 
nanzas cuando se aprobó esa ley? Astori, que en esa suerte 
de doctor Jekyll y mister Hyde, en el día es una persona 
y en la noche es otra. Sale el monstruo. Es así. Se opuso 
a esta ley, pero después estuvo de acuerdo; casi renuncia, 
dijo «me voy», pero ahora se queda. Y hoy vemos a los 
seguidores del contador Astori acá —que lo apoyaban, que 
se quejaban, que se preguntaban cómo íbamos a aprobar 
esta ley, que era un problema de los cincuentones—, defen- 
diéndola, ¡y con qué calor! Estamos hablando de la misma 
ley, y ahora la defienden. Esto me recuerda lo que sucedió, 
hace muchos años, con un legislador de otro partido; la 
anécdota es conocida. Estaba discutiendo en el parlamento 
un proyecto de ley, argumentando en contra —todos iban 
a votar en contra— y en la mitad de su discurso le pasa- 
ron un papel que decía que lo iban a votar. Entonces, dijo: 
«Bueno, hasta aquí hemos analizando los argumentos en 
contra; ahora vamos a analizar los argumentos a favor». 
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Los analizó, y votó el proyecto. Esto es lo mismo: ahora 
son monolíticas las bancadas. Ahora todos dicen que la 
ley es buenísima. Pero casi se va el ministro de Econo- 
mía y Finanzas, amenazó con renunciar. ¿O no? Además, 
era coherente, pues nos había dicho a todos nosotros que 
había un problema con el gasto endógeno, y ahora lo está 
aumentando. Eso es lo primero. 


Creo que también es bueno hacer un poco de historia. 
Vamos a mirar un poquito para atrás. Los grandes pro- 
blemas —que ya venían de leyes anteriores— empezaron 
a agravarse en el año 1989. Ese año, cuando se propuso 
aquel plebiscito de la indexación —de la misma forma, con 
el «paga Dios»— empezó a recargarse el costo de la segu- 
ridad social en el Uruguay. ¿Era justo? Era justo; pero ten- 
dría que haber venido acompañado por alguna financia- 
ción. ¿Qué pasó? El Gobierno del doctor Lacalle —a quien 
a cada rato le echan en cara el ajuste fiscal tuvo que hacer 
un ajuste fiscal. ¿Para qué? Para pagar la reforma constitu- 
cional. ¡Ojo! Hubo alguien que dijo: «Esto es una barbari- 
dad. Se viene un ajuste fiscal si hacen esto». Fue el doctor 
Jorge Batlle, y le costó la elección porque iba a los clubes 
políticos y decía: «Miren que esto que se está proponiendo 
no tiene financiación, no se puede votar». Y la gente se iba. 
Me lo contaron los dirigentes políticos. El doctor Batlle 
empezaba a hablar de por qué no se podía votar la reforma 
y la gente se iba. Los dirigentes le decían: «No, por favor, 
Jorge, no digas más esto». Y él les contestaba: «Pero es 
la verdad». Y le respondían: «Pero no lo digas que nos 
espantás los votos». Y perdió la elección. ¡Ojo! Hubo otro 
sector político del Frente Amplio que no acompañó esa re- 
forma: el Movimiento de Participación Popular. Pero cabe 
aclarar que no la acompañó por otro motivo: porque no se 
topeaban las jubilaciones más altas. Lo cierto es que no la 
acompañó. 


Eso ocasionó un problema que se trató de paliar con el 
ajuste fiscal, que no es muy distinto del ajuste fiscal que 
Astori nos viene haciendo hace dos o tres años. Lo úni- 
co que cambia es que a aquello se le llamó ajuste fiscal y 
Astori le llama consolidación fiscal para atender el gasto 
endógeno. ¡Un fenómeno! La verdad, ¡un fenómeno! Para 
vacunar a los uruguayos es un mago, porque pone esa cara 
de profesor, dice que se opone, que se va, y después habla 
del gasto endógeno y de la consolidación fiscal. La verdad 
que es un fenómeno. Uno dice la verdad y la gente sale 
corriendo, y él dice eso y lo siguen escuchando. Es un fe- 
nómeno. 


SENOR CARRERA.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR BORDABERRY- Sí, con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador. 


SENOR CARRERA.- Le agradezco al senador que me 
haya otorgado la interrupción. 
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Quiero decir que la reforma de 1989 fue justa porque 
dio seguridad a los jubilados e hizo que las jubilaciones no 
fueran una variable de ajuste en el momento de las crisis 
financieras. El debate fue largo. 


Le agradezco la interrupción, señor senador. La ver- 
dad es que compartimos la reforma de 1989 y, repito, les 
dio garantías a los jubilados. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a revisar mis fuentes, 
señora presidenta, pero tengo acá las fuentes que están en 
Internet, que dicen: «Notorios opositores fueron el presi- 
denciable Jorge Batlle Ibáñez (quien pagó con una dura 
derrota esta postura), los demás sectores alineados con la 
Lista 15, Libertad y Cambio, y el MPP (este sector motivó 
su oposición en el hecho de que las jubilaciones de privi- 
legio no iban a ser topeadas con esta reforma)». Lo dije 
hoy, pero voy a chequear la fuente y con gusto lo consulto, 
pero no hace a la cosa. Si quiere decir que no lo apoyaron, 
no lo apoyaron. Seguro que Jorge Batlle estaba en contra. 
Eso es seguro. ¡Mejor que no se haya apoyado esa refor- 
ma! Creo que fue bueno haber estado en contra, avisando 
lo que se venía. Porque lo que luego provocó la necesidad 
de aprobar la Ley n.* 16713 fue esa reforma del año 1989, 
Si no se hubiera aumentado como se hizo en ese momento 
con el «paga Dios», no hubiera sido necesaria la reforma 
de las AFAP porque el sistema previsional iba a la quiebra. 
¡Por eso hubo que hacerlo! ¡Y no miremos para otro lado! 
¡Esa es la verdad! 


Observo que he provocado algunas consultas entre los 
señores senadores, pero no se preocupen porque tengo 
tiempo. Si quieren un cuarto intermedio para hacer esas 
consultas, los espero; no tengo problema. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Solicito a 
los señores senadores que no dialoguen. 


Puede continuar el señor senador. 
SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señora presidenta. 


¿Fue necesaria esa reforma? Sí. ¿Los sistemas previ- 
sionales se tienen que reformar y revisar de tanto en tanto? 
Sí; no tengan duda de ello, porque van cambiando las cir- 
cunstancias y también va variando el elemento más im- 
portante que es la expectativa de vida. Si la expectativa de 
vida —es decir la cantidad de años que vivimos los seres 
humanos— aumenta, los jubilados viven más tiempo y, por 
lo tanto, se necesita más dinero para cubrir ese tiempo. 
Eso es así de claro y no hay dudas al respecto. Por eso 
presentamos el proyecto de ley del que se dio cuenta en el 
día de hoy. Pero no, seguimos para adelante. 
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En el 2008 aprobamos la Ley n.* 18395, que fue el últi- 
mo golpe que le pegamos a la seguridad social, pero ¡gran- 
de como una casa! Sin duda que esto se hizo con elemen- 
tos de justicia y buscando beneficiar a los trabajadores y 
a los jubilados. ¿Quién no va a querer dar más beneficios? 
Lo que no se puede hacer es dar esos beneficios —como se 
hizo— y nueve años después venir al Parlamento a decir 
que se erró en el cálculo —como hizo el ministro Astori—, y 
encima oponerse a esta ley, para después decir que se está 
a favor. ¡Eso es clientelismo! No tengan dudas de ello: ¡es 
clientelismo! aunque se le llame de otra forma. Se habla de 
la historia laboral, de la facilitación del acceso a la jubila- 
ción, pero es clientelismo. ¡Digámoslo! Obsérvese que lo 
que más aumentó en estos años fueron las jubilaciones por 
enfermedad. Parece que los uruguayos nos enfermamos 
más. Lo que más aumentó porcentualmente en el Banco de 
Previsión Social son las jubilaciones por enfermedad. En- 
tonces, o falló el Plan Nacional Integrado de Salud o hay 
algo que está mal, y es, sin lugar a dudas, la flexibilización 
en el acceso a las jubilaciones. 


Ahora, con carita de «yo no fui», de «yo no tengo nada 
que ver», se dice que aumentó el gasto endógeno. Están 
provocando lo que hoy está enfrentando Argentina. Lo que 
pasa en San Pablo, cinco años después sucede en Argenti- 
na; y lo que sucede en Argentina, a los cinco años pasa en 
el Uruguay. Argentina tiene que reformar el sistema previ- 
sional porque los que estaban antes lo dejaron deshecho, re- 
fundido, echando mano de los fondos de las AFJP, etcétera. 
¡Esa es la verdad! Ahora bien, cuando se va a votar la ley 
aparecen los que, por suerte, están yendo presos: los que 
tiraban los bolsos por arriba del convento, los Cristóbal Ló- 
pez; todos esos delincuentes que gobernaron a la Argentina 
y hoy están yendo presos: la señora de Kirchner, Josecito 
López, De Vido, Boudou y toda esa barra que, por suerte, 
está yendo en tropel para adentro. ¿Y qué hacen? Aprove- 
chan para armar lío en las calles y romper todo, para ver si 
pueden sacar al presidente Macri y así evitar que la Justicia 
actúe. Eso es lo que está pasando hoy, pero a caballo de que 
se tienen que oponer a una reforma previsional. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador. 


SENOR MICHELINL - Señora presidenta: por supuesto 
que muchas veces la pasión nos lleva a expresar cosas que 
quizás la razón y la ponderación no nos hubieran dejado 
decir. Creo que se les hace un flaco favor a todos los uru- 
guayos al decirles que lo que pasó en San Pablo pasa a los 
cinco años en Argentina, y dentro de otros cinco estaremos 
nosotros a los tiros en las calles. No veo cuál es la razón de 
tratar de compararnos con los países vecinos. En realidad, 
lo que yo desearía es tratar de estar bien lejos de muchas 
cosas que pasan allá. No sé cuál es el objeto de esto. Yo 
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podría decir que si va a pasar esto dentro de cinco años será 
porque estén gobernando otros y no el Frente Amplio, pero 
no voy a ir a esa simpleza, porque está el país de por medio. 
Toda esta situación en la Argentina ahuyenta el esfuerzo de 
la prosperidad, más allá de quién sea responsable. Yo quie- 
ro separarme de los escenarios que alejan a los uruguayos 
de la prosperidad. Se puede estar de acuerdo con una pro- 
puesta o con otra, pero esos razonamientos apocalípticos 
que siempre nos hacen no van en beneficio del Uruguay, y 
no solo no se han dado, sino que no agregan nada. 


Es más, si el razonamiento del senador Bordaberry es 
que se le hace caso al ministro de Economía y Finanzas y 
no a él —a pesar de que el ministro tiene todos los defectos 
e, incluso, es una persona de mañana y otra de noche-, 
entonces, o la gente es tonta —y creo que los uruguayos no 
lo somos— o habría que preguntarse por qué el ministro 
Astori tiene el nivel de credibilidad que tiene. Yo creo que 
es un nivel de credibilidad bien ganado. 


En mi opinión, tratar de decir a todos los uruguayos 
=y no solo a ellos, sino a todos los que confían en el país, 
porque hay muchos extranjeros que están viniendo al Uru- 
guay y construyendo aquí su futuro—, que lo que está pa- 
sando en Argentina, que es un caos, lo vamos a tener den- 
tro de poco acá, es estar haciendo un flaco favor a nuestra 
patria. 


Agradezco la interrupción. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señora presidenta 
y señor senador. 


Voy a citar a una sola persona que está de acuerdo con 
lo que dije yo y no con lo que dijo el senador Micheli- 
ni. Esa persona que está de acuerdo conmigo es el doctor 
Tabaré Vázquez, presidente de todos los orientales. Hace 
menos de un mes, declaró: «Si no se toman medidas el 
sistema caminará hacia un colapso, y allí los males se- 
rán peores para la sociedad [...] en la seguridad social es 
donde necesariamente el Uruguay va a tener que encarar 
una serie de reformas para hacer sustentable y sostenible 
en el tiempo esos sistemas que otorgan beneficios para la 
sociedad». Y siguió: «Si no se toman medidas, todos los 
uruguayos nos tendríamos que lamentar la ruptura de todo 
el sistema; para evitar males mayores se toman estas me- 
didas». ¿Soy yo el que pinta un futuro apocalíptico, o es el 
presidente de la república? 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir la señora senadora. 
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SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero hacer algunas considera- 
ciones. 


Creo que el senador Bordaberry —a quien le agradezco 
la interrupción- tiene una facilidad asombrosa para gene- 
rar a último momento, al final de la lista de oradores, una 
especie de escenario histriónico que de alguna manera nos 
saca del letargo del debate largo. Así que vamos a darle 
una señal positiva, para después entrar de lleno en algunas 
consideraciones que nos separan totalmente de las cues- 
tiones que planteó. 


Ante todo, comparto lo dicho por el señor senador Mi- 
chelini. Querer masificar a Uruguay en problemas que, la- 
mentablemente, viven otros países hermanos de América 
Latina, creo que no ayuda a tener una visión-país. Es im- 
posible comparar cosas que no son comparables. 


En el año 2008, nuestros vecinos fueron arrastrados 
por crisis económicas que no pudieron contener, cosa que 
no sucedió con el Uruguay. Y esto no lo decimos nosotros, 
quienes integramos el Frente Amplio, sino consultoras in- 
ternacionales, organismos de jerarquía de carácter inter- 
nacional como la Cepal, etcétera. 


Entonces, estar continuamente augurando o advir- 
tiendo —para usar un verbo que muchas veces utiliza el 
senador Bordaberry—, me parece que no contribuye a esa 
responsabilidad-país que, supongo, debemos tener todos y 
todas en la lógica de razonar de formas diferentes y opi- 
nar distinto, pero en un debate que debería coadyuvar a 
la ayuda. 


Lo otro que quiero mencionar con respecto a la inter- 
vención del señor senador Bordaberry, es algo que a nadie 
escapa; me refiero a los tonos utilizados —en la versión 
taquigráfica los tonos no aparecen, pero aquí en sala sí 
y quedan registrados a través del audio— para hablar del 
gasto endógeno. 


El gasto endógeno, señora presidenta, es un gasto que 
está comprometido; es el gasto básico, que se debe honrar 
y que seguiremos honrando. Se trata de un gasto fijo —con 
los ajustes lógicos por los aumentos correspondientes— 
que, reitero, se debe honrar, y nosotros así lo pretendemos. 
Por eso, cuando en las rendiciones de cuentas hablamos 
de lo que queda de espacio fiscal, el gasto endógeno no se 
toca, es sagrado; se honra y se respeta. 


Señora presidenta: el señor senador Bordaberry lee 
mucha prensa y no solo se apoya permanentemente en lo 
que estudia —es un estudioso y, además, se asesora—, sino 
también, muchas veces, en los propios medios de comuni- 
cación o en la prensa como fuente informativa. La prueba 
está en que acaba de decir que chequeó algunos datos de 
los medios. Y en su intervención dijo que el señor ministro 
de economía casi se va, que amenazó con renunciar. Pre- 
gunto al señor senador Bordaberry de dónde sacó tamañas 
informaciones. 
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Y quiero hacer una última consideración. Cuando el 
señor senador habla del ministro de Economía y Finanzas, 
dice que pone cara de profesor y que, en realidad, con esa 
carita de profesor o de «yo no fui» —gesto en el que también 
nos incluyó a algunos de nosotros— esconde lo que él llama 
«clientelismo». Y lo reitero por el problema de audición del 
señor senador: clientelismo. Quiero decir, señora presiden- 
ta —en alusión a lo mencionado por el señor senador— que el 
clientelismo, histórico en este país, es otra cosa. 


Disfrazar con palabras impactantes lo que pueden ser 
—en el acuerdo o en el desacuerdo— propuestas políticas, 
me parece bastante desacertado. Al mismo tiempo, los tér- 
minos utilizados hablan de una intencionalidad que tam- 
poco comparto. 


Gracias, señor senador y señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR COUTINHO.- Formulo moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Antes de 
votar, la presidencia aclara al señor senador Bordaberry 
que no se le quitan los cuatro minutos que le restan para 
hacer uso de la palabra. 


Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota). 

220 en 22. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: ante 
todo, quiero decir que no soy el primer senador que hoy ha 
mencionado la situación de Argentina. He seguido atenta- 
mente todas las alocuciones —me ausenté solo unos pocos 
minutos para realizar una escala técnica, digamos; el resto 
del tiempo he permanecido aquí escuchando y tomando 
nota— y sé que hubo un senador de la bancada oficialista 
que hoy citó el caso de Argentina. Por supuesto, lo hizo 
con su visión, que es respetable, del mismo modo que yo 
lo hice con la mía. Ahora bien, cuando habló el oficialis- 
ta nadie se enojó ni dijo nada. Parece que algunos tienen 
patente de corso y otros no la tenemos. En lo personal, 
rescato poder hablar de eso. 


En segundo término, es cierto lo que aquí se esgrime 
en el sentido de que los ciudadanos eligen y le creen a 
Astori. Son libres de elegir. ¡Por suerte tienen esa libertad! 
Coincido con ello. Tan libres son que no entiendo por qué 
les estamos imponiendo la AFAP a la que tienen que ir, a 
través del tema de la comisión. ¿Por qué bajar la comisión? 
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¡Dejemos que decidan! Que el que les cobre la comisión, 
se las cobre. Como saben elegir —nos lo acaban de decir 
acá—, no les pongamos el corsé de la elección o del monto 
de las comisiones. 


En cuanto a las advertencias, sí, hemos hecho algunas 
aquí. En el año 2013 interpelamos al ministro de Econo- 
mía y Finanzas, señor Lorenzo, y le advertimos que Ancap 
estaba en absoluto rojo y que iba a enfrentar un problema 
muy serio. La respuesta fue: «Estamos invirtiendo, por 
eso los números no están dando». ¡Mil millones de dólares 
marcharon en eso! 


Luego advertimos sobre el déficit fiscal. Se había pre- 
visto un 0,9 %, pero alcanzó el 2,8 %. Y hace rato que no 
lo pueden bajar de 3,5 %. Se les escapó. 


Después les advertimos acerca de la inseguridad pú- 
blica. ¡Éramos unos alarmistas!, porque todo era una sen- 
sación térmica. ¿Se acuerdan del concepto de «sensación 
térmica»? «Gasto endógeno», «sensación térmica»; ¡son 
unos magos! No había inseguridad en el Uruguay, sino 
una «sensación térmica». Precisamente, ayer hubo una 
sensación térmica con un camión blindado, por siete mi- 
llones de pesos y a los balazos. Y la sensación térmica está 
marcando un récord de homicidios, pues hubo un aumento 
enorme de esos delitos en este año. Nosotros advertíamos: 
«¡Miren que estamos mal!», pero nos decían que no, que 
estábamos bien. Bueno; está bien. 


Con respecto a la educación, cuando nos tocó interpe- 
lar al ministro Ehrlich —al comienzo del periodo pasado— 
le dijimos: «¡Mire que los números de las pruebas PISA 
vienen mal, señor ministro!» Nos respondió: «No; estamos 
muy bien». Estamos tan bien que esa evaluación nos dio 
siempre para atrás. 


Bueno, ahora hacemos estas advertencias: de acuerdo 
con el artículo 24, están cargando un costo a ser atendi- 
do por rentas generales ¡sin financiación! Están haciendo 
lo que en España los jóvenes llaman el «paga Dios»: van 
a un restorán y se retiran sin pagar. Eso es lo que están 
haciendo acá: están arreglando un problema que requiere 
solución, pero diciendo: paga Dios; después vemos cómo 
lo arreglamos. Ese el gran problema que tiene esto. ¡Ese 
fue el problema de 1989 y de 2008: el paga Dios! No nos 
dicen de dónde saldrá la plata. 


¿De dónde saldrá la plata? ¿Cómo lo van a pagar? Esa 
es la pregunta. ¿Harán un ajuste fiscal? Perdón, ¡no! Ajuste 
fiscal, no. ¿Harán una consolidación fiscal nueva? ¿Sí? ¿To- 
marán más deuda? ¿Van a endeudar todavía más al país, y 
vamos a pagar más intereses? ¿No le darán maquinita a la 
inflación? No; por suerte, ya aprendimos que eso no. ¿De 
dónde saldrá la plata? ¿Van a poner más impuestos? ¡Ah! 
Miren que no pueden ir a la tarifa de la UTE porque ya se 
la gastaron en UPM. No sé qué otra tarifa tienen para subir 
a efectos de financiar estas cosas. Las de Ancap tampoco 
porque están pagando la cuenta de Sendic. Ahí tampoco 
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pueden ir a pedir aumento de tarifa porque necesitan para 
pagar esa otra tarifa. Ya no les queda mucho dónde escar- 
bar. ¿De dónde sacarán estos 2500 millones de dólares? 
¿De dónde salen? ¿Paga Dios? A no ser que piensen que no 
ganarán la próxima elección y digan «le dejamos el paque- 
tito armado al que venga». Me hacen acordar... 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


(Manifestaciones de varios señores senadores que no 
se escuchan). 


SEÑOR BORDABERRY.- Dejen al senador Michelini 
expresarse, por favor. 


Con mucho gusto le concedo la interrupción, señor se- 
nador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: creo que 
ahí está la diferencia entre los proyectos de país. Lo que 
plantea el senador Bordaberry es la esencia de por qué so- 
mos partidos diferentes: él representa una cosa y nosotros, 
otra. Él dice que tenemos una situación fiscal delicada y 
se hace una serie de preguntas pensando de dónde vamos 
a sacar el dinero. Él ya sabe de dónde lo va a sacar: va a 
hacer recortes en las políticas sociales. En eso nos dife- 
renciamos; nos separa un abismo. Nosotros apostamos al 
crecimiento del país, mientras él apuesta a los recortes de 
las políticas sociales. No lo dice; nos interroga a nosotros a 
ver de dónde vamos a sacar el dinero, pero no dice de dón- 
de lo va a sacar él. Y ya todos sabemos de dónde lo saca la 
derecha: recorta las políticas sociales. Una y otra vez hace 
que la gente que menos tiene y que menos puede, termine 
pagando lo que es el presupuesto del país. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: el pro- 
yecto de ley que estamos aprobando es regresivo, por 
cuanto beneficia a los que más tienen, no a los que me- 
nos tienen. ¿O estoy equivocado? ¿Este proyecto de ley 
beneficia a los que menos tienen o a los que más tienen? 
¿Estudiaron el asunto? ¿Estudiaron el tema de a quién 
beneficia? Yo lo hice. ¿Y saben dónde me informé? En 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, dirigida por 
uno de los muchos precandidatos a la presidencia de la 
república que hay hoy. ¿Qué dijo el señor director de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto? ¡Ojo!, estoy 
hablando de la época en la que el señor ministro de Eco- 
nomía y Finanzas estaba por renunciar y él quería apo- 
yarlo; ahora parece que no lo iba a hacer. Bueno, a los 
uruguayos nos dijeron que iba a renunciar y ahora dicen 
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que, en realidad, no. ¿Qué fue lo que dijo, entonces, la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto? Que esto es re- 
gresivo, que beneficia a los que más tienen y no a los que 
menos tienen. 


Hay un informe —esta vez no son recortes de prensa— 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Creo que 
la bancada oficialista lo tiene y me llamó la atención que 
nadie lo hubiera mencionado. El organismo les dio el in- 
forme. ¿Qué pasó con él, que nadie lo menciona? ¿Dónde 
están los progresistas que defienden a los que menos tie- 
nen? ¿Dónde fueron a dar? ¿No citan ese informe? 


Sí, son dos proyectos de país distintos, pero eso no 
pasa por quién tiene más o menos sensibilidad, sino por 
quiénes actúan con responsabilidad y quiénes lo hacen 
con irresponsabilidad; quiénes son populistas y quiénes 
no lo somos. Esto es así y acá se está viendo. No es una 
cuestión de recortes, sino de decir que si se va a gastar 
más, ese dinero tiene que salir de algún lugar; entonces, 
hay que preguntar de dónde va a salir. ¿De dónde sale? ¡No 
lo han dicho! ¿De dónde lo sacan? 


¡Por favor! Voy a decir a mis compañeros de bancada 
que quiero estar en la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda en la instancia de rendición de cuentas del 
año que viene para escuchar al ministro de Economía y 
Finanzas cuando venga a explicarnos el gasto endógeno. 
Pero ¡no! Ahí ya habrá renunciado; como se va a lanzar 
a la campaña presidencial, no va a poder venir a explicar 
esto. Seguramente habrá renunciado y otro quedará con 
esa responsabilidad. Y ¡después vemos! Viene la campaña 
electoral, tiramos papel picado, decimos «Gobierno hon- 
rado, país de primera» y así seguimos. 


¿Saben a qué me hacen acordar? ¿Recuerdan aquella 
época en que se turnaban en la presidencia de Peñarol el 
contador Damiani y el señor Cataldi? Llegaba Cataldi, 
contrataba a todos los jugadores, sacaba a Peñarol cam- 
peón de América y del mundo, se gastaba todo —«a More- 
na lo traemos todos», etcétera— y dejaba al club refundido. 
Y cuando ya no podía más de deudas y demás, decía que 
era el momento de dar un paso al costado. Entonces llega- 
ba el contador Damiani, que se encontraba con ese gran lío 
y arreglaba las cuentas, propugnaba austeridad, achicaba 
los sueldos, en fin; y no ganaba el campeonato. A los dos o 
tres años volvía Cataldi, y Damiani le decía: «¡Pero usted 
dejó el club en ruinas!» y Cataldi le contestaba: «Nunca vi 
festejar un balance por 18 de Julio». 


¡Y esto es lo mismo! ¡La diferencia es de visión de 
país! Nosotros no queremos que dejen un país que no sea 
viable. ¿Saben por qué? Porque así está el fútbol uruguayo: 
peleando por los campeonatos locales y no ganamos ni la 
Copa de la Amistad. Lo que nosotros queremos —y esa es 
nuestra visión de país— es un país en serio, que crezca; un 
país en serio, que cuide sus cuentas y en las que la gente 
confíe, y no un país comprometido en todas sus cuentas. 
¡Esa es la visión distinta! 
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Señora presidenta: creo que el gran tema acá, del que 
nadie se anima a hablar —aunque algo se dijo a la pasada—, 
es el de la edad de retiro. Algo se dijo hoy a la pasada, 
reitero. La edad de retiro actual no guarda relación con la 
expectativa de vida de los uruguayos. ¡Esa es la verdad! 


Hace un rato presenté un proyecto de ley sobre este 
tema, con su correspondiente exposición de motivos, en la 
que cito, justamente, la opinión del contador Camacho —a 
quien mencionó el señor senador Heber, para que vea que 
también sigo sus alocuciones—, quien expresa que el enve- 
jecimiento demográfico de la población impone aumentar 
la edad de retiro. Esa es la verdad, y hay que planteárselo. 


Lo que estamos proponiendo —no sé si algún señor se- 
nador lo compartirá— es adecuar la edad, llevándola de 60 
a 62 años, y establecer un mecanismo de ajuste automá- 
tico cada vez que objetivamente se llegue a la conclusión 
de que se tiene que aumentar la edad porque ha habido 
una extensión de la expectativa de vida. Eso es pensar en 
la generación del porvenir; eso es, a mi juicio, empezar a 
atender este problema, que es bastante más grande de lo 
que parece. 


¡Mire lo que encontré acá, senadora Payssé! Unas de- 
claraciones del contador Astori, que se suman a las del 
doctor Tabaré Vázquez. «Sin reforma de la seguridad so- 
cial habrá serios problemas», dice. ¿Y soy yo el que pinta 
los temas apocalípticos? 


¿Qué está enfrentando Argentina? ¡Serios problemas 
por no haber hecho las reformas! Es lo que está pasando. 


¡Observen qué más encontré! El informe de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto que le fue entregado a la 
bancada oficialista. 


SEÑOR PINTADO.- A mí no me llegó. 
SEÑOR BORDABERRY.- ¿No? Fue lo que se informó. 


AMlí se dice que el proyecto de ley enviado por el Poder 
Ejecutivo tiene un efecto regresivo en la distribución del 
ingreso, y agrega que dos de cada tres de los cincuento- 
nes que podría acogerse a los beneficios de la iniciativa se 
encuentran en los deciles 8, 9 y 10 de mayores ingresos. 
Solo el 16 % de los cincuentones pertenece a los primeros 
cinco deciles de ingresos, mientras que el 51 % pertenece 
al 9 y al 10. 


¿Qué pasó con este informe? ¿Hoy no lo discutimos acá? 


En definitiva, creo que este es un camino de irrespon- 
sabilidad. 


Y plantear más años de trabajo no sonará bien, pero 
hay que encararlo. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 
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—Hay un libro muy interesante de Charles Darwin —¿se 
acuerda de Darwin, señora presidenta, el del evolucionis- 
mo?-—, El viaje del Beagle, que escribió cuando anduvo 
por Uruguay y Argentina, allá por los años 1833 y 1834. 
Ahí figuran las impresiones que recibió en estos lugares. 
Cuando llegó al Uruguay, después de recorrer las sierras 
de Maldonado y tomar un caballo e irse hasta Soriano, dijo 
que nunca encontró un país en donde a las personas les 
guste menos trabajar. Esto lo decía Darwin, no yo; lo acla- 
ro para que nadie se enoje conmigo. Y se fue a Argentina 
y dijo: «Nunca encontré un país con tanta corrupción». 
Esto fue en 1833. 


Nosotros tenemos que darnos cuenta de que salimos 
adelante trabajando más. ¿Que tenemos derechos? Sí, se- 
ñor. ¿Que tenemos que pelear por ellos? ¡Soy el primero! 
Pero también tenemos obligaciones. Tenemos que darnos 
cuenta, también, de que subir dos años la edad de jubi- 
lación, en definitiva, no hace otra cosa que atender una 
realidad, que es que la expectativa de vida ha aumentado. 
Tengo 57 años, fui empleado bancario y hasta estuve de- 
trás de una caja mientras estudiaba, después ejercí la abo- 
gacía, me subí a un tractor, me subí a un caballo y terminé 
acá, en el parlamento. ¿Tengo cuerda para cinco años más? 
Sí, seguro que sí. Tengo cuerda para diez años más porque, 
por suerte, gozamos de una calidad de vida mucho mejor 
de la que teníamos hace veinte años. Esa es la verdad y por 
eso es que tenemos que plantearnos estas cosas. 


Nos queda el tema de las comisiones. Por medio de 
las interrupciones ya adelantamos que nos enfrentan a dos 
modelos de país y eso es claro: los que creemos en la liber- 
tad del individuo y los que entienden que el Estado debe 
decirle al individuo todo lo que tiene que hacer. Nosotros 
creemos que el Estado debe hacer aquello que el individuo 
o los grupos de individuos no pueden hacer, pero no sus- 
tituirlos. Esto de decirles: «Che: te regulo hoy la comisión 
acá», después pasa por regular algún otro precio por ahí, 
por derogar la Ley n.” 14219 de los arrendamientos, y todos 
sabemos cómo termina todo esto: termina mal. A no ser 
que quieran volver a la Dinacoprín, a la Coprín y al con- 
gelamiento de precios. De repente, son partidarios de los 
que proponían el congelamiento de precios en el Uruguay. 
Bueno, a la larga, parece que todo el mundo da una vuelta. 
Nosotros no creemos en eso. No creo en el congelamiento 
de precios ni en la fijación de precios porque si analizo que 
me cobran más, pero la rentabilidad es mayor o el servicio 
es mejor y quiero ir al lugar donde me cobran más, voy a ir 
allí, y no veo por qué me tienen que decir que no. Además, 
si vamos a regular, ¿por qué no regulamos los precios del 
Estado, por ejemplo, de UTE? Supongamos que UTE no 
puede cobrar un 5 % más de lo que cuesta la energía en 
Argentina. ¿Les gusta una ley de esas? Por encima de lo 
que cuesta en Argentina no, total, hay un mercado spot 
de energía en el que Argentina participa. Pongámosle un 
10 % más que en Argentina y ya está; que Ancap no nos 
pueda cobrar un 5 % o un 10 % más del precio de paridad 
internacional. ¿Vamos a hacerlo? Ya que vamos a regular, 
regulemos eso también. ¿O ahí no nos animamos? ¿Hace- 
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mos las reglas para los demás y las excepciones para no- 
sotros, como decía La Rochefoucauld? Mientras hacemos 
eso, esto lleva a un abuso de la posición dominante porque 
el que tiene la mayor porción del mercado va a poder bajar 
los precios y, en definitiva, va a terminar regulándolos y 
quedándose con todo el mercado. 


Por último, me parece que enfrentamos el mal latino- 
americano, el mal por el cual vamos a hacer, no lo mejor, 
sino lo que nos conviene, sin pensar en otras soluciones. 
Me parece que eso es muy malo, eso se llama populismo. 
Me parece que es un acto de irresponsabilidad y no hay 
que cometerlo. Si me dicen cómo van a financiar todos 
estos gastos, yo voto con las dos manos. ¿Por qué? ¡Porque 
es claro que quiero beneficiar a los cuarentones, a los cin- 
cuentones, a los sesentones y a todos los uruguayos, pero 
para hacerlo tengo que saber de dónde sale el dinero, y a 
mí no me lo dicen! 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Como no hay más oradores 
anotados, tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR CASTILLO.- Pensaba hacer una breve exposi- 
ción, pero varios señores senadores me piden que sea más 
breve aún, en función de lo extenso que ha sido el debate. 
Sin embargo, antes de la votación y para seguir con el es- 
píritu del debate, quiero reiterar cosas que dijimos en el 
arranque. 


En primer lugar, teniendo en cuenta la formalidad, 
quiero resumir el trabajo que tuvo la comisión en el día 
de ayer, así como recordar los grandes contenidos de este 
proyecto de ley que vamos a votar. 


En segundo término, en función de que —en forma dis- 
ciplinada— tomé apuntes de varias intervenciones, quie- 
ro responder algunas que se contradecían o carecían de 
elementos de información que se volcaron en la jornada 
de ayer. 


Nosotros defendemos el contenido de este proyecto 
de ley. Convocamos a este Cuerpo para que vote afir- 
mativamente esta iniciativa que corrige aspectos de la 
Ley n.” 16713, que tiene como subtítulo Desafiliación de 
las AFAP. 


El proyecto de ley se divide en siete grandes bloques. 
El primero repara errores de diseño de la Ley n.* 16713 ori- 
ginal. El segundo otorga el derecho voluntario, no taxatl- 
vo, de desafiliarse de las AFAP, aspecto que hay que tener 
presente en función de varias intervenciones. Aprobar esta 
ley no obliga a los trabajadores, sino que les otorga un de- 
recho. El tercer bloque brinda el asesoramiento necesario 
para que los trabajadores y las trabajadoras tomen la mejor 
opción, y el Banco de Previsión Social tendrá la obliga- 
ción de brindarlo a partir de que se apruebe la nueva ley. 
El cuarto segmento crea un fideicomiso con los aportes 
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de los trabajadores bajo la égida pública, en este caso, del 
BPS. El quinto habla de la transparencia de los fondos, del 
reintegro de los aportes, contempla a los que ya se jubila- 
ron —tema que originalmente no estaba en debate, pero fue 
parte del enriquecimiento que se dio en la discusión par- 
lamentaria— y pone plazos y condiciones para esta desafi- 
liación. El sexto punto sustituye el artículo 102 de la Ley 
n.* 16713, estableciendo un tope a las comisiones. Acá no 
se las rebaja, sino que se les pone un límite máximo, se les 
da un marco de libertad a las administradoras de fondos 
previsionales. En el séptimo bloque se regula el financia- 
miento, la reglamentación y la puesta en vigencia de la ley. 


En definitiva, estamos ante una buena ley para esta co- 
yuntura política que estamos discutiendo. 


Dentro del segundo grupo de cosas que quería men- 
cionar hay algunos elementos que arrojó el debate. Traté 
de hacer el mismo esfuerzo que otros señores senadores 
anunciaron que iban a hacer y salí de sala solo por un mo- 
mento, lo imprescindible, y casi todo el tiempo estuve es- 
cuchando el debate y los argumentos. Estoy de acuerdo 
con que se hayan agregado elementos para solventar y for- 
talecer la discusión, aun aquellos que nos gustaron menos 
o con los que estamos en contra. 


Vuelvo a saludar el nivel de debate que ha tenido esta 
discusión —ahora sin hacer alusiones, a los efectos de no 
generar provocaciones, y sin mencionar a nadie para que 
ningún colega se sienta aludido— porque es algo que nos 
hace bien, y por eso lo digo tranquilamente. Saludo el 
nivel de la discusión aunque no comparta algunos de los 
contenidos vertidos en Sala o su tono. Si lo comparamos 
con lo que está pasando en otras partes del mundo, pode- 
mos decir que en Uruguay, con este nivel de debate, gana 
la democracia. Eso es algo muy bueno y en torno a lo que 
todos deberíamos cerrar filas. 


Estoy abreviando mis apuntes y las contestaciones que 
iba a dar, pero tengo que decir que si bien algunos criti- 
caban el proyecto de ley porque pensaban que había sido 
hecho de apuro, en otras intervenciones se nos criticaba 
porque la iniciativa llega demasiado tarde. Hay opiniones 
a favor y en contra. Frente a este proyecto de ley que re- 
mite el Gobierno, hay quienes consideran que nos demo- 
ramos y quienes piensan que hubo poco tiempo y que fue 
demasiado apurado. 


S1 bien los señores senadores sostuvieron en sus inter- 
venciones que van a tener distinto comportamiento a la 
hora de la votación, casi todos hablaron de la justicia del 
reclamo de los cincuentones. Estamos acortando bastante 
el camino. Tal vez, luego disguste a los involucrados, pero 
la idea es contemplar a quienes fueron perjudicados con 
la aparición de la Ley n.” 16713, pues no se tuvo en cuenta 
que en algún momento iban a tener que optar por la jubi- 
lación. 
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Hubo muchas críticas y discusiones en torno a pregun- 
tas como: ¿por qué, para enmendar un error con los cin- 
cuentones, generar una pérdida o ir —en forma encubierta— 
contra las AFAP? 


Ayer estuvimos presentes en la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social a la que concurrieron repre- 
sentantes de las administradoras de fondos previsionales, 
a los que se les hicieron varias preguntas y ellos entrega- 
ron un documento escrito. Expresamente, consultamos si a 
partir de lo establecido en el proyecto de ley, consideraban 
que podrían surgir problemas de financiamiento al momen- 
to de su regulación y el señor Sebastián Peaguda, textual- 
mente, dijo: «En este caso, el tope que existe con el nivel 
de comisiones de República AFAP, según los balances que 
tenemos, todavía deja con ganancias a todas las adminis- 
tradoras». Se habían generado dudas, pero ellos mismos 
afirmaron que, aun con estas limitaciones, van a generar 
ganancia. A su vez, el ministro de Trabajo y Seguridad So- 
cial, responsable político del Poder Ejecutivo con relación 
al tema, lo reafirma agregando una serie de elementos que 
consideramos importante tener en cuenta en algunas de 
las comparaciones que realizó. Concretamente, dijo que, 
en cuanto a las comisiones, «se refleja en las ganancias de 
las AFAP como sociedades anónimas, que Uruguay tiene 
las mayores comisiones de América Latina, cuando nues- 
tras AFAP son de las que menos trabajo tienen porque casi 
todo se los hace el BPS gratis, y, comparativamente, son de 
las que tienen mayores ganancias en América Latina». A 
su vez, el ministro dio un ejemplo que no comentamos al 
inicio, y quizás haya sido un error nuestro. Él decía: «Por 
ejemplo, la utilidad anual sobre el patrimonio neto el año 
pasado fue de 43 %. Pero ahí también hay una diferencia: 
República AFAP, 22 %; las tres privadas, 68 %». Final- 
mente, afirmó: «Nos llamó mucho la atención el hecho de 
que en países que tienen diez, quince veces la población de 
Uruguay, la ganancia de las administradoras de fondos, en 
millones de dólares, es igual que en Uruguay...». Este es 
un dato muy interesante porque como no es en el único lu- 
gar de América en el que existen Administradores de Fon- 
dos de Ahorro Previsional —tampoco están en todas partes 
del mundo-— los niveles de ganancia les dan margen como 
para emitir una corrección de este tipo. 


Considero importante recordar también lo que dijo el 
señor ministro en cuanto a que, mientras todo esto está 
ocurriendo —muchas de las preguntas estaban dirigidas a 
cuánto costaría dar este beneficio a los cincuentones en 
Uruguay-, debemos recordar que en la reforma tributaria 
de 2008, el nivel de aporte que hacían las empresas y los 
patrones bajó casi a la mitad: de 14,5 % a 7,5 %, ubicándo- 
se en los valores más bajos de toda América. 


Por último, quiero hacer referencia a dos o tres aspec- 
tos que se mencionaron acá. Algunos colegas manifesta- 
ron que, más que una línea argumental en torno a la pre- 
ocupación de las trabajadoras y los trabajadores, en este 
proyecto de ley había una importante carga ideológica y 
algunos compañeros colegas respondieron al respecto. 
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Como no tuve tiempo de salir, consulté en Google sobre 
el significado del término «ideología» y allí se dice que 
es un conjunto de ideas que caracterizan a una persona, a 
una escuela, a un colectivo, a un movimiento religioso o 
a un partido político. Entonces, tenemos que dar la razón: 
pertenecemos a un partido político, a una fuerza política 
que tiene una ideología, que tiene un conjunto de ideas y 
que trabaja sobre ellas. Se nos reclamaba dónde figuraba 
eso en el programa de gobierno de la fuerza política mayo- 
ritaria de este país, por el cual la eligió mayoritariamente 
la población. Los senadores De León y Carrera hicieron 
mención a ello, pero lo expresaron con una frase distinta a 
la que yo iba a traer a colación. En el programa se dice que 
nuestra fuerza política nos mandata para trabajar y cum- 
plir con la opción de respetar el principio de solidaridad 
intergeneracional por sobre todas las cosas, y eliminar, en 
la medida de lo posible, los fines de lucro que pueda tener 
la seguridad social. Trabajamos sobre la base de otra con- 
cepción, que es la que estamos llevando adelante acá. 


Se consultó a los representantes convocados el porqué 
de la opción al principio o inmediata —decían que no se 
había dado respuesta, pero la busqué en la versión taqui- 
gráfica del día de ayer— y es porque la opción por la de- 
safiliación inmediata respeta el principio de solidaridad 
intergeneracional, lo que es mejor para el sistema y más 
previsible para el Estado, que tomar una opción en distinto 
momento. 


Por último, considero que en el debate de ideas, en la 
discusión de opiniones y en el intercambio de diferentes 
puntos de vista que se han dado en estas jornadas —de las 
que no nos quejamos, tal vez, porque recién estamos lle- 
gando— es cuando más se fortalecen los conceptos que no- 
sotros defendemos. Un artículo de un periódico capitalino 
tenía como título: ¿Quién ganó? Increíblemente, hoy aquí 
hubo seis señores senadores que en sus intervenciones se 
hicieron la misma pregunta: ¿quién ganó? Parece que eso 
es contagioso y puede ser que, después, afuera de este he- 
miciclo la ciudadanía se pregunte: ¿quién ganó en el deba- 
te? No vine aquí con la intención de ganarle a nadie, sino 
de que gane la mayoría de nuestra población respecto de 
las cosas que estamos defendiendo y ya lo hemos dicho un 
par de veces: no se trata de creerme el dueño de la verdad 
ni de sentir que tengo una especie de bola de cristal para 
saber qué es lo mejor; la verdad la estamos construyen- 
do en forma colectiva, en este debate y en esta discusión. 
Si, cuando salga de aquí, me preguntan quién ganó, podré 
afirmar con mayor certeza que, directamente, ganaron mi- 
les y miles de trabajadoras y trabajadores ya que ahora 
van a tener una mejor opción, pero indirectamente, ganó la 
credibilidad de la inmensa mayoría de la gente y de nues- 
tro pueblo en el sistema político uruguayo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 
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(Se vota). 


20 en 29. Afirmativa. 


SEÑOR DE LEÓN.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR DE LEÓN.- Señora presidenta: proponemos 
que se suprima la lectura y se vote en bloque. 

SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: propon- 
go que se desglosen los artículos 4.”, 5.2, 6.2, 7, 9.2, 10, 11, 
12 y 13. 


SEÑORA PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar si se suprime la lectura y se votan en 
bloque los artículos que no fueron desglosados. 

(Se vota). 

28 en 29. Afirmativa. 


En consideración los artículos 1. al 26, salvo los que 
propuso desglosar el señor senador Larrañaga. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—20 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 4.. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—16 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 5.*. 

Léase un sustitutivo llegado a la Mesa. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 5.- (Oportunidad de la decisión del afiliado). La 
decisión del afiliado se deberá manifestar al tiempo de so- 


licitar su jubilación al Banco de Previsión Social, debién- 
dose dejar constancia expresamente del consentimiento 
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informado del interesado, en base a los asesoramientos 
recibidos de acuerdo con el artículo 3", en los términos 
que establezca la reglamentación». 

SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en primer término el artículo tal como 
vino de comisión. 

(Se vota). 

16 en 29. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6.”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—16 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 7.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

16 en 29. Afirmativa. 


SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


CÁMARA DE SENADORES 


203-C.S. 


SEÑOR AMORÍN.- Propongo votar en bloque los 
artículos 9.?, 10, 11, 12 y 13. 


SEÑORA PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, vamos a votar en bloque los artículos mencionados 
por el señor senador Amorín. 


(Se vota). 
—16 en 28. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


16) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, 
se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 16:34, presidiendo la señora Lucía 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
Amoriín, Ayala, Besozzi, Bordaberry, Camy, Carrera, 
Castillo, Coutinho, De León, Delgado, Garín, Heber, 
Lacalle Pou, Larrañaga, Lazo, López Villalba, Martínez 
Huelmo, Michelini, Mieres, Otheguy, Pardiñas, Passada, 
Paternain, Payssé, Pintado, Saravia y Xavier). 
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